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INTRODUCCIÓN 
 

La presente tesis para optar por el grado de Licenciatura en Derecho, versa sobre el 

vacío legal que regule la entrega gratuita de bolsas plásticas desechables y, por ende, 

el alto impacto negativo en el ambiente que tienen las no reutilizadas ni recicladas que 

se convierten en basura; ocasionando con ello un daño irreversible y degenerativo. An-

te esto, se propone la inclusión de un tributo ambiental con fines extrafiscales diseñado 

en dos vertientes, la más importante, que desincentive el consumo de bolsas plásticas 

desechables y, en el proceso, que genere recursos para el órgano ambiental; 

fomentando así la educación y conciencia sobre los agentes contaminadores, para lo-

grar significantes resultados como los conseguidos por países europeos, que han im-

plementado tributos similares. La entrega gratuita de bolsas plásticas desechables es 

una práctica insostenible, por cuya utilización racional deben velar los poderes públi-

cos, con la finalidad de proteger y mejorar la calidad de vida, garantizando un desarro-

llo sostenible, en virtud de la tutela de nuestros derechos fundamentales consagrados 

en la Constitución. Sin embargo, en Costa Rica existe un vacío jurídico que regule tan 

nociva práctica; a pesar de que es una nación que promociona la naturaleza como su 

principal atractivo y que además cuenta con reconocidas políticas ambientales, no ha 

sido suficiente para frenar el impacto dañino sobre el ambiente del país; que se en-

cuentra en una situación de falta de información y de controles apropiados por parte de 

las instituciones, algo que agrava el problema y dificulta la búsqueda de soluciones. En 

la corriente legislativa existen iniciativas que se concentran en la prohibición de las bol-

sas plásticas, legislación de comando y control, la cual prohíbe un acto pero no siste-

matiza o estructura la forma en la cual dicha regulación se pueda cumplir de forma 
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efectiva, razón por la cual esas propuestas no han prosperado. Ante estos escenarios, 

el uso de instrumentos jurídico-económicos se presenta como una alternativa para ate-

nuar los efectos del problema, modificando conductas de producción y consumo por 

otras más sustentables. Por ello, se establece un plan de investigación por medio de 

objetivos, los cuales buscan otorgarle una respuesta a esta serie de situaciones, acla-

rando eso sí, sus alcances y limitaciones.  

 

 

 

CAPÍTULO I: EL PROBLEMA DE LA INVESTIGACIÓN 
 

1.1   PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
A.    ANTECEDENTES HISTÓRICOS DE LA AUSENCIA NORMATIVA 
PARA REGULAR EL CONSUMO DE BOLSAS PLÁSTICAS DESECHA-
BLES 
 
Durante los últimos siete años, en Costa Rica se han presentado una serie de iniciati-

vas en corriente legislativa, consistentes en reducir la contaminación de las bolsas 

plásticas en el ambiente. A saber:  

 

Expediente Nº 17289 “Ley que Regula la Producción, Distribución y Uso de Bol-

sas Plásticas”: dictaminado negativamente por la Comisión Permanente Espe-

cial de Ambiente, el 1 de octubre del 2009.  

 

Expediente Nº 17547 “Prohibición para la Utilización y Entrega de Bolsas Plásti-

cas en los Comercios”: dictaminado negativamente por la misma Comisión de 

Ambiente, el 8 de julio del 2010.  
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Ambos proyectos fueron desechados porque los legisladores consideraron que el tema 

debía ser abarcado de manera integral, en un manejo adecuado de residuos sólidos; 

que debe realizarse por medio de una política pública y no de manera aislada solo para 

las bolsas plásticas. 

 

Expediente Nº 18027 “Ley para la Utilización de Bolsas Biodegradables”: se en-

cuentra en conocimiento de la Comisión Permanente Especial de Ambiente. 

Pendiente desde el 10 de octubre de 2012. 

 

Expediente Nº 18349 “Adición de un Artículo 44 bis y un Transitorio XIII a la Ley 

para la Gestión Integral de Residuos, Nº 8839 del 24 de junio de 2010. 

Prohibición de la Entrega de Bolsas Plásticas Desechables en Establecimientos 

Comerciales” : fue presentado el 19 de diciembre de 2011 y pasó a estudio e 

informe de la Comisión Permanente Especial de Ambiente. Actualmente 

continúa en análisis en el plenario.  

 

 

En síntesis, la propuesta legislativa se concentra en la prohibición de bolsas plásticas; 

otorga un plazo para su aplicación de cinco años y con base en la Ley del Sistema de 

Banca para el Desarrollo, intenta establecer un mecanismo económico que facilite la 

transición a un nuevo modelo de producción. Dichas propuestas se encuentran dentro 

de lo que se conoce como legislación de comando y control, la cual prohíbe un acto 

pero no sistematiza o estructura la forma en la cual dicha regulación se pueda cumplir 

de forma efectiva. Esto significa que no se crean los recursos para el monitoreo y con-

trol, ni desarrolla herramientas económicas que, por un lado, penalicen la práctica o 

bien creen un fondo, que permita la investigación y desarrollo del conocimiento y la 

tecnología apropiada para superar el problema.  
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Aunado a esto, parte de los fallidos proyectos de ley citados, contemplan un nuevo mo-

delo de producción consistente en el uso de plásticos biodegradables. Sin embargo, 

tanto la investigación como el desarrollo de tecnología para la producción masiva de 

bolsas biodegradables enfrentan una serie de dudas y retos; entre ellas el conflicto de 

utilizar alimentos para producir bolsas, la utilización de agua y la huella de carbono en 

el proceso productivo; creando otra serie de problemas nuevos como aducen informes 

de organizaciones como Plastic Pollution Coalition1.  

Todo esto denota que lejos de mitigar el problema, con iniciativas como las menciona-

das, se generaría una serie de problemas nuevos y, por otra parte, como se ha visto en 

reiteradas ocasiones, una prohibición no es siempre el mecanismo más efectivo para 

solventar el problema; ya que lejos de desincentivar una conducta, en muchas ocasio-

nes provoca el efecto contrario. Además, la prohibición podría generar conflictos con el 

sector industrial, lo cual eventualmente se traduciría en desempleo, problemas de com-

petitividad y repercusiones económicas considerables.  

 

Expediente Nº 19678 “Ley del Impuesto sobre el Valor Agregado”: se encuentra 

en conocimiento de la Comisión Permanente de Asuntos Hacendarios. Pendien-

te desde el 7 de setiembre de 2015. 

 

Este proyecto de ley se compone de 5 artículos, en su artículo segundo se crea un im-

puesto que grava la producción e importación de los recipientes de plástico no retorna-

bles, a través de una nueva ley que consta de nueve artículos; que según sus propo-

                                                 
1 Organización fundada en el año 2009 en Berkeley California, por Lisa Kaas Boyle, Dianna Cohen, Manuel Maqueda y Daniella Russo. Conformada 
por más de 500 miembros entre ellos destacados científicos y otras organizaciones, cuyo objetivo es trabajar contra la creciente contaminación cau-
sada por el plástico de un solo uso. Promoviendo políticas que regulen el consumo del plástico, justicia medioambiental, cambios en la producción. 
Buscan además conformar una coalición a nivel mundial para alcanzar sus objetivos.    
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nentes, tiene como finalidad disminuir la contaminación ambiental. El hecho generador 

de este impuesto, es la fabricación de recipientes plásticos para envases no retorna-

bles, utilizados para contener cualquier tipo de producto que esté listo para la venta. En 

el caso de los envases importados, con o sin contenido, el hecho generador se produ-

cirá en el momento de la aceptación de la declaración aduanera; siendo el sujeto pasi-

vo, que paga el impuesto, el productor nacional o el importador del bien y el sujeto acti-

vo de este impuesto es el Gobierno Central. 

Al analizar esta propuesta, se identifican ciertas falencias; como al indicarse en su artí-

culo primero que el impuesto recae en “recipientes plásticos para envasar”, se podría 

interpretar que se verán afectados: frascos, bolsas y cualquier artículo plástico que se 

utilice para envasar y no sea retornable. Sin embargo, al señalar en su artículo tercero, 

que la medida de referencia son los mililitros podría interpretarse que se refiere solo a 

envases que contienen líquidos, por lo que sería posible excluir las bolsas y otros in-

sumos plásticos. Entonces se hace necesario una aclaración de la redacción, pues es 

importante la definición de “recipientes”, ya que si únicamente se refiere a frascos o 

vasos, entonces claramente se presentará una alteración en el mercado que beneficiar-

ía a los productores e importadores de los demás artículos plásticos. 

Dado que los bienes involucrados son insumos de otros bienes finales, tales como re-

frescos o alimentos, resulta ser un impuesto a la producción e importación; por lo que 

es muy probable que este tributo sea trasladado al consumidor, mediante un aumento 

de precios, sobre todo en el mercado de alimentos, así como en productos farmacéuti-

cos, entre otros; lo cual puede afectar los productos de consumo básico y por ende el 

índice de precios. A esto se puede sumar que estamos ante una industria que reviste 
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gran importancia para la producción nacional; además a escala de empresa y a corto 

plazo, esta medida puede producir incremento de sus costos de producción que les 

haga perder competitividad, lo cual repercutiría en la economía nacional. 

Algo muy relevante de este proyecto de ley, es que no se trata de un verdadero tributo 

ambiental, como lo pretende hacer ver la propuesta, ya que tiene una clara intención 

recaudatoria; dado que esta iniciativa se propone como parte de las diferentes medidas 

desarrolladas por el Poder Ejecutivo, para rebajar el déficit fiscal al que se enfrenta el 

Gobierno Central. Mientras que en los tributos ambientales su finalidad recaudatoria 

queda relegada a un segundo plano, y tienen una finalidad ecológica cuyo principal ob-

jetivo es desincentivar actividades o bienes contaminantes, esta finalidad está direccio-

nada por la función preventiva-disuasoria del principio “quien contamina paga”. Un gra-

vamen que se aparte de dicho principio y que como consecuencia de ello, prescinda de 

su finalidad ecológica, sencillamente deja de ser un tributo ambiental.  

Todo esto evidencia el vacío legal existente en la regulación de tan nociva práctica y 

además el rumbo desacertado y hasta distorsionado en las iniciativas legislativas, en 

conjunto con la poca importancia que se le atribuye a un problema de tan grandes di-

mensiones, que nos perjudica e involucra a todos. 

Para ilustrar el mandato de protección ecológica del Estado, la Sala Constitucional de 

la Corte Suprema de Justicia, según se extrae del voto 4830-2002 de las 16:00 horas 

del 21 de mayo de 2002 indica: 

 

Nuestra Constitución Política, en su artículo 50, reconoce expresamente el de-

recho de todos los habitantes presentes y futuros de este país, de disfrutar de 

un medio ambiente saludable y en perfecto equilibrio. El cumplimiento de este 
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requisito es fundamental garantía para la protección de la vida y la salud 

públicas, no sólo de los costarricenses, sino además de todos los miembros de 

la comunidad mundial. La violación a estos fundamentales preceptos conlleva la 

posibilidad de lesión o puesta en peligro de intereses a corto, mediano y largo 

plazo. La contaminación del medio es una de las formas a través de las cuales 

puede ser rota la integridad del ambiente, con resultados la mayoría de las ve-

ces imperecederos y acumulativos. El Estado costarricense se encuentra en la 

obligación de actuar preventivamente evitando -a través de la fiscalización y la 

intervención directa- la realización de actos que lesionen el medio ambiente, y 

en la correlativa e igualmente ineludible prohibición de fomentar su degradación. 

 

Para mitigar un problema como el planteado, resulta indispensable la concurrencia de 

distintas disciplinas, ya que abarca los ámbitos educativo, social, político, económico y 

normativo; pero este último desde un enfoque distinto tomando como modelo a seguir, 

los instrumentos económico-normativos que se han implementado con gran éxito prin-

cipalmente en países europeos, donde se han obtenido resultados muy alentadores.  

 

B.   PROBLEMATIZACIÓN 
 

La bolsa de plástico es un objeto cotidiano que se utiliza principalmente para transpor-

tar pequeñas cantidades de mercancías. Introducidas en los años 70, rápidamente se 

hicieron muy populares, especialmente a través de su distribución gratuita en super-

mercados y otras tiendas para fines publicitarios. 

El informe Endocrine Disrupting Chemicals de la Organización Mundial de la Salud en 

conjunto con el Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente del año 

2012, señala que el uso desmedido de bolsas plásticas está contribuyendo al calenta-

miento del planeta y consecuentemente al aumento de los problemas de salud; dichas 
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bolsas se fabrican con petróleo y gas, lo cual contribuye al calentamiento global y 

además requieren de unos 300 años para degradarse, proceso durante el cual se con-

vierten en pequeños petropolímeros sumamente tóxicos, partículas que entran a la ca-

dena alimenticia con consecuencias catastróficas, como lo indican informes de estudios 

realizados en la Organización de las Naciones Unidas en conjunto con la Organización 

Mundial de la Salud y el Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente, 

presentados en mayo de 2016. 

Según datos de un estudio de la Fundación Ellen MacArthur, publicado por el Foro 

Económico Mundial y difundidos por la Fundación MarViva el 8 de junio de 2016 para 

su campaña “ChaoPlásticoDesechable”, el 8% de todo el petróleo mundial se dedica a 

la producción de plásticos. Si el actual crecimiento de su uso continúa, la industria del 

plástico consumirá el 20% del petróleo y el 15% del presupuesto global de carbono 

anual para el año 2050. 

En otro orden de ideas, cuando se empezó a expandir la concientización ambiental en 

escuelas, colegios y campañas publicitarias, se logró introducir el reciclaje. Sin embar-

go, según datos de la Guía Nacional de Manejo de Residuos del año 2012, más de 40 

años después del lanzamiento del primer símbolo de reciclaje universal, sólo el 14% de 

los envases de plástico y menos del 1% de las bolsas se recogen para reciclar y en el 

proceso de clasificación menos del 5% es retenido para un uso posterior. Además, es 

más costoso reciclar una bolsa plástica que producir una nueva. En el Informe N° 

DFOE-DL-IF-00001 del 12 de febrero de 2016, de una auditoría de la Contraloría Gene-

ral de la República realizada al servicio de recolección de residuos que realizan las 

municipalidades, señaló que en los 81 cantones del país, apenas el 1% de los dese-
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chos fueron recuperados de forma separada por parte de los municipios desde el 2010 

hasta el 2014. A este paso, mientras avanzamos un 1% en capacidad de reciclaje, la 

generación de residuos aumenta en un 30%. Por eso, la mejor forma de gestionar un 

residuo es no generándolo. El reciclaje es muy complejo cuando se trata del plástico, 

además de que el producto es indestructible y no se integra al ambiente de ninguna 

forma; por lo tanto muy poco rentable, haciendo de ésta una actividad insostenible, co-

mo así lo indican estudios científicos de la Universidad de California del 21 de junio de 

2016. 

Otra de las alternativas que se han planteado al problema son los llamados bioplásti-

cos, a esto organizaciones como Plastic Pollution Coalition liderada por la Ingeniera 

Química Daniella Dimitrova Russo, previenen sobre el uso de estos productos, adu-

ciendo que: 

 

“Los bioplásticos no son una panacea para el problema de contaminación por 

plástico, porque crean otra serie de problemas nuevos. Además, están rodea-

dos de mitos y de falsas expectativas. Por ejemplo, el uso de los materiales ve-

getales no implica que el polímero resultante sea orgánico o más amigable con 

el ambiente; esto porque el proceso por el cual son transformados en plástico 

hace difícil (o imposible) que el material se descomponga naturalmente. Los 

bioplásticos no se biodegradan universalmente en condiciones normales. Hay 

muchos tipos diferentes de bioplásticos, y muchos de ellos requieren de condi-

ciones especiales y particulares para descomponerse, mitigando así los supues-

tos beneficios de desechar los llamados materiales plásticos como compostaje. 

Algunos bioplásticos son reciclables, pero al igual que con el compostaje, el 

proceso de reciclaje de bioplásticos es incómodo y costoso. Los bioplásticos 

presentan un obstáculo real para los recicladores, ya que no pueden ser trata-

dos con procesos convencionales, lo cual causa que las compañías de manejo 



  10 

 

de desecho rechacen lotes enteros de material que de otra forma serían reci-

clables” (The Myth of the Recycling Solution, 2015).  

 

Una parte medular del incremento en el consumo de bolsas plásticas desechables ha 

sido que en Costa Rica, en los últimos cinco años las principales cadenas de super-

mercados y tiendas de conveniencia del país, han aumentado la cantidad de sus pun-

tos de venta; empeorando así el problema de contaminación ya existente, haciendo 

necesaria una intervención que desincentive dicha práctica que es insostenible e inne-

cesaria.  

Así las cosas, cabe preguntarse lo siguiente: ¿Por qué hay ausencia de normativa que 

regule el consumo de bolsas plásticas desechables? ¿Por qué las iniciativas para regu-

lar el consumo del plástico desechable que se han analizado en la Asamblea Legislati-

va no han prosperado? 

Como se menciona al tributo ambiental con fines extrafiscales, que regule el consumo 

de bolsas plásticas desechables, como alternativa para mitigar el creciente deterioro 

del medio ambiente; inevitablemente surge el siguiente cuestionamiento: ¿Cuáles son 

los efectos socio-jurídicos de aplicar un tributo ambiental para regular la entrega gratui-

ta de bolsas plásticas en los puntos de venta en Costa Rica? ¿Cómo lograr la concu-

rrencia de los distintos órganos del Estado y demás entes competentes, para que el 

instrumento económico jurídico logre desincentivar el consumo de bolsas plásticas de-

sechables? 
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C.   JUSTIFICACIÓN DEL TEMA 
 

Como se explicó en el acápite A., en Costa Rica durante los últimos siete años, en co-

rriente legislativa se han presentado una serie de iniciativas tendientes a prohibir la 

producción, distribución y uso de bolsas plásticas que han sido dictaminadas negativa-

mente, y más recientemente un proyecto de ley que impulsa el uso de bolsas biodegra-

dables; proponiendo así un cambio en los métodos productivos en la industria del 

plástico convencional; así como la propuesta de un impuesto a los recipientes de 

plástico no retornables. Todas estas propuestas aunque no han prosperado o se en-

cuentran en análisis, tratan de llenar un vacío normativo en nuestra legislación, que 

regule el alto consumo del plástico desechable cuyo impacto en el medio ambiente, ha 

alcanzado niveles muy preocupantes en las últimas décadas.  

Este tema de investigación es actual, debido a las reiteradas ocasiones que se ha tra-

tado de resolver el tema en cuestión y que se encuentra en análisis un proyecto de ley, 

que pretende cambiar el modelo de producción convencional del plástico por uno que 

sea biodegradable; aun y cuando los estudios realizados por fundaciones como Surfri-

der Foundation Europe, Friends of the Earth Europe, Zero Waste Europe, ECOS, and 

European Environment Bureau del año 2017 indican que esto traería una serie de pro-

blemas nuevos; porque continúan siendo desechos de los que se sabe muy poco sobre 

el adecuado procesamiento una vez depuestos. Esto denota que se daría un paso en la 

dirección equivocada, que lejos de solucionar el problema existente, generaría otros a 

enfrentar en el futuro cercano. Otro de los proyectos de ley que se encuentra en análi-

sis es el impuesto sobre el Valor Agregado, que incluye al llamado “Impuesto Ambiental 

a los Recipientes de Plástico no Retornables”, cuyo objetivo, lejos de buscar disminuir 
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la contaminación ambiental, principalmente se enfoca en mitigar la deteriorada situa-

ción fiscal que el país enfrenta; sin embargo, la implementación de medidas como la 

mencionada, acarrearía una serie de problemas, como un incremento de precios cuya 

expectativa es un descenso en la demanda y por ende en la producción; que afectaría 

a una industria como la del plástico que es muy importante para la economía nacional, 

ocasionando problemas de competitividad y consecuentemente un impacto económico 

negativo considerable; que repercute directamente en el aumento del índice de precios 

de los productos de consumo básico. Por otra parte, se comenta en los medios de co-

municación, sobre la dilación y desinterés del Poder Legislativo para resolver este pro-

blema, y se cuestionan si algún día seremos un país sin bolsas plásticas porque recal-

can los intentos fallidos en la Asamblea Legislativa y los contrastan con la lista cada 

vez más numerosa de países, que con éxito han aplicado medidas para reducir el con-

sumo de las bolsas plásticas desechables. 

Esta investigación es relevante, dada la tendencia creciente que existe a nivel mundial 

y recientemente a nivel latinoamericano, de implementar medidas que desincentiven el 

uso del plástico desechable, la preocupación de los poderes públicos se focaliza en la 

implementación y vinculación de políticas sobre la materia, que armonicen con el en-

torno global. Es oportuno mencionar los excelentes resultados que ha tenido la aplica-

ción de instrumentos jurídico-económicos en países europeos, como el caso de Irlanda, 

considerado el país pionero, que desde el año 2002 implementó el PlasTax, un impues-

to del 20% sobre las compras, que se aplica a los usuarios de bolsas plásticas dese-

chables. Una nota del sitio en Internet La Reserva, que recogió las mejores experien-

cias en este aspecto, señala que:  
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Con dicha medida el consumo de bolsas plásticas desechables cayó el 90% y  

el dinero recaudado fue destinado a programas de medio ambiente. En la lista 

también está Escocia que en 2006 adoptó un impuesto similar al irlandés. En 

Inglaterra después del cobro de un impuesto, el uso de este material se des-

plomó a tal punto que el uso bajó el 85%. (Lane, 2011) 

 

Este tema es novedoso en virtud del nuevo enfoque que se propone para llenar el vac-

ío jurídico existente, dejando de lado proyectos con medidas prohibitivas que no han 

progresado en la Asamblea Legislativa, o iniciativas que buscan sustituir el plástico ac-

tual por otro que generaría una serie de problemas nuevos. Lo que se propone con es-

ta investigación, es atacar el problema mediante un tributo ambiental que primordial-

mente desincentive el consumo de bolsas plásticas desechables, cuya entrega en los 

puntos de venta no sería gratuita; propiciando así un cambio de conducta cuyo resulta-

do sería una reducción considerable de los desechos que produce esta práctica insos-

tenible e innecesaria y que, por otra parte, mientras se consolida ese cambio cultural, 

se generarían recursos dirigidos a la Secretaría Técnica Nacional Ambiental (SETENA), 

para coadyuvar en la realización de la administración del proceso de evaluación de im-

pacto ambiental, para que el desarrollo productivo se realice en armonía con el ambien-

te.  

Lo innovador es porque tradicionalmente la relación entre autoridades ambientales y 

fiscales se ha limitado a la vinculación del proceso presupuestario y a la obtención de 

recursos para financiar el gasto público ambiental y su consecuente inversión. Esta 

propuesta versa sobre la aplicación de un tributo con fines extrafiscales a favor del me-

dio ambiente; que venga a ser un instrumento disuasivo que tienda a fomentar la edu-
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cación y conciencia ambiental de los agentes contaminadores, para lograr el objetivo 

final que lejos de ser la recaudación, busca un cambio cultural con el que se logre miti-

gar la contaminación ambiental.  

Los problemas ambientales deben corregirse, logrando que quien genere un daño am-

biental asuma su responsabilidad; con el tributo a la entrega gratuita de bolsas plásti-

cas desechables que se propone en este trabajo investigativo, se pretende generar ac-

ciones tendientes a favorecer el ambiente. El costo es la consecuencia negativa de las 

actividades productivas sobre el ambiente, y el beneficio es el que recibe la sociedad 

por alcanzar el objetivo de una política pública de protección ambiental. Los 

instrumentos jurídico-económicos tienen como característica, su riqueza en mecanis-

mos de aplicación a problemas específicos como es el caso en cuestión, donde aque-

llos que contaminan son los obligados a pagar, a fin de que sus decisiones particulares 

consideren los costos generados, de esta manera, se responsabilizan del daño que 

generan a la sociedad.  

El tributo tiene una flexibilidad que permite adaptarse y ser el instrumento promotor de 

cambio de conductas en materia de ecoeficiencia. También es garantía de proporciona-

lidad y equidad en el reparto de las cargas públicas y contiene un efecto redistributivo. 

A los beneficios anteriores se une su función financiera, además de una función social 

que concreta objetivos, como los de política ambiental; e incrementa la competitividad, 

debido a que obligan al uso de nuevas y mejores tecnologías que modifican los proce-

sos y aumentan la eficiencia.  

Cabe mencionar que el establecimiento de una serie de instrumentos para la conserva-

ción y protección del medio ambiente, es consecuencia de los compromisos que un 
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elevado número de países -entre ellos los latinoamericanos- han adquirido al haber 

firmado y ratificado el Protocolo de Kioto, que exige en general la promoción de un de-

sarrollo sostenible, por ser los problemas que en la actualidad más preocupan a la 

sociedad. Los mecanismos públicos de protección en que descansan las políticas am-

bientales de los países que se preocupan por el cambio climático, son en algunos ca-

sos, por desgracia, sólo “normatividades” y controles que aplican algunos gobiernos; 

pero en otros utilizan los tributos como un medio formal y punitivo de control, como los 

casos mencionados, cuya experiencia ha sido muy positiva en cuanto a la reducción 

del consumo de bolsas plásticas desechables que, por ende, significa menos desechos 

por tratar, ya que la mejor forma de gestionar un residuo es no generándolo.  

El artículo 50 de nuestra Carta Magna, es fundamento jurídico suficiente para justificar 

la introducción de figuras tributarias medioambientales en nuestro ordenamiento ju-

rídico, siempre y cuando resulten idóneos, adecuados y proporcionados en relación con 

el objeto y fin ecológico que persiguen.  

El medio ambiente como bien público global, es decir aquel cuyo uso va más allá de 

regiones y fronteras, grupos poblacionales y generaciones, obliga a cumplir con el 

mandato de protección ecológica del Estado, donde el buen desempeño de los meca-

nismos de política ambiental, depende en gran medida de la solidez institucional y nor-

mativa que la respalda. Por ende, el aporte de esta investigación radica principalmente 

en buscar llenar el vacío normativo; con un modelo de tributo especialmente diseñado 

para Costa Rica, similar al que ha tenido gran éxito en otros países donde su objetivo 

principal deja de ser la recaudación y se enfoca principalmente en promover un cambio 

en la conducta; propiciando así una reducción considerable en la contaminación al me-
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dio ambiente y consecuentemente contribuiría a mitigar las grandes dificultades, alto 

costo y todo lo que implica para nuestro país el manejo de residuos de este tipo, con el 

objetivo de procurar el bien de todos y de nuestro entorno. 

 
1.2   FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
 
¿Cómo la ausencia de normativa, que regule la entrega gratuita de bolsas plásticas 

desechables en nuestro país, incide en el incremento de la contaminación al medio 

ambiente? 

 
1.3   OBJETIVO DE LA INVESTIGACIÓN  
 
1.3.1   OBJETIVO GENERAL 
 

 

1. Analizar la posible imposición tributaria a la entrega gratuita de bolsas plásticas de-

sechables; comparando la experiencia internacional, para diseñar una propuesta 

para la inclusión de un tributo verde. 

 

 
1.3.2   OBJETIVOS ESPECÍFICOS  
 

 

1.  Estudiar la figura del tributo ambiental en las bolsas plásticas desechables a nivel 

internacional. 
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2. Comparar la figura del tributo ambiental con los instrumentos propuestos en los 

proyectos de ley en la corriente legislativa. 

 

3. Diseñar la vía legal factible que permita la utilización de un tributo, a las bolsas 

plásticas desechables gratuitas en Costa Rica.  

 
 

 
1.4   ALCANCES Y LIMITACIONES 
 
1.4.1   ALCANCES 
 

El presente trabajo investigativo, busca promover ante el Poder Legislativo la inclusión 

de un impuesto medioambiental con fines extrafiscales, a la entrega gratuita de bolsas 

plásticas desechables; con el fin de llenar el vacío normativo que regule tan nociva e 

insostenible práctica. Por lo tanto, el aporte consiste en brindar una nueva normativa y 

material de apoyo para que en el futuro se pueda implementar instrumentos como el 

que se propone; que cuenta con ventajas sobre otras figuras, dado que puede propor-

cionar incentivos para que tanto consumidores como productores, adquieran conductas 

en la dirección del uso de recursos más eco-eficientes. Además, sirve para estimular la 

innovación y los cambios estructurales, y para reforzar el cumplimiento de las disposi-

ciones normativas; también aumentar la renta fiscal, que puede utilizarse para mejorar 

el gasto en el medio ambiente. Pueden ser instrumentos de política especialmente efi-

caces para abordar las prioridades ambientales actuales, ya que da la posibilidad de 

desincentivar conductas específicas.  
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Como lo establece el artículo 50 constitucional, las personas tienen el derecho a disfru-

tar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, y paralelamente está el deber 

estatal de protección y conservación del entorno natural, el cual debe ser una prioridad 

en la agenda política. Con esta investigación se pretende sensibilizar a los legisladores 

sobre la importancia de la preservación del medio ambiente; cuya protección no debe 

dejarse únicamente a la buena voluntad de los individuos, por lo que se requiere que el 

Estado propicie el contexto económico y político adecuado para la conservación del 

entorno natural. Para el cumplimiento de este objetivo, el Estado se encuentra faculta-

do para utilizar, además de los tradicionales mecanismos de mandato y control, méto-

dos indirectos tales como instrumentos financieros y fiscales en la materia ambiental; 

como el que se diseñará y desarrollará en este trabajo. Sin embargo, es claro que no 

basta con disponer de leyes y marcos regulatorios, sino que es preciso contar con una 

organización confiable y la participación activa además de efectiva de la sociedad, es 

decir, se requiere un cambio cultural.  

En Costa Rica, no ha existido una clara orientación hacia la utilización de figuras fisca-

les con fines medioambientales, pues si bien, existen algunos tributos relacionados con 

el medio ambiente o con bienes ecológicos específicos, lo cierto del caso es que no 

tienen como finalidad generar incentivos para cambiar patrones de conducta contami-

nantes. Los instrumentos fiscales ecológicos, representan una opción interesante y po-

co estudiada en Costa Rica, para la protección y el mejoramiento de la calidad del en-

torno natural, debido a su capacidad de desincentivar acciones humanas contaminan-

tes; de forma que quien contamine sea quien pague y de promover actividades econó-
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micas ambientalmente amigables, que progresivamente generen un cambio en los 

hábitos de los agentes contaminadores.  

 

1.4.2   LIMITACIONES 
 
La única limitación fue al momento de realizar las entrevistas, ya que por asuntos de 

agenda de algunos de los funcionarios, no se pudo realizar la totalidad de las visitas. 

 

 

 

CAPÍTULO II: MARCO TEÓRICO 
 

 

2.1   CONTEXTO HISTÓRICO 
 

Con la promulgación en 1973 de la Ley General de Salud, ocurre uno de los primeros 

intentos por regular el tema de los residuos sólidos, debido a que por primera vez se 

establece en su artículo 278 la obligación para los administrados de separar y reciclar 

los desechos; además, en el artículo 280 establece la responsabilidad de las Municipa-

lidades de prestar el servicio de recolección, acarreo y su disposición final. No obstan-

te, dicha ley no contempla el tema de reducir la generación de residuos, más bien pre-

mia el que se dispongan finalmente en un relleno sanitario, en el mejor de los casos; 

pero como actualmente ocurre, fuera del Gran Área Metropolitana un alto porcentaje de 

los residuos son depositados en vertederos, en los cuales se depositan los residuos sin 

ninguna técnica que mitigue la afectación causada al ambiente por su descomposición. 

Es por ello que el concepto de “manejo adecuado de los desechos” no ha tenido las 
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repercusiones requeridas para el mundo moderno, pues hoy son graves los hechos que 

a diario ocurren en todo el país como es el caso de la proliferación de vertederos, basu-

ra en las calles, lotes baldíos, ríos, y nadie es responsable por los desechos que gene-

ra. La acción de las instituciones gubernamentales ha sido tímida, limitándose 

únicamente a atender denuncias que se presentan, lo cual no ha generado el impacto 

requerido. El manejo y disposición de los residuos ha sido desde hace mucho tiempo, 

uno de los grandes problemas nacionales. Las bolsas plásticas desechables, es uno de 

los elementos protagonistas del mencionado problema y del acelerado deterioro am-

biental de los últimos años; convirtiendo esto en una práctica insostenible e innecesaria 

que requiere ser intervenida. 

Como se indicó, en la corriente legislativa actualmente se analiza un proyecto de ley 

para prohibir la entrega gratuita de bolsas plásticas, planteado desde el año 2012; 

además han existido iniciativas con la finalidad de reducir la contaminación de las bol-

sas plásticas en el ambiente; proyectos que fueron desechados porque los legisladores 

consideraron que el tema debía ser abarcado de manera integral, y no de manera ais-

lada solo para las bolsas plásticas. Junto a estas iniciativas, se encuentra también en 

análisis el proyecto de ley del Impuesto sobre el Valor Agregado, planteado desde el 

año 2015, donde se encuentra incluido el llamado “Impuesto Ambiental a los Recipien-

tes de Plástico no Retornables”, que lejos de ser un impuesto ambiental, cuyo objetivo 

principal debe ser desincentivar la realización de actividades perniciosas para el medio 

ambiente; esta propuesta claramente tiene intenciones primordialmente recaudatorias 

para tratar de mitigar la deteriorada situación fiscal que enfrenta el país; lo cual traería 

una serie de consecuencias negativas, dado que es un impuesto a la producción y con-
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secuentemente se daría una afectación a nivel industrial y empresarial por pérdida de 

competitividad, además es muy probable que este impuesto sea trasladado al consu-

midor mediante un aumento considerable en el precio de productos de consumo bási-

co.  

Por otra parte, con la Ley para la Gestión Integral de Residuos Nº 8839 del año 2013, 

Costa Rica obtiene un marco jurídico en un tema crucial en aspectos no solo de salud, 

sino también en protección del ambiente e inclusive en aspectos socioeconómicos del 

ser costarricense. La citada Ley define en su artículo sexto la gestión integral de 

residuos como: “El conjunto articulado e interrelacionado de acciones regulatorias, 

operativas, financieras, administrativas, educativas, de planificación, monitoreo y eva-

luación para el manejo de los residuos, desde su generación hasta la disposición final”. 

Ahora bien, pese a que esta ley avala la creación de acciones regulatorias financieras 

como es el caso de los tributos ambientales, en Costa Rica no ha existido un claro de-

sarrollo encaminado hacia la fiscalidad ambiental, pues únicamente existen en nuestro 

ordenamiento jurídico una cantidad limitada de tributos e incentivos aislados; que si 

bien la existencia de estas figuras reflejan un intento de protección del medio ambiente 

a través de tributos de ordenamiento, no han logrado producir cambios suficientes ni 

concientizar de manera profunda a la sociedad, acerca de la necesidad de modificar las 

actuales estructuras productivas y de consumo, de forma tal que su incidencia en el 

entorno natural sea lo menos nociva posible, en pro de un desarrollo sostenible. 

En Costa Rica a pesar de existir una fuerte base legislativa tanto ambiental como tribu-

taria, son pocos los ejemplos en los que se combinan dichas áreas, máxime si se toma 

en cuenta que muchas de esas figuras, si bien constituyen tributos que gravan o se 
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encuentran relacionadas con el medio ambiente, no pueden catalogarse como tributos 

ecológicos, pues en la mayoría de los casos, se trata de figuras meramente recaudato-

rias que no generan ningún incentivo o desincentivo real, respecto a la realización de 

actividades contaminantes o de conductas beneficiosas con nuestro entorno natural. 

Como se indicó, existen ejemplos de países que han implementado tributos ambienta-

les a las bolsas plásticas desechables obteniendo grandes resultados; así las cosas, es 

posible aprender de las experiencias de otros países en la implementación de meca-

nismos fiscales para la gestión de soluciones ecológicas, de manera que se adapten a 

las características de un país en vías de desarrollo como Costa Rica, para que de ma-

nera gradual se logre mitigar el deterioro del medio ambiente con un cambio cultural. 

  

2.2   CONTEXTO TEÓRICO CONCEPTUAL 
 

2.2.1   El Tributo Ambiental 
 

Para definir los tributos ambientales, como instrumentos de control, preservación y res-

cate del medio ambiente, es necesario partir del significado de algunos conceptos.  

El tributo consiste en una prestación pecuniaria, que se le debe al Estado o a otro ente 

público; como consecuencia del principio constitucional contemplado en su artículo 18, 

que obliga a todos los ciudadanos a contribuir al sostenimiento de los gastos públicos; 

de acuerdo con su capacidad económica, y mediante un sistema tributario justo. En 

conjunto con el principio de legalidad, que en materia fiscal surge de la locución nullum 

tributum sine lege, que significa que no puede cobrarse un tributo sin ley expresa que lo 

establezca. Como lo dice Adrián Torrealba,  
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“Tributo es la prestación coactiva, establecida unilateralmente por el Estado u 

otro Ente Público, normalmente pecuniaria, que se exige, en uso del poder atri-

buido y limitado por la Constitución y las leyes, de quienes a éstas están some-

tidos en virtud de un deber de solidaridad social. Se trata de prestaciones que 

tienen como finalidad fundamental la satisfacción de necesidades públicas, por 

lo que no constituyen la sanción de un acto ilícito, que se establecen u organi-

zan en conexión con presupuestos de hecho previstos en forma general y que 

se hacen efectivas normalmente mediante el desarrollo de la actividad financie-

ra administrativa” (Inédito a, p. 8).  

 

El Código de Normas y Procedimientos Tributarios en su artículo cuarto define tributo 

de la siguiente manera: “Son tributos las prestaciones en dinero (impuestos, tasas y 

contribuciones especiales), que el Estado, en ejercicio de su poder de imperio, exige 

con el objeto de obtener recursos para el cumplimiento de sus fines…” (Costa Rica, 

2015). La potestad tributaria del Estado, se ejerce a través del proceso legislativo, con 

la expedición de la ley; en la cual se establecen de manera general, impersonal y obli-

gatoria, las situaciones jurídicas o de hecho que al realizarse, generan un vínculo entre 

los sujetos comprendidos en la norma. Esa relación que nace al darse la situación con-

creta prevista por la norma tributaria, es la relación jurídico-tributaria. Dicha relación  

Giannini la define como “una relación jurídica especial surgida entre el Estado y los 

contribuyentes a partir de las normas reguladoras de las obligaciones tributarias”. 

(Giannini, 1957, p 28) 

Ahora bien, en el Estado de Derecho moderno, el poder de imperio que pueda tener el 

ente público está limitado por una serie de derechos del contribuyente. El ente puede 

imponer tributos, pero dentro de ciertos límites contenidos normalmente a nivel consti-
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tucional. El tributo se fundamenta ya no en un deber de sujeción de los individuos, sino 

en un deber teñido de ciertos valores constitucionalmente tutelados. Así las cosas, el 

deber de pagar tributos se basa en un deber de solidaridad, para el sostenimiento de 

los gastos públicos. Con el concepto de "solidaridad" se quiere decir que el límite que 

los derechos individuales ponen al Ente Público, no se manifiesta en que el Estado sólo 

pueda imponer tributos a cambio o con la promesa de que se los va a devolver en la 

forma de bienes o servicios públicos, que van a beneficiar directamente al 

contribuyente. Por el contrario, existe un deber de solidaridad de los individuos más 

aptos para contribuir con aquellos menos aptos y eso es lo que fundamenta en última 

instancia el deber de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos.  

Desde la célebre definición de tributo del publicista alemán Otto Mayer, acogida en la 

Ordenanza Tributaria alemana de 1914, se ha solido entender que la finalidad básica 

que fundamenta la imposición de tributos es la de obtener ingresos (finalidad 

recaudatoria). En ese sentido, se ha considerado que la presencia de esta finalidad 

constituye un rasgo esencial en la propia definición del tributo. Sin embargo, la doctrina 

moderna reconoce ampliamente que los tributos, sobre todo con el advenimiento de las 

teorías sobre la intervención del Estado en la economía; no solo atienden a la finalidad 

recaudatoria, sino a otras finalidades no recaudatorias o, como se les suele llamar, 

extrafiscales. De hecho, es raro encontrar actualmente figuras tributarias en que el 

elemento fiscal y el extrafiscal no aparezcan en una u otra medida entremezclados. 

En ese sentido, la mejor doctrina ha observado que, en el fondo, la finalidad básica de 

los tributos, es la satisfacción de necesidades públicas. A ese respecto, es de recordar 

que la necesidad pública se define como un fin público cuya satisfacción requiere 
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recursos monetarios. También es necesario apuntar que lo "público" de un fin no viene 

determinado por la naturaleza del "ente" que lo hace suyo, sino por su contenido 

material. En efecto, un fin es público en el tanto existe un acuerdo social, manifestado a 

través de los mecanismos formales de producción del Derecho, acerca de su 

importancia para la colectividad como un todo o para alguno de sus sectores, 

trascendiendo los intereses o fines subjetivos de tal o cual individuo. Se entiende 

entonces que, en este tipo de tributos, se busca evitar que surjan necesidades 

públicas.  

En este planteamiento, el fin recaudatorio ya no aparece como la finalidad básica del 

tributo, sino tan sólo como una finalidad intermedia, instrumental respecto de la 

satisfacción de necesidades públicas. Si bien, en la generalidad de los casos, aparece 

dicho fin recaudatorio como paso intermedio en el procedimiento de satisfacción de 

dichas necesidades, esto no se da necesariamente. En ese sentido, la actividad 

financiera no sólo puede desarrollarse a través de su íter típico, consistente en 

recaudar para financiar el Presupuesto, que luego se procede a aprobar y ejecutar por 

la vía del gasto público; sino que puede desarrollarse por procedimientos diversos; en 

que se da una conexión directa entre la medida puramente tributaria y la necesidad 

pública a satisfacer. En tal caso, y siempre que pueda establecerse dicha conexión, el 

fin recaudatorio no aparece como imprescindible en el concepto de tributo. (Torrealba, 

A.) 

 En el caso de los tributos ambientales, sus fines son extrafiscales; que buscan disuadir 

el comportamiento previsto en el hecho generador, donde el fin fiscal o recaudatorio y 

el extrafiscal están en una relación de contradicción; donde entre más se recaude, me-
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nos se alcanzará el fin extrafiscal y viceversa. De este modo, lo que se busca no es, 

que se verifique el hecho generador, sino por el contrario, que no se verifique; pues se 

considera que ese hecho generador es un comportamiento que se quiere evitar con 

este tipo de tributos.  

El tributo ambiental se rige por el principio de “quien contamina paga”, por definición, 

pareciera que este principio se refiere sólo a indemnizar por los daños causados al me-

dio ambiente; pero el verdadero sentido del principio es el de invertir para evitar la con-

taminación; no el de contaminar y luego pagar. Se debe evitar la contaminación, 

pagando para implementar medidas preventivas. El costo de la contaminación debe 

asumirlo el que se beneficia con ella, ya sea tomando todas la medidas pertinentes pa-

ra impedirla, reducirla o reparando sus efectos una vez que se han dado. 

Los impuestos ambientales, además de reducir la contaminación e incidir en el cambio 

de conducta de los agentes contaminadores respecto al medio ambiente; proporcionan 

beneficios económicos, porque disminuyen los gastos de las diferentes actividades 

económicas que realizan las empresas. 

 

 

2.2.2   Medio Ambiente 
 
Medio ambiente es una expresión compuesta, formada por dos vocablos: “medio” y 

“ambiente”. Algunas de sus definiciones tomadas en forma separada son: medio, que 

en opinión de Cárcaba (1991) “es el elemento en que vive o se mueve una persona, 

animal, cosa. Ambiente: cualquier fluido que rodea al cuerpo, del aire suave y del con-

junto de circunstancias que acompañan o rodean la situación o estado de personas o 

cosas”. (p. 107). El medio ambiente debe ser entendido como un bien o valor jurídico. 
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Según Jaquenod (1991), “la normativa ambiental lo conceptúa como el sistema de dife-

rentes elementos que interactúan en un momento y espacio determinados”.( p. 39) 

Ahora bien, conceptualizar medio ambiente permite precisar y normar su uso, señalan-

do que para efectos de legislación fiscal-ambiental, el término hace referencia a todos 

los recursos naturales; por cuya utilización racional deben velar los poderes públicos, 

con el fin de proteger y mejorar la calidad de vida, garantizando un desarrollo sosteni-

ble. La definición de los vocablos permite percibir de una manera general el respaldo 

jurídico, que ha hecho posible regular y normar el uso de instrumentos fiscales de pro-

tección ambiental en los países y tutelarlo constitucionalmente. Como el artículo 50 de 

nuestra Constitución Política que establece: 

 

El Estado procurará el mayor bienestar a todos los habitantes del país, organi-

zando y estimulando la producción y el más adecuado reparto de la riqueza. 

Toda persona tiene derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. 

Por ello está legitimada para denunciar los actos que infrinjan ese derecho y pa-

ra reclamar la reparación del daño causado. 

El Estado garantizará, defenderá y preservará ese derecho. La ley determinará 

las responsabilidades y las sanciones correspondientes. (Costa Rica, 2012) 

 

El tema ambiental es de orden público y siempre prevalece el interés colectivo sobre el 

particular. El control del ambiente y la calidad de vida pertenecen a la esfera del Estado 

y no pueden estar sujetas al libre albedrío de los particulares. Hacer cumplir el derecho 

humano de vivir en un ambiente sano, implica adoptar reglas de fiscalización de las 

actividades particulares, para prevenir y controlar las actividades que impliquen riesgos 

ambientales. Cuando las autoridades estatales no adoptan o no cumplen con el manda-

to de estas normas, se sobreentiende su falta de deber. Es importante reconocer que 



  28 

 

no sólo el Estado y sus instituciones son responsables de mantener el ambiente sano, 

sino que ésta es una responsabilidad de todos los habitantes. El derecho a disfrutar de 

un ambiente sano posee implícito un deber, que es no causar daños a la naturaleza, lo 

cual se alcanza en gran medida respetando la legislación ambiental establecida. 

 
 
2.2.3   Hecho Generador 
 

Como lo indica Lara Berríos, para que nazca la obligación tributaria principal, es nece-

saria la presencia del hecho generador, como un hecho fáctico, que con independencia 

de la voluntad de las partes le da vida a la obligación tributaria. Este hecho está com-

puesto necesariamente por dos elementos, primero, un elemento objetivo, correspon-

diente al acto, hecho o situación jurídica de una persona o de sus bienes que dan na-

cimiento a la obligación tributaria (constitutivo), y un elemento subjetivo, que corres-

ponde a la relación preestablecida en la ley, que determina al sujeto pasivo de la obli-

gación que permite el surgimiento del crédito impositivo del ente público (regulador). 

(2001, p. 27) 

Para el profesor Fernando Sáinz de Bujanda, el hecho generador es “el conjunto de 

circunstancias hipotéticamente previstas en la norma, de cuya realización nace una 

obligación tributaria concreta”. (1966, p. 262)   

Entonces la obligación tributaria nace con el acaecimiento del hecho generador, es en 

este momento cuando se produce el devengo del tributo. Pero ello no permite necesa-

riamente a la administración, el cobro y percepción del tributo, pues cosa distinta al de-

vengo es la exigibilidad de la prestación tributaria, que no puede hacerse efectiva hasta 
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que no se determine la cuantía de la deuda; esto último es lo que se conoce como li-

quidación del tributo, o denominado procedimiento de gestión tributaria.  

La definición normativa del hecho generador se encuentra en el artículo 31 del Código 

de Normas y Procedimientos Tributarios que dice: “El hecho generador de la obligación 

tributaria es el presupuesto establecido por la ley para tipificar el tributo y cuya realiza-

ción origina el nacimiento de la obligación.” (Costa Rica, 2015) 

En síntesis, para determinar la obligación tributaria se necesita constatar la realización 

o existencia del hecho generador y la precisión de la deuda en cantidad liquida; por lo 

tanto, la obligación tributaria tiene su fuente sólo en la ley.  

En cuanto a los tributos ambientales, para Lago Montero (2007), “el hecho generador 

debe ser un hecho de la realidad social demostrativo de una conducta o situación me-

recedora de corrección o desincentivo, al amparo de los valores constitucionalmente 

protegidos” (p.53). Como se puede ver, el hecho generador lo constituyen las activida-

des que directa o indirectamente deterioren el medio ambiente. Los hechos generado-

res que se configuren podrían gravar la fabricación y/o adquisición de bienes que de-

graden la naturaleza, así como sus procesos tecnológicos de producción. 

 
 
2.2.4   Sujeto Activo y Sujeto Pasivo 
 

Bajo la denominación de sujetos de la obligación tributaria, se hace mención a los suje-

tos activos y pasivos de la obligación tributaria, es decir, aquellos que ocupan, por dis-

posición de la Ley, las calidades de acreedores y deudores de la obligación. No debe 

confundirse con los sujetos de la relación jurídico tributaria, que es un concepto más 
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amplio, y que se refiere a quien tiene por una parte poder tributario, y por otro a quie-

nes son los afectados o subordinados a dicho poder tributario.  

La existencia de cargas tributarias, no tendría razón de ser de no existir un sujeto en-

cargado de su establecimiento y recaudación, y otro obligado al pago. Por lo que al 

acreedor se le denomina sujeto activo, y al deudor sujeto pasivo. 

El sujeto activo, como lo indica Lara Berríos (2001, p. 31-32), es aquella parte de la 

obligación tributaria a la que le corresponde la calidad de acreedor, es decir, a quien le 

corresponde el derecho a exigir el cumplimiento de la obligación, concediéndosele ac-

ciones o facultades para ejercer este derecho. El Estado o Administración Central, o las 

demás corporaciones de derecho público legalmente facultados para percibir impues-

tos, como por ejemplo las Municipalidades.  

Este es el sujeto acreedor de la prestación pecuniaria en que se concreta formalmente 

la obligación tributaria. Debe encontrarse especificado en la Ley, por exigencias del 

principio de legalidad.  

No debe confundirse con el sujeto activo del Poder Tributario y el sujeto activo de la 

obligación tributaria. El primero es quien está dotado de la facultad para establecer los 

tributos, lo cual emana directamente de la Constitución. El segundo, en cambio, es el 

ente que asume una posición acreedora dentro de cada obligación tributaria concreta. 

Ambas figuras, sujeto activo del poder tributario y de la obligación tributaria, correspon-

den a dos momentos distintos en la vida del tributo: el sujeto activo del poder tributario 

corresponde al momento de creación del tributo, y el sujeto activo de la obligación tribu-

taria corresponde al momento de la aplicación de la norma por la que se creó el tributo.  
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El artículo 14 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios indica que: “Es sujeto 

activo de la relación jurídica el ente acreedor del tributo” (Costa Rica, 2015). El poder 

de exigir al sujeto obligado, el pago de la prestación pecuniaria a título de tributo, sólo 

corresponde al Estado; quien por medio de la administración tributaria ejerce tales po-

deres jurídicos, en los términos fijados por la ley.  

Por otra parte, el sujeto pasivo es la persona física o jurídica, que se sitúa en una posi-

ción deudora dentro de la obligación tributaria, es decir, el sujeto que deberá realizar la 

prestación tributaria a favor del ente acreedor. Sainz de Bujanda lo define como el suje-

to obligado a dar la cantidad de dinero en que se concreta la prestación, que es objeto 

de la obligación tributaria.  

Como lo expone Lara Berríos (2001, p. 32), desde un punto de vista económico, el su-

jeto pasivo es aquél que soporta la carga tributaria; o sea aquel que real y efectivamen-

te procura, con cargo a su patrimonio y renta, los medios pecuniarios destinados a la 

cobertura de los gastos públicos.  

Por su parte, desde un punto de vista jurídico, sujetos pasivos son los que adoptan una 

posición deudora en el seno de la obligación tributaria y, que por tanto, se ven constre-

ñidos a realizar la prestación debida, sin importar si en definitiva soporta o no la carga 

tributaria. En definitiva, es el deudor de la obligación tributaria, y como ésta surge 

cuando se realiza el hecho generador, sujeto pasivo será entonces, el realizador del 

hecho imponible. Para comprender de mejor manera este concepto, se puede analizar 

a través de los siguientes elementos:  
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a)  Realización del hecho generador: El elemento subjetivo o personal es parte inte-

grante del hecho generador; por lo que lo correcto es afirmar que el sujeto pasivo es 

quien realiza el presupuesto objetivo del tributo, encontrándose en el vínculo que esta-

blece el mismo hecho generador. Este último deja de ser un vínculo abstracto al mo-

mento de realizar el presupuesto objetivo.  

 

b)  Exteriorización de la capacidad contributiva a través de la realización del hecho ge-

nerador: Quien realiza el hecho generador, resulta obligado a la deuda tributaria, ya 

que al realizarlo manifiesta su capacidad económica o contributiva.  

 

c)  Posición deudora: Como consecuencia lógica de la realización del hecho generador, 

surge la obligación tributaria respecto de alguien, y ese alguien es la persona respecto 

de la cual el hecho generador se constituye en índice directo o indirecto de capacidad 

contributiva. 

 

Aquí se ve manifestado el principio de legalidad, el cual exige que el sujeto pasivo se 

encuentre definido en la Ley, a través de la especificación de: a) las cualidades perso-

nales de éste (persona natural o jurídica, nacionalidad, domicilio, sexo, actividad u 

otras), y b) la determinación de los elementos que sirven para conocer el vínculo que 

debe existir entre este sujeto y el presupuesto objetivo del hecho imponible. 

Sobre el sujeto pasivo, el artículo 15 del Código de Normas y Procedimientos Tributa-

rios señala que: “Es sujeto pasivo la persona obligada al cumplimiento de las presta-
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ciones tributarias, sea en calidad de contribuyente o de responsable”. (Costa Rica, 

2015) 

Tradicionalmente y como lo indica el Código de Normas y Procedimientos Tributarios, 

se distingue tres tipos de sujeto pasivo; el contribuyente o deudor directo, el responsa-

ble y el sustituto. La situación normal y común es la existencia del contribuyente, siendo 

éste quien deba realizar la prestación debida al Estado. La existencia del responsable 

y/o del sustituto, presenta caracteres de excepcionalidad, por lo que se requiere norma 

expresa, unidad e identidad de la prestación, es decir, para que hablemos de respon-

sable o sustituto, tiene que existir una prestación debida por el contribuyente, y esa de-

be ser la misma que la ley transfiere o traslada a estos responsables o sustitutos; y por 

último, debe existir una pluralidad e independencia de los vínculos entre el fisco, el con-

tribuyente y los responsables o sustitutos, en el sentido de que las relaciones entre Es-

tado y contribuyente, no es la misma que existe entre el Estado y los responsables o 

sustitutos. (Lara Berríos, 2001, p. 33) 

El sujeto pasivo, en el caso de un tributo ambiental, debe ser el realizador del hecho 

generador; el sujeto contaminante, que se identificaría como el productor de activida-

des contaminantes, el consumidor de productos contaminantes o titular de los bienes 

patrimoniales con los que se realiza la actividad contaminante.  

 

 

2.2.5   Base Imponible  
 

Como se ha expuesto, para el establecimiento de un tributo es requisito indispensable 

que la ley fije un hecho generador, que una vez que se concreta en el sujeto pasivo, 

determina el nacimiento de la obligación tributaria. Pero no basta con esto, sino que 
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además es necesario señalar la cantidad a pagar por este concepto, y esto es lo que se 

denomina cuantificación de la obligación tributaria; que es el monto sobre el cual se 

aplica el porcentaje del impuesto establecido en la norma legal respectiva, para deter-

minar el gravamen que debe ser pagado. 

La exacción de cualquier impuesto se transforma siempre en una “prestación” a cargo 

del particular y a favor del Estado, para que esta prestación pueda cumplirse, es nece-

sario determinar su importe, esto es liquidarla, y las fases de su determinación son la 

determinación de la base imponible y la aplicación del tipo impositivo. (Lara Berríos, 

2001, p. 29) 

La base imponible es la expresión cuantificada del hecho gravado, en el sentido que 

éste se puede cuantificar en alguna medida monetaria y servir, en consecuencia, de 

base para el cálculo del impuesto o tributo. J. López Berenguer, define la base imponi-

ble como “la medida de una cierta dimensión del objeto del impuesto que sirve para 

concretar la cuantía de la deuda tributaria mediante la aplicación del tipo fiscal corres-

pondiente”. (1985, p. 133) 

Cabe agregar, que la base imponible es el medio con que cuenta un tributo para ajustar 

su cuota a la capacidad contributiva.  

Como se mencionó, para determinar el importe del tributo a pagar, es necesario en 

primer término, determinar la “base imponible”, debiendo la Ley prever como se llega a 

determinar esta base imponible, puesto que el principio de legalidad exige que la Ley 

establezca el método y el procedimiento para la estimación de la base imponible. Por lo 

que en definitiva, la base imponible queda constituida por un conjunto de datos relati-
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vos a los elementos de la respectiva materia tributable, que son objeto de medición o 

valoración para llegar a determinar la cantidad a pagar por el deudor tributario.  

Alfonso Mantero Sáenz (1979, p. 384), señala que el momento más delicado en la vida 

del tributo radica en la concreción de la base imponible, ya que la obtención de una 

magnitud incontestable permitirá la aplicación del tipo (tasa), y la consiguiente fijación 

de la deuda tributaria. Lo fundamental en este tema, afirma este autor, es distinguir cla-

ramente, qué ha de medirse y cómo ha de medirse.  

En la doctrina italiana Giannini (1957) estima que la base imponible “viene a ser la ex-

presión cifrada del presupuesto impositivo”. (p. 85)  

Para la obtención de la base imponible es necesario que exista un monto bruto, al que 

se sustraigan las deducciones y exenciones autorizadas por la ley, y así determinar 

dicha base. En materia ambiental, la base imponible debe ser la medida del daño que 

se pretende evitar. Se debe tener en cuenta que la finalidad del tributo ambiental es 

evitar la contaminación, por lo que los sistemas de estimación objetiva deben basarse 

en elementos que incentiven la reducción de la contaminación; además el tipo de gra-

vamen no debe hacer prohibitivas las emisiones gravadas, pues en ese caso debería 

establecerse una sanción o multa, y no un tributo. El sujeto obligado, en el caso del 

impuesto ambiental, debería determinarse en virtud del principio “quien contamina pa-

ga”; en este caso, el gravamen no debe ser la medida de la riqueza, sino la medida de 

la contaminación.  

 

 

2.2.6   Principios Tributarios Ambientales 
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Según el Diccionario de la Real Academia Española (1992), un principio es la base, 

origen o razón fundamental sobre la cual se procede discurriendo en cualquier materia. 

Es cada una de las primeras proposiciones o verdades fundamentales por donde se 

empiezan a estudiar las ciencias o las artes. Es la norma o idea fundamental que rige el 

pensamiento o la conducta. 

Para Silvia Jaquenod (1991, p. 350) se entiende por Principio (del latín principium), 

aquella “norma no legal supletoria de ella y constituida por doctrina o aforismos que 

gozan de general y constante aceptación de jurisconsultos y tribunales”, y por Rector 

(del latín rector), lo que ‘rige o gobierna’, por ende son principios rectores los postula-

dos fundamentales y universales que la razón especula, generalizando por medio de la 

abstracción las soluciones particulares que se obtienen partiendo de la justificación y la 

equidad social, atendiendo a la naturaleza de las cosas positivas. Son principios recto-

res generales por su naturaleza y subsidiarios por su función, porque suplen las lagu-

nas de las fuentes formales del Derecho”. (1991, p. 350) 

Tanto el Código Civil como la Ley General de Administración Pública encasillan a los 

principios generales como fuentes o normas no escritas del ordenamiento jurídico; 

asignándoles funciones de interpretación, delimitación e integración de las fuentes es-

critas. Así las cosas, un principio legal es aquel que proporciona un razonamiento para 

seguir una determinada dirección; pero no determina un resultado concreto. Los princi-

pios proporcionan una guía flexible que va a depender del contexto; en ocaciones pue-

den contradecirse unos a otros, y pueden permitir que los responsables de tomar las 

decisiones, los equilibren discrecionalmente y se guíen por los que consideren más 

importantes.  
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A fin de evitar que la existencia del derecho a un ambiente sano y ecológicamente equi-

librado se restrinja al plano semántico de la realidad jurídica, el Derecho Ambiental ha 

integrado una serie de principios rectores que garantizan la tutela efectiva del derecho. 

Debido a la rápida evolución del Derecho Ambiental Internacional se ha creado una 

gran gama de soft law que aunque no es vinculante; da pautas que luego pueden con-

vertirse en normativas (constituyéndose una obligación que vincula a los Estados). 

Forman parte del soft law o derecho blando, todas aquellas Resoluciones y Declaracio-

nes de Principios emanadas de Conferencias y Organismos Internacionales, tales co-

mo la Declaración de Estocolmo sobre Medio Ambiente Humano, la Carta Mundial de la 

Naturaleza, Declaración de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo, la Declaración de 

Johannesburgo sobre Desarrollo Sostenible y la Declaración de Naciones Unidas sobre 

Desarrollo Sostenible (Río+20). Se trata de principios que se proponen en abstracto 

para orientar la conducta de los Estados. La doctrina los ha calificado como normas 

programáticas; las cuales disponen como los Estados deberían actuar, careciendo de 

obligatoriedad, limitándose a trazar un plan de acción futuro para el posterior desarrollo 

normativo del sector ambiente. 

Como dato importante a destacar, la jurisprudencia constitucional costarricense no sólo 

ha reconocido la función de integración, delimitación e interpretación del bloque de le-

galidad ambiental, por parte de los principios rectores del derecho ambiental, derivados 

tanto de la Constitución Política y del Derecho Internacional Ambiental, sino que 

además, les ha otorgado rango de principios constitucionales, elevándolos por encima 

de todo el ordenamiento jurídico e incluso utilizándolos como parámetros para el control 

de constitucionalidad.  
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A partir de la sentencia constitucional 1993-6240 se instauró el criterio jurisprudencial 

por medio del cual, los instrumentos ambientales internacionales son de acatamiento 

obligatorio y gozan de plena ejecutoriedad, en tanto sus normas no precisen de mayor 

desarrollo legislativo, y por ende, deben ser respetadas dado que el rango normativo de 

aquellos es superior.  

Como ya se mencionó, en materia fiscal, para que los impuestos existan, necesaria-

mente se requiere que estén previstos y regulados por normas jurídicas, debido a que 

dicha regulación es el único medio con que cuenta el contribuyente para verificar que 

los tributos que se le obligan a pagar se ajustan a principios básicos. Por lo tanto, los 

principios son criterios que permiten evaluar qué tan racional es un sistema o política 

fiscal; los cuales constituyen la base reguladora de las relaciones jurídicas tributarias 

entre los entes públicos y los ciudadanos. 

Por todo lo anterior, es de suma importancia para este trabajo investigativo, exponer los 

principios de política fiscal ambiental aplicables al tema en cuestión; ya que son parte 

del fundamento tanto para desarrollar como para alcanzar lo propuesto.     

Dentro de los principios tributarios ambientales, se encuentran los principios de política 

ambiental, que a su vez para ser analizados de mejor manera, se pueden clasificar en 

principios formales y principios materiales. 

 

A. Principios Formales: 
 

2.2.6.1   Principio de Reserva de Ley 
Este es un principio básico, en general de Derecho Público, que descansa en la nece-

sidad de garantizar el derecho de propiedad; por cuanto el tributo implica una restric-
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ción del dominio, ya que se sustrae a favor del Estado una parte del patrimonio de los 

particulares. Francisco Carrera indica que “[...] la reserva de ley es un principio sobre la 

producción normativa que concreta, de un lado, las materias que sólo pueden ser regu-

ladas por ley y, de otro, prohibiendo que la potestad reglamentaria de la Administración 

incida en dichas materias.” (1994, p. 100) 

Actualmente, este principio consiste no sólo en la creación del Tributo por Ley, sino en 

la participación de la Ley en la totalidad de la relación tributaria, que surge entre el Es-

tado acreedor y el contribuyente deudor. Así, la ley establecerá las condiciones que 

deben cumplirse o que deben servir de antecedentes para obligar a los individuos y, 

por último, señalará el alcance, extensión y elementos de la obligación tributaria, o sea 

los hechos generadores, las personas obligadas, las bases gravadas, las tasas o cuo-

tas, así como la época de pago; a fin de que no quede margen a las autoridades admi-

nistrativas sino la aplicación del tributo.  

Este principio se encuentra expresamente en la Constitución Política en el artículo 121 

inciso 13 donde establece que “le corresponde exclusivamente a la Asamblea Legislati-

va establecer los impuestos y contribuciones nacionales, y autorizar los municipales”. 

Como se mencionó, el principio de reserva de ley o principio de legalidad desde el pun-

to de vista del derecho tributario material o sustantivo, implica que no puede haber tri-

buto sin previa ley que lo establezca, “nullum tributum sine lege”. En virtud de este prin-

cipio, las leyes son interpretadas conforme a su letra y espíritu, vedando la posibilidad 

de crear impuestos y exenciones por analogía. Además, las obligaciones tributarias 

nacidas de la ley, no pueden ser derogadas por acuerdo de particulares, ni entre estos 



  40 

 

y el Estado. A nivel del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, ambas varia-

ciones están expresamente reguladas en su artículo 5:   

 

Artículo 5- Materia privativa de la ley.  

En cuestiones tributarias solo la ley puede: a) Crear, modificar o suprimir tribu-

tos; definir el hecho generador de la relación tributaria; establecer las tarifas de 

los tributos y sus bases de cálculo; e indicar el sujeto pasivo; b) Otorgar exen-

ciones, reducciones o beneficios; c) Tipificar las infracciones y establecer las 

respectivas sanciones; d) Establecer privilegios, preferencias y garantías para 

los créditos tributarios; y e) Regular los modos de extinción de los créditos tribu-

tarios por medios distintos del pago. En relación a tasas, cuando la ley no lo 

prohíba, el Reglamento de la misma puede variar su monto para que cumplan 

su destino en forma más idónea, previa intervención del organismo que por ley 

sea el encargado de regular las tarifas de los servicios públicos.  

 

Corolario necesario, es el artículo 6 del Código de Normas y Procedimientos Tributa-

rios, que prohíbe la creación de tributos y exenciones mediante la aplicación de la ana-

logía como método interpretativo al indicar: 

 

Artículo 6- Interpretación de las normas tributarias.  

Las normas tributarias se deben interpretar con arreglo a todos los métodos 

admitidos por el Derecho Común. La analogía es procedimiento admisible para 

llenar los vacíos legales pero en virtud de ella no pueden crearse tributos ni 

exenciones.  

 

Por su parte, el Tribunal Fiscal Administrativo en sentencia 178‐2013 del siete de mayo 

de dos mil trece indica sobre el principio de reserva de ley:  
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“Estima este Tribunal necesario analizar la procedencia o no de la sanción ad-

ministrativa, máxime que por aplicación del Principio de Reserva de Ley esta-

blecido en los artículos 121 inciso 13 de la Constitución Política y 5 del Código 

Tributario, que disponen que solo la ley puede tipificar las infracciones y esta-

blecer las respectivas sanciones, siendo aplicable en materia tributaria la ana-

logía únicamente para llenar vacíos legales en cuanto a procedimiento”  

 

El artículo constitucional 121 inciso 13 citado, es el que le atribuye a la Asamblea Le-

gislativa la potestad de establecer tributos única y exclusivamente mediante ley, no 

obstante tal y como se vio en el extracto de la sentencia del Tribunal Fiscal Administra-

tivo, éste también hace referencia a la aplicación de infracciones por parte de la Admi-

nistración Tributaria. Indica, además que en el caso de vacío legal, se podrá utilizar la 

analogía, únicamente en casos de procedimiento.  

 

 

 

2.2.6.2 Principio de Legalidad 
El autor Pedro Bracho (2000), se refiere al principio de legalidad como “una conse-

cuencia de la noción general de Estado de Derecho y establece una relación que algu-

nos autores denominan auto vinculación: sujeción de las autoridades a sus propias 

normas”. (p. 64). Además, constituye el pilar fundamental del Estado de Derecho y 

quien más directamente lo garantiza; siendo en gran medida los otros principios, sus 

subordinados lógicos, pues sin esta legalidad no podrían funcionar.  

En la misma línea, indica Pérez de Ayala, que el principio de legalidad es:  

 

“Una de las consagraciones del Estado de Derecho, y supone no sólo la sumi-

sión de la actuación administrativa a las normas emanadas del poder legislativo, 



  42 

 

sino también el respeto a la jerarquía de las normas establecidas y la imposibili-

dad jurídica de que un acto administrativo vulnere una disposición general. Se 

estima que el órgano legislativo, constituido en forma representativa, otorga una 

mejor tutela al derecho de propiedad, frente la potestad tributaria. La Ley consti-

tuye un vehículo de certeza, en cuanto a la estabilidad del Derecho y la certi-

dumbre sobre los remedios jurídicos a disposición del contribuyente. De igual 

forma constituye un mecanismo de defensa frente a la posibilidad de arbitrarie-

dades de los órganos del Estado, en virtud a la aplicación del orden jerárquico 

de las normas jurídicas”. (1974, p. 270)  

 

Sin embargo, es importante tener presente que el principio de legalidad en materia im-

positiva, tiene una mayor o menor rigidez en los distintos sistemas impositivos. En Lati-

noamérica existe una reserva legal amplia, cuando es la Ley, la que únicamente define 

cuales son los supuestos y los elementos de la relación tributaria, es decir, es la Ley la 

que debe definir los hechos imponibles en su acepción objetiva y también en su esfera 

subjetiva. Es decir, la Ley debe establecer cuál es el hecho imponible, su base, la tasa 

y el sujeto pasivo de la relación jurídico-tributaria.  

De acuerdo con Cassagne (2006, p.27), este principio “se traduce en la exigencia de 

que la actuación de la Administración se realice de conformidad al ordenamiento positi-

vo, el cual limita o condiciona su poder jurídico.” Esto se debe a que, según García de 

Enterría (citado por Cassagne, 2006, p. 27), “la Administración ya no se presenta como 

mera ejecutora de las normas que se le imponen, sino que ésta es a la vez una fuente 

de normas autónomas, lo cual no significa desconocer que la ley formal continúe en-

marcando la actuación administrativa en general, operando directamente sobre la Ad-

ministración”.  
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Este principio es el rector del derecho público y de las actuaciones de la Administración 

Pública. Se encuentra plasmado en el artículo 11 de la Constitución Política de Costa 

Rica. Es el contrario al principio de autonomía de la voluntad, desde el cual el ciudada-

no puede actuar con total libertad hasta donde la ley se lo impida; es decir, la Adminis-

tración debe actuar con apego a la Ley; sólo puede realizar aquello que por ley esté 

permitido. El artículo 11 de la Constitución Política establece que: 

 

“Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad. Están obli-

gados a cumplir los deberes que la ley les impone y no pueden arrogarse facul-

tades no concedidas en ella. Deben prestar juramento de observar y cumplir es-

ta Constitución y las leyes. La acción para exigirles la responsabilidad penal por 

sus actos es pública.  

La Administración Pública en sentido amplio, estará sometida a un procedimien-

to de evaluación de resultados y rendición de cuentas, con la consecuente res-

ponsabilidad personal para los funcionarios en el cumplimiento de sus deberes. 

La ley señalará los medios para que este control de resultados y rendición de 

cuentas opere como un sistema que cubra todas las instituciones públicas”. 

 

Así mismo, la Ley General de la Administración Pública en su artículo 11 establece 

que: 

 

1. La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo 

podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice 

dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes. 

2. Se considerará autorizado el acto regulado expresamente por norma escrita, 

al menos en cuanto a motivo o contenido, aunque sea en forma imprecisa.  
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El tratamiento que ha dado la Sala Constitucional sobre este tema, gira en torno a esta 

concepción de que en un Estado de Derecho, existe una forma especial de vinculación 

de las autoridades e instituciones públicas al ordenamiento jurídico; esto por cuanto las 

instituciones públicas y sus funcionarios son tales y únicamente pueden llevar a cabo lo 

que el propio ordenamiento les autorice de manera expresa. Esto quiere decir que lo 

que no les está autorizado, les está vedado, ya que dicha habilitación debe ser expresa 

y no tácita. (Sala Constitucional. Resolución Nº 440-98).  

Por otra parte, el principio de legalidad puede ser entendido también, como aquella ga-

rantía que se enmarca en la literalidad de las normas, o en la existencia previa de es-

tas. Se dice que ninguna persona puede ser procesada o condenada si no es en virtud 

de una norma anterior a los hechos, o en respeto de los procedimientos que la misma 

norma establezca. Sobre este principio, el Tribunal Contencioso Administrativo señaló 

lo siguiente:  

 

“Asimismo, el artículo 11 de la Constitución Política que dispone: “...Los funcio-

narios públicos son simples depositarios de la autoridad. Están obligados a 

cumplir los deberes que la ley les impone y no pueden arrogarse facultades no 

concedidas en ella. Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Consti-

tución y las leyes...”, así como el artículo 11 de la Ley General de la Administra-

ción Pública que establece: “...1. La Administración Pública actuará sometida al 

ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos 

servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica 

de sus fuentes. 2. Se considerará autorizado el acto regulado expresamente por 

norma escrita, al menos en cuanto a motivo o contenido, aunque sea en forma 

imprecisa.”, que regulan lo relativo al Principio de Legalidad, del cual está supe-

ditada la Administración Pública, en el tanto los actos administrativos que adop-
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te deben encontrarse acorde al ordenamiento jurídico, como requisito de vali-

dez.”  

 

Así las cosas, para la validez de los impuestos es menester que estén establecidos en 

una ley; asimismo los elementos esenciales se deben fijar en el acto legislativo, tales 

como el sujeto, la base, la tasa y la época; para que así no quede margen para la atri-

bución de las autoridades exactoras, ni para el cobro de impuestos imprevisibles o a 

título particular; y que a la autoridad administrativa no le corresponde otra cosa que 

aplicar las disposiciones generales de observancia obligatoria dictadas con anterioridad 

al caso concreto de cada contribuyente.  

 

 

 

2.2.6.3 Principio de Irretroactividad 
Este principio es la garantía que tiene el administrado, que el Estado no pueda gravar 

actos económicos del pasado. Así lo establece el artículo 34 de la Constitución Política 

que dice: “A ninguna ley se le dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna, o 

de sus derechos patrimoniales adquiridos o de situaciones jurídicas consolidadas”.  

Mediante este principio se protege al contribuyente de las arbitrariedades estatales a la 

hora de imponer tributos. Si bien, es poder absoluto del Estado la determinación de los 

gravámenes, con que todos los costarricenses deben contribuir, estos no deben ser 

aplicados de forma retroactiva.  

Al respecto, el Tribunal Fiscal Administrativo señala lo siguiente en sentencia 180‐2003:  

“…Tal y como lo ha considerado este Tribunal Constitucional con anterioridad: 

"La retroactividad a que hace alusión el artículo 34 de la Constitución Política 
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es la que pretende interferir con derechos adquiridos y situaciones jurídicas 

consolidadas, nacidas con anterioridad a la promulgación de la ley, o sea, 

aquellas con características de validez y eficacia, perfeccionadas bajo el impe-

rio de otras regulaciones, de forma que sus efectos y consecuencias no pueden 

ser varia-das por nuevas disposiciones, excepto si conllevan beneficio para los 

interesa-dos" (sentencia. 07043‐96). No debe olvidarse que se trata de un prin-

cipio que resulta de aplicación a toda la legislación ‐salvo casos excepcionales, 

como en materia  penal, cuando la nueva norma sustantiva es más favorable 

al imputado‐, de manera que resulta de obligado acatamiento respecto de to-

das las normas jurídicas en general y no únicamente de las leyes de carácter 

formal‐. Así las cosas, el principio de irretroactividad de la ley no puede ser ex-

cepcionado de la legislación tributaria; motivo por el cual no resulta legítimo 

hacer más gravosa la situación de los contribuyentes cuya obligación tributaria 

nació al amparo de determinadas normas con disposiciones o actos administra-

tivos posteriores que pretendan modificar los presupuestos de hecho y de de-

recho que dieron origen a la obligación tributaria principal o accesoria. Bajo es-

tos términos, bien puede establecerse como principio básico en esta materia 

que la determinación de las obligaciones tributarias debe regirse por las nor-

mas que estaban vigentes al período fiscal correspondiente, nunca puede te-

nerse como parámetro la normativa vigente a la notificación del traslado de 

cargos…” 

 
Como se puede ver, el principio de irretroactividad de la ley, debe entenderse en el 

sentido de que las situaciones y relaciones jurídicas se rigen conforme a las reglas vi-

gentes al momento de constituirse esos vínculos; en virtud de la certeza que debe im-

perar en el ordenamiento, de modo que los administrados puedan saber a qué atenerse 

en las relaciones con el Poder Público. Esto significa que el Estado no puede aplicar 

válidamente hacia el pasado, normas jurídicas posteriores para resolver situaciones 

acontecidas con anterioridad al dictado de dichas normas.  
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B. Principios Materiales: 
 

2.2.6.4   Principio de Igualdad 
Miguel Carbonell (2010) para la explicación de la igualdad cita a varios autores como 

por ejemplo a John Rawls (“Teoría de la Justicia”) para explicar que para la edificación 

de una sociedad justa debe seguirse dos principios:  

 

“Primer Principio: Cada persona ha de tener un derecho igual al esquema más 

extenso de libertades básicas que sea compatible con un esquema semejante 

de libertades para los demás. Segundo Principio: Las desigualdades sociales y 

económicas habrán de ser conformadas de modo tal que a la vez que: a) se es-

pere razonablemente que sean ventajosas para todos, b) se vinculen con em-

pleos y cargos asequibles para todos.” (p.187) 

 

Como lo indica Ignacio Burgoa, en un sentido general, “por igualdad se entiende la po-

sibilidad o capacidad de una persona de adquirir los mismos derechos y las mismas 

obligaciones de aquel que se encuentra en una determinada situación abstracta legal-

mente establecida.” (1965, p. 238) 

La igualdad entre los seres humanos constituye uno de los cimientos fundamentales 

sobre los que descansa el sistema de vida en las sociedades modernas; junto a los 

principios morales y las normas jurídicas que pretenden proteger y sustentar el orden 

social.  

La Carta de las Naciones Unidas indicó claramente que todos los hombres nacen libres 

e iguales en derechos. En la misma dirección, la Constitución Política norma la igual-
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dad de los seres humanos como derecho y garantía individual; de manera tal que en 

ausencia de tal principio, el orden político no tendría sentido al aplicarse. 

En virtud de lo anterior, resulta muy lógico pensar que un derecho constitucional a un 

ambiente sano y ecológicamente equilibrado está también vertebrado en el principio de 

igualdad, porque se pretende así, que todos los seres humanos de las generaciones 

presentes y futuras, puedan disfrutar en iguales condiciones de un medio ambiente lim-

pio y saludable. Como así lo establece la Ley Orgánica del Ambiente en su artículo 2 

inciso b, al indicar que “todos los costarricenses, en igualdad de condiciones, tienen el 

derecho a disfrutar de un ambiente sano y ecológicamente sostenible, así como el de-

ber de conservarlo”. Este principio es un valor supremo que rige los Estados democrá-

ticos y por lo tanto, el ordenamiento jurídico debe también atender a esta máxima.  

Como se desprende del artículo 33 constitucional, se habla de una igualdad formal, que 

es la igualdad ante la ley y de una igualdad material, que consiste en que las condicio-

nes sociales y económicas en que se desenvuelven los individuos les permitan gozar 

de una igualdad real.  

En lo relativo a la materia tributaria, este principio implica la igualdad de tratamiento en 

condiciones análogas, y por consiguiente, la desigualdad de tratamiento en circunstan-

cias distintas. Esto quiere decir, que deberán determinarse contribuciones iguales para 

contribuyentes en igualdad de condiciones. Esta máxima no implica una igualdad 

numérica, ya que si fuera de esta manera, terminaríamos cometiendo injusticias. Como 

lo explica el profesor Giuliani Fonrouge: “[...] permite la formación de distingos o cate-

gorías, siempre que éstas sean razonables, con exclusión de toda discriminación arbi-
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traria, injusta u hostil contra determinadas personas o categorías de persona.” (2001, p. 

373) 

Esto significa que en igualdad de circunstancias, contribuyentes con la misma capaci-

dad contributiva deben ser tratados de igual manera; sin que sea posible establecer 

exenciones o privilegios que excluyan a unos, mientras sí afecten o beneficien a otros.  

El artículo 33 de la Constitución Política dice: “todo hombre es igual ante la ley y no 

podrá hacerse discriminación alguna contraria a la dignidad humana”. Para Villalobos, 

esto significa una doble igualdad: “la de los hombres ante la ley y la de la base del im-

puesto y de las cargas públicas. La primera más amplia, en cuanto se aplique al im-

puesto; se refiere al igual tratamiento que debe asegurar la ley tributaria; la segunda 

tiene atinencia al impuesto en sí mismo, es decir, como institución financiera. En Costa 

Rica, los impuestos tienen en mira la capacidad económica de los contribuyentes, so-

bre todo en el caso de los impuestos de carácter progresivo.”  (1991, pp. 51-52) 

Conforme lo indicado en el artículo 33 constitucional, siendo todos iguales ante la ley, 

todos están en igualdad de obligación de pagar tributos. No obstante, el tratamiento 

será igual en situaciones similares, y distinto en situaciones diferentes. Al respecto, y 

citando a la Sala Constitucional:  

 

“La más calificada doctrina del Derecho Financiero señala que "el principio de 

igualdad no se refiere a la igualdad numérica, que daría lugar a las mayores in-

justicias, sino a la necesidad de asegurar el mismo tratamiento a quienes se en-

cuentren en análogas situaciones, de modo que no constituye una regla férrea, 

porque permite la formación de distingos o categorías, siempre que éstas sean 

razonables, con exclusión de toda discriminación arbitraria, injusta u hostil con-

tra determinadas personas o categorías de personas".‐ El principio de igualdad 
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es ante todo, un límite de la actuación de los poderes públicos, a la vez que ins-

trumento que se coloca en manos de los administrados para combatir la arbitra-

riedad. Esto es, que los poderes públicos pueden crear diferencias entre las 

personas, pero no pueden ser el producto de la arbitrariedad. Por ello se requie-

re que el trato diferenciado frente a la ley, en este caso, a las cargas tributarias, 

llenen ciertos requisitos o condiciones, para que se entienda que no viola el 

principio de igualdad. Se analiza, en consecuencia, esas notas esenciales en el 

caso concreto, a los efectos de resolver la acción.  

VI).‐Se dice en la doctrina del Derecho Constitucional que del examen de la 

norma, su resultado puede ser o bien un trato diferenciador, fundado en una ba-

se objetiva y razonable o por el contrario, un trato discriminatorio, por ser arbi-

trario. Es condición para que sea un trato desigual admisible, que los supuestos 

de hecho sean, a su vez, desiguales. Esto es, que las situaciones de hecho en 

que se encuentran los sujetos, sean diferentes, sobre todo porque el principio 

de igualdad se viola, cuando se trata desigualmente a los iguales. (Al efecto 

véanse, de esta Sala, entre otros Votos Nos. 336‐91, 337‐91, 464‐91 y 1209‐91, 

en la que se dijo: "La igualdad es sólo lesionada si la desigualdad está despro-

vista de una justificación objetiva y razonable y la existencia de esa justificación 

debe apreciarse en relación a la finalidad y efectos de la medida considerada, 

debiendo darse una relación razonable de proporcionalidad entre los medios 

empleados y la finalidad perseguida")(...) 

 

En efecto, la diferenciación lo que pretende es hacer efectivo el principio constitucional 

de igualdad tributaria, criterio al que debe unirse la racionalidad, que es la adecuación 

del medio a los fines perseguidos; es decir, consiste en que exista una conexión efecti-

va entre el trato desigual, el supuesto de hecho que lo justifica y la finalidad que se per-

sigue. 
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2.2.6.5 Principio de Generalidad 
El principio de generalidad, también llamado de uniformidad u obligatoriedad, está fuer-

temente ligado al principio de igualdad; se refiere al hecho de que la obligación tributa-

ria debe alcanzar a todos los obligados incluidos en el hecho generador. Para que sea 

cumplido, el tributo debe gravar la totalidad de una materia y analizarse si la exclusión 

de algún contribuyente tiene justa causa. 

La doctrina señala en el principio de generalidad una doble función, la primera afirma 

que el deber de contribuir no se refiere únicamente a los nacionales, y la segunda que 

debe eliminarse los privilegios de la distribución de la carga fiscal, “siendo que las exo-

neraciones se deban a motivos sociales, políticos o económicos, jurídicamente justifi-

cables, siendo inadmisible “el establecimiento de exenciones intuito personae”. (Lara 

Berrios, 2001, p. 15)  

El principio de generalidad funciona de la mano con el principio de capacidad contribu-

tiva y el principio de igualdad, así como el de legalidad. Los impuestos deben ser de 

aplicación general y no limitada, salvo la acotación del mínimo vital. De la misma forma, 

el principio de generalidad de contribuir al pago de los tributos, se encuentra plasmado 

en el artículo 18 de la Constitución, que indica: “Los costarricenses deben observar la 

Constitución y las leyes, servir a la Patria, defenderla y contribuir para los gastos públi-

cos.”  

Esto significa que todos los costarricenses deben contribuir con los gastos públicos, 

todos deben pagar tributos y esto no debe reservarse a una parte escogida de la po-

blación, sino que debe ser todos, es decir, que el deber de contribuir no se reduce a los 
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nacionales, como se desprende del artículo 19 constitucional. Por su parte, la Sala 

Constitucional explica este principio en su voto 4465‐1998:  

 

“Esa posibilidad de exigirle a los habitantes una contribución para el gasto 

público es innata al Estado y, por ello, nace y muere con él. Sin embargo, su 

ejercicio se encuentra limitado por principios que se encuentran contenidos en 

la Constitución.  

Uno de ellos es la legalidad de la tributación, otro es la igualdad, además la ge-

neralidad y, el último de ellos, la no confiscación. El primero de ellos versa so-

bre la obligación del Estado de respetar el mandato constitucional de que los 

tributos sólo pueden ser creados, modificados o extinguidos por medio de una 

Ley (Principio de Reserva de Ley), motivo por el cual el Estado no puede crear, 

modificar o extinguir un tributo si no es mediante la creación de una Ley en di-

cho sentido. El segundo supone la igualdad ante la ley y como base del impues-

to y la igualdad de las cargas públicas. Entiéndase este principio como el man-

dato expreso de la Constitución de aplicar, a todos aquellos sujetos que se en-

cuentren en los supuestos previstos por una Ley, la misma carga pública que en 

ella se establece, sea que todos debemos pagar por igual si nos encontramos 

en una situación igual ante la Ley. El principio de generalidad se deriva del ante-

rior y supone la aplicación de los tributos a todas las categorías de personas de 

un Estado, sin hacer distinción alguna y no deben afectar a personas o bienes 

determinados en particular, pues ello haría que éstos adquieran un carácter 

persecutorio o discriminatorio.” 

 
Como se pudo observar, los tributos se deben establecer de tal manera que cualquier 

persona, ya sea física o jurídica, que se coloque en la situación señalada por la ley co-

mo hecho generador del impuesto, quede sujeta al pago del tributo. No es posible para 
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el Estado, en virtud de esta máxima y la de igualdad, gravar a una parte de la población 

en beneficio de otra.  

No obstante, el Estado tiene el poder de eximir del pago de impuestos por razones polí-

ticas o económicas que tengan la finalidad de lograr una mayor justicia social o incenti-

var ciertas actividades o áreas de la economía que resulten beneficiosas para el desa-

rrollo de la población. Conforme a lo anterior, existen las denominadas exenciones tri-

butarias, que son institutos de carácter excepcional por medio de los cuales el Estado 

exime o beneficia a ciertas personas, en el pago de un impuesto a pesar de que se 

configura con su actuar el hecho generador; pero como se vio, es indispensable que su 

finalidad sea alguna de las apuntadas y no un simple privilegio por razones personales.  

  

 
 

2.2.6.6 Principio de Solidaridad 
Como se indicó en la definición de tributo, se trata de prestaciones que exigen el Esta-

do o Ente Público en ejercicio de su poder de imperio. Este rasgo aparece, por ejemplo, 

en nuestro Derecho Positivo, en la definición contenida en el artículo 4 del Código de 

Normas y Procedimientos Tributarios, indica que: “Son tributos las prestaciones en di-

nero (impuestos, tasas y contribuciones especiales), que el Estado, en ejercicio de su 

poder de imperio, exige con el objeto de obtener recursos para el cumplimiento de sus 

fines…” 

Sin embargo, a la luz de la doctrina moderna, esta definición luce ambigua, ya que la 

noción de poder de imperio no refleja adecuadamente el tránsito de una relación de 

poder a una relación regida por el Derecho, que constituye un rasgo genético del mo-
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derno Derecho Tributario. En ese sentido, en el Estado de Derecho moderno, el poder 

de imperio que pueda tener el Ente Público, está limitado por una serie de derechos del 

individuo contribuyente; el Ente puede imponer tributos, pero dentro de ciertos límites 

contenidos normalmente a nivel constitucional.  

Como contrapartida, el tributo se fundamenta ya no en un mero deber de sujeción de 

los individuos, sino en un deber teñido de ciertos valores constitucionalmente tutelados. 

De esta manera, es mayoritariamente aceptado que en el Estado Social de Derecho 

moderno, el deber de pagar tributos se basa en un deber de solidaridad para el soste-

nimiento de los gastos públicos. Como bien lo indica la Sala Constitucional en la Sen-

tencia Nº 3338-99: 

 

“Sobre el principio de solidaridad. Una adecuada lectura de nuestro texto consti-

tucional acarrea necesariamente la conclusión de que el sistema de derechos 

fundamentales en él establecido no se encuentra basado en el individualismo 

utilitarista, sino más bien en una concepción del hombre en el marco de la so-

ciedad en la que se desenvuelve. La Constitución Política de 1949 parte de la 

noción de que el ser humano no puede desarrollarse integralmente por sí solo, 

sino que para ello requiere de la participación de todos los otros miembros de la 

sociedad. De hecho, expresamente el numeral 50 constitucional impone como 

uno de los deberes fundamentales del Estado costarricense la búsqueda de una 

adecuada distribución de la riqueza, objetivo que no puede lograr sin el concur-

so de sus habitantes. En otras palabras, para lograr una más homogénea estra-

tificación social, los individuos deben contribuir de acuerdo con sus posibilida-

des, en beneficio de quienes menos poseen. Lo anterior es un derecho funda-

mental de las personas que ocupan los estratos inferiores, y un deber de todos, 

principalmente los más beneficiados por el sistema económico. La riqueza en 

una sociedad no es producida apenas por quienes poseen los medios de pro-

ducción, sino también por quienes contribuyen a ella con su mano de obra, con 
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su trabajo. En consecuencia, los beneficios producidos por el mercado deben 

ser redireccionados a fin de que no rediten únicamente en favor de ciertas cla-

ses sociales. Relacionado este principio con el de justicia social, positivizado en 

el ordinal 74 de la Constitución, según el cual las personas deben colaborar 

recíprocamente en aras de preservar la dignidad humana de todos los miem-

bros de la comunidad, tenemos que el constituyente buscó fomentar una socie-

dad donde la solidaridad fuera la regla general de convivencia.”  

 

 

Como lo explica Adrián Torrealba, con el concepto de "solidaridad" se quiere decir que 

el límite que los derechos individuales ponen al Ente Público, no se manifiesta en que 

el Estado sólo pueda imponer tributos a cambio o con la promesa de que se los va a 

devolver en la forma de bienes o servicios públicos, que van a beneficiar directamente 

al contribuyente. Por el contrario, existe un deber de solidaridad de los individuos más 

aptos para contribuir con aquellos menos aptos, y ello es lo que fundamenta en última 

instancia el deber de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos. (Inédito a., p. 4) 

Partiendo de que este principio implica la solidaridad de contribuir con las finanzas 

públicas, explica Adrián Torrealba que “...la actividad tributaria adquiere, más allá de la 

función recaudatoria, la función social de hacer que los costos sociales se internalicen 

en la fuerza económica de los sujetos” (1992, p. 851). 

Así entonces, los tributos ecológicos responden a la solidaridad presente en el deber 

de contribuir a las cargas públicas, y pone en evidencia la conexión existente entre el 

principio de capacidad económica y los valores constitucionales medioambientales. En 

este sentido, “el tributo representaría el instrumento de incidencia de los intereses difu-

sos sobre situaciones jurídicas de los individuos, limitándolas” (Torrealba, 1992, p. 

850).  
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2.2.6.7 Principio de Progresividad 
De conformidad con los principios anteriores y siendo que, todos los costarricenses 

están obligados al sostenimiento de las cargas públicas, que se deben aplicar de forma 

general y que éste debe aplicarse, según la capacidad económica; los tributos deben 

aplicarse en forma proporcional a la ganancia del contribuyente, de manera que a ma-

yor capacidad económica, mayor aporte. De lo contrario, el sistema no avanzaría y se 

estancaría. En este sentido la Sala Constitucional indicó:  

 

“Otra condición básica es la finalidad de la norma. Resulta contrario al principio 

de igualdad, el trato diferente gratuito, es decir, si no se persigue una finalidad 

que debe ser concreta y no abstracta. Para el análisis del caso, como lo afirma 

la Procuraduría General de la República, "los numerales cuestionados por el 

accionante lo que hacen es crear un criterio diferenciador necesario y justo, an-

te la particular existencia en el caso de los agentes de seguros de percepciones 

económicas que apuntan hacia la acumulación de riqueza, lo cual en un estado 

social y democrático de derecho, hace que el legislador dentro de su prudencia 

político‐tributaria estime necesario un trato desigual. Sólo así se objetiviza el va-

lor igualdad, que en materia de derecho tributario se une o ata al concepto de la 

capacidad contributiva de los administrados ante las cargas públicas. Lo que 

quiere decir que en un sistema de contribución resulta más obligado quien más 

recursos o capacidad económica posea”. (Sentencia Nº 4788-1993) 

 

Como se dijo, el principio de progresividad indica que todo sistema tributario debe gra-

var de manera progresiva a los contribuyentes; de forma tal que cuanta más capacidad 

económica se muestre, mayor es la cuota tributaria que se debe cancelar. Dicho princi-
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pio “es una manera de ser del sistema, que se articula técnicamente de forma que pue-

da responder a la consecución de unos fines que no son estrictamente recaudatorios, 

sino que trascienden dicho plano para permitir la consecución de unos fines distintos, 

como pueden ser la distribución de la renta o cualquiera de los fines previstos por el 

artículo 40 de la Constitución (española)”. (Querault y otros, 2002, p. 117) 

 

 
 

2.2.6.8   Principio de No Confiscatoriedad 
Como se ha visto, las cargas tributarias tienen la finalidad de contribuir para el sosteni-

miento del Estado, al aportar a los gastos públicos que éste posee. Sin embargo, un 

límite al poder del Estado para el cobro de estas cargas a los contribuyentes es preci-

samente, el Principio de Capacidad Económica, que dicta que cada quien debe contri-

buir según su riqueza y su capacidad de pago. Por lo tanto, un impuesto no puede ser 

tal que implique prácticamente, el arrebatamiento por parte del Estado de la propiedad 

privada de los individuos. Es decir, la imposición no puede tener por consecuencia la 

privación al contribuyente de sus rentas y bienes; no puede lesionarse con un impuesto 

el derecho fundamental a la propiedad.  

El artículo 45 de la Constitución Política establece que: “La propiedad es inviolable; a 

nadie puede privarse de la suya si no es por interés público legalmente comprobado, 

previa indemnización conforme a la ley…” 

Conforme a dicho texto, nuestra ley fundamental protege con énfasis y vigor el derecho 

de propiedad; no obstante, esa protección, se ve atenuada sensiblemente por la exis-

tencia de los tributos que impone el Estado, mediante los cuales se apropia de la rique-
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za privada. No se trata de una contradicción entre derecho de propiedad y tributo, ya 

que éste constituye el precio que hay que pagar para vivir en sociedad; lo cual exige 

sufragar los gastos del gobierno encargado de cumplir y hacer cumplir la Constitución. 

Sin embargo, debe existir un límite a esa facultad de imposición, sin el cual el derecho 

de propiedad puede llegar a convertirse en sólo una bella palabra.  

Ese límite está dado por el principio de no confiscatoriedad de los impuestos, que debe 

ser precisado conceptual y cuantitativamente; para así delimitar el derecho de propie-

dad, anteponiendo las obligaciones fiscales. Para eso los artículos 40 y 45 constitucio-

nales establecen lo siguiente: 

 

ARTÍCULO 40.- Nadie será sometido a tratamientos crueles o degradantes ni a 

penas perpetuas, ni a la pena de confiscación. Toda declaración obtenida por 

medio de violencia será nula. 

 

ARTÍCULO 45.- La propiedad es inviolable; a nadie puede privarse de la suya si 

no es por interés público legalmente comprobado, previa indemnización con-

forme a la ley. En caso de guerra o conmoción interior, no es indispensable que 

la indemnización sea previa. Sin embargo, el pago correspondiente se hará a 

más tardar dos años después de concluido el estado de emergencia. 

Por motivos de necesidad pública podrá la Asamblea Legislativa, mediante el 

voto de los dos tercios de la totalidad de sus miembros, imponer a la propiedad 

limitaciones de interés social. 

 

Los preceptos transcritos son el fundamento normativo del principio en cuestión. El 

numeral 45 postula el derecho a la propiedad como uno de los derechos fundamentales 

de los individuos en nuestra sociedad. De la misma forma, el artículo 40 establece, en 
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lo que aquí interesa, que nadie puede ser sometido a la pena de confiscación. En el 

mismo sentido, la Sala Constitucional ha establecido:  

 

“De acuerdo con el principio de no confiscatoriedad, el Estado se encuentra au-

torizado para tomar parte proporcional de la renta que genera el particular, con 

el fin de sufragar sus gastos; ello, siempre y cuando no llegue a anular el capital 

como tal, o a gravar riqueza inexistente, como ocurriría en el caso de que el tri-

buto absorba totalmente la renta.” (Voto N° 2349 del diecinueve de marzo de 

dos mil tres) 

 

Sobre este mismo tema la Sala Constitucional en su Voto N° 5749-93 indicó que: 

 

"Si la Constitución protege el derecho de propiedad al patrimonio integral, no se 

puede reconocer y admitir que otras disposiciones lo destruyan. Así, para ser 

constitucionales, los tributos no deben desnaturalizar otros derechos fundamen-

tales, la Constitución asegura la inviolabilidad de la propiedad privada, así como 

su libre uso y disposición y prohíbe la confiscación, por lo que no se puede 

permitir una medida de Tributación que vaya más allá de lo razonable y propor-

cionado… Si la Constitución en su artículo 45 establece que la propiedad es in-

violable, y en su artículo 40 que nadie será sometido a pena de confiscación, es 

indudable que el tributo no puede ser tal que haga ilusorias tales garantías... 

Pero sí se puede establecer como principio, que se considera confiscatorio el 

gravamen que exceda la capacidad económica o financiera del contribuyente, o 

bien, si el impuesto absorbe una parte sustancial de la operación gravada, y co-

rresponderá al Juez, en cada caso, analizar estas circunstancias, que serán, 

lógicamente, variables, y lo correcto es analizar esas situaciones en forma con-

creta.” 
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A manera complementaria a lo anterior y concatenando el principio de no confiscatorie-

dad con los principios de opacidad económica, igualdad y progresividad, la Sala Consti-

tucional agregó que: 

 

“Por ello se dice que el tributo debe ser justo, basado en la contribución de to-

dos según su capacidad económica y debe responder a los principios de igual-

dad y progresividad. Este último principio responde a una aspiración de justicia, 

que se refleja en la máxima de que pague proporcionalmente más impuestos 

quienes cuentan como un mayor nivel de renta, lo que lleva implícito, desde 

luego, el principio de la interdicción del tributo confiscatorio.” (Sentencia N° 

4788‐1993) 

 

Como se indicó, si bien todos los costarricenses se encuentran en obligación de contri-

buir con las cargas estatales, la imposición debe ser de tal forma que no sea confisca-

toria, es decir, que no agote la ganancia del contribuyente. Es, por lo anterior, que se 

impone un mínimo vital y cualquier suma inferior a este mínimo no se grava en virtud 

de este principio. 

 

 

 

2.2.6.9   Principio de Mínimo Vital 
El principio del mínimo vital o del neto subjetivo, refiere a que el Sistema Tributario de-

be asegurar que la carga tributaria no sea tan grave como para eliminar el monto nece-

sario para que el contribuyente pueda sobrevivir, o que la persona jurídica pueda fun-

cionar. Señala Adrián Torrealba que:  
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“Debido a que la capacidad económica subjetiva exige tener en cuenta las cir-

cunstancias personales y familiares de la persona, lo que implica el reconoci-

miento de un mínimo exento adecuadamente cuantificado, la consideración de 

las circunstancias familiares a todos los niveles cuantitativos de riqueza (para 

evitar que dos igualmente ricos sean tratados igual sin tomar en cuenta los ta-

maños de sus familias). Este es el principio del “neto subjetivo”, aplicable solo a 

las personas físicas”. (2009, p.372) 

 

Sobre el mínimo vital Spisso estima que el “límite de la capacidad económica para con-

tribuir está dada por un mínimo que posibilita al individuo a cubrir sus necesidades 

elementales” (2000, p. 372). Esto debido que estima que la capacidad económica es 

toda aquella riqueza que sobrepasa el mínimo para sustentar sus necesidades elemen-

tales. Además el mismo autor señala diversos factores para determinar si se cumple 

con este principio o no: 

 

a. Por un lado, influyen factores como el costo de vida, que varía no solo de 

país en país, sino entre las distintas localidades de un determinado país. 

b. Por otra parte, el grado de desarrollo o de bienestar alcanzado por cada 

sociedad incide sobre el nivel de vida que se considera mínimo. 

c. También, se debe tener en cuenta los servicios asistenciales que preste el 

Estado. En la medida en que no se cuente con eficientes servicios asisten-

ciales, mayores serán las exigencias en pos de la admisión de mayores 

deducciones tributarias para atender la carencia de tales prestaciones.”      

 

El objeto del derecho fundamental al mínimo vital, abarca todas las medidas positivas o 

negativas constitucionalmente ordenadas con el fin de evitar que la persona se vea re-

ducida en su valor intrínseco como ser humano; debido a que no cuenta con las condi-

ciones materiales que le permitan llevar una existencia digna. Este derecho fundamen-
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tal busca garantizar que la persona, centro del ordenamiento jurídico, no se convierta 

en instrumento de otros fines, objetivos, propósitos, bienes o intereses, por importantes 

o valiosos que ellos sean. Tal derecho protege a la persona, contra toda forma de de-

gradación que comprometa no sólo su subsistencia física sino por sobre todo su valor 

intrínseco. Como lo hace ver el artículo 56 de la Constitución Política al establecer que: 

 

“El trabajo es un derecho del individuo y una obligación con la sociedad. El Es-

tado debe procurar que todos tengan ocupación honesta y útil, debidamente 

remunerada, e impedir que por causa de ella se establezcan condiciones que 

en alguna forma menoscaben la libertad o la dignidad del hombre o degraden 

su trabajo a la condición de simple mercancía. El Estado garantiza el derecho 

de libre elección de trabajo”.  

 

El mínimo vital comprende un derecho innominado, debido a que no se encuentra 

explícitamente dentro de la Constitución Política; no obstante, la jurisprudencia ha defi-

nido que es un principio constitucional que corresponde al derecho de la dignidad 

humana, sobre el que se establece el estado social de derecho que sirve de fundamen-

to al derecho al Mínimo Vital, cuyo objeto es garantizar las condiciones materiales más 

elementales, que requiere una persona para poder asegurar su subsistencia. 

Como lo indica en el voto 1341-93 de la Sala Constitucional:  

 

“(…)no desconoce la Sala la inquietud sobre el efecto que pueda tener en el fu-

turo el gravamen por renta aplicado a las jubilaciones y pensiones, que si bien 

de acuerdo con la normativa vigente, no aplica el impuesto a una parte de la 

pensión que podríamos llamar “mínimum minimorum”, en atención a un criterio 

elemental de subsistencia, ese límite no escapa a los efectos de la pérdida del 
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valor adquisitivo de la moneda, de suerte que lo de hoy, o a la vigencia de la 

ley, es justo, bien puede dejar de serlo en el futuro(…)”.  

 

Sobre esta misma línea, de la importancia de tener en cuenta las circunstancias perso-

nales y familiares de la persona; a la hora de determinar el mínimo vital, Adrián Torre-

alba agrega al tema del “neto subjetivo” que:  

 

“El Mínimo Vital debe ser evaluado desde la satisfacción de las necesidades 

mínimas del individuo, por lo que se hace necesario la contextualización de la 

persona sobre la que se requiere calcular el mínimo vital; realizando una eva-

luación de las circunstancias, valoración del entorno social y económico que in-

fluyen en su calidad de vida, de tal modo que se direccionen más hacia lo cuali-

tativo que a lo cuantitativo, es decir, certificando que el mínimo vital asegure el 

cubrimiento de las necesidades básicas, tales como: alimentación, vestuario, 

salud, educación, vivienda y recreación”. (2009, p. 373) 

 

El mínimo vital es un derecho que aplica a todos los ciudadanos, y que busca la gene-

ración de condiciones de igualdad; sin embargo, existen sectores de la población que 

en razón de su exposición vulnerable, son susceptibles de exponerse, con mayor facili-

dad, en situaciones que comprometan la efectividad de su derecho. De ahí que algunas 

normas, consideren la obligación del Estado de otorgar una especial protección a los 

grupos más vulnerables de la población, en razón de su situación de debilidad mani-

fiesta. 
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2.2.6.10   Principio de Razonabilidad 
Como lo indica Román Navarro (1998), este principio exige la concordancia de las le-

yes y en general de las normas infraconstitucionales, con el plexo axiológico de la 

Constitución. También exige la idoneidad de la consecuencia jurídica de la norma, a la 

luz del fenómeno de la realidad social que regula; y de los valores que la norma pre-

tende satisfacer o proteger y con respecto de los valores constitucionales a los que su-

bordina su conformidad.  

 

“El principio de razonabilidad constituye un juicio de constitucionalidad de la vi-

sión o lectura ideológica (axiológica) que el legislador tiene o realiza de la reali-

dad. Como garantía que es, excluye la arbitrariedad, elimina la desproporciona-

lidad y delimita la discrecionalidad legislativa en especial y de los poderes públi-

cos en general. Es un requisito material para la validez de las normas jurídicas.” 

(Navarro, 1998, p. 44) 

 

Como se puede ver, en virtud de este principio las decisiones de la autoridad adminis-

trativa, cuando creen obligaciones, califiquen infracciones, impongan sanciones, o es-

tablezcan restricciones a los administrados, deben adaptarse dentro de los límites de la 

facultad atribuida, y manteniendo la debida proporción entre los medios a emplear y los 

fines públicos que deba tutelar; a fin de que respondan a lo estrictamente necesario 

para la satisfacción de su cometido. 

Como explica Navarro, “el principio de razonabilidad examina la congruencia de los 

medios para satisfacer el valor o valores de la norma sujeta a interpretación o aplica-

ción; y de éstos con los valores constitucionales. Dicha congruencia es un examen a la 

lectura axiológica que de la realidad hace el legislador”. En materia tributaria, por ejem-

plo, importa examinar la congruencia de las consecuencias jurídicas del derecho tribu-
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tario con el principio de solidaridad en el que se funda el deber tributario. Asimismo, 

conviene tener en cuenta entre otros, el valor de la propiedad; la riqueza económica del 

contribuyente (objeto sobre el que recae la obligación tributaria), la libertad del contri-

buyente para determinar sus actividades económicas, protegiendo el valor de transpa-

rencia fiscal en las relaciones jurídico tributarias, y considerar la realidad económica del 

país. (1998, pp. 37-38) 

En otras palabras, lo irrazonable radica en la inadecuación entre medios y fines. “En el 

examen del principio de proporcionalidad, se reconocen tres niveles: el examen de la 

adecuación de la medida, de su necesidad y de su proporción [o proporcionalidad en 

sentido estricto]”. (Pulido, C. B. 2003, p. 686).  

Así lo dejó establecido la Sala Constitucional, en su sentencia N° 1739-92, del 1° de 

julio, al señalar que:  

 

“El principio de razonabilidad de las leyes y otras normas o actos públicos o, in-

cluso privados, como requisito de su propia validez constitucional, deben ajus-

tarse no sólo a las normas o preceptos concretos de la Constitución sino tam-

bién al sentido de justicia contenido en ella, el cual implica a su vez el cumpli-

miento de exigencias fundamentales de equidad, proporcionalidad y razonabili-

dad, entendidas éstas como idoneidad para realizar los fines propuestos, los 

principios supuestos y los valores presupuestos en el Derecho de la Constitu-

ción“ (Considerando I, letra c]).  

 

 

Sobre las pautas de este principio para su análisis, tanto de los actos administrativos, 

como de las normas de carácter general, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de 

Justicia, en Voto N° 8858-98, consideró lo siguiente: 
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“Un acto limitativo de derechos es razonable cuando cumple con una triple con-

dición: es necesario, idóneo y proporcional. La necesidad de una medida hace 

directa referencia a la existencia de una base fáctica que haga preciso proteger 

algún bien o conjunto de bienes de la colectividad -o de un determinado grupo- 

mediante la adopción de una medida de diferenciación. Es decir, que si dicha 

actuación no es realizada, importantes intereses públicos van a ser lesionados. 

Si la limitación no es necesaria, tampoco podrá ser considerada como razona-

ble, y por ende constitucionalmente válida. La idoneidad, por su parte, importa 

un juicio referente a si el tipo de restricción a ser adoptado cumple o no con la 

finalidad de satisfacer la necesidad detectada. La idoneidad de la medida nos 

indicaría que pueden existir otros mecanismos que en mejor manera solucionen 

la necesidad existente, pudiendo algunos de ellos cumplir con la finalidad pro-

puesta sin restringir el disfrute del derecho en cuestión…” 

 

Sobre el contenido de este principio, la Sala, además, agrega en su Sentencia 6805-11:  

 

“En sintonía con la doctrina más autorizada del Derecho Constitucional y con la 

jurisprudencia de los Tribunales Constitucionales, la Sala Constitucional ha re-

ceptado, en su jurisprudencia, los principios de razonabilidad y proporcionali-

dad. En efecto, ha precisado el contenido necesario de los principios de razo-

nabilidad y proporcionalidad. En reiteradas sentencias ha señalado, sobre el 

primero, que la ley no puede ni debe ser irracional, ya que el medio que se se-

leccione debe tener una relación real y sustancial con el objeto que se persigue. 

Desde esta perspectiva, la racionalidad técnica significa una proporcionalidad 

entre medios y fines; la racionalidad jurídica implica una adecuación a la Consti-

tución en general y, en especial, a los derechos y libertades reconocidos y ga-

rantizados en ella y en los Instrumentos Internacionales sobre Derechos Huma-

nos debidamente vigentes en nuestro país y; por último, la razonabilidad sobre 

los efectos personales supone que no pueden imponerse a esos derechos otras 
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limitaciones o cargas que razonablemente se deriven de su naturaleza, ni mayo-

res que las indispensables para que funcionen razonablemente en la sociedad.”  

 

  

 

2.2.6.11   Principio de Proporcionalidad  
Según Néstor Cafferatta (2004), proporcionalidad, se refiere a “la razonabilidad en los 

tiempos que insumen los cambios impuestos por la normativa, el equilibrio de medios y 

fines, la equidad, en suma la viabilidad en el cumplimiento de las exigencias”. (p. 36) 

Además agrega que proporcionalidad, “hace referencia al costo económico-social de 

las medidas a adoptar. Según esta exigencia, tales medidas deben ser soportables pa-

ra la sociedad que debe asumirlas. No cualquier magnitud de riesgo potencial justifica 

cualquier medida de precaución, en especial si esta última supone una carga importan-

te para la sociedad”. (Cafferatta, 2004, p. 52)  

Así las cosas, el principio constitucional de proporcionalidad establece la conformidad, 

idoneidad y adecuación de los medios para satisfacer los fines constitucionales. Tanto 

los recursos públicos, como las potestades de los poderes públicos y las obligaciones 

de los ciudadanos, son medios para alcanzar la satisfacción de fines públicos prima-

rios; generalmente contenidos expresa o implícitamente en el texto de la Constitución. 

Ahora bien, todos esos medios (recursos, potestades, competencias, deberes, etc.) no 

sólo deben ser proporcionales a los fines públicos que pretende y promete la Constitu-

ción, sino también con respecto a los derechos fundamentales de los contribuyentes, 

cuya protección se encuentra en la base de todo interés público primario. En efecto, 

como lo expone Román Navarro, “la proporcionalidad (idoneidad, adecuación, propor-

ción) se mide, por ejemplo, con respecto del derecho de propiedad privada y de la ca-
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pacidad contributiva que le asiste al contribuyente, desde el cual surge el límite al poder 

tributario de que no puede violar el contenido esencial del derecho. La proporcionalidad 

examina el medio a la luz del fin constitucional que con aquel se pretende, la realidad 

presupuesta, la capacidad económica del contribuyente y el desarrollo económico en 

libertad del país.” (1998, pp. 44) 

Por su parte, la Sala Constitucional en sentencia N° 8858-98, del quince de diciembre 

de mil novecientos noventa y ocho señaló: 

 

“(…) La proporcionalidad nos remite a un juicio de necesaria comparación entre 

la finalidad perseguida por el acto y el tipo de restricción que se impone o pre-

tende imponer, de manera que la limitación no sea de entidad marcadamente 

superior al beneficio que con ella se pretende obtener en beneficio de la colecti-

vidad. De los dos últimos elementos, podría decirse que el primero se basa en 

un juicio cualitativo, en cuanto que el segundo parte de una comparación cuanti-

tativa de los dos objetos analizados (…)”     

 

Como se puede observar, el principio de proporcionalidad se traduce en la garantía 

constitucional de proporcionalidad, la cual requiere que las normas que establecen car-

gas a los particulares, atiendan a la capacidad contributiva de los mismos; o en este 

caso en particular de los tributos ambientales, a la capacidad contaminadora, es decir, 

que para que un impuesto sea proporcional es necesario que se establezca en función 

de la aptitud para contribuir o contaminar que tienen los sujetos pasivos de la relación 

tributaria; con esta proporcionalidad es como se logra que los impuestos sean justos. 
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2.2.6.12   Principio de Capacidad Contributiva  
También conocido como Principio de Capacidad Económica, opera como un criterio 

propio del Derecho tributario, y se encuentra consagrado en la mayoría de las constitu-

ciones de los países occidentales. En algunos casos el reconocimiento constitucional 

del principio es expreso y en otros es implícito. Algunos autores coinciden en afirmar 

que el origen de la formulación de este principio se debe a Francesco Guicciardi, quien 

a principios del siglo XVI afirmaba que “dado que somos todos ciudadanos de un mis-

mo Estado y que somos todos iguales, solo puede haber verdadera justicia o verdadera 

igualdad si los impuestos nos devuelven a todos al mismo nivel económico. Es necesa-

rio que nos tornemos tan iguales como la razón quiere que seamos”. (Duverger, 1975, 

p. 28) 

Como lo señala Pérez de Ayala, “este principio es uno de los pilares fundamentales del 

sistema fiscal, partiendo del postulado que los eventuales contribuyentes tienen medios 

limitados para hacer frente a sus necesidades públicas y privadas. La financiación de 

las cargas públicas debe repartirse entre los miembros de la comunidad según los me-

dios que disponen”. (2004, p. 74)  

En términos generales, el principio de capacidad económica exige que la cuota tributa-

ria sea de acuerdo con la capacidad individual, actuando “como presupuesto y límite 

para la tributación” (Querault y otros, 2002, p. 122). 

Por su parte, Jarach (1982, p. 88) indica que la causa jurídica del tributo, 

 

“debe ser buscada en la realización del hecho que la ley asume como razón ne-

cesaria y suficiente para justificar el deber de contribuir al sostenimiento de los 

gastos del Estado. Y la razón última por la cual la ley toma un hecho de la vida 
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como presupuesto de la obligación tributaria reside en la existencia de capaci-

dad contributiva puesta de manifiesto por ese hecho”. 

 

Algunos autores han concebido este principio, como un criterio para entender los prin-

cipios de igualdad y generalidad. Todos (generalidad) aquellos que reflejen idéntica 

(igualdad) capacidad contributiva están llamados a contribuir a las arcas del Estado. 

Visto así, la capacidad contributiva estaría en un plano secundario y a merced de los 

otros dos principios. Sin embargo esta posición no sirve para explicar aquellos casos 

en los que existe igual capacidad contributiva, pero por otras razones o principios cons-

titucionales existe un tratamiento fiscal diferenciado como el caso de beneficios fisca-

les.  

Otros autores se ubican en el extremo opuesto al darle un papel estelar al principio. En 

este sentido afirman que “el criterio de igualdad, en esencia, se construye a lomos del 

de capacidad económica: que todos contribuyan en función de su capacidad para ello”. 

(Rozas Valdés, 2011, p. 18)  

Se entiende entonces, que estamos ante un verdadero principio constitucional tributario 

autónomo, que tiñe a todo el sistema tributario pero que siempre debe coordinarse con 

el resto de preceptos de la Constitución.  

La doctrina mayoritaria ha ido configurando la noción de este principio a partir de una 

doble función: legitimadora y delimitadora.  

Por un lado, cuando se habla de su función legitimadora se relaciona con el deber de 

solidaridad, en el sentido que “la justificación constitucional del deber tributario, no resi-

de en una relación conmutativa entre el individuo y el Estado” (Moschetti, 1980, pp. 
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225-226) sino más bien en “la solidaridad que posee cada miembro de la comunidad, 

por el solo hecho de pertenecer a ella” (Moschetti, 1980, pp. 239-241).  

Como lo explica Fedele, “la justificación de la contribución al gasto público, no puede 

ser encontrada a partir de una concepción privatista, en una ventaja obtenida por el 

individuo de la actividad del ente público; en el fenómeno tributario se manifiesta un 

aspecto de la inserción del sujeto en la colectividad, para cuya subsistencia tiene el 

deber de aportar” (1971, p. 27).  

Ahora bien, su función delimitadora se refiere al poder legislativo y a su correspondien-

te potestad tributaria, ejercida al momento de regular los tributos. Esto quiere decir que 

se garantiza a los contribuyentes, que su deber de contribuir solo le será exigido en 

razón de un hecho indicativo de capacidad contributiva. Es por ello que “se entiende 

como una guía para el legislador, quien debe procurar que el sistema tributario sea en 

su conjunto, un reflejo de la capacidad económica global de los sujetos” (Pérez Royo, 

2009, p. 58).  

Respecto a esta última función, se puede entender que al amparo de este principio, los 

tributos ambientales nunca podrán afectar el mínimo vital de una persona. Es por ello 

que se concibe a la capacidad contributiva, como aquella manifestación económica que 

supera los recursos que necesita el sujeto pasivo para cubrir sus necesidades elemen-

tales. El problema que se deriva de lo anterior, es el determinar cuál es el mínimo vital 

o las necesidades básicas de una persona; lo cual es una cuestión de política legislati-

va, que requiere de un análisis sociocultural enmarcado bajo unas condiciones de 

tiempo y lugar determinadas. 
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Es importante señalar que el autor argentino Spisso, designó tres requisitos para cum-

plir adecuadamente con el principio de capacidad económica: “en primer lugar, la apli-

cación del gravamen a los rendimientos netos; en segundo que no haya una separa-

ción absoluta entre periodos impositivos y que no se sometan a tributación rendimien-

tos ficticios”. (Spisso, 2000, p.p. 361-362) 

Por su parte, el artículo 18 de la Constitución Política de la República de Costa Rica, 

establece la obligación del ciudadano costarricense de contribuir con los gastos públi-

cos; no obstante, no todos pueden hacerlo de la misma forma, ya que algunas perso-

nas tienen una mayor capacidad económica que otros; incluso aunque una persona 

tuviera un grado mínimo de capacidad económica, no por el hecho de tenerla, significa 

que deba ser sujeto de impuesto, ya que podría ser confiscatorio. En este sentido, se-

ñala José Antonio Sánchez Galiana “(...) quien no tiene medios no puede pagar tributos 

cualquiera que sea el criterio que se elija para su cuantificación; por eso es necesario 

que un mínimo vital quede libre de gravamen” (…). A esto se puede agregar, que exis-

ten tres manifestaciones de la capacidad económica de un sujeto: la ganancia, el gasto 

de esa ganancia y el patrimonio que posee. Esas tres manifestaciones, a su vez, se 

encuentran gravadas por sus respectivos impuestos, lo cual pone de manifiesto la 

complejidad del derecho tributario. 

Sobre el principio de capacidad contributiva ha indicado la Sala Constitucional en sen-

tencia 4788-93 lo siguiente:  

 

“El artículo 18 de la Constitución Política dispone que es obligación de los cos-

tarricenses contribuir para los gastos públicos, lo que significa que tal deber se 

cumple por medio de los tributos que el Estado establezca o autorice, según 
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sea el caso y que en todo caso, deben fundamentarse en los principios genera-

les del Derecho Tributario, que están implícitos en esa norma.”  

  

Como se puede observar, este principio junto al hecho de vivir en sociedad, por un la-

do, legitima y justifica el pago de tributos por parte de los ciudadanos y por el otro, limi-

ta las facultades legislativas tributarias del Estado en cuanto que no podrán legislarse y 

aplicarse gravámenes sobre quienes no cuenten con dicha capacidad. 

Ahora bien, para el tema que nos ocupa en este trabajo investigativo, respecto a la re-

lación entre los tributos ambientales y el principio de capacidad contributiva, podría 

surgir al menos dos inquietudes. La primera consiste en comprobar si estos graváme-

nes, marcados por una finalidad extrafiscal (ambiental), están sujetos al principio de 

capacidad contributiva como el resto de tributos. Y en caso de ser afirmativa, la segun-

da inquietud implica determinar cómo se aplica en la práctica este principio a los tribu-

tos ambientales.  

Respecto a la primera inquietud, la gran mayoría de la doctrina y jurisprudencia coinci-

de en afirmar que este principio debe informar todo el sistema tributario. Como lo indica 

Sainz de Bujanda, “esta tesitura comprende lógicamente a los gravámenes con fines 

ambientales, ya que la equitativa distribución de la carga fiscal no puede sacrificarse 

para el logro de estos fines por muy elevados y atrayentes que estos sean” (1963, 

p.420).  

Por su parte, Pérez Royo afirma que “el presupuesto del tributo... debe incorporar 

siempre un índice de capacidad económica, una aptitud para contribuir, aunque el tribu-

to sirva, además, a otras finalidades”. (2009, p. 59)  
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Si el ideal de los tributos con fines extrafiscales fuese lograr una recaudación nula o 

inexistente, podría pensarse que la capacidad contributiva poco tiene que hacer en es-

tos gravámenes, además, si no importa la recaudación, porque no interesa justamente 

recaudar, de poco sirven los límites para obtenerla. Pero estos gravámenes no funcio-

nan así, de hecho que ninguno lo hace. Como lo explica Rodolfo Salassa Boix, “todos 

los tributos gozan, en mayor o menor medida, de una finalidad recaudatoria y es por 

ello que la obligación de aportar a las arcas del Estado se ha de exigir en todo momen-

to a partir de una manifestación económica de los contribuyentes”. (2016, p. 1021) 

Esto no implica desconocer que la presencia del principio de capacidad contributiva 

puede no ser tan evidente como en los tributos de finalidad puramente recaudatoria, y 

que los gravámenes ecológicos también se sustentan en otros principios constituciona-

les no tributarios; como por ejemplo el principio de quien contamina paga.  

La segunda inquietud planteada, implica aplicar el principio en cuestión, para ver de 

qué manera debe adecuarse a tributos marcados por una intencionalidad ambiental. 

Existe una generalizada coincidencia en que el principio no desaparece en los tributos 

ambientales, pero se presenta de una manera diferente que en otros casos, es por ello 

que muchas veces habrá que realizar un análisis casuístico.  

Como lo explica Picciaredda y Selicato, “los indicios de capacidad contributiva de un 

tributo, no se evidencian con la mera posesión o intercambio de riqueza, sino que exis-

ten ciertas actividades y bienes ligados con el aprovechamiento ambiental que también 

pueden manifestar indicios de capacidad económica en el sujeto que las lleva a cabo”. 

(1996, pp. 115-116)  
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Sobre esta misma línea, Baena Aguilar señala que “es posible crear tributos por la rea-

lización de actividades contaminantes, sobre la renta obtenida a través de ella o por la 

posesión de un patrimonio contaminante, ya que en todos estos casos se manifiesta, 

en principio, una cierta capacidad económica susceptible de imposición” (1995, p. 13).  

No obstante, hay que tener cuidado de no caer en excesos y evitar que la preocupación 

por respetar la capacidad contributiva, no nos lleve a relegar el carácter ecológico del 

gravamen.  

Para hablar de un verdadero tributo ambiental su estructura también debe responder al 

criterio de la capacidad contaminante del sujeto pasivo; consiguiendo así la prevención 

del daño ecológico en el que se fundamenta el principio de quien contamina paga. 

En consecuencia, como lo dice Luchena Mozo, “se trata de crear un tributo ambiental 

sobre la realización de una actividad productiva contaminante, de la renta obtenida en 

un proceso de producción industrial o del consumo o la circulación de productos con-

taminantes pues, todas ellas, en principio, devendrán en utilidades” (2005, pp. 4 y 17).  

Como lo dice Rodolfo Salassa (2016),  

 

“es cierto que no siempre será posible detectar con claridad la capacidad contri-

butiva que subyace de la realización de actividades o utilización de bienes con-

taminantes, pero esto no debe impedir que aquella sea localizada”. (p. 1022) 

 

A partir de esto podemos afirmar que los tributos ambientales, por su naturaleza fiscal y 

ambiental, están llamados a respetar una doble capacidad en el sujeto pasivo: la capa-

cidad contributiva y la capacidad contaminante. Si se omite la primera ya no estamos 

ante un tributo y si se resigna la segunda ya no se trata de un gravamen con finalidad 

ecológica sino puramente recaudatoria. Por lo tanto a la hora de diseñar un tributo am-
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biental con fines extrafiscales, es de vital importancia considerar este principio ya que 

un tributo ambiental no debería sujetar fiscalmente una manifestación de riqueza supe-

rior a la que el contaminador precisa para cubrir sus necesidades básicas.  

 

 
 

2.2.6.13   Principio de Quien Contamina Paga 
La Ley Orgánica del Ambiente, en su artículo 2, inciso d. indica que: “Quien contamine 

el ambiente o le ocasione daño será responsable, conforme lo establezcan las leyes de 

la República y los convenios internacionales vigentes”. 

Este criterio es hijo de la responsabilidad civil extracontractual, es decir, aquella res-

ponsabilidad que nos ata sin que sea necesaria la culpa o negligencia. Su aplicación al 

derecho ambiental, generó el aforismo de que “el que contamina paga”.  

Al respecto, la Sala Constitucional, en su voto 1669-2000, indicó que:  

 

“En el Derecho ambiental se ha dado un planteamiento distinto a la responsabi-

lidad, de tal suerte que se ha evolucionado de un sistema de responsabilidad 

por culpa a uno de responsabilidad por riesgo, lo que significa una mayor cober-

tura, pues dicha responsabilidad surgiría aun cuando no medie culpa del trans-

gresor, si la actividad por éste desempeñada se estima riesgosa y, no obstante, 

asume ese riesgo, con una consecuencia dañosa para el ambiente. Se trata de 

un nuevo concepto de responsabilidad, donde lo que priva es el criterio objetivo 

sobre el subjetivo, puesto que para su surgimiento, es irrelevante si se actuó o 

no con culpa; basta con que el daño haya sido efectivamente ocasionado, para 

que de inmediato surja la consecuente responsabilidad”  
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Como se puede desprender del criterio de la Sala Constitucional, con el fin de hacer 

frente al problema ambiental y establecer responsabilidad por el daño ocasionado, el 

principio de quien contamina paga, se aplica para asegurar que el contaminador cubra 

los costos de restauración, descontaminación y reposición del ambiente y los recursos 

naturales al mismo estado en que se encontraba antes de la agresión. En adición a 

esto, la Sala Constitucional señaló en la Resolución 2934-2007 que: 

 

(...) “se considera que en el contexto de la aplicación del principio de que ‘el que 

contamina paga’ es la entidad generadora del impacto ambiental la responsable 

de establecer medidas preventivas dentro de su propiedad a fin de que garanti-

ce que no se generen impactos negativos significativos fuera de la misma. En 

razón de lo anterior, la SETENA, durante el proceso de evaluación de impacto 

ambiental del proyecto ha insistido y continuará insistiendo en que ambas par-

tes, tanto la empresa desarrolladora y responsable del proyecto deberían esta-

blecer una solución técnica apropiada y conjunta dirigida a prevenir que se den 

efectos ambientales negativos” (…) 

 

Por definición, pareciera que el principio de quien contamina paga se refiere sólo a in-

demnizar por los daños causados al medio ambiente, pero como se puede desprender 

del criterio de la Sala Constitucional, el verdadero sentido del principio es el de invertir 

para evitar la contaminación, no el de contaminar y luego pagar. Se debe evitar la con-

taminación, pagando para implementar medidas preventivas. 

El principio quien contamina paga, originado en el ámbito de las ciencias económicas y 

adoptado luego por el Derecho Ambiental, es la directriz que orienta gran parte de los 

instrumentos de protección ecológica. Una de sus primeras apariciones normativas se 

remonta a la Enmienda Japonesa de 1970, según la cual las empresas contaminantes 
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eran económicamente responsables por los daños producidos a la comunidad (Karan, 

2005, p. 359). No obstante, su proyección internacional se debe fundamentalmente a 

dos Recomendaciones de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Econó-

mico (OCDE) de 1972 y 1976. En una primera instancia tenemos la Recomendación de 

la OCDE del 26 de mayo de 1972, que decía lo siguiente:  

 

“El contaminador debe soportar los costos de llevar a cabo las medidas decidi-

das por los poderes públicos para alcanzar un estado aceptable del medio am-

biente. En otras palabras, el coste de dichas medidas debería reflejarse en el 

costo de los bienes y servicios que causen la polución a través de su produc-

ción y/o consumo. Cada medida no será acompañada por subsidios que creen 

distorsiones significativas en el comercio internacional y en la inversión”.  

 

Como lo expone Valenzuela, la necesidad de reconocer este principio se basa en el 

hecho que “el aprovechamiento de los bienes comunes como bienes libres desde el 

punto de vista de su utilización, y gratuitos en cuanto a su costo de uso o explotación, 

ha conducido a un creciente deterioro del medio ambiente”. (1991, p. 12)  

La OCDE además estableció, que se trata de un “principio fundamental para asignar 

los costos de las medidas de prevención y control de la contaminación, introducidas por 

las autoridades públicas de los países miembros” y recalcó sobre “la necesidad de apli-

car uniformemente este principio a través de la adopción de una base común para las 

políticas ambientales de los países miembros”.  

Desde que la OCDE enunció y ratificó el principio, no tardó en convertirse en uno de los 

pilares del Derecho Ambiental internacional; y en ser admitido por diferentes ámbitos 

normativos. No obstante, su consagración internacional definitiva se plasmó en el co-
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nocido Principio 16 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y Desarrollo de 

1992 (DRMAD), que expresa lo siguiente:  

 

“Las autoridades nacionales deberían procurar fomentar la internalización de los 

costos ambientales y el uso de instrumentos económicos, teniendo en cuenta el 

criterio de que el que contamina debería, en principio, cargar con los costos de 

la contaminación, teniendo debidamente en cuenta el interés público y sin dis-

torsionar el comercio ni las inversiones internacionales”.  
 

Es una realidad que la gran mayoría de las actividades humanas genera, de una forma 

u otra, de manera más o menos significativa, algún efecto contaminante. Por lo tanto, 

siguiendo al pie de la letra el enunciado del principio, casi todo obrar humano debería 

pagar por la contaminación que genera; pero esto no es lo que realmente quiere decir 

el principio en cuestión. Así las cosas, entonces resulta útil recurrir al principio del desa-

rrollo sostenible; el cual considera que el crecimiento económico es valioso y debe 

promoverse siempre que pueda ser mantenido en el tiempo, sin menguar los recursos y 

las oportunidades de las generaciones futuras.  

Cuando conjugamos el principio de desarrollo sostenible con el principio de quien con-

tamina paga, se puede decir que no se pretende erradicar todo tipo de contaminación, 

ya que se truncaría casi cualquier posibilidad de crecimiento de la economía; sino 

aquella que implique llevar adelante un avance económico insostenible. Esto nos lleva 

a hablar de diferentes niveles de contaminación, entre los cuales habrá un punto en el 

que ésta pasará de ser tolerable a no serlo; y ese será el límite a partir del cual la acti-

vidad contaminante debe eliminarse o prohibirse.  
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Así como se habla de un estado aceptable o inaceptable del medio ambiente, se puede 

hablar como contrapartida, de un estado aceptable o inaceptable de contaminación. 

Como lo indica Rodolfo Salassa Boix, “el criterio para determinar la tolerancia o no de 

un acto contaminante, y por ende, su aceptación, se encuentra en el principio de desa-

rrollo sostenible, donde será tolerable la contaminación que no ponga en juego la equi-

dad intergeneracional de los recursos naturales; lo cual requiere de un profundo análi-

sis del impacto ambiental de cada actividad”. (2016, p. 1009)  

A su vez, si vemos la definición del principio en la Declaración de Río sobre el Medio 

Ambiente y Desarrollo, dice que “quien contamina debe, en principio, cargar los costos 

de la contaminación”. Al decir “en principio” está indicando que en ciertas ocasiones las 

actividades contaminantes no tendrán la consecuencia señalada (el pago). La cuestión 

radica en determinar en qué casos ocurrirá tal cosa; por lo que la clave está en la rele-

vancia de la contaminación.  

Rodolfo Salassa Boix (2016, p. 1010-1011), con el fin de comprender adecuadamente 

el contenido de este principio e identificar su relación con los tributos ambientales, pre-

cisó analizarlo desde una triple dimensión: la dimensión preventiva, la reparado-

ra/resarcitoria y la sancionatoria.  

 
a) Dimensión Preventiva  
Esta dimensión se vislumbra en los orígenes del principio, ya que la Resolución 

de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos de 1974, 

aclara que estamos ante un “principio fundamental para asignar los costos de 

las medidas de prevención y control de la contaminación”. Tan o más importan-

te es prevenir que recomponer, resarcir o sancionar la realización de daños am-

bientales. Bajo esta dimensión, el principio promueve conductas con el objeto 
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de prevenir daños ambientales, por lo cual se vislumbran dos subdimensiones 

bien diferenciadas: la persuasoria y la disuasoria.  

 

-La subdimensión persuasoria, consiste en estimular medidas capaces de 

prevenir el acaecimiento de daños ambientales. Aquí se podría decir que no pa-

ga (o paga menos) quien realiza actividades que ayuden en alguna medida a 

evitar el maltrato ambiental significativo.  

 

-La subdimensión disuasoria, que la doctrina coincide en ubicar dentro la fa-

ceta preventiva de la responsabilidad por daños, también promueve la preven-

ción del daño pero a través del desaliento de conductas perniciosas, por cuya 

realización se debe “pagar” (Espinoza, 2007, p. 54). La función preventiva del 

Derecho, de daños es de corte disuasorio y “...se presenta como un comple-

mento idóneo de las tradicionales vías resarcitorias... siendo que la prevención 

del daño es siempre preferible a su reparación” (Pizarro y Vallespinos, 1999, p. 

462).  

 

En el caso de la protección ambiental esta disuasión está enfocada lógicamente 

en las actividades antiecológicas. Desde esta perspectiva el principio intenta 

promover la utilización de instrumentos que desmotiven el uso inapropiado del 

medio ambiente, logrando que el costo real por tal uso, sea asumido por quie-

nes se benefician de las actividades contaminantes.  

 
b) Dimensión Reparadora  
Una vez acaecido el daño ambiental se ha traspasado la barrera de la preven-

ción y solo resta retornar las cosas al estado anterior; como si nada hubiera 

ocurrido, o indemnizar a la comunidad por los daños irreparables causados. Es 

aquí donde entra en juego esta dimensión, ya que el daño ambiental debe ser 

reparado, o de no ser posible, resarcirse a la sociedad.  

Hasta aquí cuando se ha hablado de resarcimiento se hizo desde lo que se co-

noce como “resarcimiento sancionatorio”, que tradicionalmente ha sido plantea-
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do por la corriente clásica de la teoría de la responsabilidad por daños y está li-

gado indisolublemente a la noción de antijuricidad. En este caso, la antijuricidad 

se refiere al hecho que el daño ambiental, o la actividad que lo causa, hayan es-

tado prohibidos por la normativa. Pero la vertiente más moderna de la teoría de 

la responsabilidad por daños, ha sumado al resarcimiento sancionatorio la no-

ción de resarcimiento distributivo. Esa nueva perspectiva del resarcimiento se 

refiere a la responsabilidad por los daños que provienen de conductas lícitas; 

cuando el ordenamiento jurídico, por diferentes razones, los pone a cargo de un 

tercero o decide solidarizarlos y asignarlos a toda o gran parte de la sociedad 

(Pizarro y Vallespinos, 1999, pp. 464-465). 

  

c) Dimensión Punitiva  
En esta dimensión el principio procura aplicar sanciones, administrativas o pe-

nales, a quienes hayan realizado un daño ambiental. En el caso de las penas 

económicas, ya no se trata tanto de resarcir a la comunidad por el perjuicio 

ecológico causado, sino de castigar al infractor o delincuente; a la vez que des-

alentar al resto de la sociedad a la realización de tales conductas. 

 

Al analizar las distintas dimensiones expuestas, se puede decir que respecto a la di-

mensión punitiva se debe recordar, que las sanciones presuponen haber cometido pre-

viamente una infracción; en cambio los tributos presuponen haber realizado un hecho 

generador, que nunca puede ser tomado como una infracción. Los tributos no persi-

guen una finalidad sancionatoria, debido a la diversa función que tienen respecto de las 

sanciones. Estas no pretenden repartir las cargas públicas sino simplemente prevenir o 

reprimir un comportamiento negativamente valorado por el ordenamiento jurídico (Fan-

tozzi, 1998, pp. 41-42). En definitiva, “el binomio infracción-sanción no se muestra ade-

cuado para regular tales situaciones” (Varona Alabern, 2010, p. 83).  



  83 

 

En cuanto a la dimensión reparadora/resarcitoria, en primer lugar, los tributos ambien-

tales no persiguen retornar el status quo ante, sino desmotivar la realización de con-

ductas antiecológicas; razón por la cual no tienen a priori una función reparadora. En 

segundo lugar, tampoco son encuadrables dentro del “resarcimiento sancionatorio”, ya 

que este consiste en la reacción ante un hecho ilícito, que al generarse un daño, busca 

indemnizar a los afectados. Un tributo ambiental nunca presupone la comisión de un 

hecho ilícito sino la realización un hecho generador. De hecho, como lo indica Carolina 

Rozo, “la noción de equivalencia indemnizatoria, es en principio ajena a las obligacio-

nes impositivas” (2003, p.182-183).  

En tercer y último lugar, la tributación ecológica tampoco gira en torno a la subdimen-

sión “resarcitoria distributiva”, ya que los riesgos y daños ambientales no se ponen a 

cargo de terceros ajenos, ni sobre la sociedad en general. Los tributos ambientales, por 

definición, son aquellos gravámenes cuyo hecho generador está directamente relacio-

nado con la desmotivación de conductas antiambientales; de manera que un tributo 

cuyo hecho generador no tenga esta finalidad podrá seguir siendo un gravamen, pero 

dejará de tener una connotación ecológica.  

En virtud de ello, se puede decir que los tributos ambientales se mueven dentro de la 

dimensión preventiva —subdimensión disuasoria— del principio quien contamina paga. 

 
 
 

2.2.6.14   Principio de Desarrollo Sostenible 
La sostenibilidad es un principio jurídico aplicable y aceptado universalmente. Aunque 

los antecedentes del concepto podrían situarse en la Conferencia de las Naciones Uni-
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das sobre el Medio Ambiente Humano celebrada en Estocolmo en 1972; donde se trató 

el asunto de compatibilizar el desarrollo con la protección del medio ambiente. El térmi-

no “desarrollo sostenible” no se generalizó hasta que la Comisión Mundial de Medio 

Ambiente y Desarrollo (CMMAD) emitió un informe en 1986 conocido como “Informe 

Brundtland” que define desarrollo sostenible, como “el desarrollo que satisface las ne-

cesidades de la generación presente, en particular las de los más pobres a las que se 

debería otorgar prioridad preferente, sin comprometer la capacidad de las generaciones 

futuras para satisfacer sus propias necesidades”.  

Posteriormente, en la Conferencia de Naciones Unidas para el Medio Ambiente y Desa-

rrollo de 1992 en Río, se oficializa la integración de la relación medio ambiente-

desarrollo estableciendo un marco de referencia para fijar una alianza mundial y equita-

tiva que proteja la integridad del sistema ambiental. La Declaración de Río en su princi-

pio tercero reza: “El derecho al desarrollo debe de ejercerse de forma tal que responda 

equitativamente a las necesidades de desarrollo y ambientales de las generaciones 

presentes y futuras”. 

Por su parte, sobre el Principio de Desarrollo Sostenible la Sala Constitucional ha dicho  

en su sentencia 1763-94 lo siguiente: 

 

“Esta Sala ha reconocido, que tanto el derecho a la salud como a un ambiente 

libre de contaminación, sin el cual el primero no podría hacerse efectivo, son de-

rechos fundamentales, de modo que, es obligación del Estado proveer a su pro-

tección, ya sea a través de políticas generales para procurar ese fin o bien, a 

través de actos concretos por parte de la Administración. El desarrollo sosteni-

ble es una de esas políticas generales que el Estado dicta para ampliar las po-

sibilidades de que todos puedan colmar sus aspiraciones a una vida mejor, in-
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crementando la capacidad de producción o bien, ampliando las posibilidades de 

llegar a un progreso equitativo entre un crecimiento demográfico o entre éste y 

los sistemas naturales. Es el desarrollo sostenible, el proceso de transformación 

en la utilización de los recursos, orientación de las inversiones, canalización del 

desarrollo tecnológico, cambios institucionales y todo aquello que coadyuve pa-

ra atender las necesidades humanas del presente y del futuro”. 

 

Como se puede ver, el criterio de sostenibilidad y uso racional, armoniza la conserva-

ción de los recursos con el desarrollo; integra los costos ambientales en el análisis del 

beneficio económico, preserva los ecosistemas, belleza escénica y otros elementos.  

Como lo indica la Procuraduría General de la República, “El desarrollo sostenible re-

chaza la práctica de obtener la máxima rentabilidad a corto plazo, a expensas de des-

mejorar la calidad de los elementos naturales, comprometiendo su capacidad para sa-

tisfacer las necesidades futuras.” (Dictamen No. 026-2001 del 7 de febrero del 2001)  

Este principio de desarrollo sostenible, implica que el medio ambiente debería prote-

gerse en grado tal que la capacidad de la naturaleza para desempeñar sus diversas 

funciones, se mantengan a lo largo del tiempo; como mínimo a niveles suficientes para 

evitar la catástrofe futura, y como máximo a niveles que le den a las futuras generacio-

nes la oportunidad de disfrutar una medida igual de consumo medioambiental.  

Según Jacobs (1997, pp. 141-181), el concepto de desarrollo sostenible conlleva tres 

consideraciones:  

 

- Integra las consideraciones medioambientales en la toma de decisiones de la 

política económica.  

- Incorpora un elemento de equidad intergeneracional o solidaridad diacrónica 

que implica no solo la creación de riqueza y la conservación de los recursos, si-
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no su justa distribución entre las generaciones presentes y futuras garantizando 

que las capacidades de la naturaleza perduren en el tiempo. 

- Supone mejorar cualitativamente la base económica mediante una relación de 

materia-energía que esté dentro de la capacidad regeneradora y asimilativa del 

ecosistema. Eso supone entender, que el concepto de “desarrollo” no significa 

simplemente crecimiento. “Crecer” significa aumentar de tamaño con adición o 

asimilación de material, “desarrollar” significa expandir potencialidades, llegar 

gradualmente a un estado más completo, lo cual supone tener un medio am-

biente más protegido. 

 

Según Jacobs, el enfoque del desarrollo sostenible pretende garantizar las capacida-

des de reproducción de la biosfera atendiendo a los siguientes criterios operativos:  

 

- Principio de la recolección sostenible: las tasas de recolección de los recursos 

renovables deben ser iguales a las tasas de regeneración de estos recursos.  

- Principio del vaciado sostenible: es cuasi-sostenible la explotación de recursos 

naturales no renovables cuando su tasa de vaciado sea igual a la tasa de crea-

ción de sustitutos renovables. Asimismo la cuasi-sostenibilidad de los recursos 

no renovables no solo dependerá de la cantidad de recursos sustitutivos sino 

también de la cantidad demandada de aquellos y de las posibilidades de reutili-

zación o reciclado.  

- Principio de emisión sostenible: las tasas de emisión de residuos o tasas de 

descargas deben ser iguales a las capacidades naturales de asimilación o tasas 

de absorción de los ecosistemas a los que se emiten esos residuos (lo cual im-

plica emisión cero de residuos acumulativos o no biodegradables).  

- Principio de irreversibilidad cero: reducir a cero las intervenciones acumulati-

vas y los daños reversibles. 

- Principio de selección sostenible de tecnologías: han de favorecerse las tecno-

logías que aumenten la productividad de los recursos (el volumen de valor ex-
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traído por unidad de recurso) frente a las tecnologías que incrementen la canti-

dad extraída de recursos (eficiencia frente a crecimiento).  

 

“La operatividad de estos criterios se basan en la posibilidad de hacer efectiva su medi-

ción asegurando que la actividad económica no excede estos límites a través de su 

plasmación en objetivos de políticas públicas”. (Riechmann, J., 1995, p.p. 11-35)  

En síntesis, la sostenibilidad es uno de los requisitos exigidos en varios de los aparta-

dos y cláusulas de los tratados internacionales; pero este principio se aplica en forma 

real, únicamente cuando existen políticas, educación, legislación, datas, estudio cientí-

fico y presupuesto que sea suficiente. Para ello, es necesario, no solamente impulso 

político y mucho dinero para investigación y capacitación, sino, también, una integra-

ción y educación de todos los sectores sociales respecto de la fragilidad y necesidad 

para el ser humano, de los recursos naturales.  

 

 
 

2.2.6.15   Principio de Daño Ambiental Permisible  
El principio del daño tolerable o permisible, vinculado al principio de prevención, res-

ponde a la necesidad o imperativo del consumo, uso, aprovechamiento y transforma-

ción de los bienes ambientales para satisfacer las necesidades vitales, primarias, de la 

persona humana. Como lo indica Henrique Meier, “ninguna sociedad, so riesgo de des-

aparecer, podría fijarse como objetivo de su política ambiental el “impacto cero”, es de-

cir, prohibir cualquier forma o modalidad de uso de las aguas, aire, suelos, capa vege-

tal, especies vivas, etc., que implique intervención, y por ende un cierto grado de de-

gradación de tales bienes”. (2003, p. 29) 
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Rodolfo Salassa Boix expone que, “podría decirse que la aplicación de tributos ambien-

tales implica, en última instancia, que quien paga estaría jurídicamente habilitado para 

contaminar, ya que son medidas permisivas que consienten la contaminación a quienes 

afronten el correspondiente gravamen, es decir a quienes paguen. No se trata de una 

vía libre para contaminar sino más bien una licencia para hacerlo pero dentro de ciertos 

niveles (tolerables)”. (2016, p. 1015) 

Por su parte Genaro Carrió agrega que, “la justificación está dada por el hecho que 

contaminar en tales circunstancias no es un tipo de conducta que el ordenamiento jurí-

dico intenta impedir, como ocurriría con una medida restrictiva, sino que simplemente 

se está intentando disuadir”. (1990, p. 265) 

Este principio de Derecho Ambiental, se resume en la posibilidad de tolerar aquellas 

actividades susceptibles de degradar el ambiente en forma no irreparable; y que se 

consideran necesarias por cuanto reportan beneficios económicos o sociales evidentes; 

siempre que se tomen las medidas para su limitación o corrección.  

Este principio tiene connotaciones económicas y ecológicas, y no es completamente 

independiente, del que plantea el falso dilema entre desarrollo y medio ambiente, más 

bien, es su consecuencia. La necesidad de hacer un enfoque realista para poder sol-

ventar las dificultades económicas y prácticas, en la búsqueda de la conciliación entre 

el ambiente y el desarrollo, dan origen a este principio. 

Como lo indica Jorge Mosset,  

 

“En todo orden jurídico, en aras de mantener el desarrollo económico, se permi-

te a las industrias lesiones tolerables o permisibles al medio ambiente, que no 

ocasionan un desequilibrio relevante a los ecosistemas en particular, o degra-
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daciones considerables que ameriten restablecerse para evitar repercusiones 

negativas al ambiente. Por esta razón, no todo impacto ambiental o menoscabo 

de los medios naturales, reviste de mayor importancia y, por tanto, no origina un 

daño que pueda generar responsabilidad del agente contaminante. De esta 

forma, el daño ambiental, debe reunir un carácter relevante o significativo, ex-

cluyéndose así, aquella perturbación que no sea sustantiva y que sea tolerable.” 

(2011, p. 26) 

 

Es por ello necesario, realizar una previa evaluación de cuáles son las incidencias ne-

gativas que sobre el medio o entorno pueden ocasionar determinadas actividades de 

índole industrial, comercial u otra; pues de ello dependerá la conveniencia de su reali-

zación o seguimiento; cuidando de no sobrepasar los límites de la tolerancia en cuanto 

al daño que se pueda producir.  Para tal efecto muchas legislaciones, han instituido una  

figura de tipo jurídico-técnica, que hace posible una evaluación previa de cualquier acti-

vidad que pudiera dañar considerablemente el medio ambiente, y la cual es común-

mente denominada evaluación del impacto ambiental. 

 

 

 

2.2.6.16   Principio de Inviolabilidad de la Vida 
En Costa Rica el principio constitucional de inviolabilidad de la vida humana tiene su 

base en los artículos 21, 48 y 40 de nuestra Carta Magna. De conformidad con la juris-

prudencia constitucional, en Costa Rica el derecho a la vida, es la proyección de un 

valor superior del ordenamiento jurídico constitucional -la vida humana- y como lo indi-

ca Fernando Zamora, “constituye el derecho fundamental esencial y troncal en cuanto 
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es el supuesto ontológico sin el que los restantes derechos no tendrían existencia posi-

ble”. (2012, p. 11)  

A criterio de la Sala Constitucional, “junto al valor de la vida humana, nuestro sistema 

constitucional ha elevado también a valor jurídico fundamental la dignidad de la perso-

na, que sin perjuicio de los derechos que le son inherentes, se haya íntimamente vincu-

lada con el libre desarrollo de su personalidad y los derechos a la integridad física y 

moral” (voto 972-90). La preeminencia del derecho a la vida en Costa Rica resulta claro 

del voto constitucional 4423-93 el cual determina:  

 

“(…) el derecho a la vida, ya que, sin duda alguna, la vida es el fundamento, la 

condición necesaria y determinante de la existencia de la persona humana; es 

inherente a la persona humana. De ello se deriva el principio de la inviolabilidad 

de la vida humana, de modo que es deber de la sociedad y el Estado su protec-

ción. Es el más elemental y fundamental de los derechos humanos y del cual se 

despliegan todos los demás.”  

 

Como se puede ver, nuestro ordenamiento establece expresamente la inviolabilidad de 

la vida humana; esto obliga al Estado costarricense a protegerla por todos los medios 

jurídicos y constitucionales a su alcance, ya que sin esta, todos los demás derechos no 

tienen sentido alguno. 

Nuestro ordenamiento establece expresamente la inviolabilidad de la vida humana; es-

to obliga al Estado costarricense a protegerla por todos los medios jurídicos y constitu-

cionales a su alcance. Para esto, el Estado debe escoger los instrumentos y medios de 

acción idóneos. Lo anterior supone que la idoneidad de los medios utilizados deberá 

ser medida en función de su capacidad para lograr los objetivos propuestos. Claro 
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ejemplo de estos instrumentos son las medidas tributarias ambientales, que al desin-

centivar conductas nocivas para el medio ambiente, responden claramente al mandato 

que tiene el Estado, de proteger la vida humana virtud también del deber constitucional 

de proteger el medio ambiente y el sucesivo poder de imperio y administración del Es-

tado.  

 

 

 

2.2.6.17   Principio de Ambiente Sano y Ecológicamente Equilibrado 
Este principio se encuentra expresamente establecido en el artículo 50 de la Constitu-

ción Política. Respecto a este principio, la Sala Constitucional ha dicho lo siguiente: 

 
“El artículo 50 de la Constitución Política establece que toda persona tiene de-

recho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. El derecho a un am-

biente sano tiene un contenido amplio que equivale a la aspiración de mejorar el 

entorno de vida del ser humano, de manera que desborda los criterios de con-

servación natural para ubicarse dentro de toda esfera en la que se desarrolle la 

persona, sea la familiar, la laboral o la del medio en el cual habita. De ahí ́que 

se afirme que se trata de un derecho transversal, es decir, que se desplaza a 

todo lo largo del ordenamiento jurídico, modelando y reinterpretando sus institu-

tos. El ambiente es definido por la Real Academia Española de la Lengua como 

el ‘conjunto de circunstancias físicas que rodean a los seres vivos’, lo que recal-

ca aun más el carácter general del derecho. En cambio el derecho a un ambien-

te ecológicamente equilibrado es un concepto más restringido referido a una 

parte importante de ese entorno en el que se desarrolla el ser humano, al equi-

librio que debe existir entre el avance de la sociedad y la conservación de los 

recursos naturales. Ambos derechos se encuentran reconocidos expresamente 

en el artículo 50 de la Constitución Política, que perfila el Estado Social de De-

recho. La ubicación del derecho a un ambiente sano y ecológicamente equili-
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brado dentro de las regulaciones constitucionales del Estado Social de Derecho 

es el punto a partir del cual debe este ser analizado. El Estado Social de Dere-

cho produce el fenómeno de incorporación al texto fundamental de una serie de 

objetivos políticos de gran relevancia social y de la introducción de un importan-

te número de derechos sociales que aseguran el bien común y la satisfacción 

de las necesidades elementales de las personas. En esta perspectiva, la Consti-

tución Política enfatiza que la protección de los recursos naturales es un medio 

adecuado para tutelar y mejorar la calidad de vida de todos, lo que hace nece-

saria la intervención de los poderes públicos sobre los factores que pueden alte-

rar el equilibrio de los recursos naturales y, más ampliamente, obstaculizar que 

la persona se desarrolle y desenvuelva en un ambiente sano. De igual forma 

que el principio del Estado Social de Derecho es de aplicación inmediata, el de-

recho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado también lo es, de ma-

nera que se manifiesta en la doble vertiente de derecho subjetivo de las perso-

nas y configuración como meta o fin de la acción de los poderes públicos en 

general. La incidencia que tiene el derecho a un ambiente sano y eco-

lógicamente equilibrado dentro de la actividad del Estado, encuentra su primera 

razón de ser en que por definición los derechos no se limitan a la esfera privada 

de los individuos sino que tienen asimismo trascendencia en la propia estructura 

del Estado en su papel de garante de los mismos y, en segundo término, por-

que la actividad del Estado se dirige hacia la satisfacción de los intereses de la 

colectividad. La Constitución Política establece que el Estado debe garantizar, 

defender y preservar ese derecho. Prima facie garantizar es asegurar y proteger 

el derecho contra algún riesgo o necesidad, defender es vedar, prohibir e impe-

dir toda actividad que atente contra el derecho, y preservar es una acción dirigi-

da a poner a cubierto anticipadamente el derecho de posibles peligros a efectos 

de hacerlo perdurar para futuras generaciones. (Resolución número 3480 del 

dos de mayo de dos mil tres) 

 

En adición a esto y como según se extrae del voto 4830-2002 del 21 de mayo de 2002: 
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“Nuestra Constitución Política, en su artículo 50, reconoce expresamente el de-

recho de todos los habitantes presentes y futuros de este país, de disfrutar de 

un medio ambiente saludable y en perfecto equilibrio. El cumplimiento de este 

requisito es fundamental garantía para la protección de la vida y la salud 

públicas, no sólo de los costarricenses, sino además de todos los miembros de 

la comunidad mundial. La violación a estos fundamentales preceptos conlleva la 

posibilidad de lesión o puesta en peligro de intereses a corto, mediano y largo 

plazo. La contaminación del medio es una de las formas a través de las cuales 

puede ser rota la integridad del ambiente, con resultados la mayoría de las ve-

ces imperecederos y acumulativos. El Estado costarricense se encuentra en la 

obligación de actuar preventivamente evitando -a través de la fiscalización y la 

intervención directa- la realización de actos que lesionen el medio ambiente, y 

en la correlativa e igualmente ineludible prohibición de fomentar su degrada-

ción”. 

 

Como se puede ver, en efecto, la utilización de tributos con objetivos extrafiscales me-

dioambientales, con el fin de cumplir con el mandato de protección ecológica del Esta-

do, ha sido expresamente avalado por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de 

Justicia, en virtud de que la Constitución Política establece que el Estado debe garanti-

zar, defender y preservar ese derecho, por lo que se encuentra en la obligación de ac-

tuar preventivamente evitando la realización de actos que lesionen el medio ambiente a 

través de la fiscalización y la intervención directa, como es el caso de la implementa-

ción de instrumentos económico-fiscales que desalienten conductas que degraden el 

medio ambiente.  
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2.2.6.18   Principio de Acción Precautoria 
Este principio estatuye, que el Estado tiene la obligación de tomar las medidas necesa-

rias a fin de prevenir daños dentro de su propia jurisdicción. Por lo que es necesario 

actuar al comienzo del proceso, para así reducir la contaminación; en vez de esperar a 

que ésta sea consumada y luego restaurar las áreas afectadas. 

La doctrina ha indicado al respecto que: “las causas y las fuentes de los problemas 

ambientales se entenderán en forma prioritaria e integrada, tratando de prevenir los 

efectos negativos que sobre el ambiente se puedan producir”. (García, 2004, p. 59) 

Esto quiere decir que las acciones de la entidad estatal, deben aplicarse al momento de 

identificar las causas o consecuencias posibles de futuros daños; es decir, requiere que 

se tome acción en una etapa temprana, en lo posible antes que se produzca el daño.  

El énfasis preventivo resulta ser una de las características del derecho ambiental; aun-

que a la postre se apoya en un dispositivo sancionador, sus objetivos son fundamen-

talmente preventivos; como lo expone Cafferatta, “la coacción a “posteriori” resulta in-

eficaz, puesto que muchos de esos daños ambientales, de producirse, son irreversi-

bles. De manera que la represión podrá tener una trascendencia moral, pero difícilmen-

te compensará graves daños, quizá irreparables. Por ello, se recomienda la adopción 

de estrategias previsoras, respecto al medio ambiente, en etapas precoces del proceso 

potencialmente dañoso”. (2004, p. 161) 

Este principio se encuentra en el numeral 15 de la Declaración de Río, la cual literal-

mente indica:  

 

“Con el fin de proteger el medio ambiente, los Estados deberán aplicar amplia-

mente el criterio de precaución conforme con sus capacidades. Cuando haya 
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peligro de daño grave e irreversible, la falta de certeza científica absoluta no 

deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces 

en función de los costos para impedir la degradación del medio ambiente”.  

 

En nuestro ordenamiento jurídico interno, la Ley de Biodiversidad en su artículo 11, re-

coge como parámetros hermenéuticos los siguientes principios:  

 

1. “Criterio preventivo: Se reconoce que es de vital importancia anticipar, preve-

nir y atacar las causas de la pérdida de biodiversidad o sus amenazas.  

 

2. Criterio precautorio o indubio pro natura: Cuando exista peligro o amenaza de 

daños graves o inminentes a los elementos de la biodiversidad y al conocimien-

to asociado con estos, la ausencia de certeza científica no deberá utilizarse co-

mo razón para postergar la adopción de medidas eficaces de protección.  

 

3. Criterio de interés público ambiental: El uso de los elementos de la biodiver-

sidad deberá garantizar las opciones de desarrollo de las futuras generaciones, 

la seguridad alimentaria, la conservación de los ecosistemas, la protección de la 

salud humana y el mejoramiento de la calidad de vida de los ciudadanos..  

 

4. Criterio de integración: La conservación y el uso sostenible de la biodiversi-

dad deberán incorporarse a los planes, los programas, las actividades y estra-

tegias sectoriales e intersectoriales, para los efectos de que se integren al pro-

ceso de desarrollo”.  

 

Aunado a esto, el Estado tiene el deber de “velar por una utilización racional de los re-

cursos naturales y elementos ambientales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de 

vida de los habitantes del territorio nacional, por medio de un desarrollo económico y 

ambientalmente sostenible, que no comprometa el desarrollo y calidad de vida de las 
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futuras generaciones”, como lo establece la Ley Orgánica del Ambiente, en su artículo 

2, inciso c. En cuanto a este principio, la Sala Constitucional ha estimado que:  

 

“(...) La prevención pretende anticiparse a los efectos negativos, y asegurar la 

protección, conservación y adecuada gestión de los recursos. Consecuente-

mente, el principio rector de prevención se fundamenta en la necesidad de to-

mar y asumir todas las medidas precautorias para evitar contener la posible 

afectación del ambiente o la salud de las personas. De esta forma, en caso de 

que exista un riesgo de daño grave o irreversible -o duda al respecto-, se debe 

adoptar una medida de precaución e inclusive posponer la actividad que se pre-

tenda. Lo anterior debido a que en materia ambiental, la coacción a posteriori 

resulta ineficaz, por cuanto, de haberse producido ya las consecuencias biológi-

cas socialmente nocivas, la represión podrá tener una trascendencia moral, pe-

ro difícilmente compensará los daños ocasionados en el ambiente”. (Voto  1250-

99 del 19 de febrero de 1999) 

 

Posteriormente, el Tribunal Contencioso Administrativo, Sección Segunda indicó: “Bien 

entendido el principio precautorio, el mismo se refiere a la adopción de medidas no an-

te el desconocimiento de hechos generadores de riesgo, sino ante la carencia de certe-

za respecto de que tales hechos efectivamente producirán efectos nocivos en el am-

biente”. (Voto 3480-03 del 2 de mayo del 2003.) 

Como se puede ver, el principio precautorio o de indubio pro natura, supone que cuan-

do no existan estudios o informes efectuados conforme a las regla unívocas de aplica-

ción exacta de la ciencia y de la técnica, que permitan arribar a un estado de certeza 

absoluta acerca de la inocuidad de la actividad que se pretende desarrollar sobre el 

medio ambiente, o éstos sean contradictorios entre sí; los entes y órganos de la Admi-
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nistración Central y descentralizada deben abstenerse de autorizar, aprobar o permitir 

toda solicitud de nueva actividad o de modificación de la antes realizada.  

Como se puede observar, las legislaciones nacionales reflejan este principio, ya que 

sus normas van dirigidas a adoptar una serie de cautelas, que deben aplicarse cuando 

se trata de iniciar actividades, como requisito indispensable para que procedan las au-

torizaciones ambientales; como permisos, licencias, concesiones, entre otros. Deben 

también los órganos del Estado suspender aquellas actividades que estén en curso 

hasta que se despeje el estado dubitativo (o potencialmente contaminante), y paralela-

mente, adoptar todas las medidas tendientes a la protección y preservación de los re-

cursos naturales, para la satisfacción, goce y disfrute del derecho a un ambiente sano y 

ecológicamente equilibrado.  

Es importante indicar, que hay que distinguir entre el principio de precaución y el de 

prevención; para Gabriela Ríos, “en el caso de prevención, el peligro es conocido, lo 

que se ignora es si el daño se producirá o no en un caso concreto. Tratándose de la 

precaución, el dilema en el que se incurre es sobre la peligrosidad de la misma cosa, 

debido a que los conocimientos científicos son todavía insuficientes para determinarlo. 

En resumen, la prevención es un riesgo actual, mientras que la precaución constituye 

un riesgo potencial, susceptible de causar efectos negativos en el medio ambiente”. 

(2007, p. 76) 

En síntesis, el principio de precaución, obliga a la actuación certera de la Administra-

ción Pública en búsqueda de la prevención de toda actividad que resulte lesiva al me-

dio ambiente. La prevención deberá prevalecer sobre la duda razonable de una lesión y 
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sólo la certeza absoluta de la compatibilidad ambiental dará derecho o creará condicio-

nes fácticas. 

Parte de estas acciones preventivas que debe buscar la Administración Pública corres-

ponde a las medidas fiscales ambientales; cuya meta se orienta hacia el desarrollo sos-

tenible, el cual implica un cambio muy profundo de las sociedades; pues en definitiva lo 

que se requiere es disminuir o en el mejor de los casos, eliminar la brecha existente 

entre el funcionamiento de los sistemas socioeconómicos actuales y el de los ecosis-

temas. Es decir, no basta con que existan más controles, más regulaciones, más pena-

lizaciones, pues lo que realmente se necesita es un cambio estructural e integral. A 

este cambio hace referencia Yábar (2002), quien señala que: 

 

“El cambio estructural –entendido como una reasignación de los factores de 

producción a utilizaciones más compatibles con el desarrollo sostenible– puede 

concebirse como un proceso de desvinculación sucesiva; dicho cambio estruc-

tural se consigue cuando la contribución de los factores tradicionales al produc-

to nacional disminuye, es decir, cuando su función en el proceso de desarrollo 

se modifica o desaparece”. (p.67) 

 

Paralelamente a lo anterior, se requiere el diseño y uso de medidas de prevención, así 

como de políticas correctoras para reparar el deterioro ambiental producido y encami-

nar el modelo económico hacia el tan deseado desarrollo sostenible.  

Se estima que uno de los principales factores que inciden en el deterioro del medio 

ambiente es la falta de asignación de responsabilidad, como consecuencia del no reco-

nocimiento del daño por parte de los agentes contaminantes involucrados en procesos 
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productivos o de comercialización, lo cual a su vez es consecuencia de la falta de titula-

ridad de los bienes ambientales.  

Por lo tanto, entendemos que las políticas de protección ambiental que se implementen 

deben de algún modo, asignar a los agentes contaminantes los costos sociales de la 

producción, para lo cual, según se desarrolla en el presente trabajo, resultan de gran 

utilidad los tributos medioambientales, pues por medio de estos se obliga a los agentes 

contaminantes a internalizar las externalidades negativas causadas al entorno y even-

tualmente se podría premiar a quienes realicen actividades que generen externalidades 

positivas ecológicas.  

  

 

 

2.2.6.19   Principio de Seguridad Jurídica en el Sistema Tributario 
El principio de seguridad jurídica exige la posibilidad de poder prever las consecuencias 

y el tratamiento tributario de las situaciones y acciones de los contribuyentes, pudiendo 

anticipar las decisiones administrativas y judiciales pertinentes sobre esas situaciones y 

acciones. Según Lara Berrios, “debe entenderse como un postulado de conocimiento 

certero y definitivo acerca de la obligación tributaria y la cuantía de la deuda tributaria. 

La observancia de este principio promoverá la confianza de los ciudadanos en sus insti-

tuciones, y los protegerá de la arbitrariedad”. (2001, p. 14)  

Sobre la seguridad jurídica la Sala Constitucional ha dicho en su sentencia 267-12 que: 

 

“(…) Reiteradamente la Sala ha indicado que la seguridad jurídica es un princi-

pio constitucional que en su sentido genérico consiste en la garantía dada al in-

dividuo de que su persona, sus bienes y sus derechos no serán objeto de ata-
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ques violentos o que, si éstos llegan a producirse, le serán aseguradas por la 

sociedad, protección y reparación: es la situación del individuo como sujeto acti-

vo y pasivo de relaciones sociales, que sabiendo o pudiendo saber cuáles son 

las normas jurídicas vigentes, tiene fundamentales expectativas de que ellas se 

cumplan. Ese valor jurídico pretende dar certeza contra las modificaciones del 

Derecho, procura evitar la incertidumbre del Derecho vigente, es decir, las modi-

ficaciones jurídicas arbitrarias, realizadas sin previo estudio y consulta. Puede 

ser considerada tanto en sentido subjetivo y objetivo, pero ambos están indiso-

lublemente vinculados; en su sentido subjetivo es la convicción que tiene una 

persona de que la situación de que goza no será modificada por una acción 

contraria a los principios que rigen la vida social y en sentido objetivo se con-

funde con la existencia de un estado de organización social, de un orden social. 

En la mayoría de los ordenamientos jurídicos positivos existen normas que pre-

tenden dar cumplimiento al valor de la seguridad jurídica; en el nuestro tenemos 

varias expresiones de ese principio tales como la presunción del conocimiento 

de la ley, el principio de la reserva o legalidad penal, el principio de irretroactivi-

dad de la ley, la cosa juzgada y la prescripción, entre otros...”  

 

El principio de seguridad jurídica no posee un contenido especial ni distinto en el Dere-

cho Tributario de aquel utilizado en otras ramas del Derecho. Su fundamentación y 

conceptualización se ha realizado con base en lo manifestado tanto en la teoría general 

como en la filosofía del Derecho. No obstante, la relevancia de la seguridad jurídica en 

relación con el Derecho Tributario es de suma importancia, ya que en éste confluyen no 

sólo aspectos jurídicos, sino también una serie de factores no jurídicos, determinantes 

de las relaciones económicas y que progresan, evolucionan y se complican día a día, 

razón de más para exigir una normativa clara y simple, que ofrezca certeza al aplicador 

del Derecho. 
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Dentro de las reglas fiscales expuestas por Adam Smith en su tratado sobre la Riqueza 

de las Naciones, se establece que “el impuesto que cada individuo está obligado a pa-

gar debe ser cierto y no arbitrario. El tiempo de su cobro, la forma de su pago, la canti-

dad adeudada, todo debe ser claro y preciso, lo mismo para el contribuyente que para 

cualquier persona”. 

Ahora bien, como lo explica Diego Salto Van der Laat (2003, p. 19), la situación de la 

seguridad jurídica en el Derecho Tributario se puede abordar desde dos vertientes: se-

guridad en la creación de la norma y seguridad en la aplicación de la norma. 

  

 Seguridad Jurídica en la Creación de Normas 
Sin duda alguna el principal enemigo de la seguridad jurídica es la mala técnica 

legislativa por medio de la cual se crean las normas. Mucho se ha hablado de 

los métodos de redacción y preparación que los legisladores utilizan en la ela-

boración de los textos definitivos aprobados en debate. En muchas de las oca-

ciones el asesoramiento de expertos en la materia se entierra con el texto de los 

anteproyectos, y en algunos pocos, su tinta es tan solo una fracción del texto 

original. Cuestiones políticas, sociales, económicas o de oportunidad anteponen 

al legislador lego en contra de los conocimientos técnicos y prácticos de los ju-

ristas y demás aplicadores del Derecho. 

 

 Seguridad Jurídica en la Aplicación de las Normas 
Si bien gran parte de la certeza que el Derecho busca debe nacer con la norma 

misma, la seguridad jurídica no descansa exclusivamente en el proceso de 

creación normativo. Así pues, y recordando que al igual que la seguridad jurídi-

ca es un principio constitucional de aplicación general en todas las ramas del 

Ordenamiento Jurídico, su aplicación no debe cesar en el proceso de creación 

de las normas y debe estar presente en todas las manifestaciones en donde el 
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Derecho tenga cabida. De ahí que también resulte de suma importancia referir-

se al análisis de la seguridad jurídica en la aplicación de las normas. 

Probablemente sea el Derecho Tributario una de las ramas del Derecho que 

más cambios e innovaciones introduce en su ordenamiento. El sistema tributario 

como tal no es estático sino dinámico y por lo tanto, debe adaptar su normativa 

en función de dicha situación. Esta situación es correcta y estrictamente nece-

saria. El problema sobreviene cuando la situación de cambio se acelera convir-

tiendo al sistema tributario no en un sistema dinámico sino en un sistema mu-

tante, en donde la rapidez y frecuencia de la incorporación de nueva normativa, 

tanto legal como administrativa, provoca desorden y peor aún, inseguridad jurí-

dica. Tal y como afirma Diez Picazo, “…el Estado contemporáneo en su frenesí 

legislativo -probablemente inevitable-, ha hecho perder a la ley no solamente su 

naturaleza general y abstracta, sino también su antigua vocación de permanen-

cia y estabilidad. Las leyes se multiplican con extraordinaria rapidez y ello de-

termina tanto la imposibilidad de conocerlas en profundidad, como -lo que es 

peor- la falta de claridad acerca de dónde se halla recogida la regulación de una 

determinada materia”. En pocas palabras, el contribuyente desconocerá las 

consecuencias de su actuar y por lo tanto no sabrá a qué atenerse. 

 

Para el cumplimiento de la protección del medio ambiente, se requiere que el Estado 

propicie el contexto económico y político adecuado para la conservación del entorno 

natural. Para esto, el Estado se encuentra facultado para utilizar, además de los tradi-

cionales mecanismos de mandato y control, métodos indirectos tales como instrumen-

tos financieros y fiscales en la materia ambiental. Cabe mencionar que la degradación 

ambiental implica un problema de justicia, pues la inequidad incluye no solamente una 

mala distribución de la riqueza, sino también de los riesgos relacionados a dicha de-

gradación.  
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Los tributos ambientales se basan en el principio quien contamina paga, el cual no im-

plica que el pago del tributo sea una autorización para contaminar. En primer lugar, 

porque el pago no se hace para poder contaminar, sino para cubrir el costo social pro-

vocado por la contaminación. En segundo lugar, por contaminar, por lo menos dentro 

de ciertos límites, no está desautorizado. En tercer lugar, porque buscan de forma ex-

trafiscal la disuasión de conductas contaminantes - en ese sentido cuanto más eficien-

tes sean, menor será la recaudación que de ellos provenga- y no la autorización o san-

ción de éstas, como lo hacen los instrumentos de control y regulación. En cuarto lugar, 

porque el pago del tributo no debería permitir la transgresión de los límites legales pre-

establecidos de contaminación ni excluye la sanción que por dicha transgresión se 

pueda aplicar. Por último, porque paralelamente a la imposición del tributo, las activida-

des de reducción de contaminación reciben un beneficio.  

Se requiere una visión integral y una importante coordinación de esfuerzos para llevar a 

cabo la implementación de figuras tributarias medioambientales. En virtud de lo anterior 

se deben fortalecer las instituciones encargadas de la gestión ambiental, a través de la 

participación ciudadana, la comunicación interinstitucional, la consolidación de capaci-

dades integrales, la capacitación de los funcionarios responsables, así como el esta-

blecimiento de sistemas de rendición de cuentas. Aunado a esto, el objetivo ambiental 

se debe encontrar inmerso en la configuración jurídica del tributo; que no se esté im-

plementando el gravamen con el único objetivo de incrementar la recaudación, que se 

esté creando un incentivo para no contaminar y para fomentar la utilización racional de 

los recursos naturales. Esto debe quedar claro para todos los involucrados a la hora de 
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implementar tributos ambientales con fines extrafiscales, en virtud del principio de se-

guridad jurídica en el sistema tributario ambiental. 

 
 
 

2.2.6.20   Principio de Interpretación conforme con la Realidad 
Este principio de interpretación de las normas jurídicas y de las normas tributarias con-

forme con la realidad (económica según la jurisprudencia), ha sido reconocido por el 

derecho positivo tributario y la jurisprudencia administrativa y judicial, como un principio 

interpretativo del derecho tributario. Para la jurisprudencia administrativa, se trata 

además, de un principio interpretativo propio o exclusivo del derecho tributario y que 

marca su autonomía metodológica y por tanto científica. 

En Costa Rica, este principio se encuentra plasmado en el artículo 8 del Código de 

Normas y Procedimientos Tributarios que señala:  

 

“Cuando la norma relativa al hecho generador se refiera a situaciones definidas 

por otras ramas jurídicas, sin remitirse ni apartarse expresamente de ellas, el 

intérprete puede asignarle el significado que más se adapte a la realidad consi-

derada por la ley al crear el tributo.  

Las formas jurídicas adoptadas por los contribuyentes no obligan al intérprete, 

quien puede atribuir a las situaciones y actos ocurridos una significación acorde 

con los hechos, cuando de la ley tributaria surja que el hecho generador de la 

respectiva obligación fue definido atendiendo a la realidad y no a la forma jurídi-

ca.  

Cuando las formas jurídicas sean manifiestamente inapropiadas a la realidad de 

los hechos gravados y ello se traduzca en una disminución de la cuantía de las 

obligaciones, la ley tributaria se debe aplicar prescindiendo de tales formas”.  
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Para Román Navarro (1998), el principio de interpretación conforme con la realidad 

económica,  

 

“Consiste en la facultad que tiene el intérprete de las normas jurídico tributarias 

para prescindir de las formas jurídicas propias de otras ramas del derecho y 

descubrir la realidad, cuando estas formas son inapropiadas a la realidad de los 

hechos gravados o poseen un fundamento o finalidad distinto al de la norma tri-

butaria. Además se trata de un principio propio del derecho tributario, que como 

tal, pone de manifiesto su autonomía científica; y se trata de una facultad inter-

pretativa en favor de la Administración, es decir solo opera pro-fisco”. (p. 37-38)    

 

Como se puede ver, el Principio de interpretación conforme con la realidad económica, 

es un método interpretativo de las normas tributarias que permite asignar a los hechos, 

para efectos tributarios, una significación acorde con la realidad; aun cuando esto im-

plique desconocer formas jurídicas del Derecho Privado que los contribuyentes adopten 

en sus relaciones; cuando éstas no atiendan a la realidad que la norma tributaria quiso 

gravar. Lo anterior, con el fin de corregir situaciones anómalas creadas de manera arti-

ficial por el contribuyente, con el único fin de eludir sus obligaciones con el fisco.  

En este sentido, la Sala, en el fallo 825-F- 2006, indicó que:  

 

“Se trata de normas jurídicas que permiten desentrañar la verdad real inmersa 

en las formas jurídicas que surten su eficacia en la esfera tributaria, a fin de sal-

vaguardar el deber de contribuir con las cargas públicas y la igualdad impositi-

va. Estos mecanismos de defensa legal presuponen un sistema de presunción 

que faculta a la Administración Tributaria a interpretar de modo adecuado las 

formas jurídicas para desprender la objetiva valoración de los hechos y por en-

de, de la realidad que se pretende ocultar.”  
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Es importante señalar que este método de interpretación debe ser utilizado, únicamen-

te en los casos en que se haga uso de las formas jurídicas de manera fraudulenta; y 

para un fin distinto de aquél para el cual fueron creadas, todo con el propósito de evadir 

el fisco. 

No se puede dejar de lado que el proteccionismo ambiental plantea una serie de con-

flictos, al entrar en contradicción con ciertos derechos individuales consagrados consti-

tucionalmente. Lo anterior es consecuente con el roce existente entre el desarrollo sos-

tenible y el modelo de desarrollo económico patente tanto en Costa Rica, como el resto 

del mundo. En efecto, la implementación de políticas conservacionistas tiene un costo 

económico significativo, tanto para el Estado como para las grandes empresas, pues 

implica un cambio en el modelo productivo, razón por la cual todavía existen algunos 

sectores opuestos a la gestión ambiental.  

Sin embargo, existe una amplia gama de instrumentos financieros que podrían ser utili-

zados con fines de protección ambiental, los cuales encontrarían su fundamento en 

nuestra Constitución Política, que consagra el derecho de toda persona a disfrutar de 

un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, así como el paralelo deber del Estado 

de garantizar, defender y preservar dicho derecho.  

En los tributos con fines extrafiscales, al ejercitar el principio e interpretación conforme 

con la realidad, se facilita la internalización de externalidades negativas medioambien-

tales, porque a raíz de que el mercado es incapaz de asignar los costes sociales de la 

contaminación, no se están gravando las reales capacidades contributivas de los agen-

tes contaminantes, quienes se están enriqueciendo inmerecidamente a costa del Esta-

do. El tributo extrafiscal logra que la riqueza incluya los costos sociales de la contami-
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nación, haciendo su cuantificación más real, para efectos de la medición de la capaci-

dad contributiva. Lo que en última instancia proporciona un incentivo para cambiar las 

conductas contaminantes; pues el impuesto al incidir en el costo de los bienes y servi-

cios contaminantes, desplaza su curva de oferta en sentido ascendente en la cuantía 

del mismo. En este sentido, si el tributo logra reflejar exactamente el costo social de la 

contaminación, la nueva curva reflejaría el costo real de los bienes y servicios. 

 
 
 

2.2.6.21   Principio de Publicidad 
Este principio, que a su vez es un derecho fundamental, se encuentra establecido en el 

artículo 30 de la Constitución Política al decir: 

 

“Se garantiza el libre acceso a los departamentos administrativos con propósitos 

de información sobre asuntos de interés público.  

Quedan a salvo los secretos de Estado.”  

 

Como lo indicó la Sala Constitucional en su sentencia 13750-10:  

 

“El artículo 30 de la Constitución Política garantiza el libre acceso a los “depar-

tamentos administrativos con propósitos de información sobre asuntos de in-

terés público”, derecho fundamental que en la doctrina se ha denominado dere-

cho de acceso a la información administrativa, y que emana del principio de pu-

blicidad que cubre a la actuación administrativa, en tanto objeto del interés 

público.” 

 

Además en su sentencia 8252-13 agrega lo siguiente:  
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“…. Precisamente, con la publicidad del procedimiento se persigue resguardar 

que la potestad de legislar resida en el pueblo y que los diputados sean solo sus 

representantes (artículo 105 constitucional), así como la proyección de la activi-

dad parlamentaria hacia el exterior en tanto garantía establecida en el ordinal 

117 de la Constitución Política. En este contexto, se debe subrayar que a partir 

de la reforma al artículo 9 de la Constitución Política, como elemento constituti-

vo del Gobierno de la República se introdujo la característica de “participativo”. 

Tal cualidad potencia a nivel constitucional el propósito fundamental de la publi-

cidad: promover la intervención de la ciudadanía en las decisiones fundamenta-

les del Estado”.  

 

Como lo mencionó la Sala Constitucional, y trasladando el contenido al tema que nos 

ocupa, la Administración está obligada a aportar los datos de sus actividades; pero 

también debe controlar las de los particulares, ya que la legislación le exige estar in-

formada de los datos de las actividades privadas, que puedan llegar a afectar seria-

mente el medio ambiente. Como lo estipula el décimo principio de la Declaración de 

Río: 

 

“El mejor modo de tratar las cuestiones ambientales es con la participación de 

todos los ciudadanos interesados, en el nivel que corresponda. En el plano na-

cional, toda persona deber tener acceso adecuado a la información sobre el 

medio ambiente de que dispongan las autoridades públicas, incluida la informa-

ción sobre los materiales y las actividades que encierran peligro en sus comuni-

dades, así como la oportunidad de participar en los procesos de adopción de 

decisiones. Los Estados deberán facilitar y fomentar la sensibilización y la parti-

cipación de la población poniendo la información a disposición de todos. Debe 

proporcionarse acceso efectivo a los procedimientos judiciales y administrativos, 

entre estos el resarcimiento de daños y los recursos pertinentes”. 
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 Así, la Administración, debería realizar una tarea instrumental, por medio de un servi-

cio público de información; que mantenga informada a la colectividad respecto de las 

actividades generales que afectan al medio ambiente.  

En esta dirección, la información y publicación de este tipo de datos, conforma la base 

sobre la que se asienta la acción protectora de las Administraciones públicas y la edu-

cación e investigación ambiental. Para esto se requiere una visión integral y una impor-

tante coordinación de esfuerzos para llevar a cabo la implementación de figuras tributa-

rias medioambientales. Es por eso que se debe fortalecer las instituciones encargadas 

de la gestión ambiental, a través de la participación ciudadana, la comunicación inter-

institucional; es decir lograr una transversalidad en la administración pública que se da 

en el momento en el que una política debe ser objeto de interés de dos o más depen-

dencias, de tal modo que su implementación involucra necesariamente a diversas de-

pendencias y/o dos o más ámbitos de gobierno, participando cada uno de ellos en la 

solución del problema planteado, en el marco jurisdiccional de su responsabilidad, pero 

siempre de manera coordinada, a efecto de que estas acciones tengan resultados 

óptimos. Particularmente, la transversalidad de las políticas públicas para el desarrollo 

sostenible, en cualquier país debe ser una prioridad del sector ambiental, derivada del 

apoyo y coordinación tanto inter como intragubernamental, y todo esto se logra en gran 

parte a la aplicación del principio de publicidad.  
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2.2.6.22   Principio de Restaurabilidad 
Según los diccionarios jurídicos, el daño es el perjuicio causado a una persona o cosa 

como consecuencia de un evento determinado. Se clasifica generalmente en daño ma-

terial, cuando se causa en el patrimonio o bienes de una persona, incluidos los daños 

físicos a la misma, o daño moral, como sufrimiento o perjuicio de difícil valoración 

económica causado en el ánimo de una persona. Ambos son indemnizables. El con-

cepto de daño puede ser comprendido con dos significados de distinta extensión: en 

sentido amplio, hay daño cuando se lesiona cualquier derecho subjetivo; en sentido 

estricto, la lesión debe recaer sobre ciertos derechos subjetivos, patrimoniales o extra-

patrimoniales, cuyo menoscabo genera, en determinadas circunstancias, una sanción 

patrimonial. Como lo expone Arnoldo Morán:  

 

“En materia de responsabilidad, nuestra doctrina, legislación y jurisprudencia, 

han mantenido una corriente de pensamiento, donde quien es responsable de 

un acto, es responsable de las consecuencias que generen, en la cual la restau-

rabilidad abarca tanto al daño (damnum emergens) como al perjuicio (lucrum 

cessans) o el de reparación en especie (genus non perit), sin embargo todas es-

tas consecuencias casi siempre se solucionan de una sola manera y es median-

te la compensación económica, sobre todo cuando surge la imposibilidad de 

volver la cosa a su estado original”. (2011, p.63) 

 

Podríamos sostener entonces que, conforme a este principio, vivimos en un mundo en 

el que todo daño es susceptible de ser indemnizado. De esta manera, surge el conflicto 

respecto de aquellos bienes ambientales afectados de manera tal que llegan a tornarse 

irreparables, como por ejemplo el caso de la extinción de una especie. Aún, en estos 

casos pueden aplicarse medidas compensatorias sobre las otras especies y el hábitat 
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alterado, que pretendan recuperar el equilibrio. Al respecto, el principio 13 de la Decla-

ración de Río indica lo siguiente: 

 

“Los Estados deberán desarrollar la legislación nacional relativa a la responsabi-

lidad y la indemnización respecto de las víctimas de la contaminación y otros 

daños ambientales. Los Estados deberán cooperar asimismo de manera expe-

dita y más decidida en la elaboración de nuevas leyes internacionales sobre 

responsabilidad e indemnización por los efectos adversos de los daños ambien-

tales causados por las actividades realizadas dentro de su jurisdicción, o bajo 

su control, en zonas situadas fuera de su jurisdicción”.  

 

Como se puede ver, este principio derivado de criterios internacionales; está integrado 

por elementos eminentemente económicos, pero con un contenido ambiental. Se pue-

de mencionar: "Quien contamina, paga", que es una expresión cuyo sentido se enca-

mina a determinar una cuantía monetaria, como sanción por el daño ambiental perpe-

trado; sin embargo, pareciera no colocar a su causante en la posición de tener que so-

portar las consecuencias supraeconómicas de reparar los ecosistemas o los recursos 

naturales dañados. No obstante, este principio no pretende liberar de la responsabili-

dad jurídica real, al que causó afectaciones al medio ambiente por el simple hecho del 

pago de los daños; ya que lo verdaderamente importante es evitar que éstos se cau-

sen, o restablecer las condiciones ambientales al estado que guardaban antes de la 

afectación.  
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2.2.6.23   Principio de Responsabilidad  
Como lo establece la Ley Orgánica del Ambiente en su artículo 2 inciso d: “Quien con-

tamine el ambiente o le ocasione daño será responsable, conforme lo establezcan las 

leyes de la República y los convenios internacionales vigentes”.  

Por su parte la Sala Constitucional, en el voto 1669-2000, del dieciocho de febrero del 

dos mil indicó que:  

 

“En el Derecho ambiental se ha dado un planteamiento distinto a la responsabi-

lidad, de tal suerte que se ha evolucionado de un sistema de responsabilidad 

por culpa a uno de responsabilidad por riesgo, lo que significa una mayor cober-

tura, pues dicha responsabilidad surgiría aun cuando no medie culpa del trans-

gresor, si la actividad por éste desempeñada se estima riesgosa y, no obstante, 

asume ese riesgo, con una consecuencia dañosa para el ambiente. Se trata de 

un nuevo concepto de responsabilidad, donde lo que priva es el criterio objetivo 

sobre el subjetivo, puesto que para su surgimiento, es irrelevante si se actuó o 

no con culpa; basta con que el daño haya sido efectivamente ocasionado, para 

que de inmediato surja la consecuente responsabilidad”  

 

Queda claro entonces que de acuerdo con este principio, aquí no se examina la culpa-

bilidad del agente, sino sólo su responsabilidad, y esto se debe a que los daños am-

bientales son continuos, acumulativos, irreversibles y transnacionales; por lo que es 

importante después que ocurre el hecho, determinar el responsable para que repare los 

daños.  

Resulta necesario aclarar que en materia penal opera el principio de responsabilidad 

subjetiva o de necesaria demostración de culpabilidad; pero tratándose de los delitos 

ambientales, no se aplica la responsabilidad objetiva. En este sentido, si en un juicio 

por delitos ambientales no se logra establecer la culpabilidad del sujeto, el Juez podrá 
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exonerarlo de la responsabilidad penal, sin embargo, deberá aplicar los principios de 

responsabilidad objetiva para determinar la indemnización civil por daños y perjuicios 

derivados del hecho. En este sentido el artículo 2 de la Ley Orgánica del Ambiente en 

su inciso e señala que:  

 

“El daño al ambiente constituye un delito de carácter social, pues afecta las ba-

ses de la existencia de la sociedad; económico, porque atenta contra las mate-

rias y los recursos indispensables para las actividades productivas; cultural, en 

tanto pone en peligro la forma de vida de las comunidades, y ético, porque aten-

ta contra la existencia misma de las generaciones presentes y futuras.”  

 

Por lo tanto, el sujeto de derecho público o privado que incurra en un delito ambiental 

asumiría por acción u omisión, una responsabilidad por determinarse en las instancias 

judiciales competentes.  

 

 

 

2.2.6.24   Principio de Participación Pública  
Este principio se encuentra consagrado en el artículo 9 constitucional al indicar: 

 

“El Gobierno de la República es popular, representativo, participativo, alternativo 

y responsable. Lo ejercen el pueblo y tres Poderes distintos e independientes 

entre sí: el Legislativo, el Ejecutivo y el Judicial (…)” 

 

Sobre este principio, la Sala Constitucional ha dicho que:  

 

“El principio de participación ciudadana en la toma de decisiones se ha conver-

tido en uno de los pilares fundamentales sobre los que descansa el sistema 
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democrático. En nuestro país, el legislador constitucional recogió el principio de 

cita en el artículo 9 de la Constitución Política al disponer que el Gobierno de la 

República es popular, representativo, participativo, alternativo y responsable. 

Asimismo, tanto a nivel constitucional como legal, se han establecido una serie 

de mecanismos que buscan que el principio antes mencionado pueda ser apli-

cado en forma efectiva, y no quede únicamente en el papel, tales como el re-

feréndum para la aprobación o derogación de leyes y reformas parciales a la 

Constitución, o la iniciativa popular en la formación de leyes.” (Sentencia 11620-

11)  

 

Este principio ofrece la oportunidad para que los interesados y los ciudadanos puedan 

ofrecer sus puntos de vista, y participar en el diseño e implementación de políticas am-

bientales, interponer sus preocupaciones por cualquier estudio o proceso administrativo 

o judicial por violar el debido proceso de ley, entre otros.  

Dentro de los mecanismos e instancias de participación y consulta pública se encuen-

tran las audiencias públicas, las cuales permiten que el conocimiento teórico, la expe-

riencia práctica y vivencia del conjunto de la población, pueden servir a las autoridades 

en los procesos de toma de decisiones; con el objeto de contribuir al mejoramiento de 

las decisiones que se deban tomar y que la decisión tenga mayor legitimidad mediante 

la más amplia publicidad y transparencia. En virtud de este principio, se permite a los 

ciudadanos transmitir a las autoridades todas sus sugerencias, críticas y propuestas, y 

a su vez el encargado de tomar la decisión conocerá de modo directo la posición de la 

población respecto del tema ambiental tratado.  
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2.2.6.25   Principio de Globalidad 
En su primera etapa, la política y la actuación de los países estaban supeditadas a una 

actuación local; para resolver problemas puntuales de su entorno local. Posteriormente 

se apreció con más claridad que los problemas ambientales continuaban y que por en-

de era necesario intensificar la cooperación regional e internacional para buscar solu-

ciones a los problemas transfronterizos. Últimamente se ha avanzado más aún y en la 

actualidad se admite que hay problemas de carácter mundial, que amenazan grave-

mente el sistema ambiental de nuestro planeta. 

Silvia Jaquenod hace referencia a que “los problemas ambientales, en muchos casos, 

rebasan las fronteras nacionales; porque en el sistema natural los diferentes elemen-

tos, fenómenos y procesos no conocen fronteras y, por tanto, alcanzan el ámbito inter-

nacional donde es imperativo conocer los distintos comportamientos dentro y fuera de 

cada ecosistema”. (1996, p.361) 

Las Naciones Unidas han reconocido, en la cumbre de Río, “la naturaleza integral e 

interdependiente de la Tierra…”, incumbiendo a los Estados velar porque las activida-

des realizadas en su territorio, no causen daños ambientales a otros; e incitando a la 

materialización de “acuerdos internacionales en los que se respeten los intereses de 

todos y se proteja la integridad del sistema ambiental y de desarrollo mundial”. Este 

principio lo vemos reflejado en casi todos los Tratados y Convenios Internacionales, por 

lo que, podríamos afirmar que se trata de un Principio que rige el Derecho Ambiental 

Internacional. 
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2.2.6.26   Principio de Solidaridad Ambiental 
El contenido de este principio se desprende del numeral 7 de la Declaración de Río al 

establecer que:  

 

“Los Estados deberán cooperar con espíritu de solidaridad mundial para con-

servar, proteger y restablecer la salud y la integridad del ecosistema de la Tie-

rra. En vista de que han contribuido en distinta medida a la degradación del me-

dio ambiente mundial, los Estados tienen responsabilidades comunes pero dife-

renciadas. Los países desarrollados reconocen la responsabilidad que les cabe 

en la búsqueda internacional del desarrollo sostenible, en vista de las presiones 

que sus sociedades ejercen en el medio ambiente mundial y de las tecnologías 

y los recursos financieros de que disponen”.  

 

Este principio de Solidaridad tiene tres aristas significativas: 

  

a) El deber de la cooperación internacional de los países desarrollados para con los 

países en desarrollo o con economías en transición.  

b) El deber de informar, en caso de alguna situación relevante.  

c) La buena vecindad. 

 

Como lo indica Demetrio Loperena, “la dinámica de los recursos impone de facto una 

solidaridad entre los habitantes del Planeta, ya que todos disfrutamos de ellos, aunque 

no en la misma medida. El principio de igualdad exige que nadie se autoatribuya cuotas 

partes que mermen las de otros” (1998, p. 88).  

Además como se puede desprender del principio citado, el mundo desarrollado puede 

disponer de recursos en la cantidad que consume, porque los países en desarrollo no 

lo hacen o no lo pueden hacer; es ahí donde un sentido básico de la equidad exige que 
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la relación se oriente, por un lado, hacia una sostenibilidad de los usos en cada región, 

invirtiendo las prácticas de los países desarrollados.  

La Declaración de Río, en sus 27 principios, sienta las bases para la integración de los 

aspectos ambientales al desarrollo, reconociendo no solo la responsabilidad diferencia-

da de cada uno de los países, sino también la importancia de internalizar los costos 

ambientales; la necesidad de compatibilizar el sistema económico con el desarrollo 

sostenible, así como la necesidad de propiciar la transferencia de tecnologías nuevas e 

innovadoras y de reforzar las capacidades endógenas, entre otros.  

 

 
 

2.2.6.27   Principio de Interdisciplinariedad 
El vocablo transversal, o la transversalidad, tiene su origen en la geometría; significa “lo 

que atraviesa”, en sentido contrario a lo longitudinal; pero se aplica metafóricamente a 

cualquier otro ámbito, como el de las políticas públicas, por ejemplo. De esta manera, y 

para efectos de este trabajo, se entiende por transversalidad, la concurrencia de distin-

tas disciplinas en la solución de un problema o el tratamiento de un mismo objeto de 

estudio, en este caso el ambiental.  

La interdisciplinariedad se constituye en principio general, y postula que todas las disci-

plinas del saber humano deberán asistir a la ciencia ambiental; lo que también debe 

ocurrir en el campo específico del Derecho; en el cual todas sus ramas deben prestar 

apoyo al Derecho Ambiental. Lo cual implica una interdisciplinariedad cultural de las 

ciencias en la que las diversas disciplinas, aportan los conocimientos respectivos para 

entender y dar respuestas adecuadas; frente al fenómeno físico que se presenta en la 
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realidad, como un fenómeno único. Además, este principio, refiere al hecho que los 

problemas ambientales no son susceptibles a ser resueltos por una sola profesión, sino 

que están comprometidos todos: médicos, economistas, sociólogos, biólogos, juristas, 

ingenieros, etc. 

Para Silvia Jaquenod, el derecho ambiental,  

 

“Suele ser el resultado parcial de regulaciones puntuales y dispersas. Por ello, 

una nueva vertiente del derecho debe imponerse la obligación de considerar los 

problemas del ambiente en forma global, pluridisciplinar, es decir, abarcar inte-

gralmente las diferentes relaciones que interactúan en la realidad y que generan 

el carácter sistémico. El derecho ambiental permitirá avanzar en la protección 

integral del ambiente y sus procesos naturales, apoyando los proyectos a largo 

y mediano plazo en aquellas medidas transitorias adoptadas para paliar la crisis 

presente”. (1996, p. 351) 

 

Además, agrega Jaquenod, que un auténtico derecho ambiental considerará la pro-

blemática del entorno de modo interdisciplinar, impulsándose en cada norma la protec-

ción, conservación y mejoramiento del medio en forma integral. El derecho ambiental 

entonces: 

 

“(…) es interdisciplinar puesto que en él se yuxtaponen una serie de disciplinas 

más o menos relacionadas. La interdisciplinariedad del derecho se articula de-

ntro de un marco de importación de conceptos y paradigmas directrices, 

aplicándose técnicas de un campo y adaptándolas a otros, ajustando a las ne-

cesidades que reclaman la intervención de otras ciencias; es decir, confluyen 

procesos de diferentes áreas y se asimilan recíprocamente. Los problemas am-

bientales actuales se presentan dentro de un perímetro interdependiente, inte-

grador, multi y pluridisciplinar que requieren el estudio y el conocimiento de la 
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realidad objetiva mediante procesos de gestión y planificación”. (1996, p. 351-

366).  

 

En materia de sustentabilidad ambiental, la transversalidad o interdisciplinariedad es 

una obligación, y debería existir el compromiso de que las Agendas de Transversalidad 

de Políticas Públicas para el Desarrollo Sustentable sean el instrumento que apoye la 

construcción y seguimiento de acuerdos y compromisos que sustenten acciones y/o 

proyectos estratégicos de las instituciones gubernamentales; para la toma de decisio-

nes sobre inversión, producción y políticas públicas. 

 

 

 

2.2.6.28   Principio de  la Cooperación Internacional en Materia Ambiental 
Éste proviene del principio 24 de la Declaración de Estocolmo y del principio 7 de la 

Declaración de Río sobre medio ambiente y desarrollo, y consiste en la obligación de 

los Estados de dar aviso previo y anticipado a los países que estén en riesgo de sufrir 

daños ambientales por la realización de actividades en el territorio de los primeros. Este 

principio establece que: 

 

“Todos los países, grandes o pequeños, deben ocuparse con espíritu de coope-

ración y en pie de igualdad de las cuestiones internacionales relativas a la pro-

tección y mejoramiento del medio ambiente. Es indispensable cooperar, me-

diante acuerdos multilaterales o bilaterales o por otros medios apropiados, para 

controlar, evitar, reducir y eliminar eficazmente los efectos perjudiciales que las 

actividades que se realicen en cualquier esfera puedan tener para el medio am-

biente, teniendo en cuenta debidamente la soberanía y los intereses de todos 

los Estados”.  
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Esta obligación se ha desarrollado en las normas internacionales de conservación del 

medio ambiente e incluye el deber de informar y consultar sobre las actividades perju-

diciales para el medio ambiente de terceros Estados, cuya fuente se encuentra en el 

principio 19 de la Declaración de Río al establecer que: 

 

“Los Estados deberán proporcionar la información pertinente, y notificar previa-

mente y en forma oportuna, a los Estados que posiblemente resulten afectados 

por actividades que puedan tener considerables efectos ambientales transfron-

terizos adversos, y deberán celebrar consultas con esos Estados en una fecha 

temprana y de buena fe.” 

 

Como lo indica Néstor Cafferatta, “los recursos naturales y los sistemas ecológicos 

compartidos serán utilizados en forma equitativa y racional. El tratamiento y mitigación 

de las emergencias ambientales de efectos transfronterizos serán desarrolladas en 

forma conjunta”. (2004, p. 29) 

El principio de cooperación internacional o de buena vecindad, está estrechamente re-

lacionado con la obligación de cooperar para investigar, identificar y evitar daños am-

bientales. La mayor parte de los tratados internacionales tienen disposiciones que re-

quieren cooperación para producir e intercambiar información científica, técnica, so-

cioeconómica y comercial. Debido a la importancia del intercambio de información, al-

gunas convenciones crearon órganos internacionales separados con las funciones de 

generar y distribuir información. Además, muchas convenciones contienen disposicio-

nes referentes al conocimiento científico, a los cambios atmosféricos, a la contamina-

ción marina y a la preservación cultural.  
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El principio de la cooperación internacional en materia ambiental, establecida a través 

de organismos internacionales y las relaciones interestatales, permite reconocer a un 

conjunto normativo supranacional que constituye un marco de referencia legislati-

va.  Tal cooperación se presenta como obligatoria y en el futuro ha de adquirir, sin du-

da, un grado deseable de evolución. 

 

 

 

2.2.6.29   Principio de Ética Transgeneracional 
Este principio se ve reflejado en la Declaración de Río, cuando en su numeral tercero 

afirma que:  

 

“El derecho al desarrollo debe ejercerse en forma tal que responda equitativa-

mente a las necesidades de desarrollo y ambientales de las generaciones pre-

sentes y futuras”.  

 

De esta manera, dichas generaciones tendrían el derecho a heredar o recibir el planeta 

en un estado similar al presente, con las mismas posibilidades, la misma diversidad y, 

en definitiva, en el mismo buen estado. Como lo exponen López Sela y Ferro Negrete,  

 

“Hemos descubierto que la naturaleza es vulnerable; por esta razón, el plano 

ético no puede alejarse de las relaciones entre el hombre y el ambiente. Así, 

surge la ética ambiental, como una concepción nueva de los deberes morales 

que deben existir en las relaciones del ser humano con su entorno”. (2006, p. 7)  

 

Lo que busca este principio es que el ser humano realice sus actividades con respon-

sabilidad, teniendo en cuenta la existencia de la naturaleza y pensando no sólo en las 
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consecuencias inmediatas, sino también en los efectos que el obrar del hombre pro-

duzca en las generaciones futuras. Y como lo señalan López Sela y Ferro Negrete,  

 

“(…) El desarrollo científico y tecnológico ilimitado no constituye una causa ne-

cesaria de progreso humano, sino más bien de problemas éticos y sociales en 

torno al origen del desequilibrio ecológico; por ello, se impone encontrar una 

cultura, que equilibre el desarrollo científico y tecnológico con una salvaguarda 

ética que resulte capaz de dar una nueva responsabilidad” (2006, p. 8).  

 

Es nuestra obligación tener presente que debemos responder por las acciones que rea-

licemos y que pudieran causar daño no sólo a los seres humanos actuales, sino tam-

bién al medio ambiente y a las generaciones futuras.  

En referencia a este principio, se puede señalar que el Derecho Ambiental se desen-

vuelve y consolida dentro de un criterio de “solidaridad de la especie”, es decir, que su 

estudio e interpretación, tanto doctrinario como legal, no se satisface únicamente en 

una valoración temporal de la realidad que comprende, sino que busca armonizar los 

intereses de desarrollo y calidad de vida de las generaciones presentes, sin arriesgar o 

comprometer la oportunidad y niveles de bienestar y progreso de las futuras generacio-

nes. Lo cual significa, que el Derecho Ambiental fluye y crece dentro de un marco de 

criterios de ética, justicia y equidad, no únicamente de tipo sincrónica, sino que también 

de carácter diacrónica, es decir, con los que aún no han nacido y que por lo tanto no 

tienen posibilidad alguna para expresarse. 
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2.2.6.30   Principio de Interdependencia Ecológica o Extraterritorialidad  
El Principio 25 de la Declaración de Río establece que: “La paz, el desarrollo y la pro-

tección del medio ambiente son interdependientes e inseparables”.  

La interdependencia entre las naciones se ha incrementado de manera considerable 

desde finales del siglo XX hasta nuestros días. Los intercambios comerciales, financie-

ros, culturales y jurídicos; así como los complejos problemas que ofrecen el comercio, 

el turismo, el aprovechamiento y la explotación de los recursos naturales y la creación 

de nuevas tecnologías, han afectado, en mayor o menor medida, a todos los países del 

orbe; propiciando que la comunidad internacional se organice por medio de reglas para 

resolverlos de manera pacífica y armónica. En este sentido, los tratados internacionales 

han desempeñado un papel primordial en la conformación de nuestro ordenamiento 

jurídico interno, y en la determinación de los diferentes modelos de desarrollo económi-

co. Los compromisos adoptados por los distintos Estados al celebrar dichos tratados, 

han motivado, en diferentes épocas, la expedición de nuevas leyes en diversos ámbitos 

de la regulación de las actividades humanas, así como una serie de reformas a los or-

denamientos existentes. Lo anterior se puede extraer del principio número dos de la 

Declaración de Río, cuando establece lo siguiente:   

 

“De conformidad con la Carta de las Naciones Unidas y los principios del dere-

cho internacional, los Estados tienen el derecho soberano de aprovechar sus 

propios recursos según sus propias políticas ambientales y de desarrollo, y la 

responsabilidad de velar por que las actividades realizadas dentro de su juris-

dicción o bajo su control no causen daños al medio ambiente de otros Estados o 

de zonas que están fuera de los límites de la jurisdicción nacional”. 
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En materia de protección del medio ambiente y de aprovechamiento, conservación, 

preservación y protección de los recursos naturales, se han suscrito un número impor-

tante de tratados y acuerdos internacionales, bilaterales y multilaterales, que han sen-

tado las bases del desarrollo de nuestra legislación ambiental. Como lo expone Arnoldo 

Morán,  

 

“Muchas de las normas que se aplican en un país tienen consecuencias mucho 

más allá de sus fronteras. Entonces debemos tener la conciencia de percibir 

que el Derecho Ambiental al contrario que lo que sucede en la mayoría de las 

ramas del Derecho como el civil, penal, entre otros; exceda los límites espacia-

les de validez de las normas que se tengan en este campo, por lo que las fron-

teras de lo ambiental tienen un carácter internacional que afecta a todos los es-

tados miembros de este planeta”. (2011, p. 65)  

 

Así las cosas, la reorientación de las decisiones a nivel planetario hacia la preservación 

ecológica y el desarrollo sostenible, deben consensuarse y compartirse; requiriendo 

esfuerzos adicionales que deben ser soportados por todos, principalmente por los paí-

ses industrializados, como se puede principio número seis de la Declaración de Río al 

establecer que:  

 

“Se debe dar especial prioridad a la situación y las necesidades especiales de 

los países en desarrollo, en particular los países menos adelantados y los más 

vulnerables desde el punto de vista ambiental. En las medidas internacionales 

que se adopten con respecto al medio ambiente y al desarrollo también se de-

berían tener en cuenta los intereses y las necesidades de todos los países”.  
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En síntesis, se debe tener presente que el alcance de la normativa ambientalista busca 

un fin que va más allá de cualquier delimitación política de determinado país. Esto por 

cuanto al proteger los recursos y bienes ambientales que se encuentran dentro de su 

territorio, cada país vela porque las actividades, que podrían causar un daño ambiental 

a los estados vecinos, no se realicen.  

 

 

 

2.2.6.31   Principio de Responsabilidad Común pero Diferenciada 
El Ambiente es patrimonio común de todos los habitantes de la Tierra, razón por la cual  

se deben respetar y obedecer las leyes naturales; para de esta manera aspirar a la 

íntegra dignidad humana. Este fundamento fue establecido en el principio 7 de la De-

claración de Río que enuncia: 

 

“Los Estados deberán cooperar con espíritu de solidaridad mundial para con-

servar, proteger y restablecer la salud y la integridad del ecosistema de la Tie-

rra. En vista de que han contribuido en distinta medida a la degradación del me-

dio ambiente mundial, los Estados tienen responsabilidades comunes pero dife-

renciadas. Los países desarrollados reconocen la responsabilidad que les cabe 

en la búsqueda internacional del desarrollo sostenible, en vista de las presiones 

que sus sociedades ejercen en el medio ambiente mundial y de las tecnologías 

y los recursos financieros de que disponen”.  

 

Para un mejor análisis del contenido de este principio, López Sela y Ferro Negrete, 

hacen una diferenciación entre la responsabilidad común de todos los Estados y por 

otra parte, la cuota de responsabilidad que tiene cada uno, en cuanto a la degradación 

del medio ambiente; y  exponen lo siguiente:  
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“Su contenido lo podemos dividir en dos partes: la primera, en la responsabili-

dad común de todos los Estados en la degradación del medio ambiente, en vir-

tud de que cada uno ha contribuido a ella, y en el deber de no dañar el ambien-

te en el futuro, cooperando para solucionar las consecuencias presentes de la 

degradación ambiental; la segunda parte consiste en la distinta medida en que 

los Estados han contribuido a la degradación del medio ambiente, lo que hace 

la diferenciación de responsabilidades con especial énfasis a la correspondiente 

a los países desarrollados, quienes han reconocido internacionalmente la res-

ponsabilidad que les atañe”. (2006, p. 96) 

 

El contenido de este principio fue planteado particularmente por la mayoría de los paí-

ses en vías de desarrollo, que tomaron como antecedente las manifestaciones emana-

das de la Declaración de Estocolmo y las consideraron con escepticismo, ya que, como 

lo indica Víctor Urquidi,  

 

“Juzgaron que la responsabilidad del deterioro ambiental debía fincarse no en el 

resultado de su propia actividad económica, sino en el de las naciones que hab-

ían alcanzado ya grados avanzados de industrialización y, de paso, de explota-

ción de los recursos naturales del planeta…” (2000, p. 43-44).  

 

De esta manera, se estableció que la responsabilidad común, no corresponde en par-

tes iguales, sino que se tiene que tomar en consideración el daño ambiental que cada 

Estado realiza, siendo responsables en parte proporcional al daño ambiental causado.  
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2.2.6.32   Principio de Regulación Jurídica Integral 
El derecho ambiental está conformado por un gran número de ordenamientos y dispo-

siciones jurídicas que se han expedido en momentos históricos distintos, de acuerdo 

con los diversos modelos de desarrollo; y como lo expone López Sela y Ferro Negrete,  

“por esa razón, carecen del vínculo que los ordene y dirija hacia el fin último, que es la 

protección del medio ambiente de manera única e integral”. (2006, p. 125)  

Razón por la cual es necesario lograr una armonización y unificación de las legislacio-

nes de los diferentes Estados; en virtud de que el Ambiente es patrimonio común de 

todos los habitantes de la Tierra, razón por la cual se deben respetar y obedecer las 

leyes naturales. Como lo explica Néstor Cafferatta,  

 

“Este principio consiste, por un lado, en la armonización y unificación de las le-

gislaciones a nivel internacional, es decir los regímenes jurídicos de los diferen-

tes Estados y regiones del planeta, en relación a las normas jurídicas ambienta-

les internacionales, destinadas a la prevención, represión, defensa, conserva-

ción, mejoramiento y restauración. Y por otro, en la capacidad tanto del legisla-

dor como del juez de tener una perspectiva macroscópica e integradora del am-

biente, debido a la fragmentariedad de las normas ambientales”. (2004, p. 36) 

 

Como se puede ver, este principio de regulación jurídica integral, exige del legislador 

en primer término, y del intérprete en la fase de aplicación; tener una perspectiva ma-

croscópica e integradora. Este principio se desprende a su vez de los principios once y 

trece de la Declaración de Río, los cuales establecen lo siguiente: 

 

Principio 11: Los Estados deberán promulgar leyes eficaces sobre el medio am-

biente. Las normas, los objetivos de ordenación y las prioridades ambientales 

deberían reflejar el contexto ambiental y de desarrollo al que se aplican. Las 
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normas aplicadas por algunos países pueden resultar inadecuadas y represen-

tar un costo social y económico injustificado para otros países, en particular los 

países en desarrollo.  

 

Principio 13: Los Estados deberán desarrollar la legislación nacional relativa a la 

responsabilidad y la indemnización respecto de las víctimas de la contaminación 

y otros daños ambientales. Los Estados deberán cooperar asimismo de manera 

expedita y más decidida en la elaboración de nuevas leyes internacionales so-

bre responsabilidad e indemnización por los efectos adversos de los daños am-

bientales causados por las actividades realizadas dentro de su jurisdicción, o 

bajo su control, en zonas situadas fuera de su jurisdicción.  

 

En síntesis, como lo señala Silvia Jaquenod “el Derecho Ambiental, se orienta a lograr 

la protección de todos los elementos que integran el ambiente natural y humano, me-

diante un conjunto integral de disposiciones jurídicas que, por su naturaleza interdisci-

plinar, no admiten regímenes divididos y recíprocamente se condicionan e influyen, en 

el ámbito de todas la ramas jurídicas y científicas existentes”. (1991, p. 351)  

  

 
 

2.2.6.33   Principio de Conjunción 
En el campo del derecho, tradicionalmente se distingue entre el derecho público, que 

se ocupa de las relaciones de los poderes entre sí y de estos para con la ciudadanía; y 

por otro lado, el derecho privado que rige las relaciones de los privados entre sí.  

Hoy en día dicha distinción —dado los avances de las ciencias jurídicas— está cada 

día más obsoleta, no solo por las nuevas realidades que deben ser regidas por el dere-

cho, sino que además “han surgido intereses que son públicos y/o privados, pero que al 
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afectar a masas de ciudadanos y al conjunto de bienes en general, se convierten en 

colectivos sin llegar a ser exclusivamente públicos” y este es justamente el caso del 

medio ambiente. Así mismo, la tratadista Silvia Jaquenod agrega que: “El Derecho Am-

biental, sustancialmente público y privado a la vez, en cuanto protector de intereses 

colectivos, de carácter esencialmente preventivo y transnacional, se perfila como una 

combinación de reglas e instrumentos jurídicos que se orientan a lograr la protección 

de todos los elementos que integran el ambiente natural y humano, mediante un con-

junto integral de disposiciones jurídicas que, por su naturaleza interdisciplinar no admi-

ten regímenes divididos”. (1991, p. 351)  

Es así como en el derecho ambiental, se entrelazan normas tanto de derecho público 

como privado; agrega Silvia Jaquenod,  

 

“Así, este principio rector vuelca su efectividad al servicio de la regulación de los 

diferentes elementos y procesos naturales que componen el ambiente natural y 

humano. Por ello el ordenamiento ambiental se caracteriza por ser sistémico, en 

tanto que la regulación de conductas que determina no se realiza aisladamente, 

sino considerando el comportamiento de los elementos naturales y de las distin-

tas interacciones, como consecuencia de las actuaciones del hombre”. (1991, p. 

383) 

 

Como se ha establecido por la declaración de Río y la Agenda XXI —el Programa de 

Acción de la Conferencia de Río' 92—, que constituyen una verdadera constitución am-

biental planetaria, con derechos y obligaciones ineludibles para los Estados, que aun 

cuando sus normas no se hayan generado como obligatorias y operativas; los propios 

Estados las han adoptado como compromiso de naturaleza irreversible, sin necesidad 

de la incorporación a sus legislaciones; todo ello para cumplir con el poderoso mandato 
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de la Conferencia de Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y Desarrollo; el cual es 

poner fin a la degradación del ambiente. De estos textos normativos, surge en el Dere-

cho Ambiental Internacional, la convergencia de normas de derecho administrativo, pe-

nal, procesal, de derecho civil y comercial; pero también de prescripciones de las cien-

cias naturales, las biológicas, las físicas y las económicas, de allí que el ordenamiento 

ambiental se caracteriza por ser sistémico, donde las disposiciones y normas interna-

cionales, en general, están al servicio de la regulación de los diferentes elementos y 

procesos naturales que componen el Ambiente natural y humano. La regulación de 

conductas internacionales no se realiza aisladamente, sino teniendo en cuenta el com-

portamiento de los elementos naturales y las interacciones determinadas en ellos como 

consecuencia de la actividad humana y natural. Como lo establece el artículo 53 de la 

Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados del 23 de Mayo de 1969, al de-

cir que:  

 

"Es nulo todo tratado que, en el momento de su celebración, esté en oposición 

con una norma imperativa de derecho internacional general. Para los efectos de 

la presente Convención, una norma imperativa de derecho internacional general 

es una norma aceptada y reconocida por la comunidad internacional de Estados 

en su conjunto como norma que no admite acuerdo en contrario y que sólo 

puede ser modificada por una norma ulterior de derecho internacional general 

que tenga el mismo carácter". 

 

En síntesis, el principio de conjunción significa la unión en un mismo orden jurídico am-

biental, de la norma internacional y la nacional, debido a que la internacional es cada 

vez más nacional, cada vez más local, y de aplicación inmediata. Donde la norma am-
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biental internacional es "ius cogens", una norma imperativa de carácter internacional 

que no puede ser dejada de lado, sino por otra norma de la misma naturaleza. 

 

 
 

2.2.6.34   Principio de No Regresión Ambiental 
Mario Peña expone que este principio, “enuncia que la normativa y la jurisprudencia 

ambiental no deberían ser revisadas si esto implicare retroceder respecto a los niveles 

de protección alcanzados con anterioridad” (2013, p. 12). Además la Sala Constitucio-

nal ha dicho que:  

 

“La Constitución Política establece que el Estado debe garantizar, defender y 

preservar ese derecho. Prima facie garantizar es asegurar y proteger el derecho 

contra algún riesgo o necesidad, defender es vedar, prohibir e impedir toda acti-

vidad que atente contra el derecho, y preservar es una acción dirigida a poner a 

cubierto anticipadamente el derecho de posibles peligros a efectos de hacerlo 

perdurar para futuras generaciones. El Estado debe asumir un doble comporta-

miento de hacer y de no hacer; por un lado debe abstenerse de atentar él mis-

mo contra el derecho a contar con un ambiente sano y ecológicamente equili-

brado, y por otro lado, debe asumir la tarea de dictar las medidas que permitan 

cumplir con los requerimientos constitucionales”. (Voto número 1999-644 del 29 

de enero de1999)  

  

Por lo tanto, este principio tiene como finalidad, según Mario Peña, de evitar la supre-

sión normativa o la reducción de sus exigencias; por intereses contrarios que no logren 

demostrar ser jurídicamente superiores al interés público ambiental, ya que en muchas 

ocasiones, dichas regresiones pueden llegar a tener como consecuencia daños am-

bientales irreversibles o de difícil reparación”. (2013, p. 12) 
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Al respecto de este principio, Berros y Sbresso indican que: 

 

“El principio de no regresión implica necesariamente una obligación negativa de 

no hacer; de esta forma el nivel de protección ambiental ya alcanzado debe ser 

respetado, no disminuido, sino incrementado. La principal obligación que conlle-

va su correcta aplicación es la de no retroceder, no afectar los umbrales y 

estándares de protección ambiental ya adquiridos; no derogar o modificar nor-

mativa vigente en la medida que esto conlleve disminuir, menoscabar o de 

cualquier forma afectar negativamente el nivel actual de protección; además no 

vulnerar el derecho de las futuras generaciones a gozar de un ambiente sano y 

ecológicamente ecológico, ni disminuir el patrimonio a transmitir a las genera-

ciones futuras como garantía de progreso. Por ello, la prohibición de regresivi-

dad funciona como una garantía sustantiva, que protege a los titulares de dere-

chos frente a normas o políticas regresivas, vedando al Estado el “dar un paso 

hacia atrás”. (2011, p. 4) 

 

Debido al carácter finalista del Derecho Ambiental y siendo sus objetivos, la tutela de la 

vida, la salud y el equilibrio ecológico, a través de normas jurídicas que busquen au-

mentar la biodiversidad y disminuir la contaminación; este principio únicamente podrá 

ser eficaz cuando las modificaciones que le afecten, impliquen un medio ambiente me-

jor y no peor que el anterior.  

Este principio a primera luz no aparece expresa o taxativamente plasmado en ninguna 

de las Declaraciones de Principios, Convenios o Tratados ambientales; sin embargo, 

encuentra su mayor desarrollo y aplicación a nivel internacional, a partir del Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos, como contracara del principio de progresión. 

De esta manera, es posible deducir su contenido, alcances y limitaciones acudiendo al 

Derecho Internacional Ambiental, Derecho Internacional de los Derechos Humanos, 
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Derecho Internacional regulador del Libre Comercio y las Inversiones; a la misma 

Constitución Política, a la normativa interna, y en especial, a la jurisprudencia emanada 

de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia; que en la resolución número 

13367-2012 desarrolla el principio de no regresividad como: 

 

“Una garantía sustantiva de los derechos ambientales, que prohíbe al Estado 

adoptar medidas, políticas ni aprobar normas que empeoren, sin justificación 

razonable ni proporcionada, los derechos alcanzados con anterioridad, deriván-

dolo de los principios de progresividad de los derechos humanos, objetivación 

de la tutela ambiental e irretroactividad de las normas”.  

 

De esta forma y a manera de ejemplos, la reducción territorial o el cambio/rebaja de 

categoría de manejo de un Área Silvestre Protegida, la introducción de mínimos de to-

lerancia más elevados o variación de estándares y umbrales ambientales sin sustento 

técnico-científico que lo justifique, o bien, la omisión al deber de desarrollar vía legal o 

reglamentaria normas ambientales; así como la falta de aplicación sostenida y recu-

rrente de la legislación ambiental, constituyen claras violaciones al principio de no re-

gresión. Sin embargo, sobre este principio, en la sentencia número 5616-2015 de la 

Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica se indica que: 

 

“Como todo principio de derecho, la prohibición de regresividad ambiental no es 

ilimitada ni mucho menos irrestricta, encontrándose condicionada de forma ge-

neral por la totalidad del elenco de derechos fundamentales con los que el de-

recho a un ambiente sano y equilibrado debe coexistir en justo equilibrio, y de 

forma específica, por los principios de razonabilidad y proporcionalidad, por las 

reglas unívocas de la ciencia y la técnica, por el deber de tutela del interés 

público ambiental, por los principios de desarrollo sostenible y uso racional, pre-
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cautorio o evitación prudente, y por la vinculatoriedad de la normativa ambien-

tal”.  

 

De esta forma, las medidas regresivas que pueden afectar derechos ambientales no 

están prohibidas per se a los Estados, y bajo ciertas circunstancias muy calificadas, 

encuentran justificación y validez a la luz del derecho internacional de los derechos 

humanos. Sin embargo, se hace necesaria la consagración expresa del principio de no 

regresión en el contexto de la protección del medio ambiente; en la medida que si que-

remos lograr una rápida y eficaz implementación del desarrollo sostenible es esencial 

hacer progresar el derecho ambiental e integrarlo mejor en las otras ramas de nuestra 

disciplina jurídica.  

 

 
 
2.2.7   Medidas Adoptadas en el Extranjero para Reducir el Consumo 
de Bolsas Plásticas Desechables  
 
En las últimas décadas la preocupación por la contaminación, la sobre-explotación de 

los recursos naturales y la protección del medio ambiente cobró protagonismo en la 

agenda pública de los estados; y por otra parte, el vínculo entre desarrollo, política 

económica y medio ambiente se hizo evidente, al surgir el concepto de desarrollo sos-

tenible.  

A medida que el concepto de sustentabilidad se incorpora en las políticas públicas, y 

los gobiernos buscan instrumentos que logren empatar el desarrollo económico, con la 

preservación del medio ambiente; durante los últimos años, diferentes países han in-

cluido en sus legislaciones más de 60 impuestos ambientales, restricciones y/o prohibi-
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ciones; que buscan reducir o eliminar aquellas prácticas o productos, que se considera 

tienen un impacto negativo sobre el medio ambiente. Entre estos productos las bolsas 

de plástico para el acarreo de mercancías, se han convertido en un tema de interés 

creciente en la agenda ambiental internacional. La bolsa de plástico desechable es uno 

de los productos más impopulares dentro del debate ambientalista; convirtiéndola de-

ntro de la discusión mediática sobre el problema de los residuos sólidos, en un símbolo 

del consumismo de las sociedades modernas debido a que “las bolsas de plástico son 

crecientemente percibidas como peligros ambientales que amenazan el bienestar del 

ser humano y de los animales, en lugar de una comodidad moderna” (Clapp y Swans-

ton, 2009, p. 315).  

En los últimos años, la lista de países que se suman a regular la insostenible práctica 

de la entrega gratuita de bolsas plásticas desechables, es cada vez más numerosa; y 

se presentan algunos ejemplos de cómo, de acuerdo con su tradición legislativa y su 

contexto socioeconómico, diversos países han enfrentado el creciente interés público, 

por el problema que representa la presencia de bolsas de plástico en el ambiente, a 

través de diversos instrumentos de regulación. Como lo explica Dikgang, Leiman y Vis-

ser:  

 

“La regulación ha tomado diversas formas, que van desde acuerdos voluntarios 

e impuestos, hasta una prohibición total o parcial de las bolsas de plástico con-

vencionales. Los acuerdos voluntarios son mecanismos de adhesión voluntaria, 

que generalmente involucran a productores, distribuidores e incluso consumido-

res de bolsas de plástico y otros materiales de empaque. Estos acuerdos pue-

den ser de tipo regional o nacional y tienen como principal propósito, promover 

prácticas de reducción, reutilización y reciclaje del plástico entre la sociedad. 
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Los códigos de conducta, normas, campañas de educación y concientización, 

desarrollo de infraestructura, mercados y prácticas para el reciclaje; así como 

cobros no forzosos a los consumidores por las bolsas de plástico; son algunas 

de las formas que dichos acuerdos pueden tomar. Por su parte, los impuestos 

son gravámenes obligatorios incluidos en la legislación hacendaria de las ciu-

dades, regiones o países. Éstos pueden ser aplicados de forma directa, si el 

cobro se realiza a los consumidores finales, o de forma indirecta, si el cobro 

está incluido en alguna parte de la cadena productiva de las bolsas de plástico, 

y generalmente, no son identificables por el consumidor final. Finalmente, la 

prohibición, total o parcial de los plásticos, puede darse en alguna parte especí-

fica de la cadena de producción, en toda la cadena o por especificaciones técni-

cas de la bolsa.” (2010, p. 2) 

 

En diversos países se han dictado leyes para prohibir o restringir el uso (distribución, 

venta, etc.) de bolsas plásticas desechables, tanto a nivel federal como nacional, esta-

dual, provincial o regional, local o municipal. Asimismo, la mayoría de las normativas 

son de carácter legal, y unas pocas de orden administrativo.  

Desde el punto de vista material, las normativas establecen variadas medidas, las que 

se han clasificado en los siguientes tipos de normas:  

 

1. Los países que prohíben total o parcialmente el uso de bolsas plásticas:  

Dentro de este grupo encontramos por ejemplo las normativas de Argentina, 

Australia, Canadá, y México; pero sólo circunscrita a estados o provincias de-

terminadas. Generalmente la prohibición va acompañada de otras medidas, ta-

les como el cobro por el suministro de otro tipo de bolsas, como el caso de 

Australia; o la implementación de programas de manejo (reducción, reciclaje y 

reutilización) de las bolsas de plástico como el caso de México.  
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2. Los países que establecen un impuesto o tasa, a cargo de las empresas:  

De los países revisados, sólo Dinamarca cuenta con un impuesto a cargo de las 

propias empresas, sea a nivel de comercio minorista como de importadores y 

manufactureros, además de ser una de las primeras legislaciones sobre la ma-

teria.  

 

3. Los países que establecen un impuesto o tasa, a cargo del consumidor:  

Tanto el Reino Unido (incluyendo Inglaterra a partir del 2015) como Irlanda, son 

ejemplos que cuentan con impuestos que gravan a los consumidores o clientes 

de los establecimientos que proveen de bolsas plásticas. En el caso de Irlanda, 

implementaron el PlasTax. Por su parte, en el Reino Unido el ejemplo de Ingla-

terra con la inclusión de una tasa obligatoria de cinco peniques por bolsa, así 

como el caso de Gales, Irlanda del Norte y Escocia que siguen iniciativas simila-

res. 

 

4. Los países donde coexisten normas de prohibición parcial e impuesto:  

Casos como los de China, España, Francia y EE.UU. cuentan con diversidad de 

normas sobre la materia. En el caso de China y Francia, la legislación nacional 

cuenta con ambas opciones; en España se contempla la sustitución progresiva 

de las mismas hasta el 2018 a nivel nacional y la imposición de tasas a nivel au-

tonómico; en EE.UU., California ha establecido la prohibición total, siendo la le-

gislación municipal variada en estos términos.  
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5. Los países donde existen sólo programas voluntarios de cobro de tasas por 

parte del comercio minorista:  

Este es el caso de Alemania, que no cuenta con regulación sobre la materia, ni 

a nivel federal ni de Länder (región).  

 

Para lograr una mejor comprensión del tema, es importante desarrollar algunos de los 

ejemplos de países que han implementado medias para mitigar la contaminación am-

biental que causan las bolsas plásticas, dentro de los que se pueden mencionar los 

siguientes: 

  

2.2.7.1   Bangladesh  

El caso de este país es interesante, por ser el primer lugar en donde se legisló en con-

tra del uso de la bolsa de plástico. El gobierno de este país decidió establecer una 

prohibición total de las bolsas de plástico, luego de que éstas fueran señaladas como 

una de las principales causas de las severas inundaciones sufridas por este país (Envi-

ronment Protection and Heritage Council EPHC, 2002). A partir de marzo del 2002 se 

prohibió la producción y distribución de todas las bolsas de plástico. En principio, esta 

prohibición entró en vigor sólo en la capital, Dhaka, pero luego fue poco a poco exten-

diéndose a todas las ciudades del país. Para Clapp y Swatson,  

 

“El tamaño relativamente pequeño de la industria del plástico limitaba su poder 

estructural, una pobre organización de la industria minó su poder instrumental y 

la fuerza del sentimiento anti-bolsas, derivado de la percepción del daño que 

éstas ocasionaban a la salud humana y a la seguridad de todos. Lo anterior en 
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combinación con la falta de un servicio de recolección de basura eficiente e in-

fraestructura para establecer una industria del reciclado, limitaron el poder de 

cabildeo de la industria”. (2009, p. 315 – 332)  

 

Así, en Bangladesh, ante el limitado poder de la industria y su inhabilidad para articular 

respuestas a los señalamientos a las bolsas de plástico como elementos de riesgo, el 

sentimiento anti-bolsa se materializó en una ley que las prohibió totalmente.  

 

 

 

2.2.7.2   Senegal 
En Senegal entró en vigor desde el año 2016, una ley adoptada por el Parlamento se-

negalés, destinada a proteger el medio ambiente y la fauna del país. La nueva ley 

prohíbe la producción, importación, venta y distribución de estas bolsas en todo el terri-

torio nacional; ya que en los últimos años se habían convertido en un gran problema 

debido a su extendido uso. 

La multa en caso de incumplimiento puede ascender hasta $33.000 dólares y una pena 

de seis meses de prisión. 

Otros países de la zona como Mali, Mauritania, Togo, Costa de Marfil, Burkina Faso, 

Guinea Bissau y Níger siguen el mismo ejemplo que Senegal y tampoco permiten el 

uso de bolsas de plástico desechables. 
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2.2.7.3   Sudáfrica 
En 2002 el gobierno de Sudáfrica y representantes de la industria firmaron un acuerdo 

para regular el uso de la bolsa de plástico con el objetivo de reducir su uso en un 50%. 

El nivel del gravamen cobrado en Sudáfrica a las bolsas de plástico es muy bajo; pues 

aunque se puede considerar que tuvo éxito en un principio, luego de presiones por par-

te de la industria, el gobierno decidió disminuir el monto del impuesto. “En consecuen-

cia, la señal de precio que se pretendía enviar al mercado para cambiar el comporta-

miento de los consumidores perdió fuerza” (Dikgang, 2010, p. 1). 

 

 

 

2.2.7.4   Australia 
No existe en este país una legislación nacional, sino que la prohibición de las bolsas 

plásticas, se aplica a través de normativas estaduales; vigentes en cuatro estados: 

Tasmania, Australia del sur, el territorio del norte y el territorio de la capital australiana. 

El gobierno del Territorio de la Capital Australiana (ACT, por sus siglas en inglés) 

prohibió a todos los comerciantes minoristas proveer bolsas plásticas no reutilizables 

de polietileno (de 35 micrones o menos), para llevar mercaderías, desde el 1 de no-

viembre de 2011. Sin embargo, los comerciantes podrán cobrar por el suministro de 

otro tipo de bolsas. Asimismo, no están prohibidas: las bolsas barrera (dispensadas por 

un rollo, para colocar artículos tales como fruta y verduras sueltas), bolsas de compras 

más pesadas, generalmente usadas por las tiendas de ropa y grandes almacenes; bol-

sas resistentes, diseñadas para reutilización múltiple, tales como las bolsas ecológicas, 

bolsas biodegradables compostables (convertibles en abono) que cumplen con la Nor-

ma Australiana; bolsas de papel y bolsas a la venta para la basura.  
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2.2.7.5   China 
En China, en la década de 1990 y debido a la generalizada contaminación por bolsas 

de plástico, unas pocas ciudades y provincias trataron de introducir políticas para limitar 

su uso, pero la deficiente aplicación condujo a un éxito limitado.  

Desde el 1° de junio de 2008, dos meses antes de iniciarse los Juegos Olímpicos de 

Verano en Beijing, se dictó en China una regulación nacional prohibiendo a las empre-

sas la fabricación, venta o uso de bolsas plásticas de menos de 0,025 milímetros de 

espesor.  

Esta norma, emitida por el Consejo de Estado de China (que constituye el más alto ni-

vel de regulación administrativa), permite la venta de las bolsas de plástico más dura-

deras en mercados y tiendas (las cuales también se cobran). Asimismo, solicita a la 

población un retorno a las bolsas de tela y a las canastas de compras para reducir el 

uso de las bolsas plásticas.  

La norma también insta a los recolectores de residuos a intensificar los esfuerzos de 

reciclaje para reducir la cantidad de bolsas quemadas o enterradas y a las autoridades 

financieras les solicita considerar medidas fiscales para desalentar la producción y ven-

ta de estas bolsas.  

Según datos del China Daily, en el año 2013, luego de 5 años de dictada la norma de 

prohibición, la Comisión Nacional de Desarrollo y Reforma (NDRC, por sus siglas en 

inglés), máximo órgano de planificación económica de China, emitió un estudio seña-

lando que ésta habría permitido la reducción en el consumo de por lo menos 67 mil mi-
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llones de bolsas (más de dos tercios del consumo previo), ahorrando un equivalente de 

6 millones de toneladas de petróleo.  

Se estima que el nivel de cumplimiento de la regulación que prohíbe el uso de la bolsa 

no alcanza el 20% en algunos lugares de la China rural y el cumplimiento en mercados 

sobre ruedas es menor al 5%.  

Por otro lado, para hacer cumplir la norma, se reunió y entrenó a más de 600,000 ins-

pectores para revisar más de 250,000 tiendas departamentales y supermercados. Por 

otra parte, más de 800,000 puestos de trabajo relacionados con la industria del plástico 

se han perdido.  

 

 

 

2.2.7.6   Irlanda  
De acuerdo a una regulación del Ministerio del Medio Ambiente (S.I. No. 605/2001 

Waste Management Environmental Levy Regulations) de 2001, a partir del 4 de marzo 

de 2002 se introdujo un impuesto o “PlasTax” de 15 centavos de euro por cada bolsa 

de plástico. Desde julio de 2007, las autoridades irlandesas decidieron incrementar di-

cho impuesto a 22 centavos de euro, debido a un leve incremento en el uso de bolsas 

plásticas entre 2005 y 2006.  

El impuesto pagado por el consumidor, se aplica tanto a las bolsas de plástico biode-

gradables como a las tradicionales; expendidas en tiendas, supermercados y otros lu-

gares públicos.  

Sin embargo, existen excepciones al impuesto, como el caso de las bolsas reutilizables 

vendidas a más de 70 centavos de euro, las bolsas pequeñas usadas para el empaque 
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de productos agrícolas, carnes frescas, hielo, frutas y verduras, y para las bolsas utili-

zadas en aviones y barcos.  

Los ingresos de dicho impuesto, junto a los del impuesto por residuos, van dirigidos al 

Fondo del Medio Ambiente, administrado por el Ministerio del Medio Ambiente.  

Según datos del Department of Housing, Planning, Community and Local Government 

de Irlanda, se calcula que después de la entrada en vigor del impuesto, la utilización de 

bolsas de plástico cayó en un 90%.  

En el periodo que antecedió al impuesto, las bolsas de plástico representaban 5% del 

total de desechos. Este porcentaje disminuyó al 0.32% en 2002, 0.25% en 2003 y 

0.22% en 2004 (Dikgang, 2010, p. 3).  

Uno de los factores que explica el éxito del impuesto a las bolsas de plástico en Irlanda, 

fue el consenso social sobre la necesidad del impuesto, sobre todo, a través de una 

campaña publicitaria en la que se explicaban tanto los impactos negativos de las bolsas 

sobre el medio ambiente, como las repercusiones económicas que ocasionan. Además, 

“en la campaña publicitaria se hizo énfasis sobre la necesidad de introducir un cobro 

por ellas, cuyo monto fuera lo necesario para evitar que la gente hiciera una disposición 

incorrecta de las bolsas de plástico” (Convery, 2007, p. 11).  

Finalmente, se explicó a los ciudadanos que el dinero recaudado por concepto de este 

impuesto, sería canalizado a un fondo que se destinaría para financiar programas de 

carácter ambiental.  

Otro factor determinante del éxito del Plastax, es que la mayoría de las bolsas plásticas 

en Irlanda eran de importación; es decir, no hubo una industria que se opusiera al im-
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puesto al ver afectados sus intereses, ni un detrimento del bienestar social causado por 

la pérdida de empleos por la disminución en el consumo de este bien.  

“Se estima que en 1999, 79% de las bolsas que se consumían en Irlanda eran importa-

das y el 11% eran producidas por cuatro empresas que operaban en el país. Desde la 

aplicación del impuesto sólo una de ellas se vio forzada a salir del mercado, causando 

la pérdida de 26 puestos de trabajo”. (Fehiley, 1999, citado en Convery, 2007, p. 1-11)  

 

 

 

2.2.7.7   Dinamarca 
A partir de 1994, en Dinamarca se estableció un impuesto sobre los materiales de em-

paque, a cargo de los comerciantes minoristas. Éste derivó, en el año 2005, en uno 

sobre los residuos en general.  

En este país, los fabricantes e importadores de bolsas de plástico, están obligados a 

pagar un impuesto basado en el peso de las bolsas. Los minoristas, a su vez, compran 

las bolsas de plástico a precios superiores en virtud del impuesto. Estos últimos, no 

están obligados a trasladar el impuesto a sus clientes, pero algunos, especialmente los 

supermercados, trasladan dicha carga a los consumidores.  

De acuerdo a un artículo de prensa de 2011, luego de establecido el impuesto de 5,80 

dólares por kilogramo, los consumidores daneses pasaron de utilizar cerca de 750 mi-

llones de bolsas al año en 1993, a 300 millones en 1995 (GEJI 2009).  

 

 

 



  145 

 

2.2.7.8   Italia  
Desde el año 2010 obligan al comercio y a todas las tiendas a contar con bolsas reali-

zadas de tela, papel o plástico reciclado. 

En Italia, hoy en día muchos negocios y cadenas comerciales están aplicando la norma 

UNI-EN 13432, sustituyendo las bolsas de polietileno por aquellas biodegradables que 

privilegian la utilización de materias primas acordes; las llamadas “bolsas verdes” pro-

ducidas según la norma de referencia que según datos de Environmental Technologies 

Inc. (“EPI”),  

 

“Está relacionada con el desempeño de los plásticos en la producción de com-

postage comercial, no siendo pues estándares de biodegradación. Este tipo de 

estándar fue desarrollado para polímeros hidro-biodegradables en los cuales el 

mecanismo que induce la biodegradación está basado en su reacción con el 

agua”. 

 

Así las cosas, a partir de la Ley 296 del 27 de diciembre de 2006 (Ley Financiera para 

el 2007), se estableció en Italia la prohibición de la comercialización de bolsas no bio-

degradables para la entrega de mercadería. Sin embargo a partir de la Ley 102 del 3 de 

agosto de 2009, la fecha fue prorrogada hasta el 1° de enero de 2011. 

En virtud de ello, algunas administraciones públicas, en particular los municipios, están 

trabajando en forma anticipada a la entrada en vigor de la Ley nacional. 

En el caso de la Región Piemonte, a través de acuerdos firmados con cadenas de su-

permercados se premiaba con descuentos a los ciudadanos que realizaran sus com-

pras con bolsas reutilizables, anticipando la prohibición de las bolsas de plástico a partir 

de enero de 2011. 
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Los ciudadanos que se presentaran en las cajas de los supermercados y exhibieren la 

bolsa reutilizable con toda la mercadería comprada, disponían de la posibilidad de ob-

tener un descuento de 5 euros. 

Cabe señalar el alto grado de participación e involucramiento del sector comercial, 

siendo más de 300 los supermercados adheridos a esta iniciativa regional; cuyo slogan 

publicitario y de sensibilización encabezaba la campaña diciendo: “Nessuna scusa, la 

borsa si riusa” (ninguna excusa, la bolsa se reutiliza). 

Asimismo la Ciudad de Torino, también perteneciente a la Región Piemonte; una de las 

pioneras en afrontar la gestión de bolsas plásticas, inició un programa que prevé la 

prohibición gradual de distribución de bolsas de polietileno para realizar compras. 

Otro ejemplo que muestra los avances respecto de la utilización de bolsas biodegrada-

bles en Italia es el de la Región Lombardía, particularmente en la Provincia de Milano. 

Esta última desarrolló un proyecto con el fin de reducir el uso de bolsas plásticas desde 

el origen. En abril de 2009, la provincia junto a cadenas de súper e hipermercados y 

compañías de logística, pusieron a disponibilidad de los consumidores 2,5 millones de 

bolsas biodegradables. Las mencionadas bolsas son de un material llamado “Mater-Bi”, 

fabricado con recursos renovables de origen agrícola que garantiza una resistencia físi-

ca similar a las bolsas plásticas convencionales. 

Este tipo de iniciativas representan el primer paso de una colaboración que involucra 

actores importantes en el ciclo de emisión de residuos plásticos; para lo cual se utiliza 

una campaña de sensibilización, involucrando el comportamiento de productores, dis-

tribuidores y consumidores. 
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Las cadenas comerciales involucradas lo ven hoy en día como un deber y no como una 

ventaja comercial a ser utilizada publicitariamente. 

 

 

 

2.2.7.9   Inglaterra 
El 14 de septiembre de 2013, el Viceprimer Ministro, Nick  Clegg, anunció en Inglaterra 

la imposición de una tasa obligatoria de cinco peniques por el uso de bolsas plásticas 

desechables, que entraría en vigor en 2015. 

La recaudación proveniente de esta tasa, que sólo se aplicará a los supermercados y 

grandes tiendas, se destinará a obras de caridad. 

Según datos del 2014 del Waste & Resources Action Programme, Inglaterra ha conse-

guido reducir el uso de bolsas de plástico en un 85% en un año tras la implantación de 

una tasa de 5 peniques por bolsa, demostrando la eficacia de este tipo de medidas pa-

ra reducir las grandes cantidades de bolsas de plástico procedentes de supermercados 

e incrementar el uso de bolsas reutilizables. 

Solamente en los primeros seis meses, y solamente en los 7 mayores supermercados, 

esta nueva tasa ha evitado que 500 millones de bolsas de plástico terminen en la basu-

ra o en el medio ambiente. 

La cadena de supermercados Tesco registró una reducción del 78% en el consumo de 

bolsas de plástico. Se notó un cambio mayor en los clientes de compra online, en don-

de el 50% de los compradores prefieren sus envíos sin bolsas. 

La norma sólo afecta a grandes tiendas (de más de 250 empleados) y a las bolsas de 

menos de 70 micras (0.7 mm) de espesor.  Este impuesto sigue a iniciativas similares 
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implantadas en la región: en Irlanda en 2002, en Gales en 2011,  en Irlanda del Norte 

en 2013 y en Escocia en 2014, con reducciones del 95%, 76%, 71% y el 80% respecti-

vamente en el primer año.  

 

 

2.2.7.10   España 
A nivel legal nacional, en el año 2011, la Ley 22/2011 de Residuos y Suelos Contami-

nados estableció un calendario para la sustitución progresiva de las bolsas de plástico 

desechables no biodegradables, hasta su total prohibición en el año 2018. También 

esta ley estableció que, a partir de enero de 2015, las bolsas plásticas que se distribu-

yan deban tener un mensaje alusivo al daño al medio ambiente que producirían.  

Asimismo, entre los años 2010 y 2011 se realizó una fuerte Campaña Institucional del 

Ministerio de Medio Ambiente y Medio Rural para la reducción de las Bolsas plásticas 

comerciales desechables; con el objeto de reducir su utilización por parte de los con-

sumidores.  

Las Comunidades Autonómica como Cantabria, Andalucía y Catalunya han estado to-

mando medidas legislativas para su reducción a través del establecimiento de un im-

puesto para los establecimientos comerciales que las entreguen a los consumidores.  

A partir del 31 de marzo de 2017, quedó prohibida la entrega gratuita de bolsas de 

plástico en todos los comercios de Catalunya y también en los servicios de reparto a 

domicilio, según ha publicado el Diario Oficial de la Generalitat. La medida afecta a to-

das las bolsas de plástico de asas, incluyendo: el plástico en general, el plástico oxo-

degradable y el plástico biodegradable; con exclusión de las compostables que cum-

plan los requisitos de la norma UNI-EN 13432 o equivalente. Este impuesto, no inclu-
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ye las pequeñas bolsas blancas o transparentes, sin asas, habituales en los puestos de 

alimentación de mercados y supermercados.  

La Agència de Residus de Catalunya (ARC) inició una campaña informativa dirigida a 

comercios y a la ciudadanía en general, para comunicarles que las bolsas de plástico 

dejan de ser gratuitas y que tienen diversas alternativas para llevar la compra. 

Mercè Girona, presidenta de la Fundació per a la Prevenció de Residus i el Consum 

Responsable, se muestra a favor de medidas que limiten el uso de las bolsas de plásti-

co, pero cree que se ha perdido una oportunidad de ir más lejos. Afirma que "La deci-

sión es tímida, poco valiente, además de fomentar la picaresca”. En su opinión, lo que 

debería haberse hecho, es aplicar un precio unificado a todas las bolsas -por ejem-

plo, 10 céntimos- a partir de un impuesto ambiental que revirtiera en el medio ambiente. 

Con la medida que entró en vigor, dice, "cada vendedor decide el precio que le resulta 

más conveniente y el consumidor pierde la conciencia del problema de las bolsas".  

Por su parte, en Andalucía; con la entrada en vigencia desde el 1 de mayo de 2011, de 

la Ley 11/2010, de medidas fiscales para la reducción del déficit público y para la sos-

tenibilidad; en su artículo séptimo, crea y regula el Impuesto sobre las Bolsas de Plásti-

co de un solo uso en Andalucía (IBP) que con una finalidad medioambiental, grava el 

suministro de bolsas de plástico por los establecimiento comerciales situados en el te-

rritorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

La Orden de la Consejería de Hacienda y Administración Pública, del 14 de abril de 

2011 (Boja 82, de 28 de abril) aprueba los modelos 751 de autoliquidación trimestral y 

752 de declaración anual; determina el lugar de pago y regula determinados aspectos 
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para la aplicación del IBP. El IBP entró en vigor el 1 de mayo de 2011 (DF 5ª del Decre-

to Ley 7/2010, de 28 de diciembre). 

Este impuesto sobre las bolsas de plástico de un solo uso es un impuesto de carácter 

indirecto y naturaleza real, cuyo objeto es disminuir su utilización, con la finalidad de 

aminorar la contaminación que generan y contribuir a la protección del medio ambiente.  

El hecho generador, es el suministro de bolsas de plástico por un establecimiento co-

mercial entregadas a los consumidores en los puntos de venta. Sin embargo, están 

exentas del Impuesto: 

 

- Las bolsas de plástico suministradas por establecimientos comerciales dedi-

cados a la venta minorista, cuyos titulares estén dados de alta exclusivamente 

en alguno de los epígrafes de la agrupación 64 del Impuesto sobre Actividades 

Económicas, con excepción de los epígrafes comprendidos en los grupos 645, 

646 y 647. 

- Las bolsas reutilizables (son las bolsas que se venden para su reutilización) 

- Las bolsas biodegradables 

 

De esta forma, el impuesto supondrá el pago por cada bolsa de un solo uso, a excep-

ción de las bolsas de plástico biodegradables, las diseñadas para su reutilización y las 

destinadas a envolver pescado y carne fresca, frutas y hortalizas, y alimentos cocina-

dos o congelados; de forma que estarán exentos de este impuesto las bolsas suminis-

tradas por establecimientos comerciales dedicados a la venta minorista, como pesca-
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derías, carnicerías, fruterías, panaderías, heladerías o confiterías o pequeñas tiendas 

de alimentación. 

Son sujetos pasivos a título de contribuyentes los titulares de establecimientos que su-

ministren bolsas de plástico de un solo uso a los consumidores. 

La base Imponible la constituye el número total de bolsas de plástico de un solo uso 

suministradas por el sujeto pasivo durante el período impositivo. 

En el ejercicio 2017, la tarifa será de 5 céntimos de euro por cada bolsa de plástico de 

un solo uso suministrada. 

En el ejercicio 2018 y posteriores, la tarifa será de 10 céntimos de euro por cada bolsa 

de plástico de un solo uso. 

 

 

 

2.2.7.11   Francia 
En Francia, la prohibición nacional del uso de bolsas plásticas se adoptó en 2006 con 

la Ley 2006-11, la que estableció la prohibición de comercialización de bolsas no bio-

degradables a partir del año 2010. El artículo 47 de la norma legal estableció que,  

 

“Con el fin de proteger el medio ambiente y fomentar el desarrollo de los pro-

ductos biodegradables, un decreto determinará las condiciones de la prohibición 

de distribución, gratuita o comercializada, de bolsas desechables de plástico no 

biodegradables, al consumidor final”.  

 

Este artículo se originó en una moción de la Cámara de Diputados de Francia. En octu-

bre del año 2005, los diputados votaron de forma unánime proponer la prohibición no 

sólo de las bolsas plásticas, sino de todo tipo de embalaje plástico convencional, inclui-
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das las botellas plásticas para champús, detergentes agua, etc., y reemplazarlo con 

embalaje de plástico biodegradable a partir de 2010. Aparte de la protección del medio 

ambiente, la iniciativa tenía como objetivo el desarrollo y fomento de productos agríco-

las que sirvan para desarrollar plásticos biodegradables.  

Sin embargo, después de consultarlo con el Gobierno y, según la organización Notre-

planete.info, de la presión ejercida por la industria, el Senado francés rechazó el párra-

fo en su versión original; limitando su alcance a la distribución de bolsas plásticas.  

Por su parte, la Ley de Finanzas de 2010, en su artículo 47 estableció que, 

  

“A partir del 1 de enero de 2014, las bolsas de plásticos de un solo uso, cuyas 

características serán definidas por decreto, se integran al sistema de impuesto 

general sobre actividades contaminantes. Este impuesto es para toda persona 

que ofrece en el mercado nacional el uso de estas bolsas por primera vez. Sin 

embargo, no se aplica a las bolsas de plástico biodegradables, que deben cons-

tar con un mínimo de 40% de la masa de material vegetal, la tasa es de en 10 

euros por kilo”.  

 

Finalmente, la Asamblea Nacional aprobó el 14 de octubre 2014, el proyecto de ley so-

bre la transición energética para el crecimiento verde. El texto se encuentra actualmen-

te para ser considerado por el Senado. En la exposición de motivos del proyecto de ley 

se señala que el Título IV del mismo,  

 

“Tiene por objeto promover la lucha contra el despilfarro, la reducción de los re-

siduos en origen y el desarrollo de la economía circular que innova en el diseño 

de los productos y de los materiales, la extensión de la vida del producto, favo-

reciendo el reciclaje y las complementariedades entre las empresas que gene-

ran los desechos y las que los utilizan como materia prima”.  
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El artículo 19 se inscribe dentro del objetivo de la ley en relación a la transición hacia 

una economía circular y lo separa en objetivos de prevención y gestión de los residuos, 

cuyo desarrollo de la valorización de estos residuos (al menos la valorización energéti-

ca), y en consecuencia, la disminución a la mitad de la cantidad de residuos vertidos 

para el año 2025.  

En particular, el artículo 19 (nuevo) del proyecto de ley modifica el artículo L. 541-10-5 

del Código del Medio Ambiente, señalando que a partir del 1 de enero de 2016 se pone 

fin a la entrega, a título oneroso o gratuito:  

 

- De las bolsas plásticas desechables para embalaje de las mercancías en el 

punto de venta 

- De las bolsas plásticas desechables destinadas al envasado en el punto de 

venta que no sean bolsas de la compra, exceptuándose las bolsas composta-

bles en compostaje doméstico y hechas en su totalidad o parte de materiales de 

origen biológico.  

 

El mismo artículo dispone que un decreto del Consejo de Estado determine las condi-

ciones de aplicación de estas normas, estableciendo en especial, el contenido biológico 

mínimo de las bolsas de plástico desechables de origen biológico y las condiciones en 

las que se incrementará progresivamente. En el mismo sentido, el artículo 21 (nuevo) 

prohíbe la producción, distribución, venta, suministro y uso de bolsas de plástico oxo-

fragmentable. Luego, aclara que las bolsas de plástico oxofragmentables son degrada-

bles pero no asimilables por los microorganismos. 
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2.2.7.12   Alemania 
Hasta la fecha, Alemania no cuenta con una regulación, ni a nivel federal ni de Länder 

(región), referida especialmente a medidas para la prohibición o reducción del uso, ven-

ta o distribución de las bolsas plásticas, sino que quedan sujetas a las normas genera-

les sobre envasado.  

De esta manera, las bolsas elaboradas de materiales sintéticos o bolsas plásticas se 

rigen por el “Reglamento relativo a la prevención y el reciclado de envases residuales” 

y que tiene por objeto evitar el impacto medioambiental de los envases. Además, se 

prioriza su reutilización y reciclaje, es por ello que se habla de “Einweg” y “Mehrwegtü-

ten”. Las primeras corresponden a aquellas bolsas desechables (de un sólo uso), mien-

tras que las segundas son aquéllas reutilizables.  

En el caso de las bolsas desechables, su composición más habitual es de polietileno de 

plástico que no se degrada en el medio ambiente; en cambio, aquellas que se produ-

cen a partir de almidón termoplástico (maíz o la papa) o aquellas que mezclan plástico 

y ácido poliláctico, que según ellos sí se degradarían.  

Las bolsas reutilizables tienen, en su composición, materiales orgánicos como el al-

godón o yute como también, pueden tener una mezcla entre estos materiales y otros 

como polipropileno y poliéster.  

Tanto los envases desechables como los reutilizables deben tener un símbolo que se-

ñale su composición, ejemplo de ello es el punto verde o Grüner Punkt además de te-

ner un espesor no menor de 0,05 milímetros.  

Por su parte, al igual que en Holanda, Portugal y Hungría, en Alemania los comercios 

minoristas voluntariamente cobran a los clientes por las bolsas de plástico que se les 
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entrega. En los supermercados habitualmente se cobra alrededor de 10 a 15 centavos 

de euro por cada bolsa, mientras que en negocios como farmacias, perfumerías, tien-

das de ropa o productos electrónicos aún es costumbre que se haga entrega gratuita 

de los envases plásticos.  

Respecto a posibles regulaciones más restrictivas sobre el uso de bolsas plásticas, en 

septiembre de 2014 el diputado del SPD Detlev Pilger manifestó su intención de pre-

sentar un proyecto para la prohibición del uso de las bolsas no reciclables y reducir el 

uso de las reciclables. Esta postura no es compartida por todos los partidos, ya que 

algunos plantean que el hecho de tener que cancelar por cada bolsa de supermercado 

ya regularía su uso.  

 

 

 

2.2.7.13   Estados Unidos de América  
El gobierno federal de Estados Unidos ha seguido una política basada principalmente, 

en los acuerdos y los programas voluntarios de educación y concientización sobre la 

problemática derivada del uso de bolsas de plástico y otros materiales de empaque. La 

industria del plástico es la tercera en tamaño en el país, con alrededor de 1.4 millones 

de trabajadores; esto le da un poder estructural significativo que le permite actuar como 

―”un grupo poderoso de cabildeo que dirige sus esfuerzos para influenciar la política 

pública sobre los temas que son del interés de la industrial” (Romer, 2007, p. 442).  

De acuerdo con un reporte de 1999 de la Film and Bag Federation (federación de film y 

bolsas de plástico), sólo la industria de las bolsas de plástico tenía 42,000 trabajadores 

en cerca de 500 plantas en todo el país ese año. Este sector representaba, según el 
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mismo informe citado en Clapp y Swatson (2009, p. 315 - 332), cerca del 13% de la 

fabricación de plástico en EUA. Su gran poder de influencia, dada su importancia es-

tructural en la economía del país, puede ser la explicación de por qué no existe una 

legislación de alcance nacional, que prohíba o limite el uso de las bolsas de plástico y 

que en su lugar; se han privilegiado los acuerdos voluntarios y los programas de edu-

cación para promover el reciclado, siendo esta materia regulada actualmente sólo a 

través de normas de nivel estatal o local.  

Sin embargo, existe un proyecto de ley en el Congreso de los EEUU, en actual discu-

sión (aunque sin movimiento desde abril de 2009), denominado The Plastic Bag Reduc-

tion Act (H.R. 2091) del año 2009. El proyecto establece un impuesto específico para 

los minoristas (retail) de 5 centavos de dólar por la entrega de bolsas desechables, que 

aumentaría a 25 centavos de dólar en 2015. Este proyecto permite a los minoristas el 

reembolso de dicho impuesto siempre que cuenten con un programa de reciclaje para 

este tipo de bolsas.  

Además, se encuentra en tramitación desde el 2010 (aunque sin movimiento reciente) 

una resolución (H. Res. 1506) no vinculante de la Cámara de Representantes destina-

da a alentar a los gobiernos estatales y locales para establecer programas de reciclaje 

de bolsas plásticas.  

En general, el gobierno federal de Estados Unidos ha seguido una política basada prin-

cipalmente, en los acuerdos y programas voluntarios de educación y concientización 

sobre la problemática derivada del uso de bolsas de plástico y otros materiales de em-

paque. Por ejemplo, el Consejo Nacional del Medio Ambiente y la Industria del Plástico, 
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han promovido desde hace varios años la utilización de bolsas reutilizables como alter-

nativa a las bolsas de plástico.  

Dado que el manejo de los residuos sólidos es una prerrogativa del nivel local de go-

bierno, diferentes localidades, ciudades y condados, han intentado frenar el crecimiento 

en el uso de las bolsas de plástico y, sobre todo, evitar los impactos negativos al medio 

ambiente derivados de su incorrecta disposición, no sin resistencia por parte de la in-

dustria.  

Luego de que el cabildeo de la industria del plástico lograra transformar una iniciativa 

de ley que pretendía incluir un impuesto a la bolsa de plástico en un acuerdo voluntario, 

e incluso lograra que el gobernador de California promulgara una ley, donde específi-

camente se incluyera una línea que hacía imposible que cualquier otro nivel de gobier-

no tratara de imponer un impuesto o auditoría adicional a la requerida por el acuerdo 

voluntario, la ciudad de San Francisco logró promulgar una ley de prohibición que tiene 

como intención frenar el consumo de bolsas desechables (Romer, 2007, p. 439 - 465).  

Según el Departamento del Medio Ambiente de San Francisco, la enmienda promulga-

da por el gobierno estatal fue el resultado del gasto de $1 millón de dólares por parte 

de la Alianza Progresista de la Bolsa para cabildear en la legislatura estatal y, así, pre-

venir cualquier tipo de gravamen sobre las bolsas de plástico (Macey, 2007, citado en 

Clapp y Swatson, 2009, p. 315 - 332).  

En el caso de Chicago, se implementó un impuesto en las bolsas desechables que la 

gente usa en tiendas y supermercados. En la actualidad, los consumidores pagan siete 

centavos de dólar cada vez que piden una.  
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En un estudio encabezado por la profesora Tatiana A. Homonoff, de la Universidad de 

Nueva York. Según los resultados del estudio; la ciudad ya ha registrado una reducción 

en el uso de bolsas de plástico. Aunque los datos del estudio —el cual fue encargado 

por la ciudad, en asociación con: ideas42 y el Laboratorio de Energía y Ambiente de la 

Universidad de Chicago— fueron obtenidos, sólo durante el primer mes después de 

que el impuesto fue implementado, los resultados muestran un cambio en la conducta 

de consumidores.  

 

“Antes de que el impuesto estuviera vigente, un 82% de los 14,168 consumido-

res en el estudio, usaron por lo menos una bolsa desechable en cada compra. 

En cuanto se agregó el cargo adicional, sólo un 49% dijo que había optado por 

usar una bolsa desechable; lo que significa un descenso de un 33% en ese pri-

mer mes. Mientras tanto, el uso de bolsas reutilizables se incrementó en un 

20% después de que se agregó el impuesto. Las investigaciones sugieren que 

una recompensa financiera por traer una bolsa reutilizable no sería tan convin-

cente como un cargo aplicado por pedir una bolsa de plástico. “La gente cambia 

sus hábitos más cuando están perdiendo dinero que cuando lo están ganando”, 

dice Homonoff". 

 

Homonoff también ha estudiado el impuesto sobre bolsas en Washington DC, primer 

lugar en aprobar este impuesto en 2010. La académica observa que la respuesta en la 

capital es parecida a la de Chicago. “En cuanto se implementó, notamos una reducción 

brusca sin ningún rebote grande… después de una reducción en el uso de bolsas de-

sechable, el uso se estabilizó y se mantuvo en un nivel bajo”. El impuesto de Chicago 

aún es bastante nuevo y Homonoff dice que habrá estudios de seguimiento.  
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A lo largo de los últimos años, varias ciudades estadounidenses han eliminado las bol-

sas de plástico o han revocado prohibiciones existentes de ellas. Como indica Homo-

noff,  

 

“Aunque reducir nuestra huella en cuanto a bolsas de plásticos evitará que 

éstas entren a la corriente de desechos, con frecuencia las restricciones pro-

puestas han tenido una fuerte oposición. Por ejemplo, en 2007 un cabildero de 

Maryland afirmó que un impuesto en bolsas era esencialmente “antiestadouni-

dense”, ya que les quitaría opciones a los consumidores”. 

 

Actualmente, en 4 estados (Massachusetts, Nueva Jersey, Rhode Island y Puerto Rico) 

se está discutiendo la prohibición total de las bolsas plásticas desechables y otros 4 

estados (Massachusetts, Nueva Jersey, Nueva York y Pennsylvania) están conside-

rando imponer una tasa o impuesto sobre la distribución de bolsas, que recaerá sobre 

el comprador, sea directa o indirectamente (entre 1 y 15 centavos de dólar por bolsa). 

Dependiendo del estado, los ingresos recaudados por tasas o impuestos podrían ser 

utilizados para fomentar el reciclaje, o a cubrir los gastos de parques estatales y sitios 

históricos, aunque una porción de los ingresos también podría ser devuelta a las tien-

das minoristas.  

Últimamente, en todo el país, más de 150 ciudades y condados han impuesto prohibi-

ciones o tasas al uso de bolsas plásticas, en un intento de reducir los cerca de 100 mil 

millones de unidades utilizadas anualmente en los Estados Unidos.  

Como se mencionó, la ciudad de San Francisco, en el estado de California, fue la pri-

mera jurisdicción en el país en prohibir las bolsas plásticas. Con el fin de reducir el 

número de éstas, se dictó una Ordenanza Municipal (Plastic Bag Reduction Ordinan-
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ce), de abril de 2007, que dispuso que a partir de octubre del mismo año, los principa-

les supermercados no pudieran utilizar bolsas plásticas (provenientes de petróleo), lo 

que se extendería a las principales farmacias a partir de abril de 2008. La ordenanza, 

que modificó el Código Ambiental de San Francisco, en la sección 1703 denominada 

“Mandatory use of recyclable and compostable checkout bags”, establecía que:  

 

- Los locales comerciales tendrán la obligación de entregar a sus clientes bolsas 

de papel reciclable y/o bolsas biodegradables y/o bolsas reutilizables.  

- El no cumplimiento por parte de cualquier establecimiento comercial será suje-

to a sanciones de carácter administrativo y penal, establecidas en la sección 

1705.  

 

La ordenanza pretendía reducir el uso de bolsas de plástico desechables mediante el 

uso de bolsas reutilizables, definidas como cualquier bolsa de plástico al menos 2,5 

milímetros de espesor. Esto dio lugar a la consecuencia no deseada de que las tiendas 

entregaran bolsas de plástico grueso. 

En octubre de 2012 se dictó una nueva ordenanza, complementando la anterior, que 

extendió la prohibición a todas las tiendas minoristas y a los establecimientos de ex-

pendio de alimentos, a partir del 01 de octubre 2013. Además, se estableció un cargo 

mínimo de 10 centavos de dólar para los compradores por la entrega de las bolsas 

permitidas (bolsas compostables, de papel reciclado o reutilizables), el que se puede 

evitar si el comprador trae su propia bolsa. 

Al permitirse que los establecimientos puedan guardarse la ganancia de la venta de las 

bolsas, se compensa el costo de proveer bolsas adecuadas. 
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Otras grandes ciudades estadounidenses que han implementado estas prohibiciones 

son Los Ángeles (en enero de 2014) y Chicago (en abril de 2014).  

 

 

2.2.7.14   México  
Para entender de mejor manera la situación actual de la regulación ambiental mexica-

na, particularmente en los instrumentos aplicados para disminuir el consumo de bolsas 

plásticas; es necesario revisar los antecedentes normativos de esa nación.  El 7 de no-

viembre de 2003 apareció publicada en la Gaceta Parlamentaria, la iniciativa de la Ley 

de Impuestos Ambientales que presentaba el presidente Vicente Fox Quesada a la 

Cámara de Diputados mexicana. Esto motivó que se retomara la discusión legislativa y 

académica alrededor de los eco-tributos y los instrumentos económicos; los cuales 

desde 1996 tuvieron cabida en el ordenamiento jurídico mexicano, a través de la Ley 

General de Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, y que “a pesar de varios 

proyectos e iniciativas legislativas, no se han conformado en una verdadera fiscalidad 

ambiental”. (Aimée Figueroa, 2005, p. 992-993) 

La legislación higienista o sanitaria del siglo XIX puede considerarse un antecedente 

remoto a la fiscalizad ambiental mexicana; ya que está asociado a la salud y en térmi-

nos modernos, a la calidad de vida. A efectos prácticos y con un consenso doctrinario, 

es la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 1917, con su artículo 

27, el antecedente directo de la protección ambiental estatal; ya que en este precepto 

se establece el deber del Estado de conservar y proteger los recursos naturales.  

En 1971 entra en vigor la Ley Federal para la Prevención y Control de la Contamina-

ción, siendo la primera legislación sectorial específica en México para la materia am-
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biental. Esta ley pasó a denominarse Ley Federal de Protección al Ambiente en 1987, y 

finalmente en 1988, se aprueba la Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección 

Ambiental (LGEEPA) vigente, aunque ha sufrido diversas reformas. Esta ley contempla 

explícitamente a los instrumentos económicos desde el 31 de diciembre de 1996. 

Anterior a las reformas de 1996 de la LGEEPA, está el Acuerdo de Cooperación Am-

biental de América del Norte (ACA) paralelo al Tratado de Libre Comercio para América 

del Norte (TLCAN) vigentes desde el 1 de enero de 1994; los cuales, al tener rango de 

normas internacionales aprobadas por México, son legislación vigente y por lo tanto 

antecedente y fundamento del derecho ambiental mexicano.  

El ACA señala en el apartado 1. f) de su artículo segundo, relativo a los compromisos 

generales de las partes que,  

 

“Con relación a su territorio, cada una de las Partes... promoverá el uso de ins-

trumentos económicos para la eficiente consecución de las metas ambientales”.  

 

Reforzando este señalamiento, en el artículo 10.2 se establece que:  

 

“El Consejo [de la Comisión para la Cooperación Ambiental] podrá examinar y 

elaborar recomendaciones sobre:... el uso de instrumentos económicos para la 

consecución de objetivos ambientales internos o acordados a nivel internacio-

nal”.  

 

Con base en el ACA, que introduce la posibilidad de implantar instrumentos económi-

cos en México; desde hace más de 20 años hay una vigencia legislativa de la fiscalidad 

ambiental en ese país. 



  163 

 

En el año de 1999 se reforma la Constitución Política mexicana para acoger en su artí-

culo 4 el derecho a un medio ambiente adecuado, adquiriendo la protección de las ga-

rantías individuales, y en el artículo 25 el desarrollo sustentable como principio rector 

de la economía mexicana.  

Este artículo se refuerza con los artículos 26, 27 y 28 —la denominada “Constitución 

Económica”— que junto con los artículos 73 y 115 dan fundamento para financiar el 

gasto público en materia ambiental vía tributaria; así como el artículo 31, fracción IV, ya 

que existe un deber estatal de protección del medio ambiente, preservación y restaura-

ción del equilibrio ecológico, por un lado y por otro; una concurrencia entre la Federa-

ción, los estados y los municipios.  

No obstante los antecedentes mencionados, se considera al contexto internacional me-

dioambiental como el antecedente del derecho ambiental mexicano, y concretamente al 

ACA-TLC como el estímulo del desarrollo jurídico del mismo. Específicamente, se debe 

al TLC y al ACA la aparición de la fiscalidad ambiental, ya que presionaron para refor-

mar la LGEEPA, estableciéndose en sus artículos 21, 22 y 22 bis los instrumentos 

económicos.  

A pesar de que los antecedentes normativos dan vigencia legislativa de la fiscalidad 

ambiental en México; sólo el Distrito Federal ha decidido actuar para evitar el consumo 

desmedido de las bolsas de plástico. La Asamblea Legislativa del Distrito Federal deci-

dió aprobar una serie de reformas a la Ley de Residuos Sólidos de esta entidad federa-

tiva con dicho fin. En 2010, entró en vigencia una Ley determinando que a futuro las 

tiendas tendrán que cobrar por las bolsas de plástico, que también deben ser biodegra-

dables.  
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En ciudad de México, a partir del año 2006 iniciaron un “Plan Verde”, que incluye la 

aplicación de la Ley de Residuos Sólidos; la cual prohíbe el uso de bolsas de plástico 

no biodegradable. Según esta Ley, las tiendas no pueden regalar las bolsas, a menos 

que sean biodegradables, de lo contrario tienen que pagarlas los usuarios. Así mismo, 

los establecimientos mercantiles no podrán otorgarlas a título gratuito para la transpor-

tación, contención y envase de los productos y/o servicios que presten.  

También se han presentado en el Congreso de la Unión, puntos de acuerdo a través de 

los cuales se pretende recomendar o exhortar a la Secretaría de Medio Ambiente y Re-

cursos Naturales y a la Asociación Nacional de Tiendas de Autoservicio y Departamen-

tales; a promover programas y campañas tendientes a disminuir el uso de bolsas de 

plástico y a difundir el uso de bolsas de tela, así como de elaborar una Norma Oficial 

Mexicana aplicable a la materia, a fin de hacer el plástico con material y sustancias que 

las hagan biodegradables.  

La reforma a la Ley de Residuos Sólidos del Distrito Federal, planteada en el 2010, en 

realidad era una reforma muy pequeña; aunque la capital mexicana instauró esta ley al 

uso de las bolsas plásticas, la ley no se aplicó totalmente y apenas un año después los 

propietarios de los supermercados lograron que la ley se retirara y fuera reformada.  

Dicha reforma a la Ley consistía en la adición de diversas disposiciones, las cuales fue-

ron reformadas tras la presión de los propietarios de supermercados, a saber:  

 

1. Adición de la fracción XVIII Bis al artículo 11 (fue reformado) 

2. Adición del artículo 11 Bis (fue derogado) 

3. Adición de la fracción XI Bis al artículo 25 (fue reformado) 
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4. Adición del artículo 26 Bis (fue reformado) 

5. Adición del artículo 26 Bis 1. (Fue derogado) 

Estas establecen:  

1) Artículo 11.La Secretaría, en coordinación con la Secretaría de Obras y Ser-

vicios y con opinión de las delegaciones, formulará y evaluará el Programa de 

Gestión Integral de los Residuos Sólidos, mismo que integrará los lineamientos, 

acciones y metas en materia de manejo integral de los residuos sólidos y la 

prestación del servicio público de limpia con base en los siguientes criterios:  

 

XVIII BIS. Evitar que en la transportación, contención y envase de materiales, 

así como en el manejo de residuos sólidos se utilicen materiales no biodegra-

dables; (reformado) 

 

XVIII BIS.- Fomentar que la producción y el consumo de productos plásti-
cos y poliestireno expandido se sujeten a los criterios y normas de sus-
tentabilidad establecidos en la fracción XI del artículo 6 de la presente ley; 
(texto actual) 
 

 

Esta disposición establece una obligación para la Secretaría del Medio Ambiente del 

Distrito Federal, en el marco del Programa de Gestión Integral de los Residuos Sólidos, 

al tener que vincular y tomar en cuenta dentro del referido programa, el evitar el uso de 

materiales no biodegradables, destacando aquí el hecho de que no sólo se refiere bol-

sas.  

 

2) Artículo 11 BIS. Además de las facultades establecidas en el artículo 6, la 

Secretaría tendrá la facultad de elaborar, difundir y aplicar un programa de 
sustitución de plásticos, con el fin de reducir el consumo de bolsas, envases, 
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embalajes o empaques de plástico no biodegradable que se utilicen en estable-

cimientos mercantiles y que se entregan para contención, transporte y envase 

de mercancías.  

De la misma manera deberá informar y fomentar a la educación de los habitan-

tes del Distrito Federal sobre el impacto negativo que producen los plásticos no 

biodegradables en el ambiente.  

 

Artículo 11 BIS (fue derogado) 
 

Sin lugar a dudas para hacer efectiva y eficaz una disposición jurídica, el conocimiento 

de ella por parte de quienes están sujetos a su observancia y cumplimiento, es indis-

pensable; precisamente era lo que se trataba de lograr con la inserción de este artículo 

que establecía la obligación para la Secretaría del Medio Ambiente del Distrito Federal 

el difundir la educación ambiental en este tema.  

Así también con esta disposición se establecía la obligación de la citada Secretaría, de 

aplicar un programa de sustitución de plástico, que sin duda de llevarse a cabo hubiera 

sido de utilidad para fomentar y contribuir a la disminución en el uso de las bolsas de 

plástico.  

 

3) Artículo 25.Queda prohibido por cualquier motivo:  

 

XI BIS. Otorgar a título gratuito bolsas de plástico en los establecimientos mer-

cantiles. (Fue reformado) 
 

XI BIS. Que se entreguen para transportación, carga o traslado del consu-
midor final a título gratuito, de manera onerosa, o con motivo de cualquier 
acto comercial, bolsas de plástico que no estén sujetas a los criterios y 
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normas para la producción y el consumo sustentable, señalados en la 
fracción XI del artículo 6 de la presente ley; (texto actual) 
 

 

4) Artículo 26 BIS Los establecimientos mercantiles no podrán otorgar a título 

gratuito para la transportación, contención y envase de los productos y/o servi-

cios que presten o comercialicen bolsas de plástico. (Fue reformado) 
 

Artículo 26 BIS.- Las bolsas de plástico que se entreguen a título gratuito, 
de manera onerosa o con motivo de cualquier acto comercial, para trans-
portación, carga o traslado del consumidor final, deberán cumplir con los 
criterios y normas de producción y consumo sustentable señalados en la 
fracción XI del artículo 6 de la presente ley.  
Productores, distribuidores, y usuarios de las bolsas a las que se refiere 
este artículo, deberán propiciar las acciones relativas a la maximización en 
la valorización o reciclaje mediante la participación en los programas que 
para tal efecto establezca la Secretaría. (Texto actual) 

 

Las anteriores disposiciones comprendían la prohibición a todo tipo de establecimiento 

comercial de regalar las bolsas de plástico. Lo anterior era con la finalidad de frenar el 

uso de éstas y de fomentar el consumo de otro tipo de bolsas; como serían las de tela, 

o bien, de fomentar el uso de bolsas elaboradas con material biodegradable.  

 

5) Artículo 26 BIS 1 (fue derogado) Los establecimientos mercantiles produc-

tores, prestadores de servicios y comerciantes podrán utilizar materiales de 

plástico únicamente en los casos que por cuestiones de asepsia o conservación 

de alimentos o insumos no resulte factible el uso de tecnologías biodegradables 

como sustitutos.  
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La utilización de bolsas de plástico sólo se permitirá en caso de que sean crea-

das bajo procedimientos tecnológicos que les den la cualidad de biodegrada-

bles.  

El reglamento y las normas que en su caso emita la Secretaría, determinarán 

los estándares tecnológicos que las bolsas de plástico deberán cumplirán para 

contar con la característica de biodegradables.  

 

Las disposiciones contenidas en este artículo eran una excepción a la regla, es decir a 

la prohibición del uso de bolsas de plástico; ya que establecía que sólo podría usarse 

por cuestiones de asepsia y conservación de alimentos, y siempre que éstas bolsas 

fueran biodegradables.  

Finalmente, establecía la posibilidad de emisión de una Norma Ambiental que estable-

ciera las características y elementos de las bolsas de plástico biodegradables, a fin de 

que precisamente se cumpliera adecuadamente la disposición contenida en el propio 

artículo.  

Lo interesante de esta serie de reformas, que en primera instancia, además de los be-

neficios que pudieran derivar de la aplicación efectiva de la ley, a través de las obliga-

ciones y prohibiciones impuestas por ella; se encuentra en las implicaciones económi-

cas para una parte importante del sector empresarial. Que como se puede observar, 

consecuencia de la presión de un sector económico de ese país, la ley tuvo que ser 

reformada ya que los propietarios de los supermercados lograron que la ley se retirara.  
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2.2.7.15   Argentina 
En Argentina, no hay ninguna norma que regule a nivel nacional el uso de las bolsas 

plásticas de polietileno. Las provincias de Mendoza, y Buenos Aires, han legislado para 

su territorio y asimismo, algunos municipios controlan la distribución de bolsas de polie-

tileno; como las municipalidades de San Martín de los Andes en la Provincia de Neu-

quén, la ciudad de Santa Fe en la provincia homónima y el municipio de El Calafate, en 

la Provincia de Santa Cruz, que por Ordenanza Municipal 1018/06, permite el uso de 

bolsas de polietileno únicamente como envase de alimentos húmedos y como contene-

dores de residuos húmedos e impone sanciones al incumplimiento.  

En el Congreso Nacional de Argentina, en el Senado de la Nación, con estado Parla-

mentario, en la Comisión de Ambiente y Desarrollo Sustentable hay un Proyecto de Ley 

que pretende regular sobre el tema de los envases en general; y en la Cámara de Dipu-

tados, hay un proyecto que prohíbe el expendio de bolsas de polietileno y otros políme-

ros no degradables, desde el año 2013, y que no se ha tratado todavía.  

Por su parte, en Neuquén La Ley N° 2.569 de 2007 prohíbe la entrega y venta de bol-

sas de materiales plásticos en todo el territorio de la provincia, que no reúnan las carac-

terísticas de degradables, oxobiodegradables, biodegradables, hidrodegradables o 

cualquier otra solución similar (comercios mayoristas y minoristas). 

En Río Negro, la Ley Provincial N° 4417 de 2009, instituye un Programa Provincial de 

Reducción y Sustitución Progresiva de las bolsas de polietileno, polipropileno u otra 

clase de materia no biodegradable que proveen los supermercados, almacenes, tien-

das, kioscos y cualquier otro tipo de comercio para la contención y transporte de las 

mercaderías que expenden a sus clientes (se incluye también la progresiva sustitución 

de las bolsas para residuos domiciliarios). 
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En Chubut, la Ley XI-N° 31 (antes Ley N° 5346) prohíbe el uso de polietileno, polipropi-

leno y aquellos polímeros artificiales no biodegradable con destino a embalajes o bol-

sas de las denominadas “camiseta” para ser entregadas por comerciantes minoristas 

con posterioridad a la venta. 

Por su parte, desde el 1 de enero de 2017, los hipermercados, supermercados y auto-

servicios de la Ciudad de Buenos Aires, no pueden entregar más bolsas plásticas livia-

nas tipo “camiseta” y los clientes deberán optar por alternativas reutilizables. El Gobier-

no repartió un millón de bolsas reutilizables en puntos de alto tránsito y centros de con-

sumo junto a una campaña muy fuerte de concientización en medios y redes sociales. 

La ley N° 13868, en la provincia de Buenos Aires, por la cual las bolsas o recipientes 

que se utilicen en los supermercados y comercios en general; que se entregan al públi-

co para contención y transporte de mercaderías deberán estar constituidas por material 

biodegradable.  

Las bolsas de plástico o material no biodegradable deberán ser sustituidas por otro tipo 

de contenedores que tengan la propiedad de biodegradarse en el medio ambiente, mi-

nimizando el impacto ambiental provocado por este tipo de elementos de uso cotidiano. 

En el caso de que el contenido a envasar sea húmedo o que por sus características 

sea necesario utilizar un envase específico, se permitirá el uso de bolsa o recipientes 

de material no biodegradable, siempre y cuando no existe un sustituto de iguales carac-

terísticas biodegradable.  

La autoridad de aplicación implementará —en un plazo que no podrá superar el término 

de 24 meses a partir de la promulgación de la ley— el programa de sustitución y reem-

plazo de bolsas y envases de plástico no biodegradables que consistirá, a saber en 
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reemplazo gradual de las bolsas de plástico no biodegradables que se entregan a los 

clientes para contener mercaderías, materiales o productos que se comercializan en los 

citados establecimientos.  

Además, insta a realizar campañas de difusión y concientización sobre el uso racional 

del material no biodegradable, para el envase y contención de los productos comercia-

lizados en dichos establecimientos.  

La autoridad de aplicación, que es el Organismo de Desarrollo Sustentable, podrá ac-

tuar de oficio o ante cualquier denuncia, a los efectos de lograr el fiel cumplimiento del 

Programa de sustitución.  

En caso de incumplimiento, previa intimación fehaciente de la obligación de regularizar 

la situación y verificación de dicha circunstancia; la misma podrá aplicar estas sancio-

nes:  

 

1)   Apercibimiento ante el primer incumplimiento.  

2)   Multa, cuando se verifique la no regularización ante el apercibimiento y se 

tendrá en cuenta la recaudación del comercio para establecerla, no pudiendo 

superar el 25% de lo recaudado el día en que se verificó la infracción.  

3)   Clausura o inhabilitación que podrá ser de 3 a 30 días cuando ante las dos 

sanciones anteriores se reincida con la falta de regularización del programa.  

 

Se dice que los fondos recaudados serán depositados en una cuenta especial la que se 

utilizará para solventar las campañas de difusión y el cumplimiento de lo prescrito en la 

ley. El Organismo de Desarrollo Sustentable, tendrá que llevar un registro de comercios 

infractores para ejercer el control y el seguimiento del programa de sustitución estable-
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cido. Asimismo, dicha autoridad podrá delegar en los municipios las facultades otorga-

das en la ley, debiendo proveer los medios técnicos y económicos necesarios para el 

fiel cumplimiento.  

El programa de sustitución propuesto es gradual, otorgándose un plazo de 24 meses a 

los comercios como tiempo razonable para sustituir las bolsas de plástico no biodegra-

dable por otros materiales biodegradables u otros elementos menos impactantes en el 

medio ambiente. 

 

 

 

2.2.7.16   Chile 
En 2013 entró en vigencia la primera ordenanza municipal de “sustitución de bolsas 

plásticas” en Chile, pronunciada por la municipalidad de Pucón. Fueron los primeros en 

crear una estrategia de reemplazo gradual de estas bolsas y lograr que el comercio 

pasara a entregar, voluntariamente, de tres a cero bolsas a sus clientes. Tras la iniciati-

va de Pucón, fueron varios los municipios a lo largo del país que tomaron consciencia y 

han formulado algún tipo de ordenanza que regule el uso de las bolsas plásticas.  

Según cifras del Ministerio de Medio Ambiente, son 51 los municipios que hoy cuentan 

con una ordenanza municipal que regula el uso de las bolsas plásticas, las que se ubi-

can en 10 regiones del país, desde Coquimbo a Aysén, donde la Región de Los Ríos 

es la que más comunas tiene, con 12 municipios. También existe una lista de munici-

pios, que aunque explícitamente no prohíben su uso, sí tienen campañas educativas 

que buscan el mismo objetivo. 
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Los fundamentos, en estas ordenanzas, tienen que ver con las cifras que entrega el 

Ministerio de Medio Ambiente chileno, sobre el alto consumo de las bolsas plásticas 

desechables en ese país;  además en febrero del año 2017, el Programa de las Nacio-

nes Unidas para el Medio Ambiente (PNUD) lanzó la campaña Mares Limpios, que 

busca eliminar al 2022 las principales fuentes de basura en los océanos, representadas 

en 90% por el plástico. Dicha campaña promueve, entre otras medidas, la prohibición 

de las bolsas plásticas. 

Cabe destacar que, en un principio, la ordenanza de Las Condes —que comenzó a 

regir el 17 de mayo del año 2017— prohibía las bolsas plásticas, pero tuvo que ser 

adecuada por un dictamen que emitió la Contraloría en noviembre de 2014, que señala 

que los municipios no tienen la facultad legal para “prohibir” el uso o entrega de bolsas 

plásticas. Además señala que al prohibir, el municipio estaría infringiendo el derecho a 

desarrollar una actividad económica, consignado en el artículo 19 N° 21 de la Constitu-

ción Política. Tras el dictamen, las municipalidades de Punta Arenas, Puerto Natales, 

Cabo de Hornos, Torres del Paine y Pucón, debieron adecuar sus ordenanzas. 

A raíz de esto, la Comisión de Gobierno Interior, Nacionalidad, Ciudadanía y Regionali-

zación de la Cámara de Diputados promulgó un proyecto que modifica la Ley Orgánica 

Constitucional de Municipalidades. El proyecto tiene como idea central permitir a las 

municipalidades dictar ordenanzas que contengan planes para regular o eliminar la en-

trega de bolsas plásticas. Dicho proyecto fue aprobado y pasó al segundo trámite cons-

titucional del Senado, en donde se encuentra estancado desde mayo de 2015. 
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Es por esto que las ordenanzas municipales que buscan sustituir las bolsas plásticas 

por bolsas reutilizables o biodegradables, queda bajo compromiso de los consumidores 

y de la voluntad del comercio. 

Es muy importante mencionar que la segunda Encuesta Nacional de Medio Ambiente 

reveló que el 88% de los consultados está “muy de acuerdo” con que los municipios 

restrinjan el uso de bolsas; por lo tanto iniciativas como estas parecieran tener buen 

futuro en ese país suramericano. 

Actualmente, según datos del Senado de la República de Chile, la Comisión de Zonas 

Extremas retomará el análisis de la norma que establece por ley la prohibición y susti-

tución progresiva de las bolsas de polietileno, polipropileno y otros polímeros artificiales 

no biodegradables en la Patagonia Chilena, es decir, pone fin a la entrega de bolsas 

plásticas para la contención y el transporte de mercaderías en supermercados, alma-

cenes, tiendas, quioscos y demás establecimientos de comercio. 

Ahora la instancia parlamentaria someterá a votación las 21 indicaciones presentadas a 

la moción, que se encuentra en segundo trámite constitucional y que en una primera 

etapa contó con las exposiciones y visiones de representantes de las zonas australes 

que estarán afectas a la norma y que, la mayoría de ellas, ya ha implementado planes 

piloto y/o ordenanzas municipales para erradicar el uso de estos plásticos; de la misma 

manera se conoció la visión de la industria. 

La moción entiende por Patagonia Chilena aquella extensión de territorio que compren-

de la provincia de Palena y las regiones de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo 

y de Magallanes y de la Antártica Chilena. 
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La infracción de esta prohibición será sancionada con multa de una ($46.368) a cinco 

($231.840) unidades tributarias mensuales, según determine el reglamento que se dicte 

al efecto. 

 

 

 

2.2.7.17   Brasil 
En Brasil, trece de las veintisiete capitales brasileñas ya han aprobado leyes que limi-

tan o prohíben el uso de bolsas de plástico en las tiendas; otras nueve tramitan proyec-

tos de ley sobre el tema. Pero pocas son las ciudades que aplican la ley efectivamente, 

como Xanxerê, Goiânia, João Pessoa, Natal, Recife, Belo Horizonte y Sao Paulo (Ley 

aprobada el 19 de mayo de 2011).  

Además, desde el año 2015, las bolsas de plástico tradicionales distribuidas en los su-

permercados, están prohibidas por ley en Sao Paulo. Para esto, se crearon nuevas 

bolsas inspiradas en estándares internacionales, que a diferencia de las tradicionales 

que se obtienen a base de petróleo, se crean a partir del etanol de la caña de azúcar. 

Además de Sao Paulo, otras ciudades brasileñas tiene leyes específicas sobre el tema, 

pero las disputas judiciales impiden su implementación. Por ejemplo, en 2008, Bello 

Horizonte se convirtió en la primera capital en prohibir las bolsas plásticas, pero la ley 

fue aplicada años más tarde y luego invalidada por decisión estatal. 
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2.2.7.18   Colombia 
En este país en el año 2016, se presentó un proyecto de ley para la creación del im-

puesto nacional ambiental al consumo de bolsas plásticas, en almacenes de ventas al 

detalle. Este proyecto tiene como sustento el artículo 79 de la Constitución Política de 

Colombia; que hace referencia al derecho que tienen todas las personas a gozar de un 

ambiente sano, y el deber del Estado de proteger la integridad del ambiente y fomentar 

la educación en los ciudadanos para lograr la protección de la diversidad y la conserva-

ción del medio ambiente.  

Así mismo el artículo 95 numeral 8 establece como uno de los deberes de los ciudada-

nos la protección de los recursos naturales y velar por la conservación del medio am-

biente.  

Como desarrollo de estos artículos constitucionales, en 1993 entró en vigencia la ley 99 

que lleva por nombre: “Ley General Ambiental de Colombia”. De este desarrollo norma-

tivo vale la pena resaltar el numeral 7 del artículo 1 sobre los principios generales am-

bientales:  

 

“El Estado fomentará la incorporación de los costos ambientales y el uso de ins-

trumentos económicos para la prevención, corrección y restauración del deterio-

ro ambiental y para la conservación de los recursos naturales renovables”. 

 

Con este proyecto de ley pretenden enviar una doble señal: que sea el comprador y no 

el almacén quien decida cuántas bolsas se quieren usar; y que esas bolsas tengan un 

valor que deba pagar el usuario, como retribución al efecto dañino sobre el medio am-

biente que generan las bolsas plásticas.  
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La finalidad de esta iniciativa es desincentivar el uso de bolsas plásticas distribuidas en 

los puntos de pago y utilizadas para transportar mercancías; para disminuir la contami-

nación ambiental, y para ello se propone imponer un impuesto que será no sobre el 

valor de la bolsa sino sobre el costo del daño ambiental que genera la bolsa después 

de usada. 

En diciembre del año 2016, el Ministerio de Ambiente de Colombia, había expedido la 

resolución 0668, con la cual se reglamentaba el uso racional de bolsas plásticas y se 

sacaba de circulación las bolsas que midieran menos de 30x30. Esta medida dio bue-

nos resultados por lo que continuaron con la aplicación de medidas en esa dirección.  

Es entonces que con la Reforma Tributaria mediante la ley 1819 del 29 de diciembre de 

2016, que contiene el texto completo por medio del cual se adopta una reforma tributa-

ria estructural, que fortalece los mecanismos para la lucha contra la evasión y la elusión 

fiscal, y en donde se dictan otras disposiciones del gobierno colombiano; además se 

adicionan los artículos 512-15 y 512-16 al Estatuto Tributario, que dan vida jurídica a 

partir del 1 de Julio de 2017, al impuesto nacional al consumo de bolsas plásticas, al 

cual estará sujeto la venta, o la importación de bolsas plásticas para transportar mer-

cancías, con un importe proporcional por bolsa de 20% para el año 2017, 30$ pesos 

para el 2018, 40$ pesos en el año 2019, y de 50$ pesos para 2020 y siguientes. Estas 

tarifas se actualizarán anualmente en un porcentaje equivalente al Índice de Precios al 

Consumidor al 30 de noviembre de cada año.  

Los artículos 207 y 208 de la Ley 1819 de 2016 agregaron al Estatuto Tributario los 

nuevos artículos 512-15 y 512-16 que establecen: 

 

Art. 512-15. Impuesto nacional al consumo de bolsas plásticas. 
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* -Articulo Adicionado- A partir del 1 de julio de 2017, estará sujeto al impuesto 

nacional al consumo la entrega a cualquier título de bolsas plásticas cuya finali-

dad sea cargar o llevar productos enajenados por los establecimientos comer-

ciales que las entreguen. 

La tarifa del Impuesto será la de la siguiente tabla: 

 

Año      Tarifa en pesos por bolsa 

2017      $ 20 

2018      $ 30 

2019      $ 40 

2020      $ 50 

 

Las anteriores tarifas se actualizarán anualmente, en un porcentaje equivalente 

a la variación del índice de precios al consumidor certificado por el DANE al 30 

de noviembre y el resultado se aproximará al peso más cercano. La DIAN, certi-

ficará y publicará antes del 1 de enero de cada año las tarifas actualizadas. 

La tarifa inicial es de $20 ya que este valor resultó de estudios y análisis entre el 

Ministerio de Ambiente y el de Hacienda. En la revisión de las experiencias in-

ternacionales se evidenció que la elasticidad de la demanda de las bolsas es al-

ta, esto significa que aún frente a una tarifa baja (del impuesto) la reducción en 

las cantidades de las bolsas demandadas será significativa. 

El sujeto pasivo del impuesto es la persona que opte por recibir bolsas plásticas 

cuya finalidad sea cargar o llevar los productos adquiridos en establecimientos 

(incluyendo domicilios). 

Son responsables de este impuesto las personas naturales o jurídicas que per-

tenezcan al régimen común de IVA. 

Este impuesto no podrá tratarse como costo, deducción o impuesto desconta-

ble. 
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El impuesto se causará al momento de la entrega de la bolsa. En todos los ca-

sos, en la factura de compra o documento equivalente deberá constar expresa-

mente el número de bolsas y el valor del impuesto causado. 

 

PARÁGRAFO 1. La tarifa de las bolsas plásticas que ofrezcan soluciones am-

bientales será del 0%, 25%, 50% o 75% del valor pleno de la tarifa, según el ni-

vel (de 1 a 4) de impacto al medio ambiente y la salud pública, definido por Mi-

nisterio de Ambiente y Desarrollo Sostenible con base en la reglamentación que 

establezca el Gobierno Nacional. Para este fin el Ministerio de Ambiente deberá 

adelantar un estudio de los estándares de industria sobre el nivel de degradabi-

lidad de los materiales plásticos en rellenos sanitarios. También adelantará es-

tudios sobre la caracterización de los plásticos como residuos y de las solucio-

nes ambientales factibles para éstas. 

 

PARÁGRAFO 2. El Gobierno Nacional reglamentará y tomará medidas orienta-

das a mitigar el impacto ambiental de las bolsas plásticas importadas; así como 

evitar una competencia desleal de bolsas importadas o de contrabando. 

 

PARÁGRAFO 3. Los sujetos pasivos del monotributo, podrán acogerse volunta-

riamente al impuesto. En este caso el monto del impuesto se entenderá incluido 

en la tarifa fija del monotributo. 

 

Art. 512-16. Bolsas plásticas que no causan el impuesto. 
 

* -Articulo Adicionado- No está sujeta a este impuesto la entrega de las siguien-

tes bolsas plásticas: 

1. Aquellas cuya finalidad no sea cargar o llevar productos adquiridos en el es-

tablecimiento que la entrega. 

2. Las que sean utilizadas como material de empaque de los productos pre-

empacados. 
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3. Las biodegradables certificadas como tal por el Ministerio de Medio Ambiente 

y Desarrollo Sostenible, con base en la reglamentación que establezca el Go-

bierno Nacional. 

4. Las bolsas reutilizables que conforme a la reglamentación del Gobierno Na-

cional posean unas características técnicas y mecánicas que permiten ser usa-

das varias veces, sin que para ello requieran procesos de transformación. 

  

Como se puede ver, el hecho generador de este impuesto, es el suministro a cualquier 

título de bolsas plásticas por parte de los almacenes de ventas al detalle, del régimen 

común del impuesto a las ventas (IVA) y usadas por los compradores para empacar los 

bienes adquiridos, ya sea para consumo en el mismo lugar, para ser llevados fuera del 

establecimiento o para ser entregados a domicilio. 

Los establecimientos responsables del impuesto ambiental al consumo de bolsas 

plásticas, no podrán suministrar gratis a sus clientes las bolsas sujetas al pago de este 

impuesto; teniendo que cobrar por cada una de ellas un precio que será, al menos, el 

valor de este impuesto. 

El responsable del impuesto es la persona natural o jurídica que tenga un estableci-

miento de comercio y pertenezca al régimen común del IVA. Los responsables del Im-

puesto Nacional al Consumo de Bolsas Plásticas están obligados a cobrarlo y recau-

darlo, así como a pagarlo con la presentación de la correspondiente declaración tributa-

ria. 

El sujeto pasivo del impuesto es la persona que opte por recibir bolsas plásticas (con-

sumidor) cuya finalidad sea cargar o llevar los productos adquiridos en establecimien-

tos (incluyendo domicilios). El impuesto se causará al momento de la entrega de la bol-
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sa. Este es recaudado por los establecimientos, es decir almacenes de grandes super-

ficies, esto no aplica para tiendas de barrio, ni pequeños comerciantes. 

El devengo del impuesto, será al momento de la entrega material de la bolsa y su valor 

debe quedar registrado en la factura o documento equivalente, expedido al comprador 

por el establecimiento responsable. En la factura de compra se deberá indicar el núme-

ro de bolsas y el impuesto liquidado. El impuesto solo debe ser recaudado por perso-

nas que pertenecen al régimen común, de lo contrario la persona podría estar incu-

rriendo en un abuso o facultad que no tiene permitida. Es decir, si la persona está en el 

régimen simplificado no debe cobrar el impuesto. 

El impuesto no constituye un sobre valor en el producto, ni es una carga para el comer-

ciante, el impuesto se hace sobre el consumo a la bolsa plástica, más no de la fabrica-

ción de la misma y lo asume el usuario o consumidor de la bolsa. Cabe mencionar que 

este impuesto no será deducible. 

La tarifa se podrá reducir al 75%; 50%; 25% o no cobrase si el Ministerio de Ambiente y 

Desarrollo Sostenible establece que ciertas bolsas cumplen con los estándares de de-

gradabilidad en los rellenos sanitarios. 

En cuanto a la exoneración, quedan fuera de este impuesto, las bolsas que su finalidad 

no sea la de cargar o llevar los productos de los establecimientos de comercio, las bol-

sas en que se empacan los productos pre-empacados, las biodegradables que esta-

blezca el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y las bolsas reutilizables re-

glamentadas por el gobierno nacional.  

En cuanto a lo recaudado por este impuesto, la reforma tributaria no estipula una desti-

nación específica, por lo que será tratada como cualquier otro impuesto que va al Pre-
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supuesto General de la Nación. Vale aclarar que inicialmente la intención de este im-

puesto o el objetivo no es recaudar, sino disminuir la demanda. 

Al respecto, Álvaro Sánchez del diario Nuevo Siglo, considera que: 

 

“El dinero no está claramente destinado a revertir o compensar ambientalmente 

hablando el daño que se causa al planeta y la disminución de bolsas es prácti-

camente nula por varias razones: Partiendo de los valores promedio de compra 

en las grandes superficies y grandes almacenes veinte pesos es una suma 

despreciable en la cuenta y no serían el detonante que incline al comprador a 

dejar de utilizar un sistema de empaque que viene utilizando tradicionalmente; 

es muy posible que termine por disminuir las obras sociales que se mantienen 

con las donaciones de estos almacenes y no el bolsillo de los usuarios. 

Pero ya estamos en ello y lo único que queda es propender por tener un destino 

ambiental para estos recursos, como ciudadanos debemos exigir que el Gobier-

no nacional se comprometa con programas de inversión de estos recursos, en 

programas que realmente mejoren las condiciones ambientales deterioradas por 

el uso de bolsas, no en programas ambientales de otro tipo y mucho menos que 

se diluyan en el presupuesto nacional.”  

 

Aunado a esto, según datos del diario colombiano El Tiempo,  

 

“Tan solo tres días después de que empezara a regir el impuesto a las bolsas 

plásticas, una medida que busca desincentivar el uso de plástico en el país con 

el objetivo de conservar los ecosistemas, ya afloran las dudas entre los restau-

rantes, tiendas de barrio y droguerías. 

La medida es clara: el impuesto se cobrará a aquellas personas que opten por 

recibir bolsas plásticas cuya finalidad sea cargar o llevar los productos adquiri-

dos en establecimientos comerciales. Esto significa que del impuesto están ex-

entas las bolsas cuya finalidad no sea cargar o llevar artículos en el punto de 

pago (como las bolsas para basura), aquellas bolsas que son utilizadas para 
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guardar productos pre-empacados (como la carne y el pescado), así como las 

biodegradables y las reutilizables. 

Ni las tiendas de barrio ni los restaurantes deben cobrar por las bolsas plásti-

cas. Domicilios de grandes almacenes de cadena, como Éxito y Carulla, sí de-

berán hacerlo.”  

 

Esto es normal en el proceso de adaptación a la nueva norma. Ejemplo de esto tam-

bién es lo que indica el periodista José Luis Rodríguez del diario El Heraldo, 

 

“El Heraldo hizo un recorrido por ocho tiendas del sur y norte de la ciudad para 

conocer la opinión de sus trabajadores y evidenció en la mayoría desconoci-

miento de la ley. Algunos manifestaron tener problemas con sus clientes al no 

saber cómo cobrar los $20 del impuesto y otros afirmaron estar socializándolo 

primero para empezarlo a recaudar la próxima semana.” 

 

Así mismo, según informa el diario digital Noticias RCN, “Algunos usuarios están op-

tando por llevar sus propias bolsas para evitar el pago del impuesto de $20 pesos.” Y 

además agrega que “el ministro de Ambiente, Luis Gilberto Murillo, dijo que los super-

mercados que venían cobrando las bolsas plásticas podrán disponer si agregan el im-

puesto al valor actual.”   

Por su parte, en una entrevista a Radio Caracol de Colombia el 12 de julio de 2017, el 

ministro de hacienda Mauricio Cárdenas indicó que el Gobierno no busca un millonario 

recaudo con ese impuesto ya que precisamente la intención es reducir al máximo el 

uso de las bolsas:  
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“La idea aquí no es recaudar plata con este impuesto, no hay un cálculo de 

cuánto puede dar ese impuesto porque lo que nos interesa es proteger el medio 

ambiente y es un tema cultural y no económico”.  

 

Aunque Colombia avanza en la gestión sostenible de los residuos sólidos al implemen-

tar este tipo de impuesto; de la conciencia ambiental de los colombianos depende el 

éxito de todas las iniciativas impulsadas, tanto por el gobierno como por el sector priva-

do y la sociedad civil.  

 

Con base en lo anterior, es posible observar que no existe una única manera de regular 

las bolsas de plástico. De igual forma, dados los diferentes resultados obtenidos en 

cada una de las experiencias mencionadas, es posible extraer algunas lecciones sobre 

el diseño e implementación de los instrumentos: en todos los casos es de vital impor-

tancia informar al público sobre la política pública y sus razones; involucrar a los agen-

tes interesados y entender la estructura del mercado de las bolsas de plástico, así co-

mo los costos y beneficios que éstas generan para la sociedad.  

En su trabajo sobre la influencia de los intereses materiales en la evolución de una 

norma hacia una política pública, Clapp y Swatson (2009, p. 315 - 332) señalan que la 

industria ha jugado un importante papel en la transformación de una norma en contra 

de las bolsas de plástico a una política pública en diferentes jurisdicciones, 

 

“El peso relativo de los diferentes tipos de poder que estos actores poseen, in-

cluyendo su presencia estructural en la economía, su poder instrumental para 

hacer cabildeo o litigar y el poder de arrastre de sus estrategias de comunica-

ción en contextos específicos; tiene una enorme relevancia en su habilidad para 
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influenciar los resultados en este asunto, tanto en el ámbito nacional como sub-

nacional”.  

 

Así, en Bangladesh, ante el limitado poder de la industria y su incapacidad para articu-

lar una respuesta a los señalamientos de las bolsas de plástico como elementos de 

riesgo, el sentimiento anti-bolsa se materializó en una ley que prohibió totalmente las 

bolsas de plástico. Mientras que en los Estados Unidos, dado el poder estructural que 

la industria del plástico tiene dentro de la economía, es difícil pensar en una legislación 

de alcance nacional que prohíba o limite su uso.  

A partir de la revisión y del contraste de las experiencias internacionales, existen varias 

lecciones que se pueden extraer de la forma en que los diferentes enfoques fueron 

desarrollados e implementados. En primer lugar, es importante considerar la importan-

cia relativa de la industria del plástico en el contexto económico en el cual se pretende 

desarrollar la política pública. De igual forma, es importante involucrar a todos los agen-

tes interesados en la formulación de la legislación y obtener el consenso social desde 

el inicio, pues tal como nos enseñan las experiencias expuestas, estos dos elementos 

tiene efectos directos sobre las formas que adoptan las políticas públicas y determinan 

en gran medida su grado de éxito o fracaso. 

Dadas las restricciones presupuestarias que todos los gobiernos enfrentan para incre-

mentar el bienestar de sus ciudadanos, es necesario establecer criterios científicos que 

permitan elegir aquellas políticas públicas que reporten los mayores beneficios al me-

nor costo, es decir, que sean más eficientes. “La elección entre las diferentes alternati-

vas de políticas públicas depende, entonces, de la valuación de los beneficios que 
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aporten al incremento en el bienestar de la sociedad y en los costos que le imponen” 

(Bockstael y Freeman, 2005, p. 519).  

En el caso de Colombia, como lo dijo el ministro de Ambiente, Luis Gilberto Murillo: 

 

“Colombia avanza en la regulación de bolsas plásticas. Hemos visto en el último 

año un cambio en el hábito de consumo con campañas como Reembólsale al 

Planeta, que sin duda ha sido muy positiva a la hora de disminuir los impactos 

ambientales de residuos como el plástico”. 

 

Esto demuestra la anuencia de gran parte de la población de ese país y de las distintas 

partes involucradas, de aceptar medidas para regular el consumo de las bolsas plásti-

cas desechables. Aunque como es natural, con la implementación del nuevo impuesto, 

se podría  esperar que se genere polémica en el país. El Ministerio de Medio Ambiente 

y Desarrollo Sostenible colombiano, argumenta que este gravamen va a desestimular 

el uso de las mismas, con el fin de reducir los daños ambientales, para lo cual será ne-

cesario llenar los vacíos que van surgiendo con la implementación de toda nueva nor-

ma; como parte del proceso de adaptación a la misma. Cabe mencionar que aunque la 

intención de esta medida es buena, el hecho de que lo recaudado por este impuesto no 

tenga destinación específica relacionada con la protección al medioambiente, es uno 

de los puntos necesarios a aclarar por parte de las autoridades colombianas. Será en-

tonces el tiempo quien se encargue de demostrar tanto la eficacia de dicha medida, 

como la aceptación por parte de los distintos sectores tanto de la población como de la 

industria y demás involucrados.  
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2.2.8   Panorama de los Tributos Ambientales con Fines Extrafiscales 
para Costa Rica 
 

Desde el punto de vista jurídico, el medio ambiente puede catalogarse como bien públi-

co, en el tanto no es propiedad de nadie pero pertenece a todos a la vez. Tal vez esta 

ha sido la principal causa de su descuido; ya que al no existir un derecho de propiedad 

sobre los bienes ambientales, no existe propietario alguno que defienda ese derecho. 

En razón de lo anterior, es necesario que los poderes públicos intervengan para limitar 

y regular su uso.  

El tema del medio ambiente tiene gran influencia en la ciencia del Derecho y ha dado 

lugar al surgimiento de una rama de esta ciencia social, denominada Derecho Ambien-

tal, la cual supone una visión nueva de la naturaleza, pues en vez de considerarla tan 

solo como un factor productivo, se concentra en preservar el funcionamiento de las au-

to-regulaciones y adecuaciones internas de los ecosistemas, regulando las actividades 

humanas que inciden sobre este; considerando que dichas actividades deben necesa-

riamente ser objeto de tratamiento legislativo, control jurisdiccional y discusión doctrina-

ria.  

La necesidad de proteger el medio ambiente de actividades contaminantes, conjunta-

mente con la pérdida de los ecosistemas naturales y su biodiversidad es la principal 

preocupación del siglo actual. Dicha necesidad está reflejada en nuestra Constitución 

Política, específicamente en el numeral 50, el cual establece el derecho que tiene toda 

persona a disfrutar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, así como el pa-

ralelo deber del Estado de garantizar, defender y preservar dicho derecho. Este dere-
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cho tiene un contenido sumamente amplio, pues su objetivo excede la sola conserva-

ción del entorno natural y abarca todas las esferas del desarrollo humano.  

No se puede dejar de lado que el proteccionismo ambiental plantea una serie de con-

flictos, al entrar en contradicción con ciertos derechos individuales consagrados consti-

tucionalmente. Lo anterior es consecuente con el roce que existe entre el desarrollo 

sostenible y el modelo de desarrollo económico, tanto en nuestro país, como en el resto 

del mundo. En efecto, la implementación de políticas conservacionistas tiene un costo 

económico significativo, tanto para el Estado como para las grandes empresas, pues 

implica un cambio en el modelo productivo, razón por la cual todavía existen algunos 

sectores opuestos a la gestión ambiental. Asimismo, sobre este tema Herrera (2000, 

pp. 28, 29) ha apuntado lo siguiente:  

 

“El medio ambiente constituye el objeto de un deber fundamental de configura-

ción legal con anclaje constitucional y una tarea constitucional de protección en-

comendada a los poderes públicos. Tal deber –mejor dicho, sus concreciones 

legales- es susceptible de entrar en conflicto con otros derechos y valores cons-

titucionales, incluido el derecho de propiedad privada y el principio de capacidad 

económica”.  

 

En esa misma línea, este mismo autor, citando a Kluth, señala que:  

 

“La restricción a las libertades o derechos fundamentales se puede dar, siempre 

y cuando se respete el principio de proporcionalidad; lo cual implica que el ins-

trumento o medida adoptada sea idónea para el cumplimiento del objetivo pro-

puesto. Además, se deberá tomar en cuenta el mínimo sacrificio para lograr la 

meta propuesta; y deberá mantenerse el equilibrio entre las limitaciones o res-

tricciones y los efectos positivos que se buscan”.  
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Así las cosas, se podría pensar que el derecho a un ambiente sano puede entrar en 

conflicto con el derecho de libertad de empresa; consagrado en el artículo 46 constitu-

cional. Sin embargo no se puede dar valor absoluto al sistema de economía de merca-

do; es decir, el texto constitucional que garantiza el derecho fundamental a producir y 

comerciar libremente no excluye el derecho al medio ambiente sano, sino que incluso 

se complementan en un modelo de desarrollo sostenible.  

En este sentido, con el fin de defender el derecho a un ambiente sano, inherente a todo 

ser humano, sin transgredir la libertad de producción y comercio de las empresas; el 

Estado debe escoger los instrumentos y medios de acción idóneos. Lo anterior supone 

que la idoneidad de los medios utilizados deberá ser medida en función de su capaci-

dad para lograr los objetivos propuestos. Al respecto señala Bokobo (2000, p.129):  

 

“La constitucionalidad de los beneficios fiscales deberá ponerse a prueba en re-

lación con la finalidad constitucional que persigan. Siguiendo la doctrina alema-

na deberá demostrarse que son necesarios (erforderlich), adecuados (geeing-

net) y proporcionados (verhältnismässig) a su objeto. La idoneidad supone que 

los medios elegidos no sean inútiles para alcanzar el fin al que sirve la norma o 

el ejercicio de la potestad.”  

 

En términos generales, se puede decir que la Constitución no obliga a establecer medi-

das tributarias ecológicas; no obstante, otorga su fundamento en virtud del deber cons-

titucional de proteger el medio ambiente y el sucesivo poder de imperio y administra-

ción del Estado.  
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En otras latitudes se responsabiliza constitucionalmente por la protección ambiental 

conjuntamente al Estado y a los ciudadanos. Al respecto se puede citar el artículo 45 

de la Constitución Política española vigente, el cual estipula que:  

 

“Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el 

desarrollo de la persona, así como el deber de conservarlo.  

Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos 

naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y res-

taurar el medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva.  

Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la 

ley fije se establecerán sanciones penales o, en su caso, administrativas, así 

como la obligación de reparar el daño causado”.  

 

Del artículo constitucional español, se puede extraer que la responsabilidad ambiental 

de los ciudadanos no implica necesariamente la utilización de gravámenes, pero tam-

poco los excluye; debido a que lo único que se establece, es que el coste de la conta-

minación debe ser cubierto por el contaminante. Esta interpretación es perfectamente 

aplicable en nuestro país al no contradecir, sino más bien ampliar, lo estipulado en el 

artículo 50 constitucional.  

En efecto, la utilización de tributos ambientales con fines extrafiscales, con el propósito 

de cumplir con el mandato de protección ecológica del Estado, ha sido expresamente 

avalado por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, según se extrae del 

voto 4830-2002 del 21 de mayo de 2002:  

 

“Nuestra Constitución Política, en su artículo 50, reconoce expresamente el de-

recho de todos los habitantes presentes y futuros de este país, de disfrutar de 

un medio ambiente saludable y en perfecto equilibrio. El cumplimiento de este 
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requisito es fundamental garantía para la protección de la vida y la salud públi-

cas, no sólo de los costarricenses, sino además de todos los miembros de la 

comunidad mundial. La violación a estos fundamentales preceptos conlleva la 

posibilidad de lesión o puesta en peligro de intereses a corto, mediano y largo 

plazo. La contaminación del medio es una de las formas a través de las cuales 

puede ser rota la integridad del ambiente, con resultados la mayoría de las ve-

ces imperecederos y acumulativos. El Estado costarricense se encuentra en la 

obligación de actuar preventivamente evitando -a través de la fiscalización y la 

intervención directa- la realización de actos que lesionen el medio ambiente, y 

en la correlativa e igualmente ineludible prohibición de fomentar su degrada-

ción”.  

 

Partiendo entonces del deber constitucional del Estado de velar por el medio ambiente, 

y su potestad soberana dentro de su jurisdicción para exigir contribuciones a las perso-

nas o de gravar sus bienes; el artículo 50 de nuestra Carta Magna, es fundamento jurí-

dico suficiente para justificar la introducción de figuras tributarias medioambientales en 

nuestro ordenamiento jurídico; siempre y cuando los mismos resulten idóneos, adecua-

dos y proporcionados en relación con el objeto y fin ecológico que persiguen. 

En concordancia con dicho artículo constitucional, se puede citar además la Ley Orgá-

nica del Ambiente que en su artículo 2 indica:  

 

a) El ambiente es patrimonio común de todos los habitantes de la Nación, con 

las excepciones que establezcan la Constitución Política, los convenios interna-

cionales y las leyes. El Estado y los particulares deben participar en su conser-

vación y utilización sostenibles, que son de utilidad pública e interés social.  

b) Todos tienen derecho a disfrutar de un ambiente sano y ecológicamente sos-

tenible para desarrollarse, así como el deber de conservarlo, según el artículo 

50 de nuestra Constitución Política.  
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c) El Estado velará por la utilización racional de los elementos ambientales, con 

el fin de proteger y mejorar la calidad de vida de los habitantes del territorio na-

cional. Asimismo, está obligado a propiciar un desarrollo económico y ambien-

talmente sostenible, entendido como el desarrollo que satisface las necesidades 

humanas básicas, sin comprometer las opciones de las generaciones futuras.  

d) Quien contamine el ambiente o le ocasione daño será responsable, conforme 

lo establezcan las leyes de la República y los convenios internacionales vigen-

tes.  

e) El daño al ambiente constituye un delito de carácter social, pues afecta las 

bases de la existencia de la sociedad; económico, porque atenta contra las ma-

terias y los recursos indispensables para las actividades productivas; cultural, 

en tanto pone en peligro la forma de vida de las comunidades, y ético, porque 

atenta contra la existencia misma de las generaciones presentes y futuras.  

 

El Estado propiciará, por medio de sus instituciones, la puesta en práctica de un 

sistema de información con indicadores ambientales, destinados a medir la evo-

lución y la correlación con los indicadores económicos y sociales para el país.  

 

Aunado a esto, la Ley para la Gestión Integral de Residuos del año 2013, en su artículo 

sexto define la gestión integral de residuos como:  

 

“El conjunto articulado e interrelacionado de acciones regulatorias, operativas, 

financieras, administrativas, educativas, de planificación, monitoreo y evaluación 

para el manejo de los residuos, desde su generación hasta la disposición final”.  

 

Como se puede desprender del citado artículo, es claro que esta ley avala también la 

creación de acciones regulatorias financieras como es el caso de los tributos ambienta-

les. 
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2.2.8.1   Métodos y Herramientas para la Tutela del Derecho a un Ambiente Sano 
Como se pudo observar en los ejemplos extranjeros citados en el acápite 2.2.7; se 

puede desprender, que a raíz de la practica insostenible del consumo desmedido de 

bolsas plásticas desechables y que como consecuencia del preocupante deterioro am-

biental, se han estudiado y aplicado distintos métodos y herramientas para la tutela 

efectiva del mencionado derecho a un medio ambiente sano; entre ellos se encuentran 

los métodos directos y los métodos indirectos.  

Los métodos directos, también llamados de mandato y control o instrumentos regulato-

rios; consisten en normas regulatorias, estándares y planes de carácter específico que 

determinan e influencian las decisiones de los agentes contaminadores. En este senti-

do, este tipo de regulaciones imponen una serie de obligaciones y/o prohibiciones con 

el objetivo de reducir el daño al entorno natural, y su transgresión suele acarrear la im-

posición de sanciones.  

Los métodos indirectos en cambio, son “mecanismos de mercado puestos al servicio 

de la protección ambiental” (Bokobo, 2000, p. 20). Dentro de este tipo de medios se 

encuentran los permisos negociables o mercados de derechos de emisiones, los tribu-

tos e incentivos fiscales, y las ayudas o subvenciones públicas.  

Los medios indirectos no dependen de la violación de norma alguna para su efectiva 

aplicación, sino que se realizan según se cumplan determinadas circunstancias prees-

tablecidas en el instrumento específico.  

Sobre los medios indirectos apuntan Rodríguez y Echeverría (2003, p. 4) que:  
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“El uso de instrumentos de este tipo en la gestión ambiental puede tener dos 

orientaciones. Primero, es posible internalizar los beneficios de acciones favo-

rables al ambiente. Esto incluye la retribución a los que realizan por ejemplo la 

conservación y recuperación de los bosques. Segundo, es posible cobrar por la 

utilización de los recursos naturales por ejemplo por medio de cargos al uso del 

agua para consumo o como efluente. Es decir, internalizar el costo ambiental de 

las actividades productivas”.  

 

Respecto a la conveniencia de utilizar uno u otro tipo de métodos, es posible mencionar 

dentro de las ventajas que ofrecen los métodos indirectos, las siguientes:  

 

1)  Los métodos indirectos requieren menos información que los directos, pues-

to que no se necesita conocer todos los datos relacionados con los costes y 

circunstancias de cada contaminador, de forma tal que se economizan los 

costes de la Administración. 

 

2)  Las políticas de los medios directos deben ser aplicadas de forma generali-

zada por parte de la Administración a los agentes contaminantes, quienes 

deben acatar sin diferenciación alguna todas las regulaciones emitidas, lo 

cual ocasiona que la reducción de la contaminación sea más onerosa para 

algunos agentes que para otros, sin que lo anterior obedezca a la carga con-

taminante de cada agente. 

 

3)  Los métodos directos solamente exigen su cumplimiento mínimo, mientras 

que los indirectos estimulan a que los agentes contaminantes reduzcan lo 
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más posible sus emisiones, debido a que en última instancia esto represen-

tará un beneficio económico para sus actividades. 

 

4)  La utilización de métodos indirectos contribuye a sufragar los gastos incurri-

dos por el Estado en la corrección y limpieza del entorno natural, así como 

todos aquellos gastos administrativos que surgen de la implementación de las 

distintas medidas. 

 

5)  Los métodos directos suelen resultar más costosos y complicados, además 

de que pueden ser doblegados más fácilmente que los métodos indirectos.  

 

Del mismo modo, es importante mencionar que para proteger el medio ambiente a 

través de los medios indirectos, específicamente por medio de la imposición de tributos, 

no se requiere en todos los casos la creación ex-novo de tributos ecológicos pues bas-

taría dar un matiz protector del medio ambiente a los ya existentes.  

En efecto, a través de los medios indirectos, específicamente mediante la utilización de 

tributos ecológicos, es posible gravar el consumo de productos dañinos al medio am-

biente; de forma tal que se fomente el consumo de aquellos productos favorables, lo 

que a su vez fomenta la realización de investigación en tecnologías limpias y formas de 

ahorro de los recursos naturales.  

No obstante lo anterior, es probable que el sector industrial se encuentre más anuente 

a los subsidios que a los gravámenes. En este sentido, es posible que el otorgamiento 
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de subsidios resulte una opción apropiada para incentivar la investigación en tecnología 

y métodos para disminuir la contaminación.  

A pesar de las virtudes señaladas de los métodos indirectos, resulta necesario mencio-

nar que existen una serie de desventajas relacionadas con la utilización de los métodos 

indirectos como instrumento de protección ambiental, dentro de las cuales es importan-

te rescatar las siguientes:  

 

1)  La reducción de contaminación, fin último, depende de la reacción de los 

agentes contaminadores frente a los métodos que se implementen. 

 

2)  Su eficacia puede verse disminuida en lugares altamente contaminados, de-

bido a la capacidad de asimilación del medio ambiente. 

 

3)  La utilización de métodos indirectos de manera uniforme no disminuye por sí 

sola la contaminación, por lo que debe diseñarse un sistema no lineal o no 

uniforme que tome en cuenta las variables de contaminación en el tiempo y 

en el espacio. En otras palabras, no es lo mismo utilizar materiales tóxicos no 

reciclables, que algunos otros que a pesar de sus efectos contaminantes, 

pueden ser reciclados. Del mismo modo, no tiene el mismo efecto la conta-

minación que produzca una empresa ubicada en un parque industrial con 

políticas de tratamiento de desechos, que los efectos contaminantes produci-

dos por alguna otra que se ubique en la vereda de un río sobre el cual vierte 

sus desechos tóxicos.  
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Debido a las desventajas expuestas, no se debe descartar la utilización de ambos 

métodos de forma complementaria, ya que existen actividades contaminantes muy da-

ñinas que evidentemente requieren la aplicación de medidas prohibitivas o sancionado-

ras, para cuyo caso los métodos indirectos no resultarían ser los adecuados.  

En este sentido, es importante distinguir cuándo se está frente a un método cuya fun-

ción pretende ser sancionadora y cuándo se trata de un método cuya vocación es prin-

cipalmente motivadora ya sea de forma persuasoria o disuasoria; debido a que ambas 

funciones tienen un fundamento de hecho y de derecho distinto.  

Los métodos indirectos, que tienen una función persuasoria o disuasoria, no derivan de 

una acción antijurídica regulada por el ordenamiento, por lo que no deben aplicarse 

donde existe violación de normas; pues en este último caso, lo que corresponde es la 

aplicación de una multa y no de un impuesto encubierto.  

Es fundamental recordar que los tributos, como medios indirectos de protección medio-

ambiental, deben actuar en un ámbito en el que la contaminación sea indeseable pero 

tolerada. Se establece entonces, como límite de la cuantía del tributo, el importe del 

daño ambiental o el coste de evitar dicha contaminación.  

Baena (en Yábar, 2002, p. 193) afirma al respecto que:  

 

“Tampoco parece acertado calificar a un impuesto con finalidad desincentivado-

ra, en todo caso, como una “sanción material” o “multa sin infracción previa”. 

Ello equivale a decir que toda medida de fomento de carácter negativo es de 

naturaleza sancionadora, lo cual no es cierto. Puede serlo, pero no necesaria-

mente; y lo que interesa destacar es que conceptualmente son institutos dife-

rentes. La actividad de fomento es típicamente administrativa y, por tanto, final; 
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pero a tal fin se sirve o puede servir, como es sabido, de instrumentos financie-

ros (mediales por esencia)”.  

 

De igual manera, Herrera (2000) al analizar este tema, específicamente en referencia al 

ordenamiento jurídico español, señala que la Constitución Española si bien establece 

como una función del Estado la protección del medio ambiente; no establece cuáles 

son todos los posibles instrumentos a través de los cuales puede llevar a cabo este 

deber. Sin embargo, en dicho país a nivel constitucional sí se establece la necesidad 

de adoptar medidas con carácter general para regular la responsabilidad civil y otros 

mecanismos resarcitorios para hacer frente a posibles daños ambientales; así como 

también el establecimiento de medidas sancionadoras para los casos de conductas 

contaminantes más graves.  

Para este tipo de medidas, sea las sancionatorias, se encuentra excluida la aplicación 

simultánea de tributos, ya que existe una incompatibilidad entre los regímenes tributario 

y el hecho de sancionar, pues en términos generales no se pueden implementar tribu-

tos medioambientales que graven con carácter general las emisiones contaminantes 

sin que se tome en cuenta el grado de licitud, para lo cual deberán existir parámetros 

legalmente establecidos. 

Así las cosas, es necesario buscar un balance entre los métodos directos o de regula-

ción, y los métodos indirectos de protección ambiental; especialmente los tributos, con 

el fin de conseguir los objetivos de protección ambiental, dentro de un marco de fuerte 

institucionalidad, transparencia, claridad y buen recurso humano.  

Ahora bien, los tributos de ordenamiento se caracterizan porque su objeto consiste, en 

la disuasión de determinadas actividades o del consumo de determinados productos, 
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por encima de cualquier finalidad recaudatoria. A manera de ejemplo, dentro del orde-

namiento jurídico costarricense, los impuestos sobre el alcohol y los cigarrillos son tri-

butos de ordenamiento, pues a través de estos gravámenes se pretende disuadir del 

consumo de estos productos, y de manera secundaria, mediante la recaudación que de 

estos provenga, se logra aumentar el presupuesto para cubrir los daños sociales oca-

sionados por su consumo.  

Es importante señalar que la utilización de los tributos con fines extrafiscales -–en el 

sentido de que no tienen como principal objetivo la recaudación—, ha generado una 

discusión doctrinaria de posiciones encontradas. Según comenta Torrealba (1992, p. 

787) la doctrina jurídica tributaria se ha referido al tema de los tributos extrafiscales en 

tres vertientes básicas, las cuales se relacionan principalmente con el problema que las 

finalidades disuasorias plantean, desde la óptica de los principios tributarios constitu-

cionales:  

 

“En primer lugar, el tema que podemos identificar sin más como del concepto de 

impuesto; en segundo lugar, el tema relativo al contraste con el principio de ca-

pacidad contributiva (en sus dos funciones); en tercer lugar, el tema de la inci-

dencia de estos tributos respecto de otros derechos y principios constitucionales 

que cubren los campos materiales indirectamente influenciados por aquéllos”.  

 

En cuanto a la primera vertiente de problemas –concepto de impuesto–, se ha afirmado 

que algunos tributos con fines disuasorios o de ordenamiento, dentro de los cuales se 

suelen incluir los tributos medioambientales, no pueden ser considerados como tributos 

per se, pues al carecer de la finalidad recaudatoria, carecen de un elemento esencial 
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de la configuración del tributo. Torrealba (1992, pp. 750,751) explica la figura de los 

tributos con fines extrafiscales en los siguientes términos:  

 

“La figura “pura” del impuesto de ordenamiento según la doctrina expuesta se 

trata, en síntesis, de aquellas figuras tributarias que incluyen, entre sus carac-

terísticas objetivas, la proyección de una recaudación decreciente del impuesto, 

acompañada de la disminución general de los objetos y de las personas impo-

nibles que conforman sus elementos subjetivos y objetivos. El tributo cumple 

una función promocional-disuasoria, en forma exclusiva o por lo menos preva-

lente, como medio o instrumento legal para encauzar comportamientos huma-

nos hacia metas convenientes para la comunidad político-social, que opera a 

manera de sanción negativa orientada a desestimular, en mayor o menor medi-

da ciertas conductas (activas u omisivas) de la más variada índole, siendo pre-

cisamente éstas las que conforman el aspecto material del hecho imponible: el 

contribuyente o se abstiene de realizar el hecho imponible o paga el gravamen, 

siendo en este caso el efecto querido o buscado el de la abstención”.  

 

Del mismo modo, Bokobo (2000, p. 74, 75) expone que:  

 

“Los tributos de ordenamiento suponen el empleo del instituto tributario, no co-

mo fuente de financiación, sino como instrumento intervencionista prioritaria-

mente orientado hacia objetivos extrafiscales, distintos e independientes del 

propósito recaudatorio.”  

 

De lo anterior se deriva que los tributos de ordenamiento responden a la protección o 

realización de un interés público jurídicamente tutelado, al igual que los impuestos tra-

dicionales; que para efectos de este trabajo consiste en la protección del medio am-

biente y el cumplimento efectivo del deber del Estado de proveer un medio ambiente 

sano y ecológicamente equilibrado.  
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Los tributos en general no tienen únicamente una finalidad recaudatoria, pues la recau-

dación por sí misma no es el objetivo del tributo, sino el cumplimento de los fines públi-

cos mediante dicha recaudación.  

Así las cosas, los tributos pueden satisfacer las mismas necesidades públicas mediante 

la promoción o disuasión de comportamientos o la redistribución de la riqueza, sin que 

para ello sea estrictamente necesario recaudar. De esta manera, no sólo se pueden 

satisfacer necesidades públicas mediante los tributos extrafiscales, sino que incluso 

puede evitarse el surgimiento de nuevas necesidades públicas.  

Lo anterior ha sido ampliamente desarrollado por Torrealba (Inédito a, p. 5), quien al 

respecto expone que:  

 

“La mejor doctrina ha observado que, en el fondo, la finalidad básica de los tri-

butos, esto es, la que le da su fundamento, es la satisfacción de las necesida-

des públicas. A ese respecto, es de recordar que la necesidad pública se define 

como un fin público cuya satisfacción requiere recursos monetarios. También es 

necesario apuntar que lo “público” de un fin no viene determinado por la natura-

leza del “ente” que lo hace suyo, sino por su contenido material”.  

 

A raíz de lo anterior, la constitucionalidad de los tributos extrafiscales no deberá medir-

se en correspondencia con el fin recaudatorio —el cual se encuentra ausente en estas 

figuras—, sino más bien respecto a la idoneidad del mecanismo para cumplir los objeti-

vos que persigue, sea el cumplimiento de las necesidades públicas.  

Este mismo autor (Torrealba, 1992, p. 742) recuerda que:  

 

“Parte importante de la doctrina italiana se ha pronunciado a favor de la utiliza-

ción extrafiscal del tributo, pues incluso en última instancia los tributos de orde-
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namiento pueden, al menos potencialmente, generar ingresos para la hacienda 

pública. En este sentido, apunta que tanto Manzoni como Moschetti dan por 

descontado que “los impuestos con finalidad protectiva, demográfica, redistribu-

tiva, preventiva, sancionatoria, etc., si bien prescinden inmediatamente de la 

generación de ingresos, de hecho terminan siempre produciéndolos”.  

 

Es decir, si bien la recaudación de los tributos de ordenamiento es inversamente pro-

porcional a la consecución de sus fines; en virtud de que la realización absoluta de sus 

objetivos es imposible, siempre generarán algún grado de recaudación. Debido a lo 

anterior, no es cierto que los tributos de ordenamiento excluyan totalmente la finalidad 

recaudatoria.  

En todo caso, como se señaló, la finalidad extrafiscal por encima de la pretensión re-

caudatoria no desnaturaliza ni invalida la figura tributaria como tal, pues como bien 

menciona Baena (Yábar, 2002, p.193, 194):  

 

“El recurso público puede satisfacer el interés financiero de manera no medial, 

sino directa, «sin la necesidad de que se realice o se actúe el mecanismo ingre-

so-gasto»; el hecho de que el fin se persiga «directamente por el tributo, esto 

es, sin recorrer el íter normal imposición ingreso-gasto, para nada hace desapa-

recer ni la función propia ni la naturaleza del tributo, sino que únicamente pro-

voca la aceleración del resultado final, simplificando el procedimiento de reali-

zación»”.  

 

Incluso Baena (Yábar, 2005, p. 186) concluye que la potestad de utilizar tributos para 

cumplir con objetivos extrafiscales, tutelados jurídicamente, se convierte en una obliga-

ción dentro de las economías mixtas de los Estados sociales de derecho, de conformi-
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dad con las ideas de H. Kelsen y posteriores seguidores. Al respecto Torrealba (Inédito 

a) menciona que:  

 

“Siempre y cuando exista una clara conexión entre el tributo y la necesidad 

pública que busca satisfacer, no resulta necesario el fin recaudatorio logrado 

mediante el íter tradicional de los tributos; que consiste en cobrar, presupuestar 

y gastar”.   

 

La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia costarricense en la resolución 

2657-2001 del 4 de abril de 2001, avala la utilización extrafiscal de los tributos, a pesar 

de que tal finalidad no encuentra respaldo constitucional expreso en la Constitución 

Política. En dicha ocasión la Sala Constitucional apuntó que, los tributos deben necesa-

riamente estar subordinados al valor supremo de igualdad, el cual actúa tanto como 

criterio orientador, como límite. En este sentido se apuntó en dicha resolución que:  

 

“La estructuración de un impuesto con criterios de capacidad contributiva sólo 

será posible en tanto la igualdad de hecho, u otro principio constitucionalmente 

protegido, no exija una estructura distinta. (...) Por lo tanto, no debe considerar-

se el fin extrafiscal de una norma tributaria, como una situación que va en con-

tra de la misma naturaleza de la norma, sino que lo que ocurre en la realidad, es 

un desplazamiento del fin intrínseco de ésta -el llevar recursos al Estado- por 

otro primordial que es el que persigue la ley”.  

 

Partiendo de lo anterior, la Sala Constitucional señaló en dicha ocasión que es imposi-

ble considerar la existencia de impuestos fiscales puros, pues todos los impuestos ne-

cesariamente generan efectos económicos, que deben ser tomados en cuenta por los 

legisladores a la hora de regularlos; pues es posible que una norma si bien genere una 
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alta recaudación y se ajuste en todo al principio de capacidad económica, puede tener 

efectos negativos sobre la economía. Precisamente la política económica mediante 

impuestos consiste en tomar en cuenta los efectos económicos o extrafiscales de los 

impuestos.  

De esta manera entonces, es posible afirmar que la finalidad extrarrecaudatoria de los 

tributos de ordenamiento no es suficiente justificación para negarles su carácter de tri-

butos, por lo que “resulta estéril cifrar la diferenciación entre los ingresos tributarios y 

los restantes ingresos públicos en el destino recaudatorio de los primeros”. (Torrealba, 

1992, p. 809)  

En el caso específico de los tributos ambientales, su objetivo reside en el mejoramiento 

de la calidad de la vida humana de los individuos, en equilibrio con el desarrollo 

económico; por lo que a través de estos se pretende reducir la incidencia humana de 

forma eficiente en el medio ambiente, mas su objetivo último no puede ser eliminarla 

por completo.  

En este sentido, es importante subrayar que los tributos medioambientales no preten-

den una recaudación cero, pues una recaudación nula implicaría la no existencia de 

contaminación, esto sería posible únicamente con la desaparición de todas las indus-

trias y en general, con la paralización absoluta del desarrollo económico, lo cual es in-

compatible con el desarrollo sostenible pretendido.  

No se debe olvidar que los tributos, como instrumentos para la satisfacción de necesi-

dades públicas, no pueden nunca encubrir a una sanción pues esto implicaría un ale-

jamiento entre la figura tributaria y el fin que persigue. Nunca debe un tributo aplicarse 

a manera de castigo por la realización de un comportamiento ilícito.  
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Si el tributo no se establece con el fin de satisfacer o evitar necesidades públicas, y su 

cuantificación no se basa en el costo social que se pretende evitar o sufragar, estare-

mos frente a una sanción disfraza de tributo. Lo mismo puede decirse en aquellos ca-

sos en que la cuantificación del tributo determine un monto por pagar tan excesivo, que 

impida la realización de la actividad.  

No solo se requiere que exista una necesidad pública que se busque satisfacer o evitar, 

para la legitimidad del instrumento fiscal, pues se requiere también que respete los lími-

tes establecidos al poder impositivo por la propia Constitución, relacionados con “el ob-

jeto, la intensidad y la distribución entre los contribuyentes de la carga tributaria” (To-

rrealba, 2001, p. 78).  

De acuerdo con las consideraciones expuestas, es completamente legítimo que el Es-

tado utilice tributos de ordenamiento, en contraposición a los estrictamente fiscales, 

para alcanzar o realizar determinados objetivos y satisfacer las necesidades públicas, 

como parte de una política de economía fiscal; influyendo la producción y consumo 

mediante la variación de costos o precios, y dirigiendo en términos generales la activi-

dad económica.  

Por otra parte, se ha cuestionado si los tributos con fines extrafiscales deben responder 

o no al principio constitucional tributario de capacidad económica. Del mismo modo, 

también se ha cuestionado si al implementarse dichos tributos deberán graduarse o 

ajustarse a las potestades recaudatorias de las instituciones públicas encargadas, a 

efectos de lograr la finalidad constitucional no recaudatoria perseguida por esos tribu-

tos.  
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El principal problema surge por el hecho –al menos aparente– de que los tributos de 

ordenamiento, aparentemente no toman en cuenta el principio de capacidad económi-

ca. Como desarrolla Torrealba (1992 p. 842): 

 

“Parte de la doctrina señala que al modificarse la configuración del hecho impo-

nible con exenciones, al tenor de objetivos no fiscales, se está realizando una 

discriminación entre sujetos con capacidades contributivas iguales, lo que impli-

ca que se está gravando una capacidad contributiva irreal”.  

 

Otros (J.L. Pérez de Ayala) en cambio, simplemente estiman que si bien los tributos de 

ordenamiento son figuras fiscales, por el simple hecho de perseguir fines distintos del 

recaudatorio, no tienen que responder al principio de capacidad económica, aplicable 

sólo a los tributos fiscales.  

Continúa Torrealba (1992, p. 842) mencionado que autores como L. Mateo y Albiñana 

consideran que:  

 

“Al gravar los tributos de ordenamiento conductas que no representan una ma-

nifestación de riqueza —pues no son cuantificables y no se pueden realizar en 

mayor o menor grado—, éstos no respetan el principio de capacidad económi-

ca, independientemente de que para efectos de la base imponible se tomen en 

cuenta parámetros económicos. Lo anterior implica que bajo esta concepción, el 

elemento material del hecho generador debe siempre manifestar una riqueza, 

sea esta actual o potencial, en aras del principio de capacidad económica”.  

 

Las posiciones de los autores citados, se pueden resumir en que todo hecho generador 

debe estar ligado con la posesión de un patrimonio, la circulación de bienes o la adqui-

sición o gasto de la renta, únicas manifestaciones de capacidad económica. En este 
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sentido, partiendo de que la contaminación generada por la producción no puede enca-

sillarse por sí misma en ninguna de las anteriores manifestaciones, un impuesto que la 

grave devendría violatorio del principio de capacidad económica.  

Contrario a la posición descrita, apunta Torrealba (1992, p. 843) que:  

 

“Otros autores como Moschetti consideran que “la capacidad contributiva que el 

legislador ha querido gravar no viene siempre evidenciada por el presupuesto 

de hecho, de modo que no es siempre y necesariamente el presupuesto el ele-

mento que justifica el tributo.” Es decir, el hecho generador no tiene que ser una 

manifestación de riqueza, sin embargo, el objeto imponible sí debe constituir tal 

manifestación”.  

 

Sin embargo, el hecho de que el objeto del tributo con fines extrafiscales tenga algún 

grado de relación con una manifestación de riqueza, no implica por sí sólo que se esté 

cumpliendo a cabalidad con el principio de capacidad económica. Se requiere también 

que en primer lugar, cumpla con los límites de no confiscatoriedad y del mínimo vital, y 

en segundo lugar, que no grave de forma múltiple una misma capacidad contributiva. 

En este sentido, debe existir una necesidad pública que justifique la discriminación im-

positiva y que pueda ser satisfecha mediante la imposición del tributo con fines extra-

fiscales. Como señala Herrera (2000, p. 183),  

 

“Para que no se violente este principio, el importe del tributo nunca deberá su-

perar el coste del daño ambiental o del costo de evitar dicho daño. Siempre la 

proporcionalidad deberá ser el norte de la imposición, de forma tal que se nive-

len los posibles conflictos entre los principios de la tributación ecológica y aque-

llos de la justicia tributaria material”.  
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El hecho de que el mercado no sea capaz por sí mismo de lograr que los agentes con-

taminantes internalicen las externalidades negativas medioambientales, tiene como 

resultado que éstos agentes se enriquezcan a costas de la sociedad, lo cual es contra-

rio al principio de capacidad económica.  

Partiendo de que este principio implica la solidaridad de contribuir con las finanzas 

públicas, explica Torrealba (1992, p. 851) que:  

 

“...la actividad tributaria adquiere, más allá de la función recaudatoria, la función 

social de hacer que los costos sociales se internalicen en la fuerza económica 

de los sujetos”.  

 

Al respecto, señala este mismo autor (2001, p. 86) que:  

 

“Los tributos deben recaer sobre una capacidad económica que sea “efectiva”, 

esto es, actual, real.”  

 

Lo anterior ha sido denominado por este autor como principio del “neto objetivo”, que 

es un requisito de efectividad del principio de la capacidad económica. Así, mediante el 

tributo con fines extrafiscales se logra que la riqueza incluya los costes sociales de la 

contaminación, haciendo su cuantificación más real, para efectos de la medición de la 

capacidad contributiva.  

Es importante señalar en este punto, que el principio de capacidad económica tiene 

como fundamento un matiz solidario en virtud del cual, es posible exigir el pago de una 

determinada contribución, sin que exista una contraprestación paralela, como se da en 

el caso de los impuestos; en contraposición a las tasas y a las contribuciones especia-

les. Lo anterior tiene especial relevancia en relación con los intereses difusos o colecti-
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vos medioambientales, puesto que tratándose de los derechos de tercera generación 

existen múltiples sujetos que, por no existir contraprestación alguna, se enriquecen a 

costa de las finanzas públicas, lo cual significaría dentro de nuestro objeto de estudio, 

que el Estado estaría financiando actividades individuales contaminantes en perjuicio 

del entorno y de los derechos de la colectividad.  

Tanto la renta como el patrimonio, los cuales constituyen las materias tradicionalmente 

imponibles por su capacidad de medición de la capacidad económica, no resultan 

apropiados para utilizarse como base imponible de los tributos de ordenamiento, es-

pecíficamente los ecológicos.  

Justamente, un impuesto medioambiental que sí tome en cuenta los mencionados índi-

ces de riqueza, muy probablemente tendrá un fin encubierto distinto al ambiental, por lo 

que su supuesta extrafiscalidad deberá ser analizada cuidadosamente. En este sentido, 

destaca Baena (Yábar, 2002, p. 198) que:  

 

“El mismo razonamiento es aplicable a un impuesto sobre los beneficios de la 

contaminación. En principio, podría parecer la forma más directa de “internali-

zar” los costes externos. Pero el daño ecológico de una empresa no tiene por 

qué guardar relación alguna con su renta”.  

 

Por otro lado, los tributos de ordenamiento pueden tomar en cuenta la riqueza como 

manifestación de capacidad económica, sin embargo, no necesariamente tienen que 

gravarla. Bajo este mismo orden de ideas, Bokobo (2000, p. 126) apunta que:  

 

“El importe de los tributos de ordenamiento socioeconómico no es «cuota», 

pues éstos no detraen una porción o parte alícuota de la capacidad económica 
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sobre la que giran, antes al contrario, estimulan o penalizan un determinado 

comportamiento socioeconómico”.  

 

En virtud de lo anterior, tampoco podemos pensar que los tributos de ordenamiento 

puedan generar algún tipo de doble imposición con respecto a otros tributos; como el 

impuesto sobre la renta, pues gravan distintas capacidades económicas o capacidades 

económicas sectoriales, lo que implica que no se está afectando la misma capacidad 

de pago.  

Así las cosas, no existe tal divorcio entre los fines extrafiscales y el principio de capaci-

dad económica, pues precisamente partiendo de que el costo de producción no equiva-

le a su costo social, cuando existen externalidades ambientales negativas no internali-

zadas, no se está gravando la real capacidad económica de los agentes contaminan-

tes.  

Se debe recordar que el principio de capacidad económica, no tiene un contenido abs-

tracto, pues no se puede separar del resto de los valores constitucionalmente consa-

grados. En este sentido, partiendo de que nuestra Constitución establece como valor 

un medio ambiente limpio, entonces el derecho a disfrutar del entorno natural debe ser 

tenido en cuenta a la hora del valorar el principio de capacidad económica. Como ha 

sido señalado por Herrera (Torrealba, Inédito b., p. 21),  

 

“El principio de capacidad económica no sirve únicamente como límite negativo 

a la imposición, sino que funciona como “criterio de reparto de las cargas públi-

cas” bajo el principio de solidaridad”.  
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Es resumen, los tributos de ordenamiento cumplen con el principio de capacidad 

económica en el tanto permiten internalizar costos sociales –externalidades negati-

vas— que hacen surgir necesidades públicas, que son susceptibles de ser cubiertas 

con recursos económicos del Estado. En este sentido, Torrealba (1992, p. 857) apunta 

lo siguiente:  

 

“La generación de un costo social no internalizado constituiría una razón para 

una discriminación fiscal constitucionalmente legítima a la luz del principio de 

capacidad contributiva. Es decir, se trataría de una discriminación desfavorable 

en el sentido estricto que hemos empleado en este trabajo: esto es, como un 

juicio de mayor aptitud para la solidaridad. Ahora, el objeto de ese juicio sería, 

como ya dijimos, la riqueza efectivamente existente sobre la que recae el tributo 

explícita o implícitamente”.  

 

En la materia tributaria-ambiental, el principio de capacidad económica tiene una espe-

cial aplicación en relación con el principio quien contamina, paga. A través de éste últi-

mo se facilita la imputación de los costos sociales provocados por las externalidades 

negativas medioambientales, a los agentes responsables. En otras palabras, el princi-

pio quien contamina paga, representa una manifestación específica del principio de 

capacidad económica. Al respecto, Torrealba (1992, p. 850) en referencia al tratadista 

Amatucci, afirma que:  

 

“La utilización del tributo como instrumento de una política ambiental, presu-

pondría como condición de legitimidad, la capacidad contaminante, que sería 

potencial si la ley institutiva persiguiese el fin de desincentivar el comportamien-

to coincidente con el presupuesto”. 
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Así entonces, los tributos ecológicos responden a la solidaridad presente en el deber 

de contribuir a las cargas públicas, y pone en evidencia la conexión existente entre el 

principio de capacidad económica y los valores constitucionales medioambientales. En 

este sentido, “el tributo representaría el instrumento de incidencia de los intereses difu-

sos sobre situaciones jurídicas de los individuos, limitándolas” (Torrealba, 1992, p. 

850).  

 
 
 

2.3   HIPÓTESIS  
 

Implementando tributos ambientales con fines extrafiscales, se mitiga la contaminación 

al medio ambiente; en el proceso se generan ingresos y consecuentemente se logra un 

cambio cultural. 

 

 

CAPÍTULO III: MARCO METODOLÓGICO 
 

 
3.1   TIPO DE INVESTIGACIÓN  
 

3.1.1   Finalidad 
 

Según su finalidad, esta investigación pertenece al género mixto, por cuanto busca ge-

nerar conocimiento en el ámbito de los tributos ambientales con fines extrafiscales, que 

desincentiven conductas nocivas para el medio ambiente; ya que se necesita reflexio-

nar sobre la posibilidad de brindar soluciones distintas a las que se han propuesto en el 
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pasado, a prácticas insostenibles e innecesarias como la entrega gratuita de bolsas 

plásticas desechables.  

A su vez, se desea brindar una nueva normativa y material de apoyo, para que instru-

mentos como el que propone este trabajo investigativo, puedan funcionar en Costa 

Rica. 

 

3.1.2   Alcance Temporal 
 

Tal y como lo establece su titulación, este trabajo es de corte transversal, porque refie-

re a una fotografía en el tiempo por cuanto sólo tomará como objeto de estudio, las ac-

ciones e iniciativas tendientes a llenar el vacío normativo que regule la entrega gratuita 

de bolsas plásticas desechables, es decir, las que se han llevado a cabo desde el año 

2009 hasta el presente año. 

 

3.1.3   Marco de la Investigación  
 

Al indicar que esta investigación se realizará en la rama del derecho tributario, se deli-

mita de forma macro a los tributos ambientales, para luego delimitar aun más a nivel 

micro, con la propuesta de un tributo a las bolsas plásticas desechables, diseñado es-

pecialmente para Costa Rica. 

 

3.1.4   Condición de la Investigación 
 

En Costa Rica, la información sobre tributos ambientales con fines extrafiscales es  

escasa. A razón de esto, la investigación deberá ser mixta por cuanto, se accederá a 
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los pocos textos existentes de forma directa y también, se solicitará información a los 

especialistas en la materia. 

 

3.1.5   Carácter de la Investigación 
 

La presente investigación posee diversos rasgos característicos surgidos de los objeti-

vos planteados. 

Exploratorio: Por un lado se plantea su carácter exploratorio, por cuanto no existen pre-

cedentes investigativos, en cuanto al análisis de la implementación de tributos ambien-

tales con fines extrafiscales, a las bolsas plásticas desechables en la legislación costa-

rricense. Consecuentemente, se brindará un matiz descriptivo a nivel legal de esta 

herramienta no acogida aún por nuestro ordenamiento jurídico. 

Retrospectivo: Muchos de los elementos a evaluar serán con base en pronunciamien-

tos ya realizados por la Sala Constitucional, así como la Asamblea Legislativa y la Di-

rección General de Tributación. 

Descriptivo-Analítico: Debido a la esencia jurídica de este trabajo investigativo, se pro-

cederá a exponer la normativa internacional que contempla los tributos ambientales a 

las bolsas plásticas desechables, con el fin de realizar un análisis legal para verificar o 

no, su compatibilidad con la legislación costarricense.  

 
3.1.6   Naturaleza de la Investigación  
 

Mixta será la naturaleza de esta investigación, por cuanto capta datos de manera obje-

tiva provenientes de estudios ejecutados por organizaciones internacionales, fundacio-

nes y juristas. No obstante, existirán rasgos cualitativos por cuanto se expondrán algu-
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nos criterios externados por medios internacionales en cuanto a la creciente contami-

nación al medio ambiente por bolsas plásticas y los instrumentos jurídicos que están 

implementando los distintos países para mitigar el daño ambiental. 

 

3.2   SUJETOS Y FUENTES DE INVESTIGACIÓN 
 
 

3.2.1   Sujetos 
 

El perfil profesional de los sujetos que se entrevistarán para obtener la información de-

seada, contempla al menos tres representantes: uno de la Dirección General de Tribu-

tación, otro del Tribunal Fiscal Administrativo, otro de la Secretaría Técnica Nacional 

Ambiental y finalmente uno de la Asamblea Legislativa. 

Tanto para el representante de la Dirección General de Tributación y del Tribunal Fiscal 

Administrativo, como el de la Asamblea Legislativa, se referirá no a cualquier funciona-

rio, sino a uno que cuente con una experiencia diversa en la materia, que pueda brindar 

un espectro amplio de las ventajas y desventajas de nuestro actual ordenamiento 

jurídico en materia tributaria ambiental. 

En cuanto al representante de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, se requiere de 

un especialista en materia legal que posea experiencia en la aplicación oportuna y per-

tinente de la normativa y procedimientos administrativos y técnicos en materia de eva-

luación ambiental para prevenir impactos sociales y ambientales negativos, pues se 

necesita de un funcionario que posea conocimiento actualizado en la normativa am-

biental; por cuanto este ente, es responsable de realizar la administración del proceso 
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de evaluación de impacto ambiental, que permita la correcta toma de decisiones de las 

instituciones estatales. 

 

 

 

3.2.2   Fuentes 
 

Teniendo en cuenta que, el presente trabajo se basa en la normativa tanto nacional 

como internacional, referida a tributos ambientales con fines extrafiscales; es funda-

mental consultar textos costarricenses como la Constitución Política de Costa Rica, el 

Código de Normas y Procedimientos Tributarios, la Ley para la Gestión Integral de 

Residuos y su reglamento. 

Con respecto a la Constitución Política de Costa Rica, que contiene una declaración de 

la voluntad popular con derechos y libertades fundamentales, respecto de los cuales se 

obliga al Estado para con todos los habitantes de su territorio; y contiene además la 

estructura del poder legítimo, que se organiza y distribuye, para delimitar sus actuacio-

nes e impedir que éstas lesionen los derechos mencionados; y para regular las funcio-

nes vitales de los órganos estatales. 

Por su parte el Código de Normas y Procedimientos Tributarios, es necesario por cuan-

to es la normativa que cubre de forma amplia, las potestades tributarias que dan ese 

poder/deber a la Administración Tributaria de gestión, fiscalización y de recaudación; 

contiene además principios doctrinarios y legales que engloba la materia tributaria, co-

mo el principio de legalidad, el principio de reserva de ley tributaria, entre otros, los cua-

les son aplicados en el diseño del tributo propuesto y ampliamente tocados a lo largo 

de esta investigación.  
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La Ley para la Gestión Integral de Residuos y su reglamento, que versan sobre un con-

junto articulado e interrelacionado de acciones regulatorias, operativas, financieras, 

administrativas, educativas, de planificación, monitoreo y evaluación para el manejo de 

los residuos, desde su generación hasta la disposición final; lo cual es  parte del marco 

jurídico de lo que propone este trabajo. 

Mientras que en el ámbito foráneo, es imprescindible estudiar la normativa que crea y 

regula el impuesto sobre las bolsas de plástico de un solo uso, implementada en los 

distintos países de la Unión Europea y también en el Continente Americano; por cuanto 

estos instrumentos se han implementado con gran éxito, logrando resultados muy satis-

factorios; esto con el objetivo de realizar un estudio de derecho comparado, para con-

trastar instituciones o figuras jurídicas de los distintos ordenamientos; con la finalidad 

de profundizar en el conocimiento del ordenamiento propio y poder ver de una manera 

más clara, el camino a seguir para resolver de la manera más adecuada el vacío jurídi-

co. 

 

 

 
CLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN  
 

De los Sujetos: Tal y como se mencionó en el acápite 3.2.1, esta investigación requiere 

de la información que puedan brindar los representantes de la Dirección General de 

Tributación, el Tribunal Fiscal Administrativo, de la Secretaría Técnica Nacional Am-

biental y de la Asamblea Legislativa.  

Dicha información se le considerará de primera mano, por cuanto serán los mismos 

profesionales que brinden sus propios criterios en cuanto al vacío legal que regule la 
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entrega gratuita de bolsas plásticas desechables; y la implementación de un tributo 

ambiental para regular dicha práctica. Únicamente, aquellos datos que los informantes 

brinden tales como, gráficos, esquemas o cualquier tipo de estadísticas sobre las inicia-

tivas en corriente legislativa o distintas acciones tendientes a llenar el vacío jurídico en 

cuestión, serán considerados como de segunda mano. 

De las Fuentes: En concordancia al punto 3.2.2, la normativa nacional e internacional 

referente a los tributos ambientales es trascendental para estudiar jurídicamente, la 

posibilidad de la incursión de un tributo ambiental con fines extrafiscales que regule la 

entrega gratuita de bolsas plásticas en Costa Rica; sentando un precedente para la 

futura aplicación de instrumentos similares. Es por ello que se le considerará de prime-

ra mano toda la información que se obtenga de dichos lineamientos jurídicos, por cuan-

to no se utilizará normativa comentada. A su vez se consideran como Fuentes Mayo-

res, por cuanto poseen una duración ad perpetuam hasta que un grupo de legisladores 

deseen cambiarlas. 

 

 

 
3.3   SELECCIÓN POBLACIÓN Y MUESTRA 
 

Como se ha expuesto en los anteriores acápites, los informantes clave no son escogi-

dos al azar, sino respondiendo a un perfil profesional establecido acorde con los objeti-

vos de la investigación, tales como experiencia en el campo tributario, jurídico  ambien-

tal, conocimientos técnicos, etc. Consecuentemente, este muestreo encaja en ser No 

Probabilístico por Juicio. En este caso es el Lic. Juan Carlos Gómez Sánchez, Subdi-
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rector de la Dirección General de Tributación, la Licda. María Quirós Rojas, Presidente 

a.i. del Tribunal Fiscal Administrativo y la Licda. Karla Martos Ramírez, Jefe del Depar-

tamento de Asesoría Jurídica de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, quienes 

fueron seleccionados por su vasta experiencia y conocimiento en su campo.  

 

 

 
3.4   TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE DATOS 
 

ENTREVISTA 
 

Como se ha venido adelantando, se requerirá de la información que poseen los distin-

tos sujetos tipo ya mencionados. El método para obtener de ellos esos datos será a 

través de una entrevista a cada profesional, consistente de preguntas abiertas; por 

cuanto se busca conocer ampliamente los criterios técnicos que esos profesionales 

externen, sobre los tributos ambientales con fines extrafiscales. 

 

ANÁLISIS DE CONTENIDO 
 

Por otra parte, una vez recogida la información tanto de los informantes clave, como de 

la normativa internacional y costarricense; se procederá a estudiar de manera cualitati-

va, ya que se busca analizar la eficiencia y eficacia del bloque de legalidad costarricen-

se en materia tributaria ambiental. 
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CAPÍTULO IV: ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE DATOS 
 

 

4.1   DIAGNÓSTICO DE LA SITUACIÓN VIGENTE 
 

 

4.1.1   Diagnóstico de la situación   
 

Tras la recopilación de información e investigación realizada sobre la opinión de los 

expertos y sobre la entrevista realizada a los funcionarios tanto de la Dirección General 

de Tributación como del Tribunal Fiscal Administrativo y de la Secretaría Técnica Na-

cional Ambiental; se procede a sintetizar la información recopilada mediante matrices, 

con el fin de lograr una mejor organización de los resultados.  

 

Matriz 1 

Visión que tienen los expertos en relación con la implementación de tributos am-

bientales con fines extrafiscales, para desincentivar conductas nocivas para el 

medio ambiente en Costa Rica: 

 

Expertos Consultados Opinión 

Experto N° 1 

Son corrientes que han venido creciendo. 
Ya hace más de diez años vienen 
propuestas en esa línea. No omito apuntar 
que los diferentes escudos fiscales sobre 
temas agrícolas, protección ambiental se 
dieron de manera aislada al inicio, como 
eran proteger  maderas y otros en vía de 
extinción. Un programa de gobierno del 
finado Luis Alberto Monge se denominó: 
Volvamos a la tierra, ahí se crearon 
escudos para proteger el ambiente. 
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Experto N° 2 

Considero que aprobar nuevos impuestos 
con el único fin de dejar de producir 
materiales que contaminen el ambiente 
sería lo ideal, pues los seres humanos 
estamos destruyendo la Tierra en que 
vivimos a través de la utilización de 
materiales que no son biodegradables y 
que hacen morir tanto a seres humanos 
como animales.  Sin embargo, considero 
que lo más importante es poder 
concientizar a los habitantes de la Tierra, 
iniciando por nuestro país, de que 
debemos reciclar para evitar el daño, 
aunque no sea en un grado muy elevado, 
ya que existen documentos que dicen que 
el reciclaje no es suficiente, o más bien que 
es un porcentaje muy bajo lo que se 
recicla, luego entonces, lo más importante 
sería encontrar la forma de sustituir los 
productos que hacen daño a la ecología 
mundial.  Si hubiera seguridad de que  
esos impuestos van a cumplir el fin para el 
cual fueron creados estaría de acuerdo, 
pero eso rara vez sucede.  Los gobiernos 
van y vienen y los ingresos se utilizan en 
las cosas que en ese momento se 
consideran “más urgentes”, dejando de 
lado el fin para el cual muchos de los 
impuestos han sido creados. Creo que no 
habría una diferencia con estos. 

Experto N° 3 

Sería excelente la implementación de este 
tipo de medidas, siempre y cuando se 
cumpla en su totalidad con la intención 
para la cual fue creada. 

 

 Fuente: entrevista realizada a los expertos. Ver apéndice 1, 2 y 3 
 

4.1.2   Descripción de la matriz 1  
Como se evidencia en esta matriz, la perspectiva que poseen los expertos es comple-

mentaria, ya que por una parte consideran que aún y cuando en el pasado se crearon 

escudos fiscales para proteger medio ambiente, se usaron de manera aislada o no se 
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utilizan, pero que su implementación sería una medida ideal para procurar mitigar el 

daño acelerado al medio ambiente; pero para eso se debe cumplir con la intención para 

lo cual se crea la medida.  

 

 

4.1.3   Explicación de la matriz 1  
Los datos reflejan que los expertos coinciden en sus criterios, ya que son complemen-

tarios, siendo parte todo de un gran problema que es el alto consumo de envases de 

plástico desechable y la ausencia de norma que regule esta práctica. 

El experto N° 1 considera que la implementación de tributos ambientales con fines ex-

trafiscales, para desincentivar conductas nocivas para el medio ambiente, son corrien-

tes que han venido creciendo desde hace más de diez años; y opina que su implemen-

tación sería una cuota de ayuda en la lucha de un planeta limpio. Además agrega que 

en Costa Rica, en el Gobierno de Luis Alberto Monge se creó un programa de gobierno 

denominado “Volvamos a la tierra”, donde se crearon escudos para proteger medio 

ambiente, sin embargo eran medidas aisladas enfocadas en proteger maderas y otros 

en vía de extinción. 

El experto N° 2 considera que aprobar nuevos impuestos con el único fin de dejar de 

producir materiales que contaminen el ambiente sería lo ideal. Sin embargo, considera 

que lo más importante es poder concientizar a los habitantes, ya que se ha visto que el 

reciclaje no es suficiente. Por lo tanto considera que lo más importante sería encontrar 

la forma de sustituir los productos que hacen daño a la ecología mundial. Afirma 

además, que si hubiera seguridad de que  esos impuestos van a cumplir el fin para el 

cual fueron creados estaría de acuerdo.   
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El experto N° 3 opina que la implementación de tributos ambientales con fines extrafis-

cales, para desincentivar conductas nocivas para el medio ambiente sería una medida 

excelente para mitigar el acelerado deterioro al medio ambiente; siempre y cuando se 

cumpla con la intención para la cual fue creado y se destine lo recaudado a fines me-

dioambientales. 

 

 

  

Matriz 2 

Visión que tienen los expertos con relación a que las iniciativas para prohibir el 

consumo de plástico desechable, analizadas en la Asamblea Legislativa no han 

prosperado: 

Experto Consultados  Opinión 

Experto N° 1 

Son muchos los intereses económicos que 
giran alrededor de los productos de plásti-
co. Solamente una de las empresas más 
grandes como la Yanber, tiene mucha in-
fluencia política y económica que hace que 
duerman proyectos importantes para la 
sociedad. Ellos solo piensan en su dinero y 
no en el ser humano. 

Experto N° 2 

Como todos los negocios en este país, los 
grandes representantes de la industria, 
muchas veces ocupan puestos de impor-
tancia en el gobierno. Puede ser porque 
van a causar un daño en los negocios pro-
pios de los diputados u otros funcionarios 
públicos de alto rango, los que tienen más 
allá de su labor dentro de la Asamblea Le-
gislativa o algunos de los diferentes Pode-
res de la República.  Recordemos que  los 
comerciantes, los industriales y los que 
tienen grandes empresas privadas, se pro-
tegen entre sí. 
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Experto N° 3 

La razón de que las iniciativas de prohibir 
el consumo de plástico desechable no 
hayan prosperado en la Asamblea 
Legislativa se debe principalmente al 
interés empresarial que existe, la 
afectación de actividades económicas, 
afectación a la competitividad y a la 
pérdida de empleo que generaría un  gran 
impacto social negativo.  

 
 Fuente: entrevista realizada a los expertos. Ver apéndice 1, 2 y 3 
 

 
 

4.1.3   Descripción de la matriz 2 
Como se evidencia en esta matriz, la perspectiva que poseen los expertos se comple-

mentan entre sí, ya que por un lado consideran que la razón por la cual no han prospe-

rado las iniciativas planteadas ante la Asamblea Legislativa, se debe a intereses 

económicos que giran alrededor de la industria del plástico; la cual tiene una gran pre-

sencia comercial e industrial cuyo poder económico es muy grande y que además 

cuenta con gran influencia política. Por otra parte, consideran los expertos consultados, 

que al consistir los proyectos de ley en estudio, en prohibir el consumo y producción del 

plástico convencional, esto traería una grave afectación a la actividad empresarial, 

competitividad además de la pérdida de empleos que generarían una impacto social 

muy negativo.     

 

 

4.1.4   Explicación de la matriz 2  
Los datos reflejan que los expertos coinciden en sus criterios, al ser complementarios, 

siendo parte todo de una dirección equivocada en las iniciativas planteadas ante la 
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Asamblea Legislativa; ya que por un lado se prohíbe la producción y el consumo del 

plástico convencional y por el otro se busca sustituir con “plástico biodegradable”, el 

cual como se vio traería una serie de problemas nuevos, dado que no es reciclable y el 

que se propone requiere para su producción de materias primas como el maíz los cual 

no tiene sentido utilizar alimentos para producir bolsas o envases que al fin y al cabo 

van a ser desechados. A esto se le suma que esta prohibición traería problemas de 

competitividad, afectaría la actividad industrial y empresarial que consecuentemente se 

traduciría en pérdida de empleo y un impacto social muy negativo. 

El experto N° 1 considera que son muchos los intereses económicos que giran alrede-

dor de los productos de plástico. Agrega que a manera de ejemplo, solamente una de 

las empresas más grandes como la Yanber, tiene mucha influencia política y económi-

ca que hacen que duerman proyectos importantes para la sociedad.  

El experto N° 2 considera que los grandes representantes de la industria, muchas ve-

ces ocupan puestos de importancia en el gobierno. Por lo que la razón de que las ini-

ciativas para prohibir el consumo y la producción del plástico,  puede ser porque van a 

causar un daño en los negocios propios de los diputados u otros funcionarios públicos 

de alto rango; los que tienen más allá de su labor dentro de la Asamblea Legislativa o 

algunos de los diferentes Poderes de la República. Agrega además, que los comercian-

tes, los industriales y los que tienen grandes empresas privadas, se protegen entre sí. 

El experto N° 3 considera que la razón de que las iniciativas de prohibir el consumo de 

plástico desechable no hayan prosperado en la Asamblea Legislativa se debe princi-

palmente al interés empresarial que existe, la afectación de actividades económicas, 
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afectación a la competitividad y a la pérdida de empleo que generaría un  gran impacto 

social negativo.  

   

 

 

CAPÍTULO V: CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 

 

5.1   CONCLUSIONES  
 

Tras toda la investigación realizada en este trabajo, al haber estudiado la figura del tri-

buto ambiental en las bolsas plásticas desechables a nivel internacional, se logró reco-

pilar información muy valiosa, ya que de esa experiencia extranjera se desprende la 

información suficiente, para poder plantear los posibles escenarios a enfrentar en una 

eventual implementación, de figuras similares que se adecuen a Costa Rica.  

Junto a esto, se comparó la figura del tributo ambiental con los instrumentos propues-

tos en los proyectos de ley en la corriente legislativa, para así encontrar la posible justi-

ficación de que esas iniciativas no hayan prosperado; dado al rumbo equivocado de 

dichas propuestas al tratarse por una parte de prohibir el uso y producción del plástico, 

lo cual afectaría directamente actividades económicas causando un impacto social muy 

grande que generaría mucho desempleo. Y por otra parte, esas propuestas pretenden 

cambiar el plástico convencional por uno “biodegradable”, que generaría una serie de 

problemas nuevos, ya que no se recicla, igualmente se generan gran cantidad de resi-

duos y con el agravante de que para su fabricación se utilizaría como materia prima 

maíz u otro tipo de alimentos, lo cual no tiene sentido. 
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Todo esto permitió diseñar la vía legal factible que permita la utilización de un tributo, a 

las bolsas plásticas desechables gratuitas en Costa Rica. Esto porque se ha analizado 

la posible imposición tributaria a la entrega gratuita de bolsas plásticas desechables; 

comparando la experiencia internacional, para diseñar una propuesta para la inclusión 

de un tributo verde, que se ajuste a los principios tributarios ambientales expuestos, y a 

la luz de la experiencia, aciertos y desaciertos; además de los obstáculos afrontados 

por los países que incursionaron en la implementación de medidas similares a la que 

se propone. 

De esta investigación se desprende que, como consecuencia del deterioro del medio 

ambiente, generado principalmente por el modelo económico de desarrollo patente en 

los últimos tiempos a nivel mundial, ha surgido una conciencia ecológica, la cual se ha 

visto manifestada en una amplia gama de propuestas para la utilización de novedosos 

instrumentos jurídicos y económicos, cuyo objetivo ha sido el fortalecimiento del mode-

lo de desarrollo sostenible. 

Como se mencionó, la protección del medio ambiente no debe dejarse únicamente a la 

buena voluntad de los individuos, por lo que se requiere que el Estado propicie el con-

texto económico y político adecuado para la conservación del entorno natural. Para el 

cumplimiento de este objetivo, el Estado se encuentra facultado para utilizar, además 

de los tradicionales mecanismos de mandato y control, métodos indirectos como los 

instrumentos financieros y fiscales en la materia ambiental. Recordemos que la degra-

dación ambiental implica un problema de justicia, pues la inequidad incluye no sola-

mente una mala distribución de la riqueza, sino también de los riesgos que son conse-

cuencia de dicha degradación. Como se pudo observar en los ejemplos mencionados, 
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existe una tendencia global desde la década de los años ochenta, de implementar ins-

trumentos financieros con el fin de mejorar la calidad medioambiental y cumplir así los 

compromisos internacionales asumidos por los países en las distintas cumbres de me-

dio ambiente. Dicha tendencia se ha fortalecido en la última década, prueba de ello la 

encontramos en el aumento de tributos ecológicos vigentes en países europeos perte-

necientes a la OCDE además de algunos casos en nuestro continente.  

A pesar de esto, en Costa Rica no ha existido una clara orientación hacia la utilización 

de figuras fiscales con fines medioambientales, pues si bien existen algunos tributos 

relacionados con el medio ambiente o con bienes ecológicos específicos, lo cierto es 

que no tienen como finalidad, ni tampoco generan incentivos para cambiar patrones de 

conducta contaminantes. Sin embargo, existen algunas herramientas financieras que 

han arrojado resultados alentadores, como el pago por servicios ambientales. 

Como se expuso en este trabajo investigativo, entre los métodos indirectos, los instru-

mentos financieros facilitan la internalización de externalidades negativas medioam-

bientales, lo que en última instancia proporciona un incentivo para cambiar las conduc-

tas contaminantes; ya que el impuesto al incidir en el costo de los bienes y servicios 

contaminantes, desplaza su curva de oferta en sentido ascendente en su cuantía. En 

este sentido, si el tributo logra reflejar exactamente el costo social de la contaminación, 

la nueva curva reflejaría el costo real de los bienes y servicios.  

Existe una amplia gama de instrumentos financieros que podrían ser utilizados con fi-

nes de protección ambiental, los cuales encontrarían su fundamento en nuestra Consti-

tución Política; que consagra el derecho de toda persona a disfrutar de un ambiente 

sano y ecológicamente equilibrado, así como el paralelo deber del Estado de garanti-
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zar, defender y preservar dicho derecho. Para el caso de los tributos ambientales con 

fines extrafiscales como se vio, el fin recaudatorio no es esencial para la determinación 

de la naturaleza jurídica de las figuras tributarias, pues la recaudación no es un fin en sí 

mismo, sino un medio para la satisfacción de necesidades públicas. Así las cosas, los 

tributos con fines extrafiscales serán constitucionales siempre y cuando logren satisfa-

cer estas mismas necesidades públicas, o evitar su surgimiento y ahorrar eventuales 

erogaciones, susceptibles de ser cubiertas con recursos económicos, a través de la 

promoción o disuasión de comportamientos nocivos para el medio ambiente. De esta 

manera, la vinculación entre la necesidad pública y la idoneidad del tributo para satisfa-

cerla, determina la diferencia entre estas figuras y las sanciones o multas. 

Es importante destacar que los tributos medioambientales se basan en el principio 

quien contamina paga, el cual no implica que el pago del tributo sea una autorización 

para contaminar. En primer lugar, porque el pago no se hace para poder contaminar, 

sino para cubrir el costo social provocado por la contaminación. En segundo lugar, con-

taminar, por lo menos dentro de ciertos límites tolerables, no está desautorizado. En 

tercer lugar, porque buscan de forma extrafiscal la disuasión de conductas contaminan-

tes —en ese sentido cuanto más eficientes sean, menor será la recaudación que de 

ellos provenga— y no la autorización o sanción de éstas, como lo hacen los instrumen-

tos de control y regulación. En cuarto lugar, porque el pago del tributo no debería per-

mitir la transgresión de los límites legales preestablecidos de contaminación ni excluye 

la sanción que por dicha transgresión se pueda aplicar. 

Cabe recordar que los gravámenes ecológicos, por su naturaleza fiscal y ambiental, 

están llamados a respetar una doble capacidad en el sujeto pasivo: la capacidad con-
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tributiva y la capacidad contaminante. Si se omite la primera ya no estamos ante un 

tributo y si se omite la segunda ya no se trata de un gravamen con finalidad ecológica 

sino puramente recaudatoria.  

Como ya se mencionó, una de las características principales de los tributos ambienta-

les con fines extrafiscales, es que buscan principalmente desincentivar una conducta 

que es nociva para el medio ambiente; no debemos olvidar que el derecho es siempre 

un agente activo de cambios sociales, y que los conflictos que presenta el siglo XXI, 

son los propios de la denominada “sociedad del riesgo”; por lo que urge repensar nue-

vos tipos de tutela ambiental. Esto implica buscar nuevos paradigmas de consumo, 

producción, servicios y en ocasiones un cambio en la lógica jurídica. 

Las leyes y procedimientos del siglo XIX, a la luz del movimiento codificador de los de-

nominados derechos de primera generación, que sigue nuestro Código Civil, y buena 

parte de nuestra legislación procesal, contemplan controversias, daños, o intereses 

individuales, propios, personales, ciertos, concretos, directos, diferenciados, exclusivos; 

no está preparado para situaciones que inciden en clases, grandes grupos o dar solu-

ción de intereses generales, comunitarios, que han sido afectados. 

Con un cambio de lógica jurídica se pasa de la dimensión patrimonial a la tutela social, 

de la visión nacional a la transnacional. De la tutela de los derechos subjetivos, diferen-

ciados, personales a la tutela de los intereses difusos, impersonales, supraindividuales. 

Además, se trata de situaciones controvertidas de sensible interés social, en las que 

colisionan por ejemplo, intereses legítimos de la industria, la comunidad, entre otros. En 

los que juegan por igual, el derecho de propiedad, el ejercicio del comercio, la industria, 
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derecho del trabajo; con los bienes o valores colectivos que se vinculan con la preser-

vación del medio ambiente.  

A partir de que emergen estos intereses, y con ellos el derecho ambiental; están en 

revisión todos los institutos tradicionales del derecho. Desde la responsabilidad civil: 

que ha dejado de ser de carácter indemnizatoria/pecuniaria, para dar paso a una de 

carácter preventiva, y más aún, precautoria; y en ocasiones de autoría anónima, de 

responsabilidad colectiva. Inclusive en algunos países, las piezas del proceso judicial 

están en revisión por el impacto diferente, masificado, intergeneracional, de prueba 

compleja y de difícil resolución. 

El derecho ambiental es el derecho de punta, el agente de cambio del derecho en ge-

neral; que encuentra la necesidad de flexibilizar las formas procesales, para dar tutela a 

estas imperiosas necesidades sociales, que son urgentes, vitales. 

En la actualidad el Derecho Ambiental dispone de los medios de prevención, precau-

ción, control, represión y restauración de los bienes ambientales, cuya efectiva aplica-

ción podría detener la catástrofe ecológica. Es así donde el Derecho Ambiental, en-

cuentra un aliado perfecto para la concreción de sus objetivos  en el Derecho Tributa-

rio; al cual se le atribuye la función de orientar los comportamientos de los contribuyen-

tes en un sentido que no se seguiría, o se seguiría en menor intensidad, en ausencia 

del tributo. Esto en virtud, de que existe un deber de solidaridad de los individuos más 

aptos para contribuir con aquellos menos aptos, y esto es lo que fundamenta en última 

instancia el deber de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos. 

De modo que el problema no es la ausencia de instrumentos jurídicos, tampoco la falta 

de conocimientos científicos acerca de la organización y funcionamiento de los ecosis-
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temas naturales y del impacto de las actividades humanas, sobre los componentes de 

la biosfera, y la propia salud y bienestar del hombre. El problema es de naturaleza polí-

tica, tiene que ver con el poder político de los Estados y el económico de las poderosas 

corporaciones multinacionales y globales. 

Si los Estados y sociedades nacionales asumen con voluntad, decisión y responsabili-

dad la protección de los bienes ambientales de acuerdo con los principios, políticas y 

técnicas de regulación previstos en el Derecho Ambiental Internacional, en los Dere-

chos ambientales comunitarios y en los internos o nacionales, podría garantizarse la 

conservación de la vida en el planeta. 

Es importante recordar que, independientemente de las experiencias positivas tenidas 

en la gestión ambiental, así como de los fracasos y obstáculos con los que nos enfren-

tamos, si partimos de que la protección al medio ambiente es tanto un fin estatal, un 

deber constitucionalmente consagrado, como un objetivo social, no existen obstáculos 

insalvables para lograr el desarrollo sostenible, pues los recursos naturales ofrecen por 

sí mismos, un amplio abanico de posibilidades.  

De esta manera, tomando la experiencia internacional, lo expuesto en la doctrina y los 

distintos autores consultados, junto al criterio de los expertos, se puede considerar que 

es cierta la hipótesis de que implementando tributos ambientales con fines extrafisca-

les, se mitiga la contaminación al medio ambiente; en el proceso se generan ingresos y 

consecuentemente se logra un cambio cultural. Esto porque el núcleo de este problema 

tan serio y aceleradamente creciente del deterioro ambiental, es la cultura de lo dese-

chable; por lo tanto, al conocer el centro del problema es necesario atacarlo y empezar 

a gestionar un cambio cultural. 
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A manera anecdótica se comparte la siguiente reflexión: "En la fila del supermercado, el 

cajero le dice a una señora que debería traer su propia bolsa, ya que las bolsas plásti-

cas, no son buenas para el medio ambiente. La señora ofrece disculpas y explica: "Es 

que no había esta moda verde en mis tiempos. En aquel entonces las botellas de le-

che, de refrescos y las de cerveza se devolvían a la tienda y las enviaban de nuevo al 

fabricante para ser lavadas y esterilizadas antes de llenarlas de nuevo, de manera que 

se podían usar las mismas botellas una y otra vez. Era el tiempo de la bolsa de papel 

con manigueta, del saco de manta, de la canasta de mimbre”… Costumbres que fueron 

suprimidas por la modernidad, sin embargo todavía, estamos a tiempo de superar el 

período de la adicción al plástico. 

   

 

 

5.2   RECOMENDACIONES 
 

Tras todo lo investigado en este trabajo, cabe preguntarse entonces: ¿Por qué utilizar 

tributos ambientales con fines extrafiscales en Costa Rica? Las principales razones 

para su uso son: 

  

• Son instrumentos especialmente eficaces para la internalización de las externalida-

des; es decir, la incorporación directa de los costos de los servicios y perjuicios am-

bientales (y su reparación) al precio de los bienes, servicios y actividades que los 

producen; y para contribuir a la aplicación del principio de quien contamina paga y a 

la integración de las políticas económica y ambiental.  

 



  234 

 

• Pueden proporcionar incentivos para que tanto consumidores como productores 

cambien de comportamiento en la dirección de un uso de recursos más 'eco-

eficiente'; para estimular la innovación y los cambios estructurales; y para reforzar el 

cumplimiento de las disposiciones normativas.  

 

• Pueden aumentar la renta fiscal, que puede utilizarse para mejorar el gasto en el me-

dio ambiente. 

 

• Pueden ser instrumentos de política especialmente eficaces para abordar las priori-

dades ambientales actuales, a partir de fuentes de contaminación tan difusas como 

las emisiones del transporte (incluido el transporte aéreo y marítimo), los residuos 

(por ejemplo, envases plásticos desechables o de styrofoam, pajillas plásticas, bater-

ías, entre otros) y agentes químicos utilizados en agricultura (por ejemplo, pesticidas 

y fertilizantes).  

 

• Ahora bien, como se pudo desprender de los ejemplos citados a nivel internacional, la 

introducción de impuestos ambientales con fines extrafiscales, encuentra varios im-

portantes obstáculos de carácter político, como por ejemplo: la supuesta repercusión 

en la competitividad, y a menudo en el empleo, especialmente en algunos sectores o 

regiones; la supuesta repercusión en los grupos de renta baja (es decir, que los po-

bres paguen proporcionalmente más que los ricos); los supuestos conflictos entre los 

impuestos nacionales y la reglamentación del comercio mundial; la idea de que los 

impuestos han de ser elevados para que sirvan de algo; el supuesto conflicto entre el 
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cambio de comportamiento (es decir, menos impuesto) y el mantenimiento de los in-

gresos; las subvenciones y disposiciones existentes, etc., que tienen efectos negati-

vos para el medio ambiente; y otras políticas y culturas que niegan o evitan los im-

puestos ambientales. Sin embargo, la mayoría de obstáculos a su aplicación pueden 

superarse mediante la supresión de subvenciones y disposiciones negativas para el 

medio ambiente; el diseño minucioso de los impuestos y de las medidas de mitiga-

ción; el uso de impuestos ambientales y sus rentas como parte de paquetes de políti-

cas y reformas fiscales verdes; la aplicación gradual; amplias consultas; e informa-

ción. Puede mejorarse la competitividad general de los países mediante impuestos 

bien diseñados que incentiven la innovación y quizás estimulen el cambio estructural 

y el modelo de producción. Los impuestos ambientales, entre otros instrumentos de 

política, pueden contribuir a conseguir estos cambios estructurales, corrigiendo las 

señales de precios y las distorsiones del mercado; por ello, deberían utilizarse de 

manera más amplia.  

 

• Como se pudo observar en algunos de los ejemplos en el extranjero, a menudo los 

impuestos ambientales funcionan mejor cuando forman parte de un programa de me-

didas políticas orientadas a abordar uno, o varios problemas ambientales, pero en-

tonces es compleja la interacción de los diversos instrumentos de las políticas. Por lo 

que un mejor análisis y comprensión de estas cuestiones podría ser extremadamente 

útil para la futura formulación de políticas. Sería especialmente útil la creación de un 

marco que aborde la aplicabilidad potencial de los diferentes instrumentos de políticas 

según una tipología de problemas ambientales. Aunado a esto, para mejorar el dise-
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ño de los impuestos ambientales, es necesaria la investigación en ámbitos como los 

modelos económicos y la evaluación de las externalidades en particular, en relación 

con los aspectos de la distribución. Para una mejor comprensión de la estrategia a 

seguir para implementar tributos ambientales con fines extrafiscales, se ordena en 

una lista de comprobación de lo que se requiere para la aplicación con éxito de im-

puestos ambientales:  

 

1)  Estudios previos que investiguen los efectos potenciales del tributo ambiental o de 

políticas. En particular el cálculo de los costes de las medidas de control de la con-

taminación en cada sector, las repercusiones desde el punto de vista de la equidad; 

y los costes y beneficios de la mejora de la eco-eficiencia 

2)  Participación mayor de las autoridades impositivas/fiscales  

3)  Amplias consultas de los afectados y del público 

4)  Anuncio o campañas publicitarias de los impuestos ambientales 

5)  Su introducción en el marco de un paquete de medidas políticas complementarias 

6)  Aplicación gradual del impuesto 

7)  Reciclaje de los ingresos a:  

- Los contribuyentes, por ejemplo: en relación con medidas ambientales, por 

medio de rebajas o incentivos a la inversión, facilidades de información y for-

mación 

- Sectores conexos, por ejemplo: destinar parte de los ingresos de un im-

puesto a los desechos, al sector de manejo de desechos 
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8)  Aumentar el efecto de desincentivo, por medio de un aumento gradual de la señal 

de precio real durante períodos prolongados; una reducción gradual de las exencio-

nes  

9)  Medidas de evaluación incorporadas en el sistema fiscal  

 

• En fin, se requiere una visión integral y una importante coordinación de esfuerzos pa-

ra llevar a cabo la implementación de figuras tributarias medioambientales. En virtud 

de lo anterior se deben fortalecer las instituciones encargadas de la gestión ambien-

tal, a través de la participación ciudadana, la comunicación interinstitucional, la conso-

lidación de capacidades integrales, la capacitación de los funcionarios responsables, 

así como el establecimiento de sistemas de rendición de cuentas. 

 

• Como se mencionó, la gestión pública ambiental se ha caracterizado hasta ahora por 

la utilización de esquemas regulatorios y normativos restrictivos (tales como sancio-

nes y multas), los cuales, si bien han provocado algunos resultados importantes, 

también es cierto que no pueden resolver por sí solos los complejos problemas am-

bientales. De esta manera, además de la incorporación de novedosas soluciones re-

lacionadas a la fiscalidad ambiental como las que se proponen en esta investigación; 

es sumamente importante la participación activa y voluntaria de la mayor cantidad 

posible de la población, de forma tal que se allane el camino para la implementación 

de los esfuerzos de política pública por mejorar la calidad ambiental. Es necesario en-

tonces integrar a la sociedad civil y al sector productivo en el proceso de toma de de-

cisiones; de esta manera estos sectores tendrán un papel constructivo en la gestión 
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ambiental tributaria, lo que facilita la legitimación de la distribución de las responsabi-

lidades entre el sector público y el privado, en aras del desarrollo sostenible. Natural-

mente la participación ciudadana fortalece la democracia, y el establecimiento de ca-

nales de comunicación, facilita que la estructura administrativa responda a las exi-

gencias que surgen de la población. Asimismo, la participación de los actores no es-

tatales fortalece la legitimidad de la política ambiental, facilitando así su aprobación y 

acatamiento. Es innegable que existe un vínculo entre desarrollo sostenible y demo-

cracia; por esa razón la participación ciudadana es de suma importancia para el éxito 

de la gestión ambiental. No obstante, debe tenerse en cuenta que para que se dé una 

efectiva participación ciudadana, es preciso que primero exista conciencia y educa-

ción sobre los derechos ciudadanos que generen demandas populares más respon-

sables al gobierno, debido a que la defensa del derecho constitucional a un medio 

ambiente sano y ecológicamente equilibrado, es responsabilidad de todos los ciuda-

danos.  

 

• Como respuesta a la importancia de la preservación del medio ambiente y como parte 

de nuestra responsabilidad intrageneracional, se debe incluir el elemento ecológico 

de manera transversal en todas las políticas públicas, así como en todos los ámbitos 

de la realidad nacional, para así gestionar un cambio cultural y cambiar las practicas 

insostenibles que amenazan al medio ambiente.  

 

• Tras este trabajo de investigación se cree conveniente la introducción de tributos me-

dioambientales con fines extrafiscales en el ordenamiento jurídico costarricense; así 
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como la modificación de los vigentes, pues existe evidencia suficiente para esperar 

que la aplicación de estos instrumentos genere, además de recursos fiscales para 

destinarlos a asuntos pro medio ambiente, una importante mejora en el estado actual 

del entorno natural costarricense; aunado a un cambio en la cultura de lo desechable, 

que según la opinión de los expertos consultados y observando el comportamiento de 

los usuarios ante algunas campañas realizadas por ciertos supermercados de promo-

ver las bolsas reutilizables, se podría pensar que medidas como estas tendrían buena 

aceptación por parte de la población. Sin embargo, no se puede afirmar que la intro-

ducción de estos tributos dentro de un marco de fiscalidad recaudatoria, es decir, im-

plementar una reforma fiscal verde, sea conveniente, pues sus resultados dependen 

de factores y circunstancias indeterminables en esta investigación, que han demos-

trado tener un gran peso en las experiencias de otros países, tales como la coyuntura 

económica, la estructura institucional, la voluntad política y la aceptación de la mayor-

ía de los ciudadanos.  
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CAPÍTULO VI: PROPUESTA 
 

 
 

IMPUESTO AL CONSUMO O DISTRIBUCIÓN DE BOLSAS PLÁSTICAS  
 

 

ARTÍCULO 1.- Creación 

Créase el impuesto al consumo o distribución de bolsas plásticas de cualquier tamaño 

o calibre distribuidas en los establecimientos mercantiles responsables de la recauda-

ción de este impuesto ubicados en el territorio nacional y utilizadas para transportar 

mercancías, con el objeto de asignarles un precio que desincentive su consumo, por el 

efecto nocivo que ellas generan sobre el medio ambiente. 

Para los efectos de este artículo, el territorio nacional se entenderá de conformidad con 

la definición contenida en la Constitución Política. 

 

 

ARTÍCULO 2.- Prohibición de suministrar bolsas plásticas gratuitas 

Se prohíbe a los propietarios de los establecimientos mercantiles responsables del im-

puesto al consumo de bolsas plásticas, suministrar en forma gratuita a sus clientes las 

bolsas sujetas al pago de este impuesto, teniendo que cobrar por cada una de ellas un 

precio que será, al menos, el valor o la tarifa de este impuesto. 

 

 

ARTÍCULO 3.- Hecho Generador 
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El hecho generador de este impuesto, es el suministro de bolsas plásticas por parte de 

los negocios, establecimientos mercantiles o almacenes de ventas al detalle del 

régimen común del impuesto general sobre las ventas, establecido en la Ley número 

6826 y sus reformas, usadas por los compradores para empacar los bienes adquiridos, 

ya sea para consumo en el mismo lugar, para ser llevados fuera del establecimiento o 

para ser entregados a domicilio. 

El impuesto se causará al momento de la entrega material de la bolsa y su valor debe 

quedar registrado en la factura o documento equivalente, expedido al comprador por el 

establecimiento responsable. 

El propietario del establecimiento o negocio responsable de recaudar este impuesto, 

sea persona física o jurídica, tiene la obligación de cobrar al adquirente o cliente un 

valor equivalente, al menos, su monto por cada bolsa que le suministre. 

 

 

ARTÍCULO 4.- Contribuyente   

Está obligado a pagar este impuesto el comprador que consume la bolsa.  

(Nótese que es un contribuyente económico o de facto, que no se relaciona con el fis-

co, sino que sólo paga el impuesto, a diferencia de los declarantes o responsables, que 

son como los contribuyentes jurídicos, declarantes o responsables (solidarios y hasta 

sustitutos ante el fisco: es decir, pueden ser tenidos en lugar del contribuyente, cuando 

por ejemplo no perciben, no retienen o no cobran el impuesto, estando obligados, 

según la ley de ventas).   
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ARTÍCULO 5.- Declarantes 

Son responsables de la recaudación de este impuesto los establecimientos pertene-

cientes al régimen común del Impuesto General sobre las Ventas, establecido en la Ley 

número 6826 y sus reformas, que venden o de cualquier otra forma transfieren, ya sea 

a título gratuito u oneroso, los bienes que se empacan en la bolsa plástica sujeta al 

mismo, los cuales tienen el deber de recaudar, declarar y transferir este impuesto al 

Estado, dentro de los plazos fijados.  

 

 

ARTÍCULO 6.- Base Imponible 

La base imponible estará constituida por el valor de la bolsa dependiendo de su tamaño 

y calibre, siguiendo la escala establecida en el artículo 8 de la presente ley. 

 

 

ARTÍCULO 7.-Base imponible en importaciones 

En la importación o la internación de bolsas plásticas, el valor sobre el cual se determi-

na el impuesto, se establece adicionando al valor CIF, aduana de Costa Rica, lo paga-

do efectivamente por concepto de derechos de importación, impuesto selectivo de con-

sumo o específicos y cualquier otro tributo que incida sobre la importación o la interna-

ción, así como los demás cargos que figuren en la póliza o en el formulario aduanero, 

según corresponda. El impuesto así determinado debe liquidarse separadamente en 
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esos documentos y el pago deberá probarse antes de desalmacenar las mercancías 

respectivas.  

 

 

ARTÍCULO 8.- Tarifa del impuesto   

El suministro de bolsas plásticas al comprador estará gravado por el impuesto al con-

sumo de estas bolsas, por cada bolsa suministrada al comprador dependiendo del ta-

maño indicado en este artículo, según las siguientes tarifas:  

 

a) De 8 a 14 cm3                           ₡20 

b) De 15 a 20 cm3                         ₡40 

c) De 20 a 25 cm3                         ₡60 

d) De 25 a 30 cm3                         ₡80 

e) De 30 a 35 cm3                         ₡100 

f) De 35 o más cm3                      ₡120 

 

Durante los doce meses siguientes a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, 

esta tarifa será incrementada en un 50% por cada bolsa. Esta tarifa se ajustará al 

aproximado a la decena de colones más cercana, cada 1° de enero con base en el cre-

cimiento del Índice de Precios al Consumidor (IPC), reportado por el Instituto Nacional 

de Estadística y Censos (INEC), para el último período de doce meses culminado el 30 

de noviembre del año inmediatamente anterior. 
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El recaudo de este impuesto será destinado a la Secretaria Técnica Nacional Ambiental 

(SETENA), para inversión en la aplicación oportuna y pertinente de la normativa y pro-

cedimientos administrativos y técnicos en materia de evaluación ambiental para preve-

nir impactos sociales y ambientales negativos y capacitar funcionarios públicos en 

adaptación al cambio climático y gestión del riesgo de desastre para la infraestructura.    

 

 

ARTÍCULO 9.- Presentación de declaraciones juradas y períodos del impuesto 

Los declarantes citados en el artículo 5 de esta Ley, deben liquidar el impuesto, me-

diante la presentación de una declaración jurada de las ventas de bolsas plásticas suje-

tas a impuesto, correspondientes a los dos meses trasanteriores, a más tardar el último 

día de cada bimestre.  

 

El período gravable para la declaración y pago de este impuesto será bimestral, tenien-

do en cuenta los siguientes períodos: enero-febrero; marzo-abril; mayo-junio; julio-

agosto; septiembre-octubre; noviembre-diciembre. 

Cuando se inicien actividades durante el ejercicio, el período gravable será el com-

prendido entre la fecha de iniciación de actividades y la fecha de finalización del res-

pectivo período.  

 

 

ARTÍCULO 10.- Obligación de llevar registro 
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Los propietarios de los establecimientos mercantiles responsables de recaudar este 

impuesto tienen la obligación de llevar un registro de las bolsas plásticas referidas en 

esta ley, con la siguiente información:  

 

a) El número de la factura de compra o de la póliza de importación de bolsas plásticas 

b) El número de bolsas que tenga en su inventario, discriminado por tamaños y cali-

bres, con fecha inicial correspondiente al primer día de vigencia del impuesto. 

c) El número de bolsas compradas o adquiridas en cada período gravable, discrimina-

do por tamaños y calibres.  

d) El número de bolsas suministradas a sus clientes en cada período gravable, discri-

minado por tamaños y calibres. 

 

Este registro deberá conservarse mínimo por cinco años y deberá ponerse a disposi-

ción del ente de control (MEIC), cuando este lo requiera. 

 

 

ARTÍCULO 11.- Liquidación y Pago 

El impuesto resultante de las ventas o consumo de bolsas plásticas, correspondiente a 

cada uno de los períodos bimensuales establecidos en la presente ley, lo deben cance-

lar los declarantes o comerciantes propietarios de los establecimientos mercantiles res-

ponsables establecidos en el artículo 5 de esta Ley, al momento de presentar la res-

pectiva declaración jurada, según el plazo establecido en el artículo 9 párrafo final de 

esta ley. 
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Mientras no se haya efectuado la desinscripción de un contribuyente o declarante, la 

obligación de presentar la declaración se mantiene, aun cuando por cualquier circuns-

tancia no exista la obligación de pagar el impuesto. Los contribuyentes o declarantes, 

que tengan agencias o sucursales dentro del país, deben presentar una sola declara-

ción que comprenda la totalidad de las operaciones realizadas por tales establecimien-

tos, y las correspondientes a sus casas matrices. 

Este impuesto no es descontable del impuesto sobre las ventas (IVA), ni es deducible 

para la liquidación del impuesto a la renta. 

 

 

ARTÍCULO 12.- Incumplimiento y Sanciones 

El incumplimiento de las obligaciones que consagra esta ley, dará lugar a las sanciones 

aplicables establecidas en el Código de Normas y Procedimientos Tributarios en su 

título tercero. 

El incumplimiento o transgresión a la presente ley y/o al cronograma fijado por el artícu-

lo 9, hará que a los titulares del establecimiento en el que se verifique la infracción, se 

aplique las siguientes sanciones: 

 

a) Apercibimiento, que podrá ser aplicado una sola vez al infractor. 

b) Los comercios que incumplan con lo dispuesto en los artículos 2 y 3 de la presente 

ley, les será aplicada una multa de 1 salario base. (Ref. por Ley 7900 de 3 de agosto 

de 1999)  
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c) Los responsables de la recaudación de este impuesto citados en el artículo 5 de es-

ta ley, que omitan presentar las declaraciones juradas de las ventas de las bolsas 

plásticas sujetas a impuesto, dentro del plazo legal establecido en el artículo 9 de 

esta ley, tendrán una multa equivalente al cincuenta por ciento (50%) del salario ba-

se. (Ref. por Ley 7900 de 3 de agosto de 1999)  

d) Los responsables de la recaudación de este impuesto citados en el artículo 5 de es-

ta ley, que omitan llevar el registro de las bolsas plásticas conforme al artículo 10 de 

la presente ley, se les aplicará una multa equivalente al cincuenta por ciento (50%) 

del salario base. (Ref. por Ley 7900 de 3 de agosto de 1999) 

 

 

ARTÍCULO 13.- Normativa Supletoria  

Las disposiciones de la citada Ley de Impuesto General Sobre las Ventas, son de apli-

cación supletoria al impuesto que por esta ley se crea. 

 

 

ARTÍCULO 14.- Fiscalización  

Este impuesto será administrado por la Dirección General de Tributación órgano que 

ostenta el carácter de Administración Tributaria, para los efectos de la aplicación de 

este impuesto tendrá todas las facultades y potestades conferidas en el Título IV, capí-

tulos I y II, artículos 99, siguientes y concordantes del Código de Normas y Procedi-

mientos Tributarios.   
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ARTÍCULO 15.- Exenciones  

El presente impuesto no será aplicable cuando por cuestiones de asepsia, las bolsas 

de polietileno y todo otro material plástico convencional, deban ser utilizadas para con-

tener o conservar alimentos o insumos húmedos elaborados o preelaborados y no re-

sulte factible la utilización de un sustituto degradable y/o biodegradable o reutilizable en 

términos compatibles con la minimización de impacto. 

 

 

ARTÍCULO 16.- Vigencia 

La presente ley rige a partir del período gravable siguiente al bimestre en que se realice 

su promulgación, conforme a los periodos señalados en el párrafo 1° del artículo 6 de 

esta ley. 
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APÉNDICE  
 

Apéndice 1: 

 

1) ¿Qué opina usted sobre la implementación de tributos ambientales con fines ex-

trafiscales, para desincentivar conductas nocivas para el medio ambiente?  

 

Son corrientes que han venido creciendo. Ya hace más de diez años vienen 

propuestas en esa línea. No omito apuntar que los diferentes escudos fiscales 

sobre temas agrícolas, fueron protección ambiental de manera aislada al inicio, 

como eran proteger  maderas y otros en vía de extinción. Un programa de go-

bierno del finado Luis Alberto Monge se denominó: Volvamos a la tierra, ahí se 

crearon escudos para proteger medio ambiente.  

 

2) ¿Considera usted que la ausencia de normativa, que regule la entrega gratuita de 

bolsas plásticas desechables en nuestro país, ha incidido en el incremento de la con-

taminación al medio ambiente?  

 

Esa podría ser una de las tantas políticas de regulación… autos dañados que 

ingresan como basura, ropa usada y muchas otros productos que han venido 

contaminando el medio ambiente. Las bolsas plásticas o todos los productos 

plásticos se sabe que vienen afectando los ríos y los mares provocando daños 

ambientales hasta con la muerte de animales en riesgo.  

 

3) ¿Por qué considera usted que las iniciativas para prohibir el consumo de plástico 

desechable, que se han analizado en la Asamblea Legislativa no han prosperado?  

 

Son muchos los intereses económicos que giran alrededor de los productos de 

plástico, solamente una de las empresas más grandes como la Yanber, tiene 

mucha influencia política y económica que hacen que duerman proyectos impor-

tantes para la sociedad. Ellos solo piensan en su dinero y no en el ser humano.  
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4) ¿Cuáles considera usted que serían los efectos socio-jurídicos de aplicar un tributo 

ambiental con fines extrafiscales, para regular la entrega gratuita de bolsas plásticas 

desechables en los puntos de venta en Costa Rica?  

 

Ya algunos negocios tienen como política no dar bolsas plásticas y los usuarios 

lo han venido tomando con mucha madurez. Walmart es una de ellas… me mo-

lesté incluso que no tenía en donde meter la compra y luego vi el beneficio co-

mo colectividad y me parece una cuota de ayuda en la lucha de un planeta lim-

pio. Desde el punto de vista jurídico si es ley con un sustento tan importante de 

salvaguardar la sociedad y el planeta no habría Sala Constitucional que se 

oponga. 

 

 

 

Apéndice 2: 
 

1) ¿Qué opina usted sobre la implementación de tributos ambientales con fines extra-

fiscales, para desincentivar conductas nocivas para el medio ambiente? 

 

Considero que aprobar nuevos impuestos con el único fin de dejar de producir 

materiales que contaminen el ambiente sería lo ideal, pues los seres humanos 

estamos destruyendo la tierra en que vivimos a través de la utilización de mate-

riales que no son biodegradables y que hacen morir tanto a seres humanos co-

mo animales. Sin embargo, considero que lo más importante es poder concien-

tizar a los habitantes de la tierra, iniciando por nuestro país, de que debemos 

reciclar para evitar el daño, aunque no sea en un grado muy elevado, ya que 

existen documentos que dicen que el reciclaje no es suficiente, o más bien que 

es un porcentaje muy bajo lo que se recicla, luego entonces, lo más importante 

sería encontrar la forma de sustituir los productos que hacen daño a la ecología 
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mundial.  Si hubiera seguridad de que  esos impuestos van a cumplir el fin para 

el cual fueron creados estaría de acuerdo, pero eso rara vez sucede. Los go-

biernos van y vienen y los ingresos se utilizan en las cosas que en ese momen-

to se consideran “más urgentes”, dejando de lado el fin para el cual muchos de 

los impuestos han sido creados. Creo que no habría una diferencia con éstos. 

 

2) ¿Considera usted que la ausencia de normativa, que regule la entrega gratuita de 

bolsas plásticas desechables en nuestro país, ha incidido en el incremento de la con-

taminación al medio ambiente? 

 

Por supuesto que sí. Sin embargo considero que en realidad no son solo las 

bolsas plásticas, que se obtienen en forma gratuita, las que contaminan el me-

dio ambiente. Todos los productos de plástico, ya que ese material al no ser 

biodegradable dura muchísimos años en desaparecer, antes bien pueden ser 

desintegrados en partículas que consumen los peces y a la vez nosotros al con-

sumir los peces. 

El desastre lo creamos en conjunto: con cada empaque de plástico que hemos 

botado a la basura o en las calles. Nuestros mares están agonizando y los ase-

sinos somos todos. En el caso de nuestro país, las alcantarillas han colapsado 

por culpa de la basura que se arroja a las calles y la mayoría de esa basura son 

artículos de plástico, principalmente bolsas y botellas. Existen algunos super-

mercados que venden las bolsas plásticas en donde se depositan los artículos 

que se compran, y los habitantes de nuestro país las compran. El costarricense 

por naturaleza busca que su vida se torne más fácil, aunque no sea de la mejor 

forma.   

 

3) ¿Por qué considera usted que las iniciativas para prohibir el consumo de plástico 

desechable, que se han analizado en la Asamblea Legislativa no han prosperado? 

 

Bueno, como todos los negocios en este país, los grandes representantes de la 

industria, muchas veces ocupan puestos de importancia en el gobierno.  Puede 
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ser porque van a causar un daño en los negocios propios de los diputados u 

otros funcionarios públicos de alto rango, los que tienen más allá de su labor 

dentro de la Asamblea Legislativa o algunos de los diferentes Poderes de la 

República.  Recordemos que  los comerciantes, los industriales y los que tienen 

grandes empresas privadas, se protegen entre sí. Ello me lleva a preguntarme 

qué es más importante: Los negocios personales de cada funcionario de la 

Asamblea Legislativa o de algún poder de la República o el bienestar del país.  

Ello por cuanto nosotros debemos ser conscientes de que en Costa Rica, nues-

tros océanos y ríos están inundados de envases de plástico.  

 

4) ¿Cuáles considera usted que serían los efectos socio-jurídicos de aplicar un tributo 

ambiental con fines extrafiscales, para regular la entrega gratuita de bolsas plásticas 

desechables en los puntos de venta en Costa Rica?  

 

El interés del pueblo y también del Gobierno, en mi opinión, podría estar más 

bien concentrado en que la producción de aquello que destruya el medio am-

biente desaparezca, más que obtener una recaudación. En realidad lo importan-

te o fin principal del establecimiento de un impuesto es la recaudación, atraer 

dinero a las arcas del Estado, sin embargo, la creación de un impuesto para ob-

tener un fin extrafiscal, que  en el caso que nos ocupa, sería  la no utilización de 

bolsas plásticas o materiales plásticos desechables, sería la función indirecta.  

Es decir no se cobra un impuesto tanto para recaudar como para que se pro-

duzca una sanidad al medio ambiente, y que éste no se destruya. Si el ciudada-

no tiene que pagar impuestos, es posible que baje el consumo de productos de 

plástico desechables en gran medida, pero no es seguro que desaparezca.  Pa-

ra que ello suceda, sería mejor prohibir las prácticas de uso de dicho material 

en pro del fin ecológico, en vez de crear un impuesto con fin extrafiscal. 
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Apéndice 3 
 

1) ¿Qué opina usted sobre la implementación de tributos ambientales con fines extra-

fiscales, para desincentivar conductas nocivas para el medio ambiente? 

 
Sería excelente la implementación de este tipo de medidas, siempre y cuando 
se cumpla en su totalidad con la intención para la cual fue creada. 

 

 

2) ¿Considera usted que la ausencia de normativa, que regule la entrega gratuita de 

bolsas plásticas desechables en nuestro país, ha incidido en el incremento de la con-

taminación al medio ambiente? 

 

Sí claro, se trata de una cuestión cultural. Porque estamos acostumbrados a bo-

tar las bolsas plásticas si tener conciencia lo dañinas que son. Además como 

nada regula su uso entonces la gente no ve esta práctica como algo malo y co-

mo es sin costo entonces las botan y no las valoran, pero el costo que tiene pa-

ra el Estado el estar tratando tanto residuo es muy alto.   

 

 

3) ¿Por qué considera usted que las iniciativas para prohibir el consumo de plástico 

desechable, que se han analizado en la Asamblea Legislativa no han prosperado? 

 

La razón de que las iniciativas de prohibir el consumo de plástico desechable no 

hayan prosperado en la Asamblea Legislativa se debe principalmente al interés 

empresarial que existe, la afectación de actividades económicas, afectación a la 

competitividad y a la pérdida de empleo que generaría un  gran impacto social 

negativo.  
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4) ¿Cuáles considera usted que serían los efectos socio-jurídicos de aplicar un tributo 

ambiental con fines extrafiscales, para regular la entrega gratuita de bolsas plásticas 

desechables en los puntos de venta en Costa Rica? 

 

Socialmente considero que la gente lo acogería bien porque ya muchos super-

mercados están aplicando políticas de no dar bolsas o vender las reutilizables; y 

son cada vez más personas que usan las bolsas que promueven los supermer-

cados que hacen campañas ambientales de cero bolsas. 

Jurídicamente no le veo ningún problema, no creo que tenga ningún obstáculo 

ya que defiende derechos fundamentales amparados constitucionalmente.    
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